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Desde que lo formuló por primera vez Henri Lefebvre en 1968, el derecho a la ciudad ha sido objeto de una amplia reflexión teórica; se ha convertido en una exigencia de colectivos sociales en distintas ciudades del mundo y se ha incorporado a la agenda de organismos internacionales que lo han posicionado como un horizonte de acción.

 
Esta publicación hace eco del camino recorrido y discute sobre cómo hacer efectivo este derecho en un contexto fronterizo como el de Ciudad Juárez, un espacio donde confluyen fenómenos como la movilidad transfronteriza, la expansión urbana descontrolada, las desigualdades socioespaciales, la inseguridad y la violencia de género.


Los textos reunidos en este volumen proponen y abordan herramientas y estrategias para la materialización del derecho a la ciudad, incluyendo marcos normativos, políticas urbanas y mecanismos de participación ciudadana. Se enfatiza la necesidad de promover una ciudadanía activa, capaz de gestionar sus derechos, al mismo tiempo que se construye un marco jurídico e institucional que facilite estos procesos y traduzca las demandas ciudadanas en acciones concretas. 


Las y los autores exploran el potencial transformador del derecho a la ciudad como instrumento para combatir las injusticias espaciales, impulsar una urbanización equitativa y garantizar una vida digna y libre de violencia. 


A partir del análisis de marcos normativos internacionales, experiencias de organizaciones ciudadanas y estudios de caso sobre urbanismo en zonas fronterizas, la publicación ofrece una visión integral sobre los retos y oportunidades que enfrenta la ciudad. A lo largo de sus páginas se analizan diversos temas clave en este sentido: el papel del espacio público en la justicia social, la recuperación de la agricultura urbana como estrategia de ocupación de espacios vacantes, las desigualdades socioespaciales y las demandas de colectivos sociales en condiciones de vulnerabilidad: niños, jóvenes, mujeres, migrantes, indígenas, personas en condición de discapacidad. También se aborda la urgencia de traducir derechos reconocidos en marcos jurídicos en políticas urbanas efectivas y repensar la idea de ciudadanía a fin de que sea más inclusiva.


La ciudad fronteriza es un laboratorio donde se redefine la relación entre territorio, normatividad y ciudadanía en el siglo XXI, por lo que su materialización exige la participación de distintos actores: gobiernos, academia, organizaciones sociales y organismos internacionales. Este libro es una invitación a repensar colectivamente la ciudad desde sus bordes, allí donde los límites políticos y económicos se vuelven difusos, y donde el deseo de pertenencia y el derecho a habitar persisten con fuerza. En las ciudades fronterizas y en un contexto donde la movilidad humana es cada vez más cotidiana, se juega el futuro de la urbanización contemporánea y se define qué tipo de sociedad queremos construir.


		

		
		


		
Introducción

			La socialización de un concepto en la frontera norte de México1

			
			Alejandro González Milea

			Xóchitl Alma Delia Cruz Guzmán

			Este libro constituye un testimonio acerca de nuestras ideas sobre la libertad, la justicia y los derechos en las ciudades. En su origen yacen muchas interrogantes: ¿en qué medida reconocemos que se necesita nuestra participación para definir el rumbo de las ciudades?, ¿en qué sentidos ha habido mucha participación, pero no hemos sabido reconocerla?, ¿acaso es posible o deseable una ciudad futura que se construya a expensas de todos o de la gran mayoría? En este libro el lector no solamente hallará textos elaborados por profesionales y académicos, sino que también encontrará testimonios de personas que han emprendido caminos para transformar las cosas que están mal. Se trata de un diálogo que intenta balancear dos partes, a veces disociadas en la vida cotidiana: la reflexión especializada y experta, por un lado, y el relato de experiencias profundas que nos cambian, por el otro.

			Entre los meses de agosto y septiembre de 2022, la Coordinación de Resiliencia del municipio de Juárez organizó un ciclo de foros temáticos con motivo del derecho a la ciudad. Uno de los objetivos consistía en socializar el concepto, entre académicos y ciudadanos que se han distinguido por su participación en asuntos del interés común, con miras a conocer las vías para llevar adelante este derecho, lo mismo en un plano pragmático como también idealista. Al primer frente acudieron profesionales de formaciones y disciplinas variadas, como urbanistas, sociólogos, politólogos, economistas, arquitectos, artistas e historiadores, mientras que en el segundo estuvieron presentes ciudadanos que han luchado en frentes muy diversos: migraciones, rendición de cuentas, agricultura urbana, niñez, jóvenes, mujeres, discapacidades, movilidad, pueblos indígenas y un largo etcétera que no le hace justicia a la variedad de tópicos. Pero una finalidad consistía en incluir el derecho a la ciudad en la Constitución Política del Estado de Chihuahua, y este libro en cierto modo se constituye como una memoria del camino de la reflexión.

			Las temáticas de los foros se definieron a partir de las experiencias precedentes, no solamente siguiendo las políticas del Programa de Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (onu-Habitat), sino también las de varias ciudades que enfrentaron el desafío de redactar una Carta por el Derecho a la Ciudad. Fueron ocho ámbitos los que se contemplaron para distribuir la discusión, en donde la ciudad idealmente debería: estar libre de discriminación, favorecer la igualdad de género, incentivar la ciudadanía inclusiva, fomentar la participación política, cumplir con sus funciones sociales, proveer espacios y servicios públicos de calidad, acoger economías diversas e inclusivas y promover vínculos urbano-rurales inclusivos.

			El derecho a la ciudad, entendido como concepto ideal y como término que orienta la acción, queda cruzado por tensiones que se alojan entre los imperativos de organismos supranacionales y la experiencia local de lucha y reivindicaciones. Ni duda cabe de que los casos concretos han contribuido a configurar los objetivos y metas de las agendas internacionales, pero también es cierto que los amplios mantos de expertos no siempre consiguen resumir las complejas intersecciones que se viven en las ciudades. Una convicción prevaleciente en la reflexión del derecho a la ciudad sugiere superar el pasado, es decir, dejar de guiarse por modelos alternativos ya probados, y ahora, en el ánimo de imaginar e impulsar una nueva forma de vida, que sea equitativa y justa.

			En el mundo académico las aproximaciones al derecho a la ciudad se han distribuido en torno a dos grandes polos. En el primero, el motivo ha sido ubicar el concepto dentro del pensamiento de Henri Lefebvre y el bagaje intelectual de los estudios urbanos, aunque, también en busca de precisiones debidas a la época (los grandes movimientos sociales de las décadas de 1950 y 1960), y en la operacionalización de ese derecho a través de muchos casos de estudio. En el segundo polo, la reflexión sobre el derecho a la ciudad sobre todo ha producido un robusto corpus doctrinario creado por organismos intergubernamentales y no gubernamentales de alcance internacional, en donde han proliferado líneas de acción que luego han sido refinadas y adoptadas por los países. En tal sentido hallamos que en la frontera poco se ha debatido el concepto,2 y a la par de las necesidades estratégicas del municipio, estaba la oportunidad de reunir a académicos y representantes de agencias internacionales a reflexionar al respecto. La invitación a cada uno implicó un proceso de familiarización con los conceptos y debates al uso; dado que ninguno se había involucrado antes en este campo de pensamiento, se hizo la invitación a que hablaran del tema, por lo que fue lógico que cada uno empleara su instrumental teórico conceptual.

			Interesaba reunir las reflexiones que se han distinguido por vivir y estudiar las fronteras, esta y otras, e ir más allá de las líneas establecidas por las entidades que han estado capitalizando la cuestión: grandes ciudades y metrópolis, tradiciones teóricas y ciencia de un nuevo mundo geopolítico.

			Las contribuciones se agrupan en cuatro grandes partes, y en cada una el lector hallará reflexiones críticas y voces de la sociedad civil. En una ciudad que históricamente se ha distinguido por la labor del activismo, y los rezagos en la atención por parte de los gobiernos, parecía una oportunidad para pensar sobre el vacío que se instauraba entre ambos. 

			La primera parte abre el debate y se organiza en tres niveles: el intergubernamental o de la doctrina internacional, el nacional de implicaciones locales y la disrupción que provoca la incorporación de la idea de frontera. Una primera contribución, de José Chong y María Valentina González, desarrolla los más recientes alcances de la idea de espacio público, en su aproximación a los ideales prácticos de la justicia en las ciudades. El segundo capítulo, debido a Francisco Javier de la Torre, ofrece un examen de la difusión del concepto en la literatura académica, para destacar un asunto ya sabido por los estudiosos: el oscurecimiento u olvido de las luchas locales frente a la especialización conceptual de los académicos. El tercero, de Alejandro González, ofrece una revisión histórica de las tensiones entre las dinámicas urbano-rurales de Ciudad Juárez, con la intención de disolver la posibilidad de una sola concepción del derecho a la ciudad y descubrir el trasfondo de lucha, contradicciones, ciclos de cambio indefinidos e injusticias, que domina una etapa de conformación de la frontera. La sección cierra con una conversación con Teresita de Jesús Cavazos, distinguida por luchar en la localidad para introducir la agricultura urbana, quien comparte sus descubrimientos en muchas esferas de la vida cotidiana.

			La segunda parte del libro lleva el concepto derecho a la ciudad a un plano operativo. El primer capítulo, de la autoría de Sara Morales, con motivo de un estudio profundo de un área de la ciudad (el suroriente), entrega una revisión de las desigualdades sociales e injusticias espaciales en los procesos de crecimiento. El segundo, de Marisol Rodríguez, explora el sentido práctico de muchos derechos que ya están contenidos en los textos constitucionales, y se avizoran las implicaciones de su restitución, acompañándose de guías sobre cómo consolidar el crecimiento urbano. El tercero consiste en una conversación con la activista Laura Antillón, quien se ha destacado por introducir la movilidad en frentes diversos de la agenda ciudadana y política.

			La tercera parte destapa, por así decirlo, el escenario de actores en cierto modo centrales en los más recientes desafíos: mujeres y juventudes. Angélica López, en el primer capítulo, ofrece una visión teórica y empírica sobre el acoso sexual callejero, derivada de los resultados de una encuesta de carácter novedoso. El segundo capítulo, de Brenda Ceniceros, entrega un poliedro donde se reúnen referencias teóricas sobre los derechos de las mujeres, de fuerte corte feminista, y cruzado por las experiencias de una “artivista”. El tercero consiste en una conversación con un líder comprometido con las juventudes, el activista Alejandro Sapién, quien relata su trayectoria en la lucha por condiciones justas y en la atención de la conflictividad con jóvenes en situación de reinserción social.

			La cuarta y última parte del libro está dedicada a unos actores centrales en las ciudades fronterizas: los migrantes. El primer capítulo, de la autoría de Héctor Padilla, recoge las acciones de algunos movimientos que han luchado por intereses diversos, con el fin de retratar la reciente crisis migratoria y sugerir nuevas vías institucionales a través de la idea ciudadanía inclusiva. Un segundo capítulo, de David Muñiz, destaca la constante presencia de los migrantes en la historia de la ciudad, con el fin de explorar el sentido de practicar el ‘derecho a la memoria’. El tercero consiste en un testimonio de la representante de los pueblos indígenas de la ciudad, Diana Lozano, en el que se escuchan los ecos de la discriminación persistente que se sufre en muchos niveles.

			La manera en que la práctica de la agricultura en ciudades no solamente redunda en beneficios como la salud, sino que también permite avizorar un mundo posible —donde se impongan prioridades colectivas a los terrenos vacantes de una ciudad industrial— apunta a una transversalidad de tópicos que se aleja de las taxonomías expertas y académicas, ya no digamos de las líneas de acción gubernamental. Desde otra perspectiva, el derecho a la ciudad, además de un ideal promisorio de justicia, también constituye un ámbito multipolar de la política pública en materia urbana, debido a que en la legislación vigente pueden recogerse muchos derechos (vivienda, salud, educación, etcétera), con implicaciones prácticas muy concretas como la zonificación (qué hacer y dónde hacerlo para el bien de la mayoría). Nuevamente la necesidad de recoger la memoria de lo que ha venido sucediendo en el plano local, con el impulso de agrupaciones de vecinos y asociaciones, prueba la necesidad de involucrarse en la política urbana. Algunos ciudadanos conscientes de esta realidad hacen la invaluable labor de traducir demandas para que se incluyan, de manera coherente, en leyes y reglamentos. Las mujeres, los jóvenes y niños han dado a la idea de derecho a la ciudad un vertiginoso dinamismo, pero sobre todo han permitido poner el énfasis en los atributos reproductivos de las ciudades, por un lado, por la interseccionalidad que nos construye como individuos y, por el otro lado, la necesaria atención en los mecanismos reparadores. Reflexionar sobre los migrantes en una ciudad como Juárez obliga a imaginar lo que, a lo largo de décadas, se ha constituido ya en una manera natural de acogimiento. Pero los desafíos que se enfrentan, en lo que se ha denominado como una “nueva coyuntura”, necesitan de programas específicos, que al tiempo que retomen las viejas enseñanzas —como la tradición hospitalaria de procurar espacios y empleo en el plano local— también reconozcan la vocación de tránsito temporal que posee la ciudad. La pregunta sobre quiénes arriban a la ciudad y quiénes siempre han estado presenta un marco propicio para imaginar al ciudadano como constructor de un lugar de refugio.

			Todos los textos, lo mismo las reflexiones que los análisis, miradas retrospectivas y testimonios, están finalmente cruzados por una herida: la frontera. Llama mucho la atención que, en un límite de soberanía, el Estado, ya sea por desinterés o incapacidad, haya prestado tan poca atención a los efectos de las presiones globales que de manera constante se ciernen sobre la vida local. Todos los autores entienden la importancia de saber lo que hacen los gobiernos, y sugieren mecanismos y vías para trabajar en conjunto, incluso para vigilarlos. El derecho a la ciudad no debe entenderse como un derecho más, sino como un ‘derecho catalizador’, porque coloca a la ciudad en el centro de las acciones y la reflexión sobre lo posible. En su genealogía, este derecho se adoptó como consigna revolucionaria en los asuntos urbanos, y más específicamente tiende a reforzar la idea de un nuevo paradigma. Se trata sobre todo de una tendencia del siglo xxi, aunque sus referencias teóricas, y experiencias vividas, se hallen a veces tiempo atrás. Es cierto que el derecho a la ciudad, como concepto, pende entre dos polos: la visión legalista y la visión moralista. En los siguientes textos el lector hallará descripciones del desafío, en sus detalles y a veces retrospectivamente, y también la mención de herramientas y técnicas disponibles, incluidos los marcos legales y reglamentarios. 

			Hay que precisar que las conversaciones con actores de las asociaciones civiles se hicieron por separado, con la finalidad de obtener lo que se apreciaba como derroteros singulares, dedicados a subsanar deficiencias y ausencias que ni gobiernos municipales ni federales ni estatales han conseguido atender. Sus experiencias son detalladas y valiosas, pero difíciles de recuperar, entre otras razones, por las exigencias que les imponen sus financiadores. Al respecto se exploraron cuatro niveles: cómo una persona se introduce en el campo del activismo, en qué medida los activistas son conscientes de que están construyendo una ciudad, obtener nuevos significados de términos como derecho, libertad, obligación y compromiso y, por último, saber cómo proyectan sus acciones en un futuro a mediano plazo.


					1 Los coordinadores y autores de esta obra extienden un sentido agradecimiento por su apoyo en la celebración de varios foros de discusión a la Dra. Verónica González Sepúlveda, coordinadora de la Oficina de Resiliencia del Municipio de Juárez, y al Dr. René E. Saucedo Muñoz, jefe del Departamento de Arquitectura de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez.


					2 Las fronteras, de ser un lugar incidental o curioso, han pasado a ser sitios centrales en la reflexión sobre la conformación del Estado y el orden mundial. En muchos países, en las últimas cinco décadas, se han conformado los “estudios de frontera” o “estudios fronterizos”. Desde luego que al inicio se tomaron las fronteras en el sentido literal, y los geógrafos políticos las entendieron como límites de soberanía de las naciones; pero rápidamente siguieron desarrollos conceptuales, que terminaron por destacar nuevas dimensiones del fenómeno: las zonas fronterizas (borderlands), las funciones críticas de los Estados, las reivindicaciones de un mundo binacional y multiétnico precedente, y muchos aspectos discretos del funcionamiento de estos territorios, limítrofes, pero sobre todo geopolíticos.


		


		
			Lo urbano entre justicia, derechos y utopía

		


		
			El espacio público: activo para la justicia social

			José Chong y María Valentina González

			Organización de las Naciones Unidas-Habitat

			Introducción

			En noviembre de 2022 la humanidad superó la marca de los ocho mil millones, y más de la mitad de su población mundial —56%— vivía en ciudades. Se espera que esta cifra aumente a 68% para 2050, lo que se traduce en dos mil millones de personas sumándose a la población urbana global (onu-Habitat, 2023b: 6).

			Las tendencias actuales de la urbanización acelerada proyectan grandes retos para la gestión y sostenibilidad de las ciudades, especialmente para países de ingresos medios y bajos. En lo que respecta al área urbana, se prevé que la mayor expansión tenga lugar en países de bajos ingresos con un crecimiento estimado de 141% del área de suelo en comparación con los niveles de 2020, distante al 44% proyectado en países de ingresos bajos-medios y al 34% en países de ingresos altos (onu-Habitat, 2022b: xviii). Este aumento, además, se producirá principalmente en las regiones en desarrollo de África y Asia, donde los sistemas de planificación y las instituciones públicas deberán estar equipadas para hacer frente a los desafíos de la rápida urbanización. 

			Otros desafíos, enmarcados en el seguimiento de objetivos globales sobre el crecimiento sostenible de nuestras ciudades, son mencionados en el reciente reporte Res-catando el ods 11 para un Planeta Urbano Resiliente de onu-Habitat (2023). Entre ellos podemos señalar que 2,800 millones de personas están siendo afectadas por diferentes formas de inadecuación de viviendas, de los cuales 1,100 millones residen en barrios marginales y asentamientos informales; en el ámbito ambiental, los sectores urbanos figuran como principales contribuyentes al cambio climático, capitalizando 70% de las emisiones de CO2, cuyos efectos impactan particularmente en ciudades de rápido crecimiento en países en desarrollo, más vulnerables y menos capaces de responder a ellos. Aproximadamente 60% de los desplazamientos a causa de conflictos y desastres naturales ocurren en ciudades, y son otras ciudades las que, cada vez con mayor frecuencia, terminan por convertirse en el hogar de estas poblaciones desplazadas. En cuanto al acceso universal a espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, es también es largo el camino que queda por recorrer para alcanzar la meta fijada para 2030, pues solo un promedio de 45.2% de los habitantes urbanos en todo el mundo tiene acceso conveniente a espacios públicos abiertos, lo que deja a una inmensa mayoría de residentes urbanos y visitantes sin la posibilidad de disfrutar a plenitud los beneficios de tales espacios (2023b: 9).

			El aumento de la población urbana trae consigo grandes desafíos sociales como desigualdad, exclusión social y pobreza. La disparidad en el acceso de esta población a recursos naturales, activos físicos y productivos y oportunidades locales conlleva la creación de nuevas formas de desigualdad. Según un informe conjunto de la Corporación Andina de Fomento (caf) y onu-Habitat, en más de dos tercios de las ciudades del mundo las desigualdades de in-gresos han aumentado desde 1980, en algunos casos de manera alarmante, superando los umbrales de alerta establecidos por las Naciones Unidas (López Moreno, 2014: 32). Estos retos, al encontrarse con modelos de desarrollo urbano explotadores e injustos que perpetúan brechas y vulnerabilidades entre sus habitantes, han desencadenado denuncias y acciones de movimientos sociales que encontraron en la noción ‘derecho a la ciudad’ la consigna de un movimiento revolucionario con eje en lo urbano.

			El espacio público es uno de los activos fundamentales para propiciar la justicia urbana. Es un factor de redistribución social y a su vez un ordenador del urbanismo con vocación de integración y pertenencia tanto física como social (Borja, 2004). Su fuerza transformadora lo convierte en instrumento central para abordar los desafíos asociados al derecho a la ciudad. En este marco de actuación, mejorar la provisión y calidad de espacios públicos no solo contribuye a una distribución más justa de los recursos urbanos, también estimula el sentido de ciudadanía, fomenta el sentido de pertenencia en las comunidades, desarrolla capacidades de autoorganización y consolida redes de apoyo frente a carencias y crisis, lo que termina reflejándose en una mejor calidad de vida y bienestar de los habitantes urbanos. 

			En un contexto en el que el movimiento del derecho a la ciudad tiene cada vez mayor reconocimiento, se lucha por lograr ciudades en las que personas de todos los niveles de ingresos, clases sociales y edades puedan convivir de manera segura, feliz, y con certeza económica. Al reconocer y desarrollar el potencial positivo de sus espacios públicos, la evidencia demuestra que las ciudades están invirtiendo en lograr este objetivo. Las políticas para elevar la cantidad y calidad del espacio público se traducen en un mejoramiento en la calidad de vida de los habitantes, pues gracias a ellas las ciudades “pueden hacerse más seguras, propiciar oportunidades económicas, mejorar su salud pública, crear diversos entornos públicos y democracia pública” (onu-Habitat, 2019: 6).

			Analizar cómo la consolidación de espacios públicos refuerza los pilares del derecho a la ciudad, determinar cómo esta consolidación permite abordar los desafíos más apremiantes del crecimiento urbano contemporáneo y revisar que este ejercicio reflexivo parta de desglosar las definiciones y relaciones entre las nociones ‘bienes comunes’, ‘derecho a la ciudad’ y ‘espacio público’, son las inquietudes que guían y estimulan las siguientes páginas.

			Antecedentes

			Derecho a la ciudad. Una revolución con eje en lo urbano

			En 1968 Henri Lefebvre acuñó el término ‘derecho a la ciudad’ como un nuevo paradigma que desafiaría las estructuras sociales y políticas emergentes del siglo xx (Mitchell, 2003; Brown y Kristiansen, 2009). Ante el establecimiento de un modelo neoliberal que perpetuaba niveles de exclusión social, desocupación, hambre y pobreza, a manos de la industrialización —en el plano económico—, y el Estado —en el político—, la ciudad es esbozada por el sociólogo como un “espacio ideal para la conformación de una ciudadanía insurgente, de un movimiento realmente revolucionario con eje en lo urbano” (Coggin, 2018: 17).

			Centrado en la idea de que la ciudad debía ser un espacio de emancipación y participación ciudadana, Lefebvre introduce la noción ‘derecho a la ciudad’ como un llamado a renovar la vida urbana desde lo colectivo y lo humano. En lugar de regresar a escenarios del pasado que “trastornan [la ciudad], amenazan su corazón y la hacen estallar hacia sus periferias” (1965: 667-668), exige repensar nuevas formas de ‘habitarla’ y ‘hacerla habitable’, para lo que creía indispensable incitar un cambio revolucionario en la organización de la sociedad. Con un enfoque ‘desde abajo’, el autor plantea que aquellos ‘grupos’, ‘clases sociales’ y ‘fracciones de clase’ desplazados del centro de la ciudad por una planificación urbana funcionalista, debían movilizarse y (re)conquistar la capacidad para ‘producir’ el entorno urbano y las relaciones sociales, económicas y políticas que lo atraviesan. 

			Su denuncia del espacio de lo público controlado por manifestaciones capitalistas excluyentes, acompañada de una invitación a reformular el lugar y protección de las minorías en la ciudad, de preservar el medio urbano y fomentar la participación de diversas escalas de gobierno, resultan elementos centrales en el planteamiento del sociólogo francés para quien la ciudad “no era simplemente un escenario, sino un espacio producido ideológica y políticamente, y un medio para estrategias y luchas” (Morange y Spire, 2015: 1). Es lo intrínsecamente revolucionario y expansivo de su llamado lo que continúa despertando infinidad de posturas enfrentadas en fondo y forma que, al intentar materializar ciudades radicalmente diferentes, justas e inclusivas como ninguna se ha logrado erguir, inevitablemente nos mantendrá iterando en la tarea de repensar nuevas y mejores formas de que los ciudadanos hagan ciudad. Es en lo incesante, activa, humana, interseccional e inclusiva que Lefebvre exige, donde creemos que aguarda lo indeleble de su influencia. 

			En la década de 2000, David Harvey retoma y populariza nuevamente el derecho a la ciudad en sus escritos sobre geografía urbana y teoría social. El geógrafo refuerza la importancia de la participación ciudadana en determinar cómo crecen y se desarrollan nuestras ciudades al plantear que “el derecho a la ciudad es por tanto mucho más que un derecho de acceso individual o colectivo a los recursos que esta almacena o protege; es un derecho a cambiar y reinventar la ciudad de acuerdo con nuestros deseos” (2013: 20). Harvey denuncia un crecimiento urbano “raudo e ilimitado” propiciado por un desarrollo capitalista desenfrenado que ha llevado a la gentrificación, especulación inmobiliaria y desigualdad. Aboga por un cambio social y político con un enfoque más pragmático y reformista para garantizar el derecho a la ciudad, que habilita —dentro del marco del sistema capitalista— movimientos sociales que luchan por un mayor acceso a los recursos urbanos y una mayor equidad, es decir, se trata de “un derecho más colectivo que individual, ya que la reinvención de la ciudad depende inevitablemente del ejercicio de un poder colectivo sobre el proceso de urbanización” (Harvey, 2013: 20).

			Igualmente, los aportes del urbanista, sociólogo y político español Jordi Borja han contribuido a enriquecer la contextualizar la relevancia del concepto en la realidad contemporánea. Sus reflexiones se han centrado en la especificidad política de los derechos ciudadanos, su distinción de los derechos humanos y el reconocimiento de la escala global como dimensión clave en la lucha por garantizar una vida urbana justa y participativa para todos los habitantes (Borja, 2004). Borja se ha enfocado en el impacto que la globalización ha tenido en la compresión e implicación contemporánea del derecho en cuestión, señalando cómo la economía global y las tecnologías de comunicación han transformado las ciudades y su forma de gobernanza. Argumenta que los derechos ciudadanos ya no dependen exclusivamente de marcos legislativos nacionales, sino que también están influenciados por actores y movimientos sociales que operan en ámbitos supraestatales o globales (Borja, 2004).

			En la actualidad, podemos encontrar la consolidación de plataformas globales comprometidas con la promoción y defensa local e internacional del derecho a la ciudad, como la Plataforma Global para el Derecho a la Ciudad (pgdc), una red internacional que enlaza la garantía del derecho con su efectiva introducción en compromisos, políticas, proyectos y legislaciones en diversas escalas de gobierno, y su continuo seguimiento en temas de vulneraciones y retrocesos (2019).

			Hábitat III y Nueva Agenda Urbana. Hojas de ruta al “futuro que queremos”

			Además de influir en el trabajo de otros pensadores, como Harvey y Borja, los principios establecidos por Lefebvre, hace ya más de 50 años, también fomentaron la instauración de tratados e instrumentos nacionales, regionales e internacionales que han servido como plataforma para el desarrollo y fortalecimiento normativo-práctico del derecho a la ciudad (López Roa, 2012; Valderrábano y Martí, 2014; onu, 2017). Su expresión en documentos oficiales se edifica sobre los compromisos de Hábitat II, segunda Conferencia de las Naciones Unidas (1996), cuya agenda enfatizó las conexiones entre lo rural y lo urbano, y la necesidad de aplicar estándares de derechos humanos en estos asentamientos (onu, 1996). Entre algunas expresiones de la operacionalización, legalización e institucionalización de un movimiento comprometido con el desarrollo de asentamientos humanos económica, socio-espacialmente y ambientalmente más justas, inclusivas y sostenibles para sus presentes y futuros habitantes, podemos mencionar la Carta Europea de Salvaguarda de los Derechos Humanos en la Ciudad (2000), el Estatuto de la Ciudad de Brasil (2001), la Carta de Derechos y Responsabilidades de Montreal (2006), la Constitución Nacional de Ecuador (2008), la Agenda Mundial de los Derechos Humanos en la Ciudad (2011), la Carta de Viena (2012), la Carta de Derechos Humanos de Gwangju (2012), entre otros; y en documentos de la sociedad civil como la Carta Europea de las Mujeres en la Ciudad (2005), la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (2004) y la Carta por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad (2004) (Fernándes, 2022; Slavin, 2019 y 2021). 

			El avance de la noción, adoptada en diferentes geografías y niveles de gobernabilidad, sienta las bases de Hábitat III, tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (2016), un espacio de discusión y consensos que darían forma y dirección a la Nueva Agenda Urbana (nau). 

			Hábitat III reconoce el poder transformador de la urbanización como una fuerza determinante para abordar los desafíos del siglo xxi, romper con patrones urbanos que reproducen injusticias y exclusiones sociales y espaciales, y encaminarnos al desarrollo sostenible de nuestras ciudades y asentamientos humanos. Para ello, encuentra vital adoptar un enfoque centrado en las personas, en el que los ciudadanos puedan moldear nuevas formas de habitar y hacer habitable los asentamientos urbanos. Movilizada y comprometida con esta aproximación, Hábitat III hace notar los esfuerzos de gobiernos nacionales y locales sobre el derecho a la ciudad en la nau, como una oportunidad para mejorar y extender “el cumplimiento efectivo de todos los derechos humanos acordados internacionalmente, los acuerdos globales de sostenibilidad expresados a través de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y los compromisos de la Agenda de Hábitat” (onu, 2017: 24).

			La Nueva Agenda Urbana es un marco global, adoptado en 2016, que enfatiza la necesidad de forjar ciudades inclusivas y equitativas capaces de promover la integración social, la sostenibilidad ambiental y la prosperidad económica, y establece estándares y principios de planificación, construcción, desarrollo y gestión urbana para lograrlo. La Agenda reconoce la correlación entre: la “buena urbanización” y el desarrollo, entre acciones y prioridades políticas de gobiernos nacionales, regionales y locales y metas globales, entre políticas y estrategias de renovación urbana y los grandes desafíos del mundo contemporáneo, incluidos la pobreza, la exclusión social y los riesgos ambientales (onu, 2017: 24).

			La Conferencia Hábitat III buscó crear un marco global que guiara políticas y prácticas de planificación y desarrollo urbano que nos encaminaran al crecimiento sostenible e inclusivo de nuestras ciudades. La nau es la materialización de esta apuesta, una guía y vía alternativa que se articula a partir de un proceso colaborativo sin igual en el que participaron Estados miembros de las Naciones Unidas, delegados y representantes gubernamentales, organizaciones internacionales, la sociedad civil, el sector privado, académicos y otros actores relevantes para discutir, fijar y acordar esta visión común y hoja de ruta para un desarrollo urbano sostenible (onu, 2017: 11). Finalmente, fue aprobada durante la Conferencia para “orientar, de forma clara, cómo la urbanización bien planificada y gestionada puede ser una fuerza transformadora para acelerar el logro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods)” y de otros tratados internacionales que serán mencionados más adelante (onu-Habitat, 2023a).

			¿Qué entendemos por “derecho a la ciudad”? Definir el nuevo paradigma urbano

			En Hábitat III, el derecho a la ciudad es intencionalmente introducido como un instrumento que permitió reconocer y encauzar denuncias y acciones de movimientos sociales globales cada vez más presentes en narrativas y agendas nacionales y regionales, académicas y prácticas, en torno a la pobreza urbana, la exclusión social y la desigualdad (Mayer, 2012; Althorpe y Horak, 2023). La aparición de esta noción en el documento aboga por dos grandes causas: el reconocimiento y protección de los derechos de los habitantes urbanos, lo que implica entender nuestras “ciudades” y las dinámicas que ellas configuran desde una perspectiva de derechos humanos universales e innegociables; y la importancia de la participación ciudadana en esta configuración y defensa, es decir, adoptar un enfoque centrado en las personas que prioriza el rol de los habitantes en el acto de moldear política, económica y socio-espacialmente nuestras ciudades y demás asentamientos (onu, 2017; Althorpe y Horak, 2023).

			La nau define el derecho a la ciudad como “el derecho de todos los habitantes, presentes y futuros, a ocupar, utilizar y producir ciudades justas, inclusivas y sostenibles, definidas como un ‘bien común’ esencial para la calidad de vida. El derecho a la ciudad también implica responsabilidades tanto para los gobiernos como para las personas, de reclamar, defender y promover este derecho” (onu, 2017: 26). Por ‘derecho’ ha de entenderse la congregación y concreción en el ámbito urbano de los derechos humanos fundamentales, existentes y reglamentados en los tratados internacionales; no es el clamor a un derecho adicional, sino la interdependencia de todos los derechos humanos invocada y enraizada en asentamientos humanos y la capacidad real de habitar y disfrutar sus virtudes y oportunidades plenamente. Por lo tanto, hablar del derecho a la ciudad supone apelar por derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales (López Moreno, 2014: 20). En cuanto al componente ‘ciudad’, infiere no solo las ciudades sino todos los asentamientos humanos, y debe ser entendida como “un lugar que se esfuerza por garantizar una vida digna y plena para todos sus habitantes” (López Moreno, 2014; onu, 2017: 24).

			Uno de los principales debates que estimula el contacto de estas dos definiciones, parte de la confrontación entre una comprensión legalista y una aproximación moralista de la noción (Althorpe y Horak, 2023). Mientras la primera alude a la idea de que el derecho a la ciudad debe adoptar un uso jurídico más preciso para que “adquiera más significado, profundidad y poder” y que corresponde al Estado velar por su instauración y resguardo (Fernándes, 2022: 5), la segunda lo emplea como un dispositivo retórico que acuña tanto una afirmación moral como política en contra del capitalismo y el Estado, e implica gestar una transformación social revolucionaria —basada en los ideales de Lefebvre— que adopta el ‘lenguaje de los derechos’ para describir la participación de los ciudadanos en la obra de su ciudad. La entrada moralista/sociopolítica plantea que, para apropiarse de una ciudadanía sustantiva, los habitantes deben reclamar y practicar activamente derechos de participación, y luchar y permitir que otros y otras tengan los mismos derechos (Purcell, 2002; Brown & Kristiansen, 2009).

			Bajo estos lentes ético-revolucionarios, Brown y Kristiansen sostienen que el concepto del derecho a la ciudad se fundamenta en los valores intrínsecos de los derechos humanos, pero “no forma parte de un régimen de derechos humanos, sino más bien un enfoque para el cambio urbano. Plantea un desafío emocionante y directo a la naturaleza de la ciudadanía, y sitúa a la ciudad en el nivel primario de la toma de decisiones, donde el valor social del espacio urbano tiene el mismo peso que su valor monetario” (2009: 16).

			La postura de onu-Habitat frente a este ‘vehículo para el cambio urbano’ armoniza con el segundo planteamiento. En lugar de confinar el derecho a la ciudad a cumplir una función normativa-legalista, la Agencia se aproxima a él como “una expresión de los anhelos profundos de los habitantes de las ciudades, con el fin de que sus múltiples derechos humanos se hagan más efectivos” (López Moreno, 2014: 20). Reforzando este punto de entrada a la noción y rescatando las bases disruptivas y reivindicadoras que estimularon su origen, Huchzermeyer afirma: “Muchos aspectos del derecho a la ciudad ya cuentan con protección legal. Como un derecho colectivo, se refiere a la diversidad de todos los habitantes con base en su interés común. Como un derecho difuso, pertenece a las generaciones presentes y futuras; es indivisible y no está sujeto a uso o apropiación exclusiva” (2018: 632).

			La ciudad como bien común

			A lo largo de las definiciones, principios, desafíos e instrumentos explorados por este texto, la noción de ‘bienes comunes’ aparece como factor subyacente y componente fundamental del derecho a la ciudad. En la definición previamente citada del derecho por la nau, por ejemplo, se hace referencia a las “ciudades como bienes comunes” (onu, 2017: 26), mientras que en el Documento de política 1: derecho a la ciudad y ciudades para todos (Policy Paper 1: The Right to the City and Cities for All) introducido en la sección i, “Bienes comunes urbanos, espacios públicos y biodiversidad”, figura entre los desafíos temáticos del pilar “Distribución justa de los recursos espaciales”. Ante lo reiterativo de su aparición, mapear ideas y reflexiones que han sido circunscritas al término ‘bien común’ nos permitirá aproximarnos hacia, y movilizarnos entre, las dualidades como bienes comunes en y de la ciudad, y la ciudad como bien común de forma más crítica y responsable. 

			Numerosos debates se han entrecruzado en la conceptualización teórica de ‘lo común’, lo que se ha visto exaltado por la proliferación de nuevas formas de ‘comunes’ y por el consecuente cuestionamiento, desde lo académico, de todo aquello arropado bajo esta etiqueta (Euler, 2018).

			Mientras un cuerpo de conocimiento plantea una comprensión de los bienes comunes desde lo material, como recursos físicos, manipulables, bajo peligro de explotación, denominados “comunes” por ser compartidos por y preciados para varios, otro critica que esta conceptualización materialista desplaza importantes procesos sociales inherentes a la producción de estos bienes.

			En el primer bando encontramos a autores como Elinor Ostrom y Garrett Hardin. Ostrom en su trabajo Gobernando los bienes comunes (1990) define los bienes comunes como “recursos que son compartidos por un grupo de personas y que son valiosos para el bienestar de ese grupo”, subrayando entre sus cualidades la satisfacción y/o mejora general en aspectos de la vida, y aterrizando su significado en el campo material al especificar que se tratan de bienes “duraderos, autoorganizados y autogobernados” (1990: 58). La autora y sus colegas suelen entender los ‘comunes’ como ‘recursos de uso colectivo’, y un tipo específico de bien que está sujeto a diferentes grados de exclusión y sustracción. Por su parte, Hardin en su distinguido ensayo La tragedia de los comunes (2005), al reflexionar sobre estos bienes advierte cómo su privatización y falta de regulación los expone a ser sobreexplotados y excluyentes cuando sus beneficios son repartidos selectivamente.

			Por otro lado, autores como Johannes Euler argumentan que, en lugar de ser un tipo de bien, los comunes deben ser conceptualizados como “la forma social de la materia (tangible y/o intangible) que está determinada por el acto de compartir. El acto de compartir crea los comunes” (2018: 15). Alineado con lo planteado por esta postura, Dardot y Laval en su libro Common. On revolution in the 21st century, argumentan que los ‘bienes comunes’ no deben ser vistos simplemente como recursos compartidos o propiedades colectivas, sino como como una forma alternativa de propiedad y gestión de recursos orientada hacia el beneficio de la comunidad en lugar del beneficio individual, enfoque que resulta crucial para abordar las desigualdades y los retos socioespaciales que enfrentan nuestras ciudades.

			Por su parte, Bennholdt-Thomsen (2012: 108) alerta sobre una reificación de los comunes por el modelo neoliberal que se ha encargado de desplazar su carácter vinculante-relacional. Al referirse a ellos como ‘institución social’, la autora da un impulso para que sean observados más allá de sus cualidades físicas. Helfrich (2012) y Muhl (2013) también recalcan el carácter de interdependencia y coproducción que existe entre bienes y relaciones sociales, lo que incluye interacciones de las personas entre ellas y con los bienes en cuestión. Es decir, los recursos se convierten en comunes en conexión con las personas o comunidades, entrando en contacto con sus normas y reglas de uso. De aquí que los comunes sean definidos como una relación social (Muhl, 2013: 36).

			Schiavo y Gelfuso sostienen que es la multiplicidad de significados que los bienes comunes pueden asumir lo que “hace que la aplicabilidad de esta noción exceda su ámbito original asociado al agua, la tierra y el aire, para trasladarse hasta la cultura, la relación entre los componentes residenciales (alojamiento) y productivos (industriales), como también a lo que se refiere a la reutilización de lugares abandonados, o al uso de plazas, espacios públicos, y a la misma actividad económica de producción y distribución de bienes y servicios” (2022: 173).

			onu-Habitat, programa de las Naciones Unidas para los asentamientos humanos, responsable de tratar los desafíos relacionados con el crecimiento de las ciudades, entiende por ‘bienes comunes urbanos’: “elementos del medio ambiente —bosques, atmósfera, ríos, áreas de pesca o tierras de pastura— compartidos, usados y disfrutados por todos. Hoy en día, los comunes incluyen también bienes públicos como el espacio público, la educación pública, la salud y la infraestructura que permite que nuestra sociedad funcione” (onu-Habitat, 2019: x).

			Estas posturas reconocen el carácter procesual de los bienes comunes al hacer hincapié en el acto de compartir como una práctica y espacio social. Sobre esta idea, creemos relevante reposar el principio de ‘ciudad como bien común’.

			Principios y aproximaciones

			De acuerdo al Documento de política 1, el ‘derecho a ciudad’ está sostenido por tres pilares: 1) la distribución justa de recursos espaciales, 2) la participación política y 3) la diversidad social, económica y cultural (onu, 2017: 27).

			Derecho a la ciudad = Distribución justa de recursos espaciales + Agencia política + Diversidad social, económica y cultural

			

			El pilar “Distribución justa de recursos espaciales” se refiere a la necesidad de garantizar que los recursos, servicios y oportunidades de las ciudades y asentamientos se distribuyan de manera equitativa entre todos sus habitantes. Esto incluye el acceso a servicios básicos e infraestructura; distribución territorial para vivienda y medios de vida; distribución y accesibilidad a ‘bienes comunes urbanos, espacio público’ y biodiversidad; la desmercantilización del espacio urbano, es decir, la reducción o eliminación de la influencia del mercado y del enfoque comercial en la planificación, desarrollo y gestión de los espacios en las ciudades; eliminación de asentamientos informales; resiliencia y gestión de riesgos (onu, 2017: 27; Brown & Kristiansen, 2009).

			El segundo pilar, “Agencia política”, se relaciona con la capacidad de los ciudadanos para participar activamente e influir en la toma de decisiones y en la gobernanza de sus ciudades. Implica el empoderamiento de las comunidades para dar forma a las políticas y prácticas que afectan sus vidas y entornos urbanos. A este pilar corresponden temas de gobernanza inclusiva, la instauración de una planificación urbana que reconozca, habilite e incluya la participación ciudadana, y la garantía de transparencia y democratización en los procesos competentes al desarrollo urbano sostenible (onu, 2017: 27; Brown & Kristiansen, 2009).

			El pilar “Diversidad social, económica y cultural” destaca la importancia de la diversidad en todas sus formas en las ciudades. Esto incluye la promoción de la inclusión social y económica, la protección de la diversidad cultural y la promoción de entornos urbanos donde todas las personas puedan vivir en armonía y respeto mutuo. El Documento de política 1 identifica como principales retos el reconocimiento de actores sociales para la migración y los refugiados; abrazar la identidad, la práctica cultural, la diversidad y el patrimonio; la consolidación de ciudades más seguras, medios de subsistencia y bienestar; riesgo de pobreza y vulnerabilidades laborales; economía inclusiva y economía solidaria (onu, 2017: 27; Brown & Kristiansen, 2009).

			Aunque existen otras fuentes bibliográficas que se refieren a otros pilares, principios o fundamentos del derecho a la ciudad, sostenemos que estos planteamientos pueden reagruparse en los tres componentes compartidos. Brown y Kristiansen (2009), por ejemplo, mencionan seis principios que sustentan el derecho a la ciudad y que podemos asignar a cada pilar de la siguiente manera: 1. medios de vida dignos y 2. acceso a servicios básicos, responden al primer pilar; 3. gobernanza ciudad-ciudadanos al segundo; 4. inclusión de mujeres, 5. inclusión de migrantes y 6. diversidad y lucha contra la discriminación, al tercero. 

			Por su parte, la Plataforma Global por el Derecho a la Ciudad (pgdc) planeta que al entender las ciudades y los asentamientos humanos como entidades complejas, el derecho a la ciudad se soporta sobre tres pilares interdependientes que responden a las siguientes dimensiones: una dimensión material, que asociamos a la ‘distribución espacial justa de los recursos’, como territorio, edificios, calles, infraestructura y servicios; una dimensión política, conectada a la ideas de ‘agencia política’ y compuesta por valores e ideales sociales, y una dimensión simbólica, sustentada en temas de ‘diversidad sociocultural’ (pgdc, 2018: 2).

			Diversos autores (Bravo, 2022; pgdc, 2018; Brown & Kristiansen, 2009) cristalizan el derecho con el análisis de un conjunto de componentes que admiten ser reorganizados en los tres pilares, ejercicio que, creemos, refuerza una narrativa compartida sobre la que se construyen las bases y compromisos del término. Una ciudad o asentamiento humano que cumpla sus 1) funciones sociales, es decir, que garantice el acceso equitativo y asequible de todos a la vivienda, bienes, servicios y oportunidades urbanas y 2) con espacios y servicios públicos de calidad que mejoren las interacciones sociales y la participación política, pueden adjuntarse a los retos del primer pilar. Ciudades o asentamientos con 3) igualdad de género, 4) libre de discriminación, 5) de ciudadanía inclusiva en el que todos sus habitantes (permanentes o temporales) sean considerados ciudadanos y se les conceda igualdad de derechos, 6) con economías diversas e inclusivas y sostenible, 7) con vínculos urbano-rurales inclusivos, hacen referencia al segundo pilar. Por último, 8) entornos urbanos con una mayor participación política se asocia con el tercer pilar. 

			Además de estos tres fundamentos esenciales, el informe identifica cinco desafíos temáticos transversales que el concepto del derecho a la ciudad debe afrontar de manera integral. En primer lugar, se aborda el tema de las ‘estrategias espaciales urbanas’, que está intrínsecamente ligado al acceso equitativo a los recursos y las oportunidades que propician una vida digna en el contexto urbano. El segundo desafío se centra en la ‘gobernanza urbana’, enfocándose en la necesidad de garantizar que los ciudadanos tengan acceso a estructuras de gobierno transparentes e inclusivas. Esta gobernanza urbana se entiende como “el conjunto de métodos mediante los cuales individuos e instituciones, públicas y privadas, diseñan y gestionan los asuntos de interés general en el ámbito urbano” (onu-Habitat, 2002: 14). El tercer desafío está relacionado con la ‘economía dentro de los entornos urbanos’ y aboga por salvaguardar los derechos y las capacidades económicas de los residentes urbanos como una faceta esencial del derecho a la ciudad. El cuarto desafío, denominado ‘aspectos sociales’, abarca la garantía del derecho a la seguridad, la protección y el bienestar en el ámbito urbano. Por último, el quinto desafío se enfoca en la ‘preservación del entorno ambiental urbano’, involucrando la provisión de acceso a ciudades resilientes que aseguren entornos urbanos ricos en biodiversidad y libres de contaminación (onu, 2017: 26).

			Rol de los espacios públicos en la implementación del derecho a la ciudad

			La Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal) en su estudio La hora de la igualdad (2010) plantea que el territorio adquiere una importancia vital en la lucha contra la desigualdad, debido a que la cercanía espacial y las relaciones cara a cara son cruciales para generar confianza y obtener resultados positivos. De allí que la carencia o degradación de infraestructura urbana sea concebida como una barrera multidimensional hacia la inclusión social y el derecho a la ciudad, y su desarrollo o regeneración como una oportunidad de catalizar profundos cambios socioespaciales (López Moreno, 2014).

			Dentro del abanico de los territorios que componen nuestras ciudades, los espacios públicos cobran especial relevancia por ser lugares donde ‘los comunes’ convergen a la vista y alcance de todos, convirtiéndolos en escenarios ideales para desarrollar, examinar, potenciar e implementar estrategias encaminadas a abordar desafíos de inclusión y cohesión social que limitan el bienestar colectivo e individual y niegan oportunidades de desarrollo para sus ciudadanos. 

			Según el Documento de política 1: derecho a la ciudad y ciudades para todos, la ‘ciudad como bien común’ contiene “espacios públicos de calidad que potencian las interacciones sociales y la participación política, promueve expresiones socioculturales, abraza la diversidad y fomenta la cohesión social; […] espacios públicos que contribuyen a construir ciudades más seguras y a satisfacer las necesidades de los habitantes” (onu, 2017: 26). El Documento de política 1 aboga por una “distribución y planificación socioespacial justa de los recursos materiales, garantizando buenas condiciones de vida en todo el continuo de asentamientos humanos” (onu, 2017: 26). Entre las ‘consolidaciones socioespaciales’ a las que el planteamiento alude, los espacios públicos de calidad figuran como uno de los componentes centrales del derecho a la ciudad, y deben abordarse desde una perspectiva transversal y relacional con los demás componentes: libre de discriminación, igualdad de género, mayor participación política, cumplimiento de función social de la ciudad, ciudadanía inclusiva, vínculos urbano-rurales, y economías y entornos diversos e inclusivos (onu, 2017: 26; Bravo, 2022).

			La Carta del Espacio Público, resultado de los aportes de expertos internacionales y promovida por el Instituto Italiano de Urbanistas en colaboración con onu-Habitat (2013), establece que los espacios públicos “son todos los lugares de propiedad pública o de uso público, accesibles y disfrutables por todas y todos de forma gratuita y sin ánimo de lucro [...] consisten en entornos abiertos (por ejemplo, calles, aceras, plazas, jardines, parques) y espacios protegidos creados sin ánimo de lucro y para el disfrute de todas y todos (por ejemplo, bibliotecas públicas, museos)”.

			Investigaciones lideradas por onu-Habitat muestran que las ciudades con buen funcionamiento dedican alrededor de 50% de su superficie a espacios públicos (onu-Habitat, 2023a). A pesar de la evidencia alrededor de la correlación entre ausencia de espacios públicos y problemas apremiantes —como detrimento de la calidad de vida urbana, criminalidad, tensiones sociales, problemas de salud y degradación ambiental—, continúa siendo un área desatendida e infravalorada por diversos sectores de la sociedad. Lo cierto es que estos espacios proporcionan un medio para “optimizar el rendimiento urbano”, es decir, construir comunidades más seguras y cohesionadas, reducir desigualdades espaciales, fortalecer las economías locales y devolver la naturaleza a la ciudad (onu-Habitat, 2020: 16).

			Espacio público, derecho a la ciudad y su relación con agendas globales 

			El reconocimiento del poder transformador de los espacios públicos, en ciudades y asentamientos humanos, ha estimulado la creación y el fortalecimiento de estrategias y directrices globales, ajustadas para promover y gestionar eficazmente estos espacios como catalizadores de un desarrollo urbano sostenible. 

			Espacio público en la Nueva Agenda Urbana 

			La Nueva Agenda Urbana reconoce la importancia de los espacios públicos para fomentar la participación comunitaria, la expresión cultural y la recreación, resaltando la necesidad de mejorar la accesibilidad, la seguridad y la calidad para garantizar ciudades vibrantes y habitables. En ella, el espacio público es esbozado como dimensión humana del contexto urbano, una dimensión capaz de proporcionar oportunidades de intercambio e interacción y de poner en crisis versiones estáticas y reduccionistas de él; además, se presenta bajo un enfoque de derechos humanos, fomenta el sentido de pertenencia, identidad cívica y la cohesión social, y se apega al imperativo de la onu de ‘no dejar a nadie atrás’. La nau encarna el compromiso con una nueva forma de desarrollo que promueve espacios públicos seguros, inclusivos, accesibles, verdes y de calidad.

			Nos comprometemos a promover espacios públicos seguros, inclusivos, accesibles, verdes y de calidad, que incluyan calles, aceras y carriles para bicicletas, plazas, áreas costeras, jardines y parques, como áreas multifuncionales para la interacción social y la inclusión, la salud y el bienestar humanos, el intercambio económico y la expresión cultural y el diálogo entre una amplia diversidad de personas y culturas, y que estén diseñadas y gestionadas para asegurar el desarrollo humano y construir sociedades pacíficas, inclusivas y participativas, así como para promover la convivencia, la conectividad y la inclusión social (nau, 2016, § 37).

			Espacio público en los Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ods)

			Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) están constituidos por 17 metas globales, interconectadas y adoptadas por las Naciones Unidas en 2015. Estos objetivos abordan desafíos sociales, económicos y ambientales urgentes, a fin de lograr un futuro sostenible para 2030. Varios se relacionan directamente con los espacios públicos, incluido el Objetivo 11: Ciudades y Comunidades Sostenibles, que se enfoca en dar acceso universal a espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, catalizadores para el desarrollo equitativo y sustentable de las áreas urbanas. Este objetivo enfatiza la importancia de los entornos urbanos seguros, resilientes, inclusivos y sostenibles, instando a la provisión de espacios verdes accesibles, transporte público y una planificación urbana mejorada para crear ciudades que sean amables con el medio ambiente, socialmente inclusivas y económicamente vibrantes.

			Para 2030, garantizar el acceso universal a espacios verdes y públicos seguros, inclusivos y accesibles, en particular para mujeres, niños, personas mayores y personas con discapacidad (onu, 2015, Meta 11.7).

			Espacio público en otras agendas globales

			Otras agendas globales reconocen la importancia de los espacios públicos. El Acuerdo de París sobre el Cambio Climático, cuyo objetivo es combatir el cambio climático y sus impactos, reconoce el papel crucial que desempeñan los espacios públicos en los esfuerzos de adaptación al clima y mitigación de efectos, como la creación de áreas verdes urbanas que absorben el dióxido de carbono y reducen el efecto isla de calor (onu, 2015a). El Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres enfatiza la necesidad de espacios públicos inclusivos y accesibles, como áreas seguras de reunión durante emergencias, que con-tribuyan a la resiliencia ante desastres y la preparación comunitaria (onu, 2015b). El Plan de Acción Global de la Organización Mundial de la Salud para la Actividad Física reconoce la importancia de los espacios públicos en la promoción de la actividad física y fomenta la creación de entornos seguros y accesibles, que incluyan parques, aceras y carriles para bicicletas, con el fin de respaldar estilos de vida activos (onu, 2018).

			El Marco Mundial Kunming-Montreal de la Diversidad Biológica (2022), adoptado durante la decimoquinta reunión de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Biodiversidad (cop 15), establece 23 metas para alcanzar la visión global de un mundo que viva en armonía con la naturaleza para 2030, reconociendo en una de ellas —la Meta 12— la importancia de desarrollar espacios verdes y azules de calidad, accesibles y bien conectados, inmersos en tejidos urbanos densos, como pieza clave para salvaguardar y utilizar de manera sostenible la biodiversidad. La meta establece un compromiso a “incrementar de manera significativa el área y la calidad, así como la conectividad de, el acceso a y los beneficios de los espacios verdes y azules en áreas urbanas y densamente pobladas de manera sostenible, a través de la integración de la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad […] contribuyendo a una urbanización inclusiva y sostenible, así como a la provisión de funciones y servicios ecosistémicos” (unep, 2022: 11).

			Derecho a la ciudad y espacio público en América Latina y el Caribe

			Uno de los principales aportes de América Latina al debate global del desarrollo urbano ha sido su contribución a la definición y promoción del derecho a la ciudad. Lo significativo de su aporte se vincula con una tradición de movimientos y demandas sociales frente a Estados incapaces de resolver sus problemas. Al respecto, Nogales, Alarcón y Quispe, cuando reflexionan sobre las formas de hacer ciudad en Latinoamérica, sostienen que “en América Latina la rebeldía frente al proyecto moderno llegó antes, debido a las necesidades de las personas de crear ciudades para poder habitarlas, a diferencia de la actual aspiración de crear ciudades para la gente” (2022: 41). 

			Su historial de autogestión y autoconstrucción de su propio hábitat, de luchas, resistencias y reconquistas, ha influido en demandas de inclusión urbana, participación pública y transparencia, las cuales han quedado asentadas en instrumentos nacionales e internacionales como la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (cepal y onu-Habitat, 2016), modificaciones constitucionales en Brasil y Ecuador, y a escala urbana en la Ciudad de México. Además, varias ciudades han movilizado el nuevo paradigma urbano a través de iniciativas como gobierno abierto en la ciudad, presupuestos participativos, reconocimiento del derecho de los pobladores a habitar el suelo donde residen, legislaciones de apertura de información pública, normativas urbanas con instrumentos de inclusión urbana, entre otros.

			Después de Norteamérica, América Latina y el Caribe es la segunda región más urbanizada del planeta. Si continúan las tendencias demográficas actuales, para 2025 se estima que su población urbana podría llegar a 87% (onu, 2018). Si bien el poder transformador de la urbanización desempeña un papel clave en la atención de los retos globales del siglo xxi y América Latina es reconocida como la región más aplicada en la implementación de la Nueva Agenda Urbana —capitalizando esta fuerza transformadora a su favor—, su abrumador crecimiento urbano ha implicado grandes desafíos que no ha logrado abordar de forma efectiva.

			Entre los desafíos que afronta, los problemas asociados a una exclusión social estructural persistente y profunda convierten a América Latina en la región más desigual del mundo. Esto se manifiesta en un territorio fragmentado, constituido a partir de enclaves que separan a las poblaciones más vulneradas por el sistema de poblaciones más pudientes y privilegiadas. 

			Mientras los índices de pobreza han mostrado mejoría —30% de la región, que se traduce en 100 millones de habitantes salió de su condición de pobreza en un periodo de 15 años—, la brecha entre ‘ricos’ y ‘pobres’ apenas ha variado en la región, e incluso en algunas ciudades la desigualdad aumenta a medida que disminuye el número de personas que viven en la pobreza (onu Hábitat, ٢٠١٦).

			Interrelacionados con la desigualdad, se identifican otros desafíos entre los que podemos mencionar: es la región con la mayor tasa de homicidios y alberga 41 de las 50 ciudades más peligrosas del mundo; enfrenta una notable vulnerabilidad a desastres naturales y el cambio climático, un riesgo que afecta particularmente a 20% de la población regional que reside en asentamientos informales (Cañeque, 2014). Además, se debe detener y revertir la devastación medioambiental causada por la sobreexplotación de acuíferos y la afectación de espacios que deben ser preservados, como costas, bosques, selvas y manglares. También se hace imperativo abordar la segregación espacial, causada por un modelo de planificación urbana de zonificación excluyente, que ha fracasado y necesita ser reajustado, apostando en su lugar por modelos de uso mixto del suelo; en este campo, Argentina, Chile, Bolivia y Colombia han logrado avances significativos (Velásquez, 2018).

			Afrontar estos desafíos se convierte en una tarea compleja debido a una gobernanza urbana debilitada. Por un lado, las instituciones gubernamentales encargadas de la gestión y ejecución de estrategias de desarrollo urbano presentan limitaciones en cuanto a recursos humanos, tecnológicos, de información y financieros. Por otro lado, la ciudadanía no está plenamente involucrada en estos procesos.

			A pesar del amplio reconocimiento global del espacio público como uno de los promotores esenciales para el desarrollo sostenible de ciudades y asentamientos urbanos, la región carece tanto de un marco específico como de la voluntad política necesaria para fomentar intervenciones o iniciativas de alta calidad, denuncia mencionada en el Plan de Acción Regional para la Implementación de la Nueva Agenda Urbana en América Latina y el Caribe: 2016-2036.

			Dentro de este Plan de Acción Regional, el espacio público y el diseño urbano son mencionados como recursos para promover “la seguridad, la inclusión y la integración socioespacial, la cohesión social, las interacciones entre diferentes grupos y generaciones” y para cultivar “un sentimiento de arraigo e identidad, y una mejora en la calidad de vida urbana” (onu-Habitat et al., 2016: 22). Ambos permiten reducir disparidades e inequidades en las ciudades y sus territorios, garantizando el derecho a la ciudad y el acceso equitativo al suelo. Esta mención enfatiza la importancia del espacio público como recurso clave en la conquista del derecho a la ciudad en la región. La consolidación de espacios públicos de calidad, resultado de una planificación urbana inclusiva, social y ambientalmente responsable, encamina a los países de América Latina y el Caribe a lograr un desarrollo urbano sostenible y establecer un paradigma urbano más equitativo (onu-Habitat et al., 2016).

			Patricia Ramírez, al poner en relieve el papel del espacio público para la reconstrucción significativa del lugar común en América Latina, refuerza este planteamiento al afirmar: “ante la inestabilidad de la vida urbana actual, el espacio público permite leer y valorar múltiples aspectos de la historia y memoria de nuestras ciudades y de la construcción de sus ciudadanías. Estos abarcan lo grandioso y monumental, las luchas en favor de la ampliación de derechos sociales y por el derecho a la ciudad” (2022: 69).

			La persistencia de luchas lideradas ‘desde abajo’, comprometidas a abordar los desafíos urbanos que enfrenta América Latina y el Caribe, ha contribuido y fortalecido a la promoción, defensa y cumplimiento del derecho a la ciudad, dentro y fuera de la región. También ponen en manifiesto el rol histórico que el espacio público ha desempeñado en sus luchas por la ampliación y garantía de derechos. En ello reside el protagonismo que ha conso-lidado la región en la discusión y su entrelazada relación con el espacio público, y su premura en promoverlos y protegerlos como apuestas vitales para avanzar hacia un futuro mejor.

			Programa Global del Espacio Público de onu-Habitat: creación y promoción del espacio público como activo clave del derecho a la ciudad

			Una buena ciudad, es decir, una ciudad entendida como bien común donde todos sus habitantes gocen y ejerzan a plenitud sus derechos en ella y para ella, debe ser una ciudad incluyente que proporcione espacios para la participación social y fomente la cohesión social, que enfrente la pobreza y la desigualdad al proveer espacios públicos incluyentes, seguros y accesibles, especialmente para los grupos marginados (onu-Habitat, 2019: 4).

			El Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (onu-Habitat) contempla el espacio público como una pieza fundamental de la prosperidad urbana. A través de guías de políticas, fortalecimiento de capacidades, intercambio de conocimientos, trabajo de inci-dencia e implementaciones de programas y proyectos, la agencia promueve el espacio público como un activo clave para la planificación urbana, la mejora de la vivienda y los asentamientos informales, así como los servicios básicos y la reconstrucción después de algún conflicto.

			Hasta 2011, pocos y aislados esfuerzos habían sido canalizados desde onu-Habitat para enfocarse en el mejoramiento de los espacios públicos, como medio para lograr asentamientos humanos sostenibles. Ese año, durante el Consejo de Gobierno de onu-Habitat, los países miembros le dan el mandato a la agencia para priorizar la temática del espacio público y dedicar esfuerzos, con el fin de entender cómo este puede catalizar oportunidades para el desarrollo urbano sostenible. Entre el mandato figura la promoción y construcción de espacios públicos que sean reflejo de enfoques locales, regionales e internacionales. 

			En el marco de esta resolución nace el Programa Global del Espacio Público (pgep), el cual se ha movilizado para respaldar a gobiernos locales en el mejoramiento de la calidad, oferta y acceso a los espacios públicos socialmente inclusivos, integrados, conectados, ambientalmente sostenibles y seguros, especialmente en ciudades de países en desarrollo, y en las que un alto porcentaje de su población vive en asentamientos precarios y en circunstancias de marginación. El programa ha desarrollado un enfoque integrado, multisectorial e iterativo para respaldar a los gobiernos en la creación de redes de espacios públicos vibrantes e inclusivos, estrategias urbanas a largo plazo y políticas nacionales, con un enfoque en los grupos más vulnerables (onu-Habitat, 2019; onu-Habitat, 2022c). Los resultados de este enfoque informan sobre los marcos de planificación urbana, el seguimiento de la Nueva Agenda Urbana, el ods 11.7 y aspectos temáticos como la desigualdad, la prosperidad, la accesibilidad, la resiliencia y la salud.

			Para el pgep, la participación pública y el compromiso cívico en los procesos de planeación urbana se traduce en múltiples beneficios para el proyecto y sus actores. Por ejemplo, facilitan la aceptación y apropiación del proyecto por parte de la comunidad, asegurando su longevidad y custodia; promueven una gobernanza democrática compartiendo responsabilidades en la configuración de ciudades mejores; responden a las necesidades y aspiraciones de un público más diverso; y empoderan a los ciudadanos para que desempeñen un rol activo en la configuración de su futura ciudad. Es por ello que el programa asume el compromiso de promover la participación en todas las etapas de los procesos de planeación y diseño urbano, desde la evaluación hasta el codiseño y la cogobernanza. El programa ha desarrollado una serie de herramientas y metodologías para asegurar la participación activa de los miembros de la comunidad, como la ‘evaluación de calidad de espacios públicos’ a nivel de ciudad y a nivel de sitio, y las metodologías Block by Block y Her City.

			Los proyectos impulsados desde el pgep no solo contribuyen al derecho a la ciudad desde la distribución y accesibilidad más justa de espacios públicos; también, gracias a las herramientas y metodologías involucradas, refuerzan temas de agencia política, ya que promueven una planificación urbana que reconoce, habilita e incluye la participación ciudadana, y fomentan la diversidad social, al reconocer e incluir diversos actores sociales desde una aproximación interseccional; esto ha generado una rama de iniciativas con especial enfoque en perspectiva de género, y para poblaciones migrantes y refugiados, abrazando la identidad, las prácticas culturales, la diversidad y el patrimonio. 

			A continuación, repasaremos algunos proyectos impulsados desde el programa y analizaremos cómo refuerzan los pilares el derecho a la ciudad.

			Casos de estudio

			Her City. Mujeres constructoras de Lima, Perú

			El crecimiento urbano trae consigo el reto de la desigualdad, en el que no todos los ciudadanos se ven afectados por igual. Las mujeres y niñas se enfrentan a barreras y se exponen a vulnerabilidades que les impide disfrutar de sus ciudades y asentamientos con la misma plenitud que los hombres. Her City es una guía desarrollada por el Programa Global del Espacio Público que apoya a las ciudades para asegurar la participación de niñas en la planificación urbana como parte de su estrategia a largo plazo para construir ciudades y sociedades sostenibles. Esta guía incorpora perspectivas de género, juventud y socioeconómicas a los procesos de planificación y el diseño urbanos a partir de proporcionar, a los agentes de gobierno y a otras figuras de interés, una caja de herramientas y una metodología que permite la participación estratégica y significativa de las niñas y las jóvenes.

			En 2021, la caja de herramientas Her City fue implementada para la planificación y diseño participativo de espacios públicos en Lima. Algunos caminos peatonales en Lima, fundamentales para la movilidad de sus habitantes, están ubicados en laderas vulnerables a deslizamientos, derrumbes, delitos y violencia. Otros espacios públicos han sido convertidos en estacionamientos informales o en lugares predilectos para el consumo y venta de drogas, lo que ha impactado negativamente en la percepción y uso por parte de los habitantes locales.

			Como solución a estos desafíos se constituyó Mujeres constructoras, un proyecto que tiene como objetivo promover la resiliencia, la cohesión social y las mejoras en las políticas públicas a nivel de ciudad en varios sectores de Lima; trabaja en conjunto con comunidades locales y pone en el centro del proyecto a mujeres como agentes de cambio, precursoras de un sistema inclusivo y resistente de espacios públicos en toda la ciudad.

			Mujeres constructoras capacitó y empoderó a 30 vecinos con la guía de Her City e incluyó, durante el proceso de diseño, una metodología Block by Block, también desarrollada por onu-Habitat y que será explicada en el próximo caso de estudio. Las metodologías se consolidaron espacialmente en cuatro intervenciones urbanas, mediante las cuales se recuperaron lugares abandonados o en desuso, que luego se transformaron en espacios públicos para aumentar la seguridad de las áreas, reducir el riesgo de deslizamientos, fortalecer áreas para la primera infancia y brindar seguridad alimentaria a las familias vecinas. El monitoreo del impacto del proyecto arrojó que la presencia de niños se ha duplicado, mientras que la percepción de seguridad aumentó de 57% a 86%. 

			A través de un proceso colaborativo entre residentes de los barrios de La Ensenada y Pamplona Alta, se construyeron pasajes, muros de contención, juegos y jardines urbanos que beneficiarán a más de 5,500 personas, principalmente mujeres y niñas. Estos espacios fueron codiseñados mediante herramientas digitales gracias a la colaboración de Ocupa tu Calle, Mano a Mano, Fundación Avina, la Fundación Block by Block y onu-Habitat. Los logros han sido posibles por la participación activa de los vecinos, especialmente mujeres, madres y niñas. Asimismo, este proyecto responde a los ods 5, 10, 11, 16 y 17, así como a la búsqueda de espacios públicos seguros, inclusivos, accesibles, verdes y de calidad promovidos por la Nueva Agenda Urbana.

			Block by Block. Construyendo Pasajes seguros en São Paulo, Brasil

			Involucrar a las comunidades y a los residentes en el diseño de espacios urbanos es fundamental para crear ciudades inclusivas y sostenibles. La metodología Block by Block ha sido desarrollada por onu-Habitat para fomentar la participación y el empoderamiento comunitario en el diseño urbano y la gobernanza. Block by Block utiliza el videojuego Minecraft como una poderosa herramienta de visualización y colaboración para codiseñar espacios urbanos por miembros de la comunidad que normalmente no tienen voz en proyectos públicos. Su enfoque reconoce que las personas sin experiencia en diseño o arquitectura necesitan herramientas de fácil manejo para transmitir eficazmente sus ideas a profesionales y tomadores de decisiones (onu-Habitat, 2021). 

			El espacio público, tal como está construido, se replica en este juego para que los participantes puedan asociar y/o reconocer sus vecindarios en el juego. Después llega el proceso de ideación, el cual se da gracias a una lluvia de ideas que permite a los participantes intervenir en los diseños del espacio público a través del juego. Después, se analizan los diseños finales de la ciudad, para priorizarlos y traducirlos por expertos para su construcción (onu-Habitat et al., 2023b).

			Los proyectos Block by Block transforman vidas y revitalizan vecindarios urbanos al mejorar la seguridad pública, las oportunidades económicas, el acceso a agua limpia, la sostenibilidad y la habitabilidad, bloque por bloque. En 2018, se organizó en São Paulo, Brasil, un taller Block by Block para jóvenes locales.

			São Paulo es una ciudad colorida, diversa y activa. Si bien la mayoría de los vecindarios son vibrantes, algunos presentan carencias en sus servicios públicos esenciales, incluidos pasajes seguros para peatones. Problemas como la basura, la falta de iluminación y el deterioro general de la infraestructura afectan a algunas de las escaleras públicas que conectan la ciudad. Como resultado, estas arterias peatonales no logran alcanzar su máximo potencial como activos urbanos. En el barrio Jardim Nakamura, se eligió una escalera —que conecta áreas residenciales y comerciales— como escenario para imaginar nuevos futuros urbanos posibles, más justos, seguros y accesibles para sus residentes. Un análisis del sitio evidenció que los principales problemas eran la falta de mantenimiento, la disposición irregular de basura y la deficiente iluminación de calles. Para resolver esta situación, se organizó un taller Block by Block por la iniciativa Cidade Ativa para jóvenes que, en su mayoría, utilizan la escalera para ir a la escuela a diario. El grupo de participantes aprendió sobre la importancia de la infraestructura peatonal y participó en una discusión guiada sobre posibles soluciones para la escalera (Block by Block, 2023).

			La comunidad trabajó para crear un parque vibrante que incluyó bancos, una biblioteca comunitaria y un tobogán, ofreciendo nuevos espacios para que las familias y demás transeúntes se relajen y jueguen. Como resultado de la transformación, el uso de la escalera aumentó considerablemente, lo que ha tenido mejoras prometedoras en la seguridad del lugar. Hubo una mejora en el mantenimiento por parte de la autoridad local, quien instaló contenedores de basura, dos nuevas mesas y bancos de concreto. Además, las personas se sienten mucho más seguras al usar el espacio ahora, en un escenario opuesto al inicio de la acción unos meses atrás.

			El componente de Minecraft de Block by Block es más que un juego, sirve como un puente entre niños que tienen cosas relevantes que decir sobre sus comunidades y unos actores urbanos que fallan en encontrar un lenguaje apropiado para captar, traducir y canalizar esos aportes en propuestas de desarrollo.

			Ciudades Incluyentes, Comunidades Solidarias

			De acuerdo con acnur, alrededor de siete millones personas han salido de Venezuela buscando protección y una vida mejor, y al menos seis millones de ellas se han movilizado a países de América Latina y el Caribe (acnur, 2023).

			Los flujos migratorios venezolanos han impacto significativamente en la región y, a pesar del compromiso de gobiernos nacionales y locales para reducir vulnerabilidades y aliviar necesidades inmediatas, los desafíos continúan siendo titánicos sobre todo en procesos de integración de los refugiados y migrantes quienes, en su mayoría, muestran vocación de permanencia en las ciudades.

			El programa Ciudades Incluyentes —apoyado por la Unión Europea e implementado entre acnur, oim y onu-Habitat— nace como respuesta a este éxodo; busca la integración efectiva a través de la construcción social del hábitat como vehículo de cohesión social y se materializa por medio de un enfoque urbano-territorial innovador. Este enfoque aborda las vulnerabilidades existentes de forma integral, sin exclusiones y bajo los principios universales del ‘derecho a la ciudad’ como marco del bien común (onu-Habitat et al., 2023a).

			Entre este enfoque innovador se destaca la implementación de intervenciones de urbanismo táctico, un proceso colaborativo donde se aborda la recuperación de espacios públicos como un catalizador de desarrollo e integración y un espacio para la cocreación, en el que las comunidades no solo mejoran sus condiciones de hábitat, sino que también generan sentido de identidad y pertenencia entre personas y hacia el entorno urbano. La iniciativa imparte talleres participativos bajo la metodología Block by Block como una herramienta que permite a las comunidades crear su espacio público que cristalice sus demandas particulares (onu-Habitat et al., 2023b). 

			Este ejercicio permite visibilizar aspiraciones comunes del barrio en el que les gustaría vivir entre las comunidades de acogida y las refugiadas y migrantes y, consecuentemente, fomenta la colaboración e integración efectiva necesaria para la materialización de un entorno mejor.

			El proyecto actualmente se desarrolla en nueve ciudades piloto de seis países de la región, entre las que se encuentran Barranquilla, Bucaramanga y Cúcuta en Colombia; Quito y Manta en Ecuador; Ciudad de Panamá en Panamá; Lima en Perú, Santo Domingo en República Dominicana, y Chaguanas en Trinidad y Tobago (onu-Habitat et al., 2023a). El seguimiento del impacto muestra que, después de las intervenciones, los miembros de las comunidades utilizan más el espacio público de forma grupal que de forma individual, lo que demuestra que el urbanismo táctico ha aumentado las interacciones sociales.

			El proceso metodológico, y la consecuente consolidación en intervenciones de urbanismo táctico, enmarcados en el programa Ciudades Incluyentes, ha logrado transformar positivamente los barrios, la calidad de vida y el desarrollo endógeno de las ciudades y los territorios que hoy albergan a miles de migrantes y refugiados en la región, apostando al espacio público como territorio idóneo para la reconstrucción del tejido social.

			Conclusión 

			El recorrido teórico trazado por este texto alrededor del derecho a la ciudad sentó las bases para aproximarnos críticamente a la correlación entre espacio público, bienes comunes y el derecho a la ciudad. Transitar del llamado revolucionario de Lefebvre a reinventar nuestras ciudades a partir de aquello que en conjunto anhelamos (noción propuesta por Harvey) —pasando por las afectaciones que la globalización ejerce sobre este compromiso expuestas por Borja, y por los debates intrínsecos en intentar definir una noción cuya indeleble influencia es mantenernos permanentemente iterando—, nos permitió hilar una comprensión de la ciudad como bien común que se aleja de su versión material y se acerca a su constructo socioespacial complejo, y de sus espacios públicos como los ámbitos ideales para medir, analizar y reforzar los pilares sobre los que se sostiene el derecho a la ciudad. 

			Es importante señalar que estas críticas y debates reflejan la complejidad del desarrollo urbano y los desafíos asociados con la consecución del derecho a la ciudad. Los tres pilares proporcionados por el Documento de política 1 (Habitat III) brindan un marco de discusión, pero traducirlos en políticas efectivas que aborden las preocupaciones de diversas partes interesadas es una tarea pendiente y compleja. Equilibrar factores sociales, económicos, culturales y políticos requiere una consideración cuidadosa y esfuerzos continuos para garantizar que el derecho a la ciudad se materialice de manera significativa para todos los residentes urbanos.

			Explorar las bases conceptuales del nuevo paradigma urbano permitió examinar la relevancia que juega el espacio público como un elemento como un elemento esencial para abordar los desafíos vinculados al derecho a la ciudad. La Carta del Espacio Público estipula que “el espacio público es el gimnasio de la democracia, la oportunidad de crear y mantener un sentido de la ciudadanía y la conciencia del rol que cada uno de nosotros tiene y puede tener, con su estilo de vida cotidiana y el entorno en el que vive”. Identificamos en esta afirmación –en cómo asoma e interrelaciona aspectos de la gestión gubernamental y de la acción participativa y corresponsable de sus habitantes con la planeación, producción, uso y consumo de la ciudad misma– una pieza clave para dimensionar las virtudes del espacio público más allá de sus dimensiones espaciales-materiales. También reconocemos en ella una provocación en torno al espacio público como ámbito para ejercitar una cultura ciudadana consciente de ser producto y productora de ciudad, donde el derecho a la ciudad se reclama, protege y defiende, pero también se practica y moldea desde nuestras practicas cotidianas.

			Corresponde a la planificación urbana establecer y organizar los espacios públicos, y al diseño urbano facilitar y fomentar su uso, estimulando a lo largo de sus procesos sentido de pertenencia, identidad y comunidad. La planificación urbana es una herramienta clave para desbloquear el poder catalizador de estos espacios, “es una manera de hacer una diferencia, un marco de trabajo que transforma una visión en realidad utilizando el espacio como un recurso clave para el desarrollo y para la participación de la gente conforme avanza” (onu-Habitat, 2019: 4).

			Encontramos en lo común del espacio público la posibilidad de que las diferencias confluyan, de que los encuentros, acuerdos, intercambio, convivencia y conflicto se den lugar a la vista y al alcance de todos. Reconocemos lo cotidiano de estos escenarios en las acciones, demandas, luchas ejercidas por sus ocupantes, acciones que desafían un marco impuesto desde arriba, y desde antes, por modelos de desarrollo que asumen lo común como una fuerza a ser acotada, dispersada, contenida, escondida. Así, lo común es acción y compromiso, individual y compartido, abarcando prácticas, modelos y rituales que cortan transversalmente a la sociedad y, en el espacio público, refuerzan nociones de colectividad y ciudadanía. Lo común hace comunidad. 

			El ‘derecho a la ciudad’ no se refiere a la ciudad como hoy la conocemos sino a la que soñamos y deseamos construir. Hay acuerdos que respaldan la voluntad de movernos hacia delante y que demandan de aceleradores, como el espacio público, que nos permitirán avanzar de forma más efectiva y responsable. 
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			Otro derecho a la ciudad es posible

			Francisco Javier de la Torre Galindo

			Universidad Autónoma Metropolitana-Azcapotzalco

			Introducción

			En 1967 Henri Lefebvre publicó su libro Le droit à la ville con el que respondía a las condiciones desiguales y marginales de la población urbana. Su planteamiento era que el derecho a la ciudad no podía entenderse como un derecho a visitar o regresar a la ciudad tradicional; por el contrario, se trataba del derecho a una vida urbana distinta, transformada. Era un derecho al hábitat y al habitar, pero principalmente a lo que él llamó la ‘obra’ como actividad participante y de apropiación —y no de propiedad—. Aclaraba que esto implicaba una revolución cultural, política y económica permanente, por lo que otorgó un papel central a la planificación que articulaba el control democrático del Estado con la autogestión. En definitiva, para Lefebvre la transformación de la vida social sería posible si la planificación fuera controlada por la clase obrera.

			Varios años después de su publicación, las ideas de Lefebvre fueron retomadas por otros autores para alcanzar otras geografías. David Harvey (2013) destaca entre ellos porque lo discute en el contexto neoliberal, el cual parecería que todo termina sometiendo. En ese sentido, Harvey pone en duda la relevancia que han tomado los derechos humanos como ruta para transformar el mundo debido a que no cuestionan las lógicas hegemónicas y los tipos de legalidad del neoliberalismo. Al no disputar, agotan la perspectiva de derechos en el acceso a ciertos recursos de manera individual, mientras que el derecho a la ciudad es el ejercicio del poder colectivo sobre la urbanización para reinventar la ciudad. El control democrático que plantea Harvey es directamente sobre la producción y el excedente y su aplicación en la urbanización. No obstante, aclara el autor, el derecho a la ciudad, entendido así, está en manos de la élite política y económica que reconfigura la ciudad de acuerdo con sus propias necesidades.

			Estas ideas permearon con facilidad en el contexto latinoamericano porque encontraron realidades urbanas profundamente estructuradas por la desigualdad, donde diversos actores como organizaciones sociales y una parte de la academia requerían armas conceptuales para combatir y explicar esas condiciones. El derecho a la ciudad alcanzó un lugar en los marcos jurídico-normativos a partir del proceso de reforma urbana que vivió Brasil, después de la Constitución de 1988, que resultó en la promulgación del Estatuto de la Ciudad en 2001 y la creación del Ministerio de la Ciudad en 2003; de igual importancia fue la construcción de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad a partir del Foro Social Mundial de 2001 y su difusión en 2005 (Ortiz, 2022). El caso brasileño, con fuerte impulso de movimientos sociales, impactó en el proceso constituyente de Ecuador que en 2008 promulgó su nueva Constitución con la incorporación de aspectos del derecho a la ciudad, en el artículo 13, como la gestión democrática, la función social de la ciudad y el ejercicio pleno de la ciudadanía (Carrión y Dammert, 2019).

			Algunos matices del derecho a la ciudad se han adoptado en otros países como en la Constitución de Bolivia de 2009; la Ley 388 de Colombia con la recuperación de plusvalías urbanas (Schiavo, Gelfuso y Vera, 2017); hasta la Constitución Política de la Ciudad de México en 2017.1 Para Carrión (C-ISS, 2016), en este avance también hay un problema: al mismo tiempo que el derecho a la ciudad se ha convertido en programa de gobierno en América Latina, el concepto ha perdido contenido, se ha banalizado y derechizado.2

			La discusión sobre el derecho a la ciudad requiere recuperar la centralidad de esta contradicción entre el avance discursivo de derechos y el constante deterioro desigual de las condiciones socioespaciales para la vida. La iniciativa de incluir el derecho a la ciudad en la Constitución Política del Estado de Chihuahua no es la excepción. Las y los promotores hacen bien en cuestionarse cómo entenderlo y qué implicaciones habría al incluirlo en la legislación. Aunque las experiencias latinoamericanas no parecen ofrecer respuestas positivas en el sentido de la justicia espacial, en este ensayo no se busca demeritar esa ruta, pero sí señalar que sería un error agotarla en la forma. En este sentido, el objetivo del ensayo es argumentar, por un lado, que hablar del derecho a la ciudad en México es un asunto reciente, con clara influencia regional y mundial; por otro lado, que a pesar de que esta ‘moda’ carece de fondo en el ámbito institucional, la iniciativa es una oportunidad para romper con las inercias heredadas y abrir un nuevo capítulo en la adopción del derecho a la ciudad.

			Para sostener lo anterior, el primer apartado desarrolla una aproximación a los flujos del conocimiento desde un ejercicio bibliométrico, que demuestra la trayectoria del concepto y los nodos centrales de la red de flujos. El segundo apartado se enfoca en la reciente experiencia de la Ciudad de México con el propósito de colocarla como la ruta a no seguir, pero que permite reconocer errores y plantear nuevos derroteros para dotar de contenido al derecho a la ciudad en el ámbito local.

			Derecho a la ciudad en los flujos del conocimiento

			Con el avance de las tecnologías de la información y la comunicación, la divulgación de la ciencia se ha fortalecido como mecanismo para transferir enfoques, conceptos y políticas en todas las regiones del mundo. Sin embargo, la desigualdad que estructura al mundo y sus regiones se reproduce en estos flujos del conocimiento. Jajamovich y Delgadillo (2020) confirman la intensificación de esas transferencias en los últimos años, así como la relevancia de ciertos actores en ese proceso, como los organismos internacionales y la industria editorial. Indicar qué conceptos, teorías o políticas entran en esos flujos depende de su lugar de origen y las redes que desarrollan aquellos actores centrales. Así, para los autores esta difusión es también un proceso eminentemente político (Jajamovich y Delgadillo, 2020).

			Para reconocer cómo el derecho a la ciudad se ha trasladado, aquí se presenta la revisión a la base de datos Web of Science en dos niveles: general (toda la base de datos) y parcial (países latinoamericanos). Se complementa con una revisión al repositorio SciELO especializada en publicaciones de Latinoamérica, España, Portugal, el Caribe y Sudáfrica.

			Desde la Web of Science se identificaron 1,304 publicaciones relacionadas con el derecho a la ciudad.3 En el motor de búsqueda se utilizó solamente la variable “right to the city” con lo que se identificó un alza de publicaciones a partir del año 2010 que alcanzó su pico en 2020 para, enseguida, comenzar a descender de manera ágil —probablemente en consecuencia con la pandemia de covid-19—. Como se muestra en la siguiente figura, las citaciones de esas publicaciones acompañan esa tendencia.
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			Figura 1. Publicaciones y citaciones sobre el derecho a la ciudad por año en Web of Science Fuente: análisis y diagrama generado en la plataforma de Web of Science.




			Del total de publicaciones, 16% (213) es de Estados Unidos, le sigue Brasil con 14% (193), Inglaterra con 10% (140), España con 6% (84) y Canadá con 5% (63). Los artículos que citan el total de las publicaciones están casi todos en inglés (95%) y los 10 autores más citados son de habla inglesa como se muestra en la siguiente figura.
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			Figura 2. Los 10 autores más citados en Web of Science. Fuente: análisis generado en la plataforma de Web of Science.




			Todo lo anterior se enfatiza en la siguiente figura que muestra las relaciones de citas por países. El diagrama fue realizado en la plataforma VOSviewer con los datos de Web of Science.
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			Figura 3. Relaciones y peso de citas por países. Fuente: base de datos de Web of Science y diagrama realizado en VOSviewer.




			El nodo principal y más citado es Estados Unidos, seguido por Inglaterra, Canadá y Australia. De los países iberoamericanos, España y Brasil son los que tienen mayor presencia, aunque conectados a la red de los primeros. Al ajustar esta misma búsqueda en la Web of Science con países latinoamericanos el resultado fue de 325 publicaciones. El comportamiento es similar a la primera figura, aunque con desfase en su inicio de aproximadamente 10 años; en las citaciones destaca que la escala se reduce de manera importante pasando de “1 a 10” a “1 a 2”, lo que confirma una debilidad en el impacto de las publicaciones latinoamericanas.
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			Figura 4. Publicaciones y citaciones sobre el derecho a la ciudad por año en América Latina en Web of Science. Fuente: análisis y diagrama generado en la plataforma de Web of Science.



			Las 10 publicaciones latinoamericanas más citadas reflejan esta diferencia: mientras la décima posición en la lista general de autores se ha citado 208 veces, la primera posición en la lista de autores latinoamericanos ha sido citada en 40 ocasiones.
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			Figura 5. Los 10 autores más citados en América Latina en Web of Science.  Fuente: análisis generado en la plataforma de Web of Science.




			En las relaciones de las citaciones por países, Brasil se confirma como el nodo central de la red latinoamericana de divulgación del concepto “derecho a la ciudad”.
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			Figura 6. Relaciones y peso de citas por países en América Latina. 
Fuente: base de datos de Web of Science y diagrama realizado en VOSviewer.

			


			En la base de datos SciELO, si bien la cantidad de publicaciones se reduce a 267, la tendencia por año se sostiene, así como la relevancia que tiene Brasil (56%) y sus ediciones (Revista de Direito da Cidade, Cadernos Metrópole, Urbe. Revista Brasileira de Gestão Urbana) en la divulgación científica sobre el derecho a la ciudad.
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			Figura 7. Publicaciones sobre el derecho a la ciudad por año en SciELO. Fuente: análisis y diagrama generado en la plataforma de SciELO.

	


			Hasta aquí se podría sugerir parcialmente que si en América Latina se habla del derecho a la ciudad es por la dependencia a los flujos mundiales del conocimiento que tiene la región. No obstante, esta interpretación queda limitada por la ausencia de los procesos de significación que cada concepto tiene en cada realidad geográfica. Los movimientos sociales han sido los principales constructores de esa significación en los países latinoamericanos; hoy esas fuerzas colectivas enfrentan las inercias del vaciamiento del concepto por las redes mercantiles y su vinculación con la institucionalidad.

			Disputa por la significación del derecho 
a la ciudad en la Ciudad de México

			Durante la primera década del siglo xxi el derecho a la ciudad se incorpora en la discusión pública sobre lo urbano de la Ciudad de México. Se trata de la más reciente alternativa para contrarrestar los grandes problemas de la capital mexicana, que institucionalmente se tienen identificados desde las décadas de 1960 y 1970. La instrumentación de la planificación territorial en el Distrito Federal —hoy Ciudad de México—, desde 1976, se ha materializado en cuatro programas de desarrollo urbano, tres metropolitanos —el primero de conurbación— y uno ecológico. A estos se suma el incierto proyecto de Programa General de Ordenamiento Ecológico, que entre 2021 y 2023 fue sometido a una consulta pública con tendencia marcada y por lo tanto fallida.

			
				
					[image: ]
				

	
			Figura 8. Instrumentos de planeación para la Ciudad de México. Fuente: elaboración del autor. Instrumentos: Plan Director para el Desarrollo Urbano del Distrito Federal (1976); Plan de Ordenamiento de la Zona Conurbada del Centro del País (1982); Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (1987); Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (1996); Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de México (1997); Programa General de Ordenamiento Ecológico del Distrito Federal (2000); Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito Federal (2003); Proyecto de Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de México (2012); Proyecto de Programa General de Ordenamiento Territorial (2022).

		


			Ninguno de los instrumentos publicados entre 1976 y 2003 incluye el derecho a la ciudad; y solamente el Programa General de Desarrollo Urbano (2003) y el proyecto de Programa de Ordenación de la Zona Metropolitana del Valle de México (2012) mencionan derechos sociales o ciudadanos cuando abordan las condiciones de pobreza o los mecanismos de participación. Todo cambia con los proyectos de Programa General de Ordenamiento Territorial, donde cobra relevancia el concepto por la referencia a la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano de 2016, y a la Constitución Política de la Ciudad de México de 2017, donde el concepto ha sido incorporado.

			El ajuste normativo al enfoque de derechos, principalmente al derecho a la ciudad, es resultado del empuje que las organizaciones y los movimientos han dado a través de sus agendas sociales y territoriales. Como en las publicaciones, Brasil fue el referente para el Movimiento Urbano Popular (mup) en México que impulsó desde 2008 los trabajos para la redacción de la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad (Ortiz, 2022).4 Para Ramírez (2022), la fase electoral de 2006-2007 es un momento importante por la articulación de las organizaciones y el mup. De ese momento y hasta 2010, conformaron el comité promotor de la Carta donde también participaron la Comisión de Derechos Humanos, la Coalición Internacional por el Hábitat, la Procuraduría Social y el gobierno de la ciudad. Diversos eventos públicos fueron organizados para discutir la propuesta, hasta su firma por las organizaciones y los tres poderes locales (Ramírez, 2022).

			El derecho a la ciudad adquirió fuerza y se convirtió en uno de los ejes de discusión en el proceso constituyente de la Ciudad de México. Así, desde tres ámbitos se hacía referencia al derecho a la ciudad: 1) desde las organizaciones sociales se defendía como la ruta para fortalecer reivindicaciones y luchas sociales, por medio de la articulación de actores para alcanzar el usufructo equitativo de la ciudad (derecho colectivo), la libre autodeterminación y un nivel de vida adecuado; 2) desde la academia se posicionaba como la retórica para la transformación de la vida social por medio de la actividad participante y colectiva; 3) desde su institucionalización se estableció como el uso y usufructo pleno y equitativo de la ciudad, la garantía de los derechos colectivos, la función social, la gestión democrática, la justicia territorial, la inclusión social, la distribución equitativa y la participación ciudadana.

			Este reciente protagonismo institucional del derecho a la ciudad como posibilidad y respuesta a los problemas se relaciona tanto con la capacidad de las organizaciones sociales para incidir en la agenda pública como con los flujos para la transmisión de ideas, conceptos, políticas y teorías que se refleja en la producción de publicaciones.

			Sin embargo, no hay retórica ni ideología que pueda revertir o transformar la realidad urbana. La asimilación institucional y social del derecho a la ciudad contrasta con la realidad, es decir, con la ciudad que sí sabemos producir en estas primeras dos décadas del siglo xxi.
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			Figura 9. Postales de la(s) Ciudad(es) de México en el siglo xxi. Fuente: composición del autor con imágenes de los portales de Animal Político, La Prensa, Proceso, La Silla Rota, Milenio, El Universal, Centro Urbano, El Sol de México, La Voz de Polanco, Conjunto Estadio Azteca.

		


			La serie de postales de la figura anterior muestra esa ciudad que sabemos producir, y que es resultado de dos discursos opuestos que dejan su impronta en el espacio urbano. Por un lado, están la articulación de la corrupción inmobiliaria evidenciada por el sismo de 2017, la corrupción en la obra pública con contratistas privados manifiesta en 2021, la crisis medioambiental, principalmente hídrica y atmosférica, y la desigualdad en la estructura física y los servicios de la ciudad. Por otro lado, tenemos una serie de intervenciones inmobiliarias privadas acompañadas de infraestructuras públicas que anuncian esa otra ciudad que solamente reconoce a una élite, pero necesita sobreponerse a la ciudad real, popular, consolidada.

			Hay que reconocer que los problemas no son nuevos e insistir en que el aparato público los ha identificado desde décadas atrás. La revisión de los instrumentos de planeación del territorio que ha tenido la ciudad arroja que hay ocho categorías en las que se clasifican los problemas: gobierno, medio ambiente, población, economía, estructura, vivienda, transporte y riesgos. En esas ocho categorías hay 28 temáticas específicas como la contaminación atmosférica, agua, dominio del mercado inmobiliario, impactos del desarrollo no evaluados, urbanización expansiva, ocupación desigual del suelo, suelo insuficiente, acceso restringido y desigual a vivienda, deterioro de vivienda, aumento de automóviles y sus impactos ambientales y sociales. Ninguno de estos temas se ha resuelto; todos ellos se han incrementado y las postales anteriores evidencian su actualidad.

			
				
					[image: ]
				

		
			Figura 10. Relevancia (peso) de problemas urbanos en los instrumentos. Fuente: elaboración del autor con base en los instrumentos de planeación.

	


			Lo nuevo es la capacidad para mercantilizar a la ciudad, al mismo tiempo que avanza su deterioro y se reduce su capacidad para garantizar su sostenimiento. La llegada del derecho a la ciudad al marco normativo no sacude esta tendencia y, por lo tanto, abona a su legitimación. Así lo demuestra el Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva de la Ciudad de México con sus proyectos de Programa de Ordenamiento Territorial que centran toda su capacidad en el desarrollo inmobiliario. Ahí, el derecho a la ciudad es utilizado como retórica legitimadora de la explotación privada de la ciudad.

			No obstante, en esta ciudad otro derecho a la ciudad ha sido posible. El cambio de gobierno local en 2007 abrió la puerta al diseño e institucionalización de un pequeño programa de corte social y espacial que reconocía la marginación, la desigualdad y la exclusión en la Ciudad de México, y apostaba al fortalecimiento de procesos comunitarios de escala barrial para intentar revertir aquella condición estructural e histórica: el Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial (pcmb). Sin duda aquella era una meta que el programa no podría cumplir. No obstante, los aprendizajes que dejó son múltiples, entre ellos: 1) su origen recuperó las experiencias de otros procesos socioespaciales como el mejoramiento de vivienda; 2) los promotores fueron miembros de organizaciones sociales y civiles quienes conformaron una figura que logró mantener una agenda por más de una década: el Colectivo pcmb (De la Torre, 2014: 3) se centró en una participación activa (además de los comités de administración, supervisión y desarrollo comunitario, las asambleas fueron una forma importante para la toma de decisión) que supera cualitativamente cualquier alcance de la participación electoral; 4) centró su atención en esa participación y en la agenda que podría desarrollar en cada barrio, y la transformación del espacio físico se definió como un medio y no como un fin; 5) motivó y generó una serie de relaciones proactivas entre comunidades y asistentes técnicos quienes apoyaban la definición de las estrategias proyectuales; 6) llevó al gobierno a practicar la confianza ciudadana con la entrega de recursos directamente para que los comités organizaran su rendición de cuentas; 7) se convirtió en un referente local, nacional e internacional (con la obtención de premios y reconocimientos), lo que le permitió resistir diversos ataques desde el gobierno central, e incluso en 2015 se convirtió en ley.5

			Sin duda, el programa no podía ser la respuesta a la inercia de deterioro y mercantilización de la ciudad, pero sí se había consolidado como el más reciente y valioso instrumento de aprendizaje de que otras formas de producir ciudad son posibles. A partir de 2019 el gobierno operó un proceso de eliminación del programa, que no encontró resistencia social con fuerza como la que se generó contra los intentos de gobiernos anteriores. Esto responde al voto de confianza social que el gobierno que llegaba —una nueva izquierda, aunque con viejas prácticas— tenía por la figura presidencial.

			En la Ciudad de México, aquella experiencia del pcmb, que tiene más relación con el derecho a la ciudad, no es considerada. En su lugar, la producción de la ciudad sigue la lógica de los proyectos estratégicos privados que la normativa estimula y que se intenta consolidar desde la programación del ordenamiento territorial.

			Conclusión

			En este ensayo se reconoce la iniciativa de incluir el derecho a la ciudad en la Constitución Política del Estado de Chihuahua como una oportunidad para modificar las inercias de vaciamiento del concepto que se han vivido en América Latina y México. El primer paso en ese camino es volver a centrar la discusión local sobre el derecho a la ciudad en la contradicción entre el desarrollo institucional de derechos —discursivo y sin fondo— y el deterioro constante de la ciudad y las condiciones de vida de su población. También es importante reconocer que no hay experiencia institucionalizada que sirva de ejemplo a seguir y que, por lo tanto, exige una capacidad crítica y propositiva relevante para que este nuevo intento sea distinto.

			En el primer apartado se identificó que la llegada del derecho a la ciudad a los debates y discusiones sobre lo urbano en México es reciente. Permitió trazar la ruta que ha seguido desde la perspectiva académica con la identificación de las publicaciones, autores, citaciones y sus relaciones por países a través de la Web of Science. Si bien esta base de datos no es la única ni contiene todas las publicaciones, sí es una muestra relevante para comprender los flujos del conocimiento. El resultado fue contundente: en América Latina hablamos del derecho a la ciudad debido a la red de conocimiento mundial centrada en los países de habla inglesa. A nivel regional, es Brasil el centro del que depende el resto de los países latinoamericanos. Hasta aquí se cumple la primera parte del objetivo planteado: hablar del derecho a la ciudad en México es un asunto reciente, con clara influencia regional y mundial.

			En el segundo apartado se realiza una aproximación al caso de la Ciudad de México para cumplir con la segunda parte del objetivo: a pesar de que esta ‘moda’ carece de fondo en el ámbito institucional, la iniciativa es una oportunidad para romper con las inercias heredadas y abrir un nuevo capítulo en la adopción del derecho a la ciudad. Dos procesos fueron identificados: el primero es que las organizaciones y los movimientos sociales son los primeros promotores y responsables de traer a México la discusión sobre el derecho a la ciudad, lo que se materializó con la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad; el segundo es el que se ha identificado por medio de los instrumentos de planeación del territorio de la ciudad y que se refiere al reconocimiento de los grandes problemas de la ciudad desde la década de 1970, problemas que no se han superado, pero que sí se han complejizado.

			Ambos procesos se cruzan en la segunda década del siglo xxi y, por impulso de las organizaciones, se incorpora el concepto en la Constitución Política de la Ciudad de México de 2017. Sin embargo, en los últimos años, lejos de reducir o eliminar los viejos problemas, se ha abonado a su multiplicación. Una serie de postales muestran la forma en que se manifiestan como resultado de la articulación entre capital y aparato público. En ese segundo apartado se cierra con un breve recordatorio al Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial que ha quedado en la historia de la Ciudad de México como la posibilidad de resignificar el derecho a la ciudad desde el trabajo colectivo entre sociedad, comunidades y gobierno; posibilidad que fue borrada por el actual gobierno de la ciudad (2018-2024).

			Pero la experiencia de la Ciudad de México deja algunas pistas para que en la iniciativa del estado de Chihuahua el resultado sea distinto. La primera es no perder de vista los grandes problemas socioespaciales; no hay concepto ni ideología que pueda combatirlos. La segunda es reconocer que los gobiernos nacionales, estatales y locales suelen seguir inercias impuestas desde lo global; esto limita cualquier posibilidad de combatir los grandes problemas. En tercer lugar, evitar que la inclusión de cualquier idea del derecho a la ciudad en la Constitución del estado sea la meta porque se confirmaría su derrota; entenderlo como un medio para romper o reestructurar las lógicas promotoras de los grandes problemas sería una posibilidad para significarlo. La cuarta pista es mantenerlo abierto a su significación desde las luchas sociales que en todo momento visibilizan los impactos de la desigualdad. Una quinta pista es eliminar, o al menos reducir, las capacidades de los procesos productores de las desigualdades urbanas, por ejemplo, impedir que la instrumentación de la planeación se centre en el fomento al desarrollo inmobiliario.

			Seguir estas cinco pistas significaría sacar los procesos de planificación y producción de la ciudad de las lógicas de mercantilización, y llevarlos a la dimensión política —no electorera ni partidista— necesariamente centrada en la ciudadanía. Desde ahí se podría resignificar la planeación, los proyectos urbanos, las políticas públicas; si esto fuera posible, entonces el sentido de la polis tendría un nuevo capítulo en la historia de las ciudades y Ciudad Juárez, Chihuahua, sería el epicentro.
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					1 Para conocer más sobre la relación entre el derecho a la ciudad y la Constitución Política de la Ciudad de México, se puede consultar el dossier A 5 años de la Constitución de la Ciudad de México, en el Anuario de Espacios Urbanos: 
https://espaciosurbanos.azc.uam.mx/index.php/path/issue/view/42


					2 El contexto de este fenómeno es el avance de la desigualdad con la captura de la riqueza en pocas manos —1% captura el 27% del crecimiento de ingresos de 1980 a 2016 (cepal, 2018)—, y una América Latina como la región más desigual del mundo (López-Calva y Lustig, 2011; Jiménez, 2015) donde la movilidad intergeneracional es altamente limitada (Ferreira et al., 2013).


					3 Solamente como referencia, una búsqueda con la variable “smart city” arrojó 22,277 publicaciones, es decir, 17 veces más que las correspondientes a la variable “right to the city”. Eso es una impronta de la dimensión política en la transferencia de conceptos e ideologías.


				4 La Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad se puede consultar en el sitio: https://hic-al.org/wp-content/uploads/2019/02/CARTA_CIUDAD_2011-muestra.pdf


					5 Una revisión a la experiencia del mejoramiento barrial en la Ciudad de México se puede consultar en De la Torre y Pino (2019).


		
		


		
			Derechos y conflictividad en una etapa histórica de la conformación urbano-rural 
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			Desde 2012, año en que comencé a interesarme en la conformación de Ciudad Juárez, poco a poco fui descubriendo un pasado campesino que estaba oculto detrás del conjunto de maquiladoras, avenidas, centros comerciales y fraccionamientos de vivienda. En aquel entonces mi propósito era identificar lo que hacía singular a esta ciudad, y de manera paralela fue apareciendo un sentimiento de inquietud respecto a si había que hacer algo con los restos y vestigios de ese pasado. Se trataba de una considerable variedad de caminos de campo, con sus siluetas serpenteantes, que surcaban toda la parte baja y más o menos próxima al río Bravo, y distribuían en torno de sí muchos terrenos de geometrías también caprichosas. Las ya conocidas acequias, y algunos bordos que resultaron de su cegamiento, se entrelazaban con viejas casas que, atravesadas en diagonales, obligaban a imaginar una ciudad que yacía por debajo de la que vivimos y recorremos todos los días; y como si se tratara de una verdadera reliquia, también aparecían grupos de arboledas, recordándonos los viejos lugares de concentración de agua y humedad, como un olmo ya seco y de edad centenaria en el antiguo camino de los Lucero.

			Parecería lógico pensar que todas las ciudades han tenido un pasado campesino. En cierto modo, suele asociarse la ciudad con la vida moderna, con las fábricas y el trabajo de oficina, y para muchos ello significa un triunfo sobre las condiciones azarosas de la agricultura, la pesca y el pastoreo. Allá, donde había antes un gran establo para animales y un plantío de árboles frutales, ahora se levantan edificios con gente vestida para desempeñarse en labores nuevas de contabilidad y escritura. A las ciudades también las conocemos mediante relatos, y aunque han sido muchas las críticas a esta trayectoria lineal de crecimiento, también ha habido otra manera de entenderlas, en la que más que poner atención en la novedad que va surgiendo se atiende a la paulatina y a veces imperceptible desaparición de una forma de vida. Esta solamente es una razón por la que se considera importante entender mejor esta ciudad, pues cuando las cosas no han salido tan bien, quizá sea momento de regresar un poco a ese lugar donde comenzaron a descomponerse. Hace mucho tiempo, tal manera de hurgar en el pasado —observar no lo que nace, sino lo que va muriendo— constituía la más importante fuente de sentido para la conservación de antigüedades. Las ruinas, o fragmentos de lo ya pasado, significaban la oportunidad de discutir si se iba por el mejor camino, pero también la posibilidad de enmendar o corregir el trayecto.

			En nuestros días, ¿será posible imaginar una ciudad campesina, con todas las implicaciones de restituir una relación ya olvidada entre las personas y la tierra?

			En el primer apartado de este capítulo se ofrecen algunas reflexiones sobre la historia de la ciudad y los procesos de urbanización, con la idea de destacar la persistente tensión que hay entre las exigencias y los deseos. Enseguida, se recogen algunos datos para discutir sobre la particularidad de las ciudades fronterizas y subrayar su joven e imprecisa naturaleza, pero también su dependencia de las acciones limítrofes de gobernabilidad. El tercer apartado está dedicado a descubrir, por así decirlo, los elementos que componen ese pasado campesino, a través de examinar tres etapas de evolución de Juárez con énfasis en su lógica agrícola. Por último, se reflexiona sobre el sentido de imaginar un derecho a estar en la ciudad y a hacerla, desde una perspectiva temporal y no complaciente.
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			Figura 1. Vista de la ciudad en 1881, año en que se decidió colocar el cruce de ferrocarril en el centro. El ayuntamiento se opuso a esta decisión, entre otras razones por la afectación de escurrimientos de agua de la sierra y por los cambios que había que introducir en la red de caminos y acequias, pero sin resultados. Fuente: Dificultades entre la empresa y el Ayuntamiento de Paso del Norte, México, 1881, agn, scop, 17/38/1.




			La ciudad y la urbanización en el tiempo

			Reflexionar sobre una ciudad desde la perspectiva histórica puede suponer dos cosas algo diferentes entre sí. Por una parte, estaría el imperativo de conseguir relatos coherentes que, a través de la reunión de datos sobre hechos y factores —lo mismo tendencias de época que eventos en apariencia insignificantes—, han configurado a final de cuentas nuestro lugar de vida. Pero por la otra, habría que reconocer que “el pasado es un lugar desconocido”, un lugar impreciso en donde solamente reinó en caos, y sin embargo es preciso saber si las libertades que acostumbramos a dar por sentadas en nuestras vidas ¿fueron conquistadas, o fueron cedidas? No es sencillo saber dónde concluirán los afanes por explicar nuestra condición en un momento dado, pero siempre parece urgente y necesario explicar los orígenes. En Occidente llevamos ya varios siglos pensando en esto, y para nada es extraño que esta reflexión, junto con las acciones que implica, esté relacionada con la desaparición de otras formas de asentamiento. Hay que reconocer que la celebración de un modelo de ciudad necesariamente conlleva la negación o la superación de otras formas de convivencia. Los economistas solo desde hace poco han explicado las ventajas e implicaciones de la concentración de actividades productivas, y también los sociólogos han demostrado que a mayor número de personas reunidas, las relaciones se vuelven más sofisticadas.

			Para los historiadores es necesario distinguir entre las ciudades que fueron fundadas como tales de aquellas otras que por diversas circunstancias se convirtieron en una. En este sentido, una ciudad sería un organismo muy particular, pues dispondrá de sus autoridades y una jurisdicción territorial, y, a decir verdad, pocas o raras veces una fundación de ciudad se ha acompañado del establecimiento de instituciones. En los demás casos, que son la gran mayoría, se formaron asentamientos que luego se convirtieron en sedes de instituciones.

			Las implicaciones de lo anterior para discutir sobre el rumbo de una ciudad se vuelven sobresalientes. Si los hechos que explican una ciudad tienen sentido, entonces se abren posibilidades de vislumbrar nuevas opciones; por el contrario, reconocer que en el pasado solamente reinó el caos y el desorden nos deja desamparados y sin orientación. Al respecto, también hay que saber que la idea de ciudad mantiene una relación muy antigua con la utopía. Las ciudades ideales han sido ese destino, imaginario, institucional y científico por igual, en donde se resuelven los conflictos de nuestra convivencia colectiva, siempre pintando estados imposibles o inexistentes, pero que anticipan un futuro que ayuda a dirigir las acciones (Gómez, Gutiérrez y Vázquez, 1991). Su mayor cualidad se halla en que siempre postergan el ideal absoluto, aun cuando la posesión colectiva de bienes ha sido su constante a través de cinco siglos.

			El filósofo italiano Massimo Cacciari escribió una vez que nuestra relación con las ciudades es compleja. Por un lado, a la ciudad le exigimos eficiencia y movilidad extremas, porque esperamos que funcione como una máquina y nos dé los resultados que necesitamos. Pero, por el otro lado, también esperamos de ella que nos abrigue, como el regazo de una madre, que nos acoja, consuele y alivie (Cacciari, 2010: 26-27). Y vaya que se trata de demandas contradictorias, de manera que nuestra vida queda irremediablemente condenada a transitar de un extremo al otro, y por supuesto que no es extraño que aparezcan ideas e intenciones que proponen resolver de manera definitiva esta insoluble aporía. La contradicción entre el lugar acogedor y el teatro del negocio sería tan fuerte que podría ser la premisa de una nueva creación (con nuevas ideas de derecho, nuevas relaciones de dominio, nuevas formas de comunidad), pero mediante la disolución de una forma urbana.

			No abundan las historias que nos hablen de cómo los habitantes de las ciudades han conquistado sus derechos, porque este conglomerado de cosas —la urbs— parece de manera natural estar destinado a resolver muchas necesidades. Pero ¿cómo fue que los individuos convirtieron sus acciones por la supervivencia, sus motivaciones por el descubrimiento, sus esfuerzos por el cambio de condición o sus maneras naturales de convergencia y encuentro en reivindicaciones colectivas que al paso de las décadas llegaron a aparecer como derechos razonables y naturales para una nueva generación? Cuando se examina la vida en las ciudades, a través del tiempo, es posible identificar momentos en que aparecieron demandas de los pobladores. La primera, la más longeva y clara de todas, fue y ha sido el acceso al suelo, pero otras parecen abocadas a una etapa más de refinamiento de la vida urbana: lugares de esparcimiento y educación, servicios adecuados de agua y electricidad, etcétera. Y bien podría hablarse aquí de cómo se fueron conformando los servicios públicos, o también de cómo el contenido de los textos constitucionales se fue decantando por las ciudades y por otras formas urbanas, pero también de las revoluciones y las huelgas que encerraban, quizá sin saberlo en todos los casos, gérmenes de una manera de vivir que igualmente engendraría nuevas formas construidas.

			Las ciudades y las líneas divisorias entre naciones

			De cara a todo lo anterior, no resulta sencillo afirmar si las ciudades fronterizas —o poblaciones que surgieron y se consolidaron en torno a la línea divisoria con Estados Unidos— son viejas o recientes, si son producto del control de los Estados o más resultado de proyectos locales. Las divisiones políticas entre los Estados nacionales son muy cercanas a nosotros en el tiempo. Hace apenas doscientos o ciento cincuenta años, las nuevas administraciones de gobierno se planteaban el problema de delinear sus límites de soberanía, y comenzaron por hacer prospecciones topográficas en grandes territorios que hasta entonces eran poco conocidos. Solamente al paso de varias décadas, esas líneas adquirieron alguna presencia palpable en el paisaje, a través de vallas, muros, canales, lagos, bordos, puentes, puertas, monumentos y señales. Y si ello no fuera poco, en medio de este proceso también aparecieron y crecieron poblaciones y ciudades.

			De la llamada ‘época colonial’ hay que saber que solamente algunas misiones de religiosos y pocos presidios militares persistieron en el tiempo, y se asociaron en ciudades; otros pocos pudieron durar, aunque en forma de pequeñas poblaciones, pero con su municipio. Sería el caso de la misión de Nuestra Señora de Guadalupe y presidio de Nuestra Señora del Pilar y Señor San José, que dio lugar a Juárez (Santiago, 2002: 17-22), pero también de la misión de San Juan de los Esteros ligada con el crecimiento de Matamoros (Herrera, 2018: 22-23); en otros casos, el patio del presidio de San Juan Bautista se convirtió en la plaza central de la pequeña Villa de Guerrero, en Coahuila, y la misión religiosa quedó retirada a una distancia de pocos kilómetros (Ramiro, 2013: 57). Cuando se quisieron hacer fundaciones por lo general fracasaron, como la Real Frontera y Minas de Cerralvo, en Nuevo León; y solamente se fundaron algunas villas en Tamaulipas, pero que crecieron muy lentamente hasta nuestros días. En la etapa de los Estados nacionales la línea divisoria se convirtió en un importante factor de crecimiento urbano, en al menos dos sentidos: la actividad de intercambio que promovía la frontera hacía propicio que se formaran centros de población, pero, por otro lado, también los gobiernos incentivaban el poblamiento puesto que se trataba de áreas que necesitaban de vigilancia y pobladores mexicanos. De tal forma, casos como Piedras Negras tuvieron que definirse en medio de una pugna, entre agricultores que defendían el derecho a formar un asentamiento civil —la Villa de Herrera— y militares que se acogían a los reglamentos del gobierno para formar algo más parecido a un campamento castrense. Pero Nuevo Laredo surgió debido a una migración de familias que salieron de la vieja Laredo, al otro lado del río Bravo, cuando se cernía sobre ellos el nuevo gobierno norteamericano (Ceballos, ١٩٨٩). La actual Ciudad Acuña también fue constituida por un grupo de seguidores de un capitán, dando lugar a la congregación Las Vacas, pero fue impugnada por unos poderosos propietarios que argüían el sinsentido de que se permitiera formar una nueva población a cualquier agrupación que así lo solicitara (Payno, 1869: 210). El mismo criterio que emplearon los primeros españoles para declarar el carácter vacante de suelo, para imponer su idea de ciudad, ahora era aplicado por un grupo de 40 labriegos que querían dejar de llamarse sirvientes, jornaleros o arrendatarios, y ahora denominarse colonos que querían formar una congregación o una villa ‘en un terreno desierto’.

			También el arribo de vías de ferrocarril despertó nuevas formas de concebir asentamientos en torno a patios de ferrocarril y estaciones, y provocó, por poner un ejemplo, que el viejo pueblo de Ojinaga —originado en un presidio— moviera la mayor parte de su actividad al nuevo sitio de la estación, ubicado a cinco kilómetros de distancia (Arreola, 2019: 246). Este fue un poco el mismo caso de Nogales, en Sonora, que encontró su vocación como centro de conexión del tráfico entre la costa del océano Pacífico y el suroeste norteamericano, y surgió a razón del ferrocarril, aunque también debido al establecimiento de una aduana en el año de 1880 (Tinker, 2001: 263-267). Pero cuando las empresas tenían que negociar con los ayuntamientos los sitios que se ocuparían, aparecieron varios conflictos que en teoría debían haber sido mediados por los representantes de la federación. A inicios del siglo xx, la ciudad de Mexicali tuvo que irse instituyendo poco a poco en lo que venía siendo el cuartel general de una compañía agrícola norteamericana; y sin embargo, continuó desarrollándose la vocación agrícola de sus tierras regadas por sistemas de canales, hasta la salida definitiva de la Colorado River Land Company, en la década de 1930, y que incluso se conmemora hoy bajo el onomástico del “asalto de las tierras” por comunidades de labriegos (Mondragón, 2010). Pero hubo casos —como San Luis Río Colorado, en Sonora— que claramente fueron comunidades agrícolas ‘planeadas’, con colonos dispuestos al trabajo de la siembra y cosecha. Todavía hoy se discute cómo surgió la ciudad de Tijuana; se dice que un factor que la motivó fue el establecimiento de una aduana, para vigilar el tráfico y la recolección de impuestos, pero también se afirma que el primer trazado de la ciudad obedeció a la necesidad de fraccionar unas grandes extensiones de tierra que eran motivo de litigio entre dos familias (Padilla, 2006: 143-144, 200-201).

			Con toda probabilidad la investigación histórica continuará aclarando muchas circunstancias de conformación de poblados y ciudades en las próximas décadas. Pero parece evidente que las tramas por descubrir vacilan entre la conquista de derechos y la concesión de esos mismos derechos por parte de los poderosos o los gobiernos. Las ciudades fronterizas surgieron entre conflictos por ocupación del suelo, pero otras fueron implantadas por actos rotundos de gobierno. Y fueron una institución ya desaparecida —las jefaturas políticas— y, sobre todo, los ayuntamientos, las entidades que velaban por nuevos bienes comunes como el ejido, si bien de manera tardía respecto a otras ciudades del país. En todos estos ejemplos, además de la diferencia de escalas que hay en relación con los asentamientos del sistema urbano nacional, hay que advertir distintos procesos que se superponen y van generando condiciones muy complejas y de conflicto constante, y que las viejas ciudades del país encubren bajo su opulento paisaje construido. Quizá el caso más claro de la cuestión está en las poblaciones de Baja California, que estuvieron hasta la década de 1930 bajo jurisdicción federal, con el llamado Gobierno Territorial del Distrito Norte, por considerarse la defensa de los intereses nacionales como un factor estratégico.

			Tres cuadros campesinos de Paso del Norte y Juárez

			Pero ¿cómo vérselas con el pasado campesino? Ciudad Juárez se ha enfrentado de manera muy problemática con las oleadas de modernidad, en donde se han introducido elementos nuevos, pero también se siguieron acumulando vestigios de otra forma de vida anterior y que no terminan de desaparecer. Durante el porfiriato se iniciaron los primeros intentos por federalizar el agua, y todavía en la década de 1930 se discutía, entre empresarios fronterizos y las autoridades de la hacienda federal, los términos justos de un equilibrio fiscal. Y más adelante se terminaba de acordar, en el plano diplomático, los términos de uso de la ahora “agua fronteriza” del río Bravo. Son antecedentes de la conocida situación actual con las maquiladoras: la nación y las empresas se benefician enormemente, pero los efectos de su implantación se sufren solamente en el plano local.

			Los orígenes de las ciudades en América cargan con el estigma de la usurpación y la imposición. Cuando los españoles se encontraron con la vastedad norteña, en sus entradas de conquista y dominación desde el siglo xvi, siguieron recurriendo a una costumbre jurídica en que cada vez que se presentaba una nueva situación la experiencia era recogida en las leyes para orientar futuras actuaciones. Y aunque formar pueblos fue una especie de obsesión para ellos, la dominación del indígena se caracterizó por la fragmentación, pues misioneros religiosos, militares, empresarios y funcionarios de la Corona española tomaron en cierto modo caminos independientes y muy pocas veces unificados. Incluso, estos contingentes tuvieron que ayudarse de los mismos nativos por su conocimiento de áreas, recursos y caminos, de manera que la idea de que hubo una conquista española puede ser extremadamente ambigua. En todo caso, en una extensa área en torno a Paso del Norte, fueron los franciscanos quienes entraron en contacto con un grupo diverso de nativos, y de aquí derivó, al paso de las décadas, una forma de establecer labores agrícolas que eran regadas por acequias, en torno a varias conversiones y misiones que distaban unas de otras cerca de dos y tres kilómetros. La referencia más antigua de que se dispone sugiere que, hacia el año de 1620, un grupo de indios piros había construido un sistema de acequias en la misión de Socorro, en coordinación con un misionero franciscano, y la práctica se llevó casi inmediatamente a Paso del Norte, creándose de esta manera una ‘ciudad campesina’ que luego causaría asombro al capitán Antonio María de Daroca cuando la vio por primera vez. En cambio, la crónica de la ciudad letrada —que sería aquella que emanaba de las leyes— parece hablar más del deseo que de la realidad, pues después de las 10 a 15 conversiones y misiones se establecería un presidio, y luego en 1630 se le otorgaría al asentamiento de la misión y presidio el título de villa, que portaría hasta finales del siglo xix (Santiago, 2002). La manera en que se organizaron dichas labores es difícil de aclarar en nuestros días, pero un ingeniero que había conocido varios asentamientos del mismo tipo recogió la experiencia para convertirla en un modelo de asentamiento y poblamiento para seguir en adelante, por ejemplo, en Hermosillo y Arizpe, en Sonora, y en Los Ángeles, en California (González, 2018).

			Solamente hasta la segunda mitad el siglo xviii, en Paso del Norte comenzaron a elaborarse registros pormenorizados de la manera en que se poseía y ocupaba la tierra. Aun así, la manera de medir y orientar los linderos era sumamente rudimentaria, pues el criterio de precisión se ajustaba a los nombres de poseedores de los terrenos contiguos y a la mención aproximada de los rumbos astronómicos. De tal modo, en una venta que hizo Julián Trujillo, en 1784, el perito describía el terreno en los siguientes términos:

			[…] un pedazo de tierra que tiene en las orillas de este Pueblo la que le pertenece en posesión y propiedad, la cual tiene de oriente a poniente por el norte cien varas, de norte a sur por el poniente ochenta y siete varas, por el sur setenta y una varas, y de sur a norte setenta y seis y media varas, la cual linda por el norte con la acequia que llaman de los mansos, por el sur con tierras de Josef Antonio Escalante y huerta de Juan el Taraumar, y por las del oriente con tierras del capitán Carpio (Trujillo, 1784).

			Uno de los terrenos de mayor amplitud tenía una superficie de 45,000 m2, y en otro de 36,٠٠٠ el inventario incluía el conteo de siete mil matas de uva, otras ocho mil que estaban separadas y 140 árboles frutales (perales, albaricoques, duraznos, manzanos, membrillos e higueras). Un conteo que se hizo en 1762 de todas las cepas de uva frutal que había en Paso del Norte, arrojó la fabulosa cantidad de 92,722 matas, que se distribuían en huertas de españoles, mestizos, mulatos y coyotes; solamente las vides de los indios sumaban 6,614 plantas. Un perito, Bernardo de Miera, fue más allá en la inspección que realizó, y contabilizó 7,528 matas de “uva moscatel” en un terreno de Francisco García Carvajal (García, 1750).

			Cerca de esos mismos años, un oficial que viajó a Paso del Norte dejó un retrato inequívoco de esa Villa Paso del Norte, refiriéndose en particular a la manera como se distribuían las casas de habitación: “porque están en tal disposición que cada vecino e indio viven en medio de sus bienes de modo que no hay dos casas juntas, y están más o menos apareadas, según es mayor o menor la posesión; hay de aquí a Casa de los Tiburcios siete leguas y todo está poblado como la Huerta de Murcia” (Hendricks, Timmons, 1998: 13-15).

			En los primeros años de la Independencia se crearon ayuntamientos en muchos asentamientos que habían carecido de la institución. Y todavía hoy no es claro si en décadas anteriores el Paso del Norte llegó a poseer uno, porque la instalación provisional del gobierno de Nuevo México debió haber ejercido fuertes presiones a la posibilidad de imaginar y practicar una comunidad local. Y tal condición sufragánea persistirá en el tiempo con variadas modalidades.

			La demarcación de la línea divisoria con Estados Unidos —acordada entre 1848 y 1850— marcó el inicio de otro periodo de producción de nuevas ideas de ciudad, y aunque continuó incrementando el depósito de nociones de asentamiento olvidadas, también produjo sobre ellas una asombrosa cantidad de registros. Pareciera que el conflicto, y la necesidad de ordenar las cosas, al mismo tiempo obligaba a encarar los residuos de dos siglos de acomodo de la gente en el territorio. De tal modo, el gobierno republicano necesitaba conocer las implicaciones prácticas de varios artículos del tratado de límites que recién había firmado con el país vecino, y envió a José Salazar y Francisco Jiménez a Paso del Norte, para que elaboraran un mapa. El hecho llano es que un artículo del tratado de límites señalaba que la línea divisoria debía coincidir con el río Bravo, siguiendo siempre el cauce más profundo, dado que su comportamiento entre sequías y avenidas torrenciales —en tiempos sucesivos y periódicos— llevaba a que el cauce cambiara de lugar de manera frecuente. Otra razón del cambio de cauce se hallaba en las obras de irrigación mediante canales tomados del río, y que al momento del estudio de Salazar y Jiménez sumaban ya un gran número. Sobre el río Bravo, como en muchas otras poblaciones fronterizas, periódicamente se hacían trabajos a fin de asegurar el caudal para las acequias en tiempos de estiaje, y eran organizados bajo el convenio de ‘la fatiga’, que era una especie de contribución colectiva al interés general e incluía materiales y mano de obra.
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			Figura 2. Fragmento del plano que derivó de la monumentación topográfica de la línea divisoria con Estados Unidos, en Paso del Norte. Fuente: Línea divisoria entre México y los Estados Unidos, por José Salazar Ilárregui, 1852, mmoyb, núm. 13,513.

			


			En esta época se elaboraron muchos planos de Paso del Norte, y no es extraño que sus dibujantes hayan sido precisamente aquellos ingenieros que estaban al tanto de las implicaciones del tratado de la línea divisoria. Además de evitar las consecuencias del cambio de cauce del río, se sumaban sobre todo los efectos de las inundaciones debido a las crecientes, asunto que requería varios tipos de ‘obras de defensa’ que terminaban implicándose en la atención misma del sistema de acequias y la lógica agrícola del valle. Sin embargo, para los agricultores las inundaciones representaban momentos de celebración, ya que las avenidas cada año traían consigo nutrientes para el suelo. Los planos entrañan sus dificultades de interpretación, porque se venía representando en un mismo papel dos cosas diferentes: el estado actual de caminos, acequias y terrenos, por un lado, y las propuestas de intervención por el otro. 

			Todos los encargados de inspecciones y de la elaboración de planos se refirieron al delicado equilibrio entre tierra y agua. En el plano de la vida de una ciudad esto tenía muchísimas implicaciones. Muchos caminos habían venido abriéndose y construyéndose según la necesidad de cada agricultor, o en acuerdos que celebraban entre varios de ellos, y también se hicieron cargo de construir los puentes que requerían para sortear las acequias. No se sabe desde cuándo, pero había un alcalde de aguas que en teoría llevaba un registro de todas las sacas que se habían repartido para el riego de terrenos, y se ocupaba también de que las acequias estuvieran todo el tiempo desazolvadas y en corriente.

			Es difícil establecer un solo rango de precisión para cada apertura de un camino nuevo. En el año de 1879, por ejemplo, se discutía la necesidad de uno que comunicara los partidos Lafuente y Díaz. Después de discusiones, y de evaluar los costos que había que pagar por ocupar terrenos de particulares, fue hasta 1888 cuando se decidió el sitio a ocupar. La calle iniciaría en el partido Díaz, en propiedades de Desiderio Montaño y Pedro Valencia, atravesaría otros terrenos de Nicolás Gómez, Patricio Durán, José M. Varela y Desiderio Valencia, hasta dirigirse hacia la “calle que se conoce por de los Ortegas”, para después recorrer otros terrenos de Quirino Maese y Florentino Ortega, en línea recta, hasta concluir en el “puente de los Indios” (Comisión de Regidores, 1900). En otro ejemplo, en el año de 1897 se discutía en el ayuntamiento el lugar del nuevo camino que debía comunicar los partidos Díaz y Romero; al final se decidió ponerle el nombre Calle Cinco de Febrero, y tendría una longitud aproximada de un kilómetro y se le plantaron árboles a los lados (Comisión de Regidores, 1913; Comisión de Regidores, 1916). 

			Pero el perfeccionamiento de una idea de villa, para Paso del Norte, se topó con la compleja realidad agrícola. En teoría, desde la década de 1850 había que definir la extensión del ejido, que en otras ciudades había acompañado el momento de su fundación, y que refrendaba la vieja noción de la tierra pública, de interés común, muy necesaria para sostenimiento del ayuntamiento y la misma ciudad. Y solamente se avanzó en algo hasta la década de 1890, pero se llegó a la conclusión de que todo el terreno estaba ya ocupado. 

			En este complejo proceso, Paso del Norte recibió el título de ciudad, para ahora renombrarse como Juárez, y ciertamente dieron inicio otros prospectos para renovar la urbe. Sin embargo, los informes de la actividad agrícola eran detallados y hablan de la persistencia de la ciudad campesina. En el año de 1893 se distribuyeron árboles para todo el distrito: álamos, fresnos, duraznos, albaricoques, manzanos, membrillos, ciruelos, nogales y perales (Jefe Político, 1893). Y para 1904 se hablaba de que se habían encargado 200 fresnos para plantarse en la plaza de la Constitución y otros lugares (Jefe Político, 1904). E igualmente, en un informe que habían elaborado Espiridión Provencio y Antonio Cordero, en la década de 1890, se decía que existían, dispersos en una gran extensión, árboles como granados, ciruelos, chabacanos, manzanos, duraznos, peras, membrillos, moras, nogales, sabinos, parras, álamos y sauces. En otro rubro también se sembraba trigo, maíz blanco y azul, frijol, cebada, garbanzo, haba, lenteja, chícharo, chile, cebolla y variedad de hortalizas; solamente el trigo y el maíz se destinaban al comercio, siendo los demás dedicados al consumo doméstico. El trigo que entonces se cultivaba era de cuatro clases: blanco, colorado, sonoreño y bola, y cada año se cosechaba en promedio una cantidad de 800 fanegas (120 toneladas, aproximadamente) (Provencio y Cordero, 1893). Del mismo modo, Francisco Rey informaba de algunos detalles de la siembra y cuidado de las vides; la plantación de canutos, ya fueran cortos o largos —masculinos y femeninos, en términos del habla del lugar—, se hacía entre los meses de febrero y marzo. Y para la elaboración del vino se empleaban unas tinas fabricadas en cuero de res o en madera, donde se echaba a fermentar el jugo de la uva, que se extraía pisándola o prensándola con artesas de madera. Si bien entre las décadas de 1860 y 1880 se había producido un total de 100,000 galones de vino, para la década de 1890 el volumen se había reducido a la sexta o séptima parte, entre otras razones debido a la competencia de los licores extranjeros, las sequías y la falta de agua para el riego (Rey, 1892).

			Al iniciar el siglo xx la ciudad ya contaba con un total de 85 puentes para sortear las acequias. Algunos los había construido el municipio, pero una gran mayoría eran propiedad de los agricultores, quienes los habían levantado por sí mismos o entre grupos de parcioneros. Pero este cuadro para nada era estático, pues cada vez que había que abrir o modificar una acequia se procedía también a reacomodar los caminos y puentes. En el año de 1900 se encargó a los inspectores de cada partido un estudio de todos los puentes, registro de sus nombres, de los agricultores involucrados, y una descripción de sus materiales y su estado de conservación. Antonio Cuarón en el partido Juárez, Apolinar Jáquez en el partido Romero, Pilar Jiménez en el partido Lafuente, Cayetano Márquez en Senecú, Máxima Girón en el partido Díaz, Febronio Federico en el partido Doblado, Pomposo Ábalos en el partido Iglesias y Francisco Membrilla en el partido Lerdo, rindieron informes pormenorizados. Los puentes tenían nombres que aludían a sus propietarios y constructores: el puente de los Buchanes, el puente de Matilde Duchene, el puente de los Velarde, el puente de los Gómez y el puente de Alejo. Otros nombres se referían a zonas con denominaciones ya antiguas, como el puente de La Playa, el puente de la acequia Cajera y el puente de la acequia Loca. Si bien había nombres que sugieren una identidad de los lugares, como el puente El Mexicano, el puente El Garambullo, sobre la acequia madre el puente Geranio Nuevo, el puente del desagüe del Charco o el puente del desagüe del Caliche, muchos otros se listaron sin ningún nombre. E incluso se refirieron los nombres de los ‘puenteros’, es decir, los encargados de su fabricación y mantenimiento, a decir de Juan Pedraza que estaba a cargo del de la acequia Cajera, o los señores Quirino Carvajal y Leonardo Sánchez que estaban a cargo del puente de la acequia Loca. Se elaboraron otras tantas inspecciones en los siguientes años, confirmando muchos cambios, como el hecho de que para 1917 ya únicamente se contaban 40 puentes, y como si se recordara esa vieja idea de Daroca (una gran huerta poblada), las referencias serían inequívocas para los habitantes: puente de la casa de Juan B. Azcárate, puente de la Escuela de Niños, puente del Colegio de Agricultura, puente de la calle de los Noriega, o puente de los Villeros.
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			Figura 3. Plano donde se aprecia la actual avenida Triunfo de la República, y hacia arriba el Camino de San Lorenzo, el Camino de los Lucero, y otros caminos vecinales que comunicaban huertas. Se identificaron las áreas con arboledas y terrenos sin edificaciones, tratando de imaginar las implicaciones de recuperar el paisaje campesino. Fuente: Elaborado por Claudia Zamma Flores y el autor.

	


			Si bien se ha afirmado que el trazado de Ciudad Juárez debe mucho a los atributos de un asentamiento ribereño, se habla menos de la influencia de los caminos en su forma urbana. Y esto puede parecer extraño, porque a través de casi cuatro siglos los datos sobre el paso de rutas de movilidad y migración fueron muchos y constantes. Sin una traza fundacional, es evidente que eran las distintas actividades campesinas las que dictaban la posición y dirección de los caminos, pero dichos caminos también se ligaban con otros más extensos y lejanos, como el famoso Camino Real de Tierra Adentro. En el siglo xviii, un capitán encontró perfectamente lógica la manera de distribuir tierras, casas, caminos y acequias en apariencia desordenada, pues en realidad se trataba de “un laberinto tal que solo los paseños prácticos en él podrán entenderlo” (De Borica, 1782). Hay muy poca información sobre las características de dichos caminos, pero en el año de 1890, a raíz de una inspección se obtuvo que una gran mayoría tenía entre 12 y 15 metros de anchura, mientras que otros caminos —principales, por así llamarlos— eran de 25 metros. Sus nombres igualmente variaron, pues en otra revisión del año 1900, solamente se mencionaron el camino del campo mortuorio y el camino del rastro, y bajo una denominación muy genérica se agrupó a “todos los caminos que van a los Partidos”, ubicados en el oriente y sureste. Ubicar en nuestros días estos caminos puede constituir un reto importante, pero al menos se pueden identificar dos situaciones. Por un lado, estarían todos aquellos caminos que —hayan o no conservado sus nombres— coinciden con bulevares y avenidas actuales; después hay que referir los caminos que desaparecieron en gran parte, aunque conservan sus fragmentos, pero con nuevos nombres de calles y callejones, y de apenas dos o tres cuadras de longitud, aunque también pueden identificarse en la manera como se lotificaron muchísimas manzanas. 

			Y sobre las acequias podría afirmarse otro tanto. Desde el primer canal que construyeron los piros, hasta la década de 1930, se abrieron y cerraron canales, se corrigieron conexiones y cambiaron trayectos, y solamente algunos persistieron. Desde el siglo xix ya se habían cegado acequias como la Cajera, la Loca y la del Globo, y se habían modificado otras como la Aranda, la del Charco, la del Arenal, la Bravo y la Doblado, con sus cambios de nombre.

			Pero ese delicado equilibrio entre tierra y agua estaría llamado a desaparecer, pues entre los años de 1903 y 1905, el gobernador de Chihuahua difundió una serie de notas periodísticas donde aseguraba que una nueva era había llegado para la ciudad (González, 2022: 64-65). Pero fue precisamente un ingeniero que comprendía bien la manera de funcionar del valle, en términos hidráulicos, quien se hizo cargo de representar en papel la forma que debía tener esta nueva ciudad. Diversos factores, como el nuevo rol que debía desempeñar la ciudad en la frontera, hacían que los terrenos todavía agrícolas del área céntrica se volvieran más valiosos si se fraccionaban y se comenzaba a edificarse en ellos. Así, el ingeniero procedió a trazar la ciudad moderna, una cuadrícula de calles y manzanas en donde durante tres siglos había existido la ciudad campesina; e igualmente tardaría su tiempo en completarse (González, 2022: 65-71). También influyó otro factor externo: el convenio con Estados Unidos de América, de 1906, para repartir el agua del río Bravo (otro paréntesis más de la evolución del tratado de límites), y que limitaba las tomas de agua a dos puntos solamente, en el arranque de la acequia madre y hasta Fort Quitman, prohibiendo cualquier otra extracción a lo largo de un tramo de casi 80 kilómetros. Por lo tanto había que convertir a la acequia madre en un canal más eficiente, por lo que en algún momento se pensó que era necesario reorganizar a los propietarios, poseedores y parcioneros de todo el valle agrícola, de manera que se emprendió, por un lado, una inspección de todos los registros disponibles de ocupación del suelo y permisos de uso del agua, y por el otro se inició una comisión para elaborar un Estudio de Planificación del Valle,1 que debía reorganizar el riego agrupando polígonos nuevos por canal. Lo que se encontró en el primer caso es que no había manera de contar con información confiable.
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			Figura 4. Aspecto de un sector central de la ciudad, donde puede apreciarse el viejo camino del Arco, obstruido en un tramo. Muchas viejas casas continuaron alineadas en los frentes de avenidas que persistieron, de manera que no es extraño encontrar muros de tierra de considerable anchura. Fuente: Elaborado por el autor.

	


			Entre finales del siglo xix e inicios del xx los gobiernos nacionales también intentaron tomar control del agua. Así, en la década de 1930, la Comisión Nacional de Irrigación emprendió un estudio de la condición del riego y las actividades agrícolas en el valle de Juárez. El diagnóstico revelaba las difíciles condiciones en que se había tenido que adaptar el trabajo agrícola, debido a la escasez de agua (Arteaga, 1930). Algunas prácticas iban lastimando la calidad del suelo, como no cuidar que se canalizaran correctamente los desagües, motivo por el cual el agua quedaba estancada, dando lugar a que lo largo de años sucesivos se promoviera la salinización del suelo. Las cosas no serían fáciles, pues inclusive para todo lo que tenía que ver con la preservación del cauce del río Bravo, la relativamente nueva agencia de gobierno, la Comisión Internacional de Límites y Aguas (cila), tenía que emprender negociaciones con agricultores de las partes bajas del valle, como San Isidro.

			¿El derecho a la ciudad?

			¿Cómo luchar por derechos ante una condición sufragánea?, ¿cómo concebir el derecho cuando la misma nación se percibía como un ente ajeno, o cuando los asentamientos fronterizos vivían una vida en gran medida desconocida? Este no es el lugar para reflexionar sobre si Henri Lefebvre y luego los expertos de los organismos intergubernamentales tuvieron en cuenta los límites nacionales y los asentamientos que reforzaban tal función territorial en los debates sobre el mundo por venir. Pero pensar en el acceso a la tierra y al agua nos obliga a reconocer dos demandas fundamentales.

			La historia de una ciudad puede orientarnos para reflexionar sobre la justicia y los derechos, pero no en el sentido pragmático que dicta la urgencia. En cierto modo las ciudades han sido, a través del tiempo, lugares donde se reclaman libertades. Pero tampoco hay que tomarse tan en serio ese tropo centroeuropeo —y de raigambre medieval— que afirmaba que “el aire de las ciudades hace libres a los hombres”, porque muchas veces el afianzamiento de instituciones perseguía precisamente instaurar mecanismos de control, desde la recaudación de impuestos, pasando por la planificación familiar, hasta alcanzar inclusive los sistemas de educación y salud. La instauración del Estado, ha dicho un sociólogo francés muy conocido, sobre todo implica que a lo largo del tiempo hayan tomado lugar varias formas de desposesión (Bourdieu, 2014). En la historia colonial de México, por ejemplo, el establecimiento de un ayuntamiento servía para proteger los intereses comunes de los abusos de poder de los monarcas; pero, en el plano local, sujetarse a las disposiciones de un ayuntamiento también significaba abolir los derechos particulares de los estancieros, y muchos se resistían. Por ello, es preciso recordar que la ciudad también ha sido en el tiempo un instrumento de regulaciones y restricciones; no en balde el acto de congregar a indios en comunidades tenía el antiguo significado de “reducirlos a vivir en policía”, y una reducción no era precisamente un lugar de libertades como las entendemos hoy.

			La idea más acabada que tenemos del derecho a la ciudad proviene del pensamiento marxista, pero es necesario recordar que los socialistas científicos ya hacía tiempo se habían desmarcado de esos otros socialistas, los llamados utópicos, con la justificación de emprender un camino de transformación factible, una praxis, una ciencia. La principal crítica que los primeros alzaron contra los segundos estribaba en el sinsentido que tenía abstraerse de los sistemas de mercado, e incluso pensar en abolirlos (Sánchez, 1999).

			Así, pareciera que, para imaginar un derecho a la ciudad, como entes contemporáneos, necesariamente deberíamos reconocer cuántos derechos se han perdido y ganado, en la azarosa, compleja y larga vida de los organismos urbanos.
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			Figura 5. Algunas vistas de la ciudad campesina, entre muchas otras que existen. De izquierda a derecha, y de arriba abajo, se observa un conjunto de casas de campo en el camino de San Lorenzo, el vestigio de un “canal absorbente” para recoger los excesos de agua de las acequias, el remate del camino del Arco, y un ejemplo de camino que se pierde dentro de una manzana. Fuente: fotografías del autor.
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			Una utopía alimentaria: conversación con Teresita de Jesús Cavazos Meléndez

			Alejandro González Milea 

			En el año 2017 la ingeniera Teresita de Jesús Cavazos formó una organización civil, a la que nombró Instituto de Hidroponia y Agricultura Urbana, A. C. Desde entonces, uno de los objetivos más importantes —entre otros— ha sido la difusión de los beneficios que trae la práctica de la agricultura urbana en la localidad, no solamente en el plano de la salud, sino en el plano ambiental, así como en la cohesión social y realización personal de quienes la practican. Un aspecto muy importante del trabajo de la asociación ha sido la implementación de talleres de instrucción, en los que la gente aprende a establecer y a mantener un huerto urbano, con las subsiguientes cadenas de replicación, mediante personas que de ser aprendices pasaron a convertirse en líderes de una manera de hacer y de pensar. De tal forma, desde 2017 y hasta la fecha, la ingeniera a través de su asociación no solamente ha puesto en práctica sus conocimientos para hacer producir la tierra, en una ciudad que constituye un reto para ello en distintos aspectos: climáticos, sociales, económicos, entre otros, sino que también ha acumulado importantes experiencias que sugieren vislumbrar un futuro conquistado por ciudadanos. Si hacer ciudad necesariamente pasa por las actividades que realizamos todos los días, parece importante atisbar las implicaciones de restaurar nuestra relación con el campo, que hoy es urgente en Ciudad Juárez.

			El arribo a la sociedad civil organizada

			Los organizadores y fundadores de asociaciones, por lo general han iniciado sus travesías debido a necesidades o problemas que experimentaron de manera muy personal, y decidieron tomar un rumbo para explorar soluciones que los gobiernos no daban.

			Somos una organización de reciente creación y por lo mis-mo realizamos todas las tareas. Somos técnicos, promotores y gestores, en esta nueva función que ha resultado la más difícil para nosotros, especialmente porque venimos de una profesión en la que no estábamos preparados para pedir, sino para dar. Fue en la Escuela Superior de Agricultura Hermanos Escobar (esahe), cuya actividad estaba destinada al servicio del Estado, en la que, aun siendo estudiantes por egresar, ya se tenían ofertas de trabajo. Fue entonces cuando surge el Tratado de Libre Comercio, y con ello inició el declive de la agronomía y la atención al campo mexicano y sus campesinos en el país.

			Con posterioridad se buscó continuar la implementación de la agronomía en la ciudad. Después de algún tiempo de constituirnos legalmente bajo el esquema de una asociación civil sin fines de lucro, se están desarrollando proyectos de huertos urbanos con apoyo de diferentes esferas de gobierno, fundaciones y empresas con quienes esperamos recibir apoyos, para dar inicio al Instituto de Hidroponia y Agricultura Urbana. Por ahora se cuenta con el “agromóvil”, que consiste en un remolque sobre el cual se colocó la representación de un huerto urbano: como son los “canteros” orgánicos, torre vertical y mesa hidropónica, deshidratador solar y un módulo de exhibición con conservas de frutas y hortalizas. Se realizan recorridos por las diversas colonias y se asiste a los parques, a los centros comunitarios y a las escuelas, principalmente de zonas con alto índice de rezago social, con la finalidad de que los habitantes de estas colonias observen las sencillas técnicas que pueden replicar a bajo costo.

			Por otro lado, en el tema ambiental en la ciudad se requiere una gran cantidad de árboles, pues de forma ideal requerimos 22 por individuo para obtener los beneficios suficientes, y en la actualidad solo contamos con un promedio de 3.5 árboles por persona, lo cual representa un enorme déficit. En la Dirección de Parques y Jardines, del municipio de Juárez, se producen árboles de baja demanda hídrica, la mayoría nativos o adaptados a la región que contribuyen a un importante ahorro del vital líquido, sobre todo en tiempos en donde el cambio climático se manifiesta de manera importante. Se ha convocado a la ciudadanía a participar en jornadas de voluntariado en el vivero forestal de El Chamizal, con el interés de que se involucre en actividades propias del mismo, y la respuesta ha sido excepcional, pues iniciamos con 156 personas y la última contó con la asistencia de 230, con la participación de familias con niños de corta edad, pasando por jóvenes, adultos y adultos mayores. Nos dejaron saber la importancia que representa para la comunidad su intervención en actividades que contribuyan a mejorar el medio ambiente, su entorno y la ciudad.

			Sobre la idea de una asociación civil

			Me gusta mucho imaginar que las personas como usted, que encabezan hoy desde la sociedad civil agendas tan importantes, no decidieron tomar este camino, sino que sus propias vidas los obligaron a darles un cauce, más natural, digámoslo así.

			En aquella época, el año de 1993, la ciudad todavía contaba con bastantes sectores que involucraban la vocación agrícola, y fue entonces que un grupo de agrónomos nos cuestionamos ¿por qué no crear una escuela de agricultura urbana? Nos dimos cuenta de la necesidad de retomar una pequeña parte de la actividad de aquella que había sido nuestra escuela: la producción de alimentos era esencial. Lo que en la ciudad desde entonces estaba sucediendo era que conocíamos personas, en varias colonias, donde la carencia de alimentos era lastimosa, los largos recorridos para acercar los alimentos, pero también la mala práctica de sustituir el alimento nutritivo por “comida chatarra”. También pensamos que en nuestro proyecto había que desarrollar una técnica especial para la región, porque estamos en una zona semiárida, y el problema que hoy tenemos de escasez de agua, hace 30 años todavía no se veía venir. 

			La primera experiencia y las siguientes

			Me estoy preguntando si es posible pensar en escuelas donde se formen ciudadanos, en un rubro tan importante como la agricultura urbana.

			En los tiempos difíciles de esta ciudad, el periodo de violencia entre los años 2008 y 2011, la Secretaría de Trabajo y Previsión Social implementó el programa “Todos somos Juárez”, en donde se impartían talleres sobre valores a las familias que vivían en las zonas vulnerables de la ciudad. Tuvimos la oportunidad de incorporarnos al programa, con la idea de instalar huertos urbanos, y se eligió el área conocida como “los kilómetros” (salida a Casas Grandes), y ahí se impartieron los primeros talleres. Se consideraba que el programa no volteaba a ver zonas tan complicadas como esta, con muchas carencias y una problemática social bastante importante. En este sitio permanecimos por espacio de seis años, y se eligió el sector porque había grandes problemas de alimentación. Nos gustaría que la gente cambie, que deje de extender la mano, y pase a formar parte del cambio que se lograría con su participación en actividades como la producción de sus propios alimentos. Al mismo tiempo una persona facilitó un espacio de 200 m2 y se instaló por seis años nuestro “pequeño centro demostrativo”, estableciendo un huerto urbano que visitaban las personas con el interés de conocer y desarrollar uno semejante para la producción de sus propios vegetales; esto sucedió unos nueve años antes de la creación de nuestro instituto (2017).

			También se impartieron otros talleres en la colonia Fray García de San Francisco, con un grupo de mujeres, a las que se logró entusiasmar en la instalación de un huerto urbano con la asesoría de técnicos del instituto. Se rentó un terreno de 300 m2, y se estableció el “huerto piloto”, que estuvo operando por espacio de tres años. De 17 personas que iniciaron el proyecto, al final únicamente finalizaron tres; la experiencia dejó un gran aprendizaje, pues lo más difícil de resolver son las relaciones humanas. Se logró adquirir elementos muy valiosos: las beneficiarias aprendieron que se requieren tres años para lograr el conocimiento de qué cultivos plantar, cuándo cultivar, cómo controlar plagas, etcétera; llegó el punto en que ellas salían del huerto a vender su cosecha, llevando sus productos “orgánicos” en una carretilla y colocándose afuera de una escuela a la hora de salida, cuando las madres recogían a sus niños; otros entraban al huerto a seleccionar los vegetales que comprarían y en poco tiempo estas personas se empoderaron, y su viejo problema de salud —la hipertensión que sufrían— desapareció. Hasta su forma de caminar se volvió diferente, lo hacían con la mirada en alto. Cuando el huerto era visitado para conocer las formas de producción, daban una explicación certera de los procesos de los cultivos, seguras de lo que estaban diciendo, y este cambio de conducta lo observamos gracias a ellas.

			Cuando se iniciaron los talleres de huertos urbanos, las personas decían no tener espacio en su vivienda; sin embargo, se les mencionó que las paredes de sus patios podían ser utilizadas para instalar un huerto o en los casos que hubiere terrazas podían tener un área suficiente para abastecer a la familia de productos sanos e inocuos. También se dio información de cómo reducir la exposición del sol para evitar quemaduras en las plantas, o cómo evitar las pérdidas por heladas y compartimos nuestros conocimientos sobre las fechas óptimas para plantar, es decir, acercándoles información que no tenían. En los distintos talleres impartidos, se enfatizó que junto con la producción de alimentos viene también su conservación, pues hoy es una lástima que de 100 kilogramos de alimento que viajan del centro del país, a nuestra mesa llegue únicamente la mitad, debido a las pérdidas. Y es una pena también que el consumo de agua, el esfuerzo del agricultor, los bajos precios de sus productos y el tiempo que viaja el producto a su destino final, signifique el desperdicio de un gran esfuerzo físico, económico y emocional, y todo se vaya a la basura.

			En 2012 colaboramos con dos empresas maquiladoras. Se dieron dos talleres, y sucedió algo interesante. Hubo recursos monetarios para construir dos piletas llamadas “canteros” que se llenaron con composta y fue colocado el sistema de riego por goteo; el compromiso era que los trabajadores tomarían la capacitación y cuidarían del huerto para preparar los alimentos para consumo del personal que allí laboraba; y en una de estas empresas, justo cuando este proyecto sería replicado en los hogares de los empleados apoyados desde la gerencia de la empresa, se presentó un cambio de administración que no mostró interés en conservar el huerto, y al contrario, pidió que fuera retirado y, por lo mismo, no se benefició a los empleados.

			Implicaciones de hacer una ciudad con huertos urbanos

			Escuchándola no puedo quitarme de la cabeza la posibilidad de que, los trabajos que están haciendo, a través de su instituto, pudieran replicarse 20, 30 o hasta 60 veces en distintos puntos de la ciudad. Claro, entendiendo a estos huertos como “espacios educativos” sobre todo.

			No todo es tan sencillo como volver a girar hacia la producción agrícola, pues las condiciones actuales en el sector agropecuario no son favorables para permitir a las familias rurales desarrollar plenamente su actividad: los altos costos de los insumos, los bajos precios de sus productos, la sequía, la calidad del agua, el deterioro en la fertilidad de los suelos, la falta de créditos, la escasez de mano de obra joven, el cambio climático, entre otros, está complicando la producción de alimentos suficientes para abastecer a la población de nuestro país. Este sector, que equivale a 17% de la población total, es el responsable de abastecer de alimentos a la población urbana que alcanza 83% del total de la población de México, según datos del inegi de 2020. Es por ello que la agricultura urbana debe considerarse como una prioridad en la seguridad alimentaria de los pueblos, pues será necesario producir más alimentos que estén al alcance de la población urbana, ya que el sector rural cada año se enfrenta a dificultades más severas.

			Debido a la escasez de agua, la hidroponia se presenta como una posibilidad en la que pueden desarrollarse diversas plantas. Es necesario promover esta técnica muy noble, porque el agua no se pierde por evaporación o infiltración, solamente es tomada por la planta en las cantidades que requiere y se agregan los nutrientes requeridos para el buen desarrollo de los cultivos. En el caso de las colonias, en la zona conocida como “los kilómetros”, no hay agua potable, es abastecida mediante pipas, y para trabajar con la técnica de hidroponia se prepararon mesas (cajones) de un metro por un metro, que siguiendo la literatura debían tener una profundidad de 10 centímetros; pero debido a las altas temperaturas durante el verano el agua se calentaba por encima de los 22 0C, y los minerales no eran adsorbidos por las raíces. Así que se hicieron las mesas con 20 centímetros de profundidad, y resultó un éxito. Así como esta, tenemos otras experiencias, que ahora nos toca documentar para dejarlas en un manual, y que los siguientes no sufran estos inconvenientes.

			La composta (descomposición de desechos orgánicos) es otro tema importante. Se necesita para llenar las mesas o los canteros, cuando se trata de organoponia o cultivos orgánicos; en ella están los nutrientes necesarios para el desarrollo de la planta. En la ciudad no se produce composta y se acudió con personas dedicadas a la jardinería, que a través del tiempo han acumulado material orgánico. El producto se terminó de compostear (remover el material y humedecer) para después ser colocado dentro de los canteros y realizar las siembras de hortalizas y frutas.

			La transmisión intergeneracional de aprendizaje

			Estoy pensando que sería interesante que muchos terrenos, con superficie suficiente, se convirtieran en huertos donde se impartieran talleres, que incluso podrían tener un estatuto de escuela. Y, claro, que hubiera una política en la ciudad para proteger e incentivar este tipo de lugares.

			Es justamente el objetivo del instituto establecer huertos en distintos puntos de la ciudad para que sean “huerto escuela” y puedan ser replicados más rápidamente. Pero esto implica capacitar técnicos, y es por ello que mediante la impartición de diplomados y cursos un mayor número de personas estarán preparadas en estos conocimientos, como ya se está iniciando. Pensando en lo que se dispone en la ciudad, también diría que los biólogos serían los jóvenes más adaptados a este tipo de proyecto. Las nuevas tecnologías permiten la difusión del conocimiento de manera increíble y esto permitirá cubrir la necesidad de técnicos a corto plazo, pues en nuestro país no existe una escuela de agricultura urbana.

			De aprendices a pequeños empresarios

			Es interesante la transformación que viven las personas que deciden involucrarse con ustedes en la instalación y mantenimiento de huertos. En dos o tres años habrá otros tipos de cambios en su personalidad, y sobre todo en sus expectativas acerca de lo que pueden conseguir con un poco de esfuerzo.

			Un resultado del último taller que impartimos, en la colonia Riberas del Bravo, es la generación de una microempresa, después de aprender la elaboración de conservas de alimentos, mermeladas y salsas con aquellos productos que en el mercado se encuentran a un bajo costo, y ahora ya se comercializan. También sucedió lo mismo con unas hermosas lechugas de hoja italiana que se estaban obteniendo en invernadero bajo condiciones hidropónicas; una joven se dio cuenta de que la presentación mejoraría si les añadía una etiqueta con el nombre de su empresa. Pero estos cambios que generan unión producen también división entre los grupos; sin embargo, no dejan de ser aprendizaje para todos. Yo veo ahora que en la colonia Riberas del Bravo creció la empatía entre los miembros; quisiera pensar que se debe en parte a estas experiencias grupales. En otro grupo nuevo, también en Riberas del Bravo, incluso surgieron dos jóvenes con la intención de estudiar Gastronomía.

			Hablando de derechos: ¿recibir o construir?

			En el periodo comprendido entre 2014 y 2016 se aplicó un programa para reducir la pobreza alimentaria, denominado Agricultura Familiar y de Traspatio, que se implementó en Ciudad Juárez en las colonias más vulnerables de la ciudad. Se hicieron entregas de insumos y se dio capacitación, pero con muchos beneficiarios no funcionó. Me parece que faltó enfocar el tema de la economía local, porque las personas tomaban entonces lo que se les ofrecía (como idea de derecho del ciudadano). Les fueron entregados los insumos y debían elegir entre instalar un huerto, o corrales para gallinas ponedoras para producción de huevo o producción de carne de conejo. Una vez entregado el paquete de insumos seleccionado, algunos de estos eran vendidos, sin dar oportunidad para crear una actividad económica que les permitiera primero el autoconsumo y después comercializar el excedente.

			A manera de conclusión diría que la responsabilidad de la producción de alimentos no solo compete al sector rural, pues, como se mencionó, es un porcentaje pequeño de la población; la sociedad debe involucrarse en este conocimiento para solventar sus propias necesidades. Desde hace tiempo la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (fao) menciona que el aumento de la población para las siguientes décadas, el deterioro de los suelos (lugar en donde se producen los alimentos), la escasez de lluvias y las altas temperaturas ocasionados por el cambio climático, podrían llegar a colapsar la producción de los alimentos, como ya está sucediendo en algunas regiones del planeta. La agricultura urbana ha estado presente desde hace muchos años en situaciones de gran estrés para la población, ya sea por conflictos bélicos, condiciones climáticas adversas, y estamos en uno de esos momentos: nuestro país presenta una declaratoria de sequía, y como consecuencia la disminución de hasta 50% de algunos productos de alto consumo de la población. Se trata de una situación que traerá como consecuencia escasez e incremento de los precios.

			Un espacio para la utopía

			Pensando en que la labor de instalar huertos podría transformar nuestra ciudad, ¿dónde ha observado usted que esté el mayor obstáculo para que esta práctica se difunda y se extienda más? 

			El principal obstáculo está en la disposición y gestión de espacios suficientes. Ahora mismo, en las escuelas de la colonia Riberas del Bravo, no se cuenta con el espacio suficiente, y los parques no se pueden utilizar, porque un invernadero o huerto urbano necesita protección y alguien que lo vigile. Otro obstáculo es el desinterés entre algunos miembros de la comunidad para realizar un pequeño esfuerzo y producir parte de sus alimentos. Pero le menciono un caso de éxito, por ejemplo, la experiencia que se tiene en Colombia, en donde el gobierno colabora. Los solicitantes buscan predios inutilizados, y las autoridades colabora con ellos para que se instalen huertos urbanos, dando precio preferencial en los servicios para lograr el éxito en la agricultura urbana. El espacio requerido es mínimo, digamos que, para cuatro integrantes, debería ser alrededor de unos 1,000 metros cuadrados.

			Cuál sería la estrategia para Ciudad Juárez 

			El Instituto de Hidroponia y Agricultura Urbana en sus instalaciones ofrecerá capacitación en las diversas áreas que comprende la agricultura urbana, como son la producción de alimentos, plantas aromáticas, medicinales, reproducción de especies animales menores, técnicas de conservación de alimentos, nutrición saludable y se establecerán diversos “huertos-escuela” en Ciudad Juárez, con la fina-lidad de estar cerca de la población interesada en conocer las técnicas para obtener alimentos saludables e inocuos. Además, el instituto también estará presente en las áreas rurales, en donde su intervención con nuevos conocimientos y tecnologías lleven a lograr un bien común.

		


		
			El horizonte de la planificación

		


		
			La construcción colectiva del derecho a la ciudad

			Sara Morales Cárdenas

			Universidad Autónoma de Ciudad Juárez

			La brecha de desigualdad social en el mundo ya no es una condición de desventaja sino un crimen, argumenta Nuria Benach (2017) al citar una de las viñetas del caricaturista español Andrés Rábago, El Roto, donde se ve en primer plano una imagen de una mujer con sus manos cubriéndose el rostro, y de fondo la siguiente frase: “El 1% de la población mundial acumula más del 50% de la riqueza mundial”. Sin duda, hablar del derecho a la ciudad implica mencionar la gran brecha de desigualdad social entre las personas y de la injusticia espacial manifiesta en el hábitat, particularmente visible en los entornos urbanos. Cuando se llora un derecho, cuando se grita una necesidad o se escucha el reclamo, se evidencia la urgencia de una intervención y un cambio de consciencia. Ciudad Juárez, la ciudad de los migrantes, del narco, del feminicidio, de la segregación y decadencia urbana, ha entonado constantemente este soneto de lamentos. Por lo que hoy apremia el cambio.

			En este sentido, en las siguientes líneas nos interesa en primer orden reflexionar sobre dos principales enfoques, el político y el institucional, donde el concepto de derecho a la ciudad está arraigado. Se trata de dos visiones que permiten alternativas distintas para la gestión de este derecho. En un siguiente plano, se busca contrastar —desde el enfoque institucional— el surgimiento de instrumentos como la Carta del Derecho a la Ciudad en las agendas internacionales. Así, se aborda desde una breve perspectiva histórica cómo han surgido dichos instrumentos, y se abre un espacio de interlocución entre la agenda mundial del derecho a la ciudad y las agendas locales que buscan contrarrestar la (in)justicia espacial y reducir la desigualdad urbana. Una tercera parte versa sobre las miradas locales, manifiestas en los diversos esfuerzos por construir, desde lo colectivo, vías para vivir el derecho a la ciudad y construir ciudadanía.

			Como punto de partida ponemos sobre la mesa de discusión las visiones política e institucional del concepto ‘derecho a la ciudad’, desde las cuales se da cuenta de una evolución conceptual entre convergencias y afirmaciones, pero también tensiones y contradicciones. Cuando nos referimos a lo político es común caer en el reduccionismo de asociar el factor político de una acción, o fenómeno, con un grupo, color o un quehacer profesional. Diego Tatián (2006), de manera gallarda, expone que la política, particularmente la acción política, es una dimensión de lo humano, casi una cualidad inherente de toda persona y en este sentido su valor recae en que cualquiera puede evocar una acción política. Y, al estar vinculada con la praxis a diferencia de la theoria, la política conlleva acción. En este sentido, es activa: “un acto político es todo lo que produce un efecto en el mundo” (2006: 105). No obstante, para distinguirse de aquellas acciones que no son significativas habrá que precisar que lo “político es todo acto que produce un efecto en el mundo orientado a la emancipación colectiva de las personas; política es la posibilidad de no ser esclavos (del amo, del patrón, del capitalista, del militar, del burócrata, del mercado...). O también, positivamente dicho, política es la construcción colectiva de la libertad, es la institución de la libertad pública” (ibid.: 105).

			Entonces ¿cómo construir nuestra libertad colectiva en el orden de lo urbano y en torno al derecho a la ciudad? Cuando en la década de los sesenta Henri Lefebvre embanderó la discusión urbana, con su texto Le droit à la ville, la escena franca era testigo de los movimientos sociales de 1968, emplazados entre la pobreza y la formulación intelectual crítica contra el sistema. Ahí emergió un acto de insurgencia de aquellos que vivían los procesos de decadencia de las ciudades y habían sido aislados de las virtudes, bienes y servicios de las urbes. Se escuchó una voz exigiendo un derecho, el derecho a la ciudad, como una necesidad específica de actividad creadora, de obra, de necesidades de información, de simbolismo, de imaginación, de actividades lúdicas. No solo se demandaba una respuesta a la necesidad de lo espacial de la ciudad, de las ventajas de la localización o de acceso a la propiedad privada, sino también a la necesidad de integrarse a la vida urbana, es decir, ser incluido, identificado, escuchado y participar, desde la acción política, en la transformación de los lugares importantes, aquellos que no todos disfrutan; los lugares de grandes encuentros y espacios de identidad, lugares en los que el valor de cambio está supeditado al valor de uso.

			En este sentido, Lefebvre (1968) deconstruye concepciones modernistas sobre el habitar, el trabajo, el desplazamiento, anclados a la perspectiva cartesiana del espacio físico, abstracto, y eleva lo cotidiano de la vida pública como agencias en la producción social del espacio. El crítico francés argumenta que la vida no es una práctica aislada de eventos sino “una totalidad compleja, es un todo más allá de la suma de sus partes”. Por lo tanto, la libertad colectiva en torno a lo urbano implica traspasar el orden cartesiano del espacio urbano hacia las dinámicas e interrelaciones de la vida urbana, la vida pública, la vida colectiva. Para estas acciones políticas y actos de insurrección, Diego Tatián (2006: 103) afirma que “no hace falta nada, ni pedirle permiso a nadie. No hace falta ser votado, ni votar, ni haber estudiado, ni saber hablar bien. Hace falta solamente producir ‘acontecimientos’ que rompan con la repetición de las formas de injusticia y sometimiento, sean estas globales o mínimas; acontecimientos orientados por el deseo de construir otros escenarios de mayor igualdad y de mayor libertad —y que en cuanto tal— son siempre emancipaciones”.

			Por tanto, ejercer el derecho a la ciudad desde lo político es un acto emancipador. Aunque no siempre efectivo, también es un acto de justicia no solo social, sino espacial, que surge de, y para, los de abajo, los históricamente dominados, los excluidos, los más vulnerables. Por lo tanto, para entender cómo se producen las desigualdades en los entornos urbanos, recurrimos a la tríada de relaciones entre los conceptos de justicia, derecho y desigualdad. La justicia espacial, como concepto complejo, lo empleamos en su connotación de proceso, y no solo como fin en sí mismo, pues implica la distribución justa de los recursos. Cada toma de decisión y acción política debe ser legítima y con base en el orden de los derechos de las personas. Por tanto, el derecho a la ciudad ha de acompañarse de aquellas acciones justas en la distribución de todos los recursos que ostenta la ciudad, incluido el recurso de la escucha, el de atender la vox populi. En este sentido, existe la desigualdad porque hay un incumplimiento de derechos bajo un régimen de injusticia procesual. Es decir, las desventajas no aparecen súbitamente, sino que son resultado de una acumulación histórica de acciones injustas, corrupciones y prácticas que invisibilizan a las personas o les excluyen de la repartición de los bienes comunes como el suelo, los servicios básicos, el espacio público, etcétera.

			Por otro lado, encontramos el enfoque institucional, terreno en el cual algunos advierten que hay que actuar con cautela. Se sugiere que dentro de este enfoque existe una pérdida de la fuerza política del concepto, al banalizar las luchas desde abajo. Así mismo, que la oficialización del derecho a la ciudad conlleva peligros en su instrumentalización como puede ser el riesgo de vaciar su contenido, es decir, perder el sentido original (político) del concepto. Incluso, académicos que se apropiaron del concepto, como Jean-Pierre Garnier o Andy Merrifield, afirman que es mejor despreciarlo antes que darlo al enemigo. Para ellos, la acción institucional de esta lucha por el derecho a la ciudad puede resultar ilegítima.

			En este sentido, lo funcional de distinguir entre el enfoque político y el institucional recae en legitimar la práctica desde una ciudadanía activa y/o desde otros actores, como pueden ser las instituciones gubernamentales. Al surgir el derecho a la ciudad como propuesta política desde la ciudadanía para reivindicar la posibilidad de que la gente vuelva a ser dueña de la ciudad, no del Estado, ni del capital, se impone en el proyecto, aunque utópica, una visión de resistencia con la finalidad de generar un cambio radical ante los escenarios de desigualdad e injusticias, que son resultado de un sistema político, económico y social dominante. Cuando la demanda surge desde la hegemonía o el poder, se corre el riesgo de utilizar el discurso en favor de perpetuar aquellas prácticas que se busca eliminar.

			No obstante, la institucionalización del derecho a la ciudad ha conseguido aportes significativos para reformular los marcos jurídico-normativos federales, operacionalizar los aportes de la discusión teórica y filosófica e incorporar nuevas categorías conceptuales a la práctica de un estado de derecho. Al tratarse de un concepto maleable, el derecho a la ciudad puede ser estructurado para integrarse en los marcos legales y, del mismo modo, en la planificación y en la política pública. Sin ignorar que también los instrumentos jurídicos buscan normar los derechos humanos en el contexto urbano. El reto es poder lograr un equilibrio en los enfoques para favorecer la certeza del bien común.

			En este orden de ideas, se observará a continuación cómo ha evolucionado el concepto por el derecho a la ciudad, cuáles han sido las implicaciones de los dos enfoques en la delimitación de los objetivos y los avances en las demandas de su incorporación a las normativas de algunos estados-nación. La figura 1 muestra un recorrido histórico, que va desde los planteamientos teóricos en la década de los sesenta, hasta las acciones locales en Ciudad Juárez en 2022; y todo pasando por el proceso de instrumentalización de la Carta del Derecho a la Ciudad en foros internacionales y su incorporación en los marcos normativos en diferentes localidades. 
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			Figura 1. Línea del tiempo de instrumentos por el derecho a la ciudad. Elaboración propia.




			Las aportaciones de Henri Lefebvre (1968) y sus cuestionamientos a la privatización de los espacios públicos, el uso mercantil de la ciudad y el predominio de las industrias, así como a la fragmentación del espacio urbano marcada por nuevas barreras entre pobres y ricos, parece que fueron ignorados durante más de tres décadas. 

			Es hasta los años 2000 cuando la Coalición Internacional del Hábitat (hic) retomará las demandas, y tomará el liderazgo en promover el derecho a la ciudad a través de miradas integrales para rescatar la singularidad local y respeto a la diversidad. hic, en la mesa de discusión de los foros internacionales, pondrá nuevamente el énfasis en los cambios en el territorio, la marginalidad, la delincuencia, la segregación, la autoconstrucción mal asistida, y la estigmatización de la pobreza. Estos esfuerzos logran en 2001 abrir nuevamente una plataforma global como espacio de participación política, al llevarse a cabo el primer Foro Social Mundial en la ciudad de Porto Alegre. Brasil, como país anfitrión y una de las naciones con mayor número de luchas sociales, se suma al debate en torno al derecho por la ciudad y se convierte en pionero en integrar algunas consideraciones relevantes dentro de la ley federal del Estatuto de la Ciudad de Brasil (2001). Se trata de un documento que establece las normas de orden público e interés social que regulan el uso de la propiedad urbana en beneficio del bien colectivo, de la seguridad y bienestar de los ciudadanos y del equilibrio ambiental.

			En continuidad con las iniciativas, para 2004 en otro de los grandes espacios internacionales, el Foro Mundial de Urbanismo (WUF9) celebrado en Barcelona, España, la Organización de las Naciones Unidas (onu) presentó como instrumento de implementación la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad. Esta Carta recupera los esfuerzos promovidos por movimientos como la hic y otras ong, asociaciones profesionales, foros, redes, sociedad civil, movimientos sociales urbanos, que se han sumado a la lucha por el acceso equitativo a los bienes y servicios de la ciudad, la sustentabilidad y la búsqueda de mecanismos que mitiguen la especulación contraria al bien común. En principio, esta lucha vela por ciudades más justas y democráticas, aunque con un enfoque predominantemente espacial o de localización, en términos de la accesibilidad de los servicios.

			Con todo, es importante plantearnos que, aunque en el discurso, las Naciones Unidas y el desarrollo urbano sustentable suponen la mejora de las condiciones de la calidad de vida, también se ha posicionado a las ciudades en un lugar de privilegio dentro del sistema del mercado. Tener ciudades ‘dignas para vivir’ implica la reorganización de ciudades en temas de vivienda, ambiente, movilidad y centralidades que pueden sugerir un nuevo mercado. José Luis Soberanes (1994) exponía con antelación que “la participación del Estado y el cumplimiento de sus funciones de regular la actividad social son compatibles con el funcionamiento del mercado” (1994: 126). Por ello, establecer la agenda internacional, exponiendo la Carta por el Derecho a la Ciudad como una declaración, un manifiesto que sirva para el cumplimiento (obligatoriedad) del ejercicio del derecho —a la par que es un instrumento de derecho, que muestra (recoge) diversos principios—, debe acompañarse de mecanismos de observancia ciudadana para el correcto cumplimiento de estos principios, que deben ser constituidos como normativos y evitar discreción en la práctica.

			Un ejemplo importante a nivel nacional de la incorporación de los principios de esta agenda a las bases normativas es el caso de la Ciudad de México. Como resultado de un arduo ejercicio de participación colectiva e interinstitucional que inició en 2007, se logra hasta 2011 publicar la Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, bajo las siguientes definiciones (Secretaría de Gobierno, 2011: 15).

			1. La Ciudad de México garantiza el derecho a la ciudad, que consiste en el uso y el usufructo pleno y equitativo de la ciudad, fundado en principios de justicia social, democracia, participación, igualdad, sustentabilidad y de respeto a la diversidad.

			2. El derecho a la ciudad es un derecho colectivo que garantiza el ejercicio pleno de los derechos humanos, la función social de la ciudad, su gestión democrática, asegura la justicia territorial, la inclusión social y la distribución equitativa de bienes públicos, con la participación de la ciudadanía.

			Posteriormente, en el año 2017, fue posible una reforma constitucional al formalizar el derecho a la ciudad en la Constitución Política de la Ciudad de México. Este ejercicio resalta la importancia de partir en principio desde la justicia social para garantizar el ejercicio del derecho, así como la preeminencia del derecho a la ciudad para el cumplimiento de otros derechos humanos. Asimismo, evidencia cómo las demandas ciudadanas recorren un largo periodo de lucha y que solo con la constancia se cosecha una reforma constitucional. Esfuerzo que hoy permite no solo establecer principios o recomendaciones, sino también obligaciones y responsabilidades para el ejercicio de este derecho.

			Entre otros casos relevantes que han incorporado la estrategia a sus reformas constitucionales está el caso de Ecuador. En 2008, estableció en el artículo 31 de su Constitución la siguiente disposición: “Las personas tienen derecho al disfrute pleno de la ciudad y de sus espacios públicos, bajo los principios de sustentabilidad, justicia social, respeto a las diferentes culturas urbanas y equilibrio entre lo urbano y lo rural” (Constitución de la República de Ecuador, 2008: 5). Y se acota el derecho a la ciudad en la siguiente expresión: “El ejercicio del derecho a la ciudad se basa en la gestión democrática de esta, en la función social y ambiental de la propiedad y de la ciudad, y en el ejercicio pleno de la ciudadanía” (Constitución de la República de Ecuador, 2008: 5). Esta reforma constitucional permitió posteriormente, en 2016, incorporar el derecho a la ciudad expresando abiertamente la garantía a un hábitat seguro y saludable como principal objetivo dentro de la Ley Orgánica de Ocupación Territorial, Uso y Gestión del Suelo (lootus). 

			En este sentido, Ecuador se ha convertido en uno de los países solidarios de la agenda, integrando en la normativa conceptos sobre el derecho a la ciudad de forma innovadora. Por ejemplo, entre otros aspectos singulares de esta propuesta está la referencia contextual y búsqueda del equilibrio entre los vínculos rurales y urbanos, una gestión democrática y el ejercicio pleno de ciudadanía.

			Por otra parte, recientemente la República de Chile se sumó a esta lucha por el derecho a la ciudad, al presentar en 2022 una iniciativa de norma convencional constituyente en materia de derecho a la ciudad. Este mecanismo facilita la participación popular y su incidencia en la medida que la población chilena debe deliberar y participar, incluso en los procesos de redacción para la elaboración de dicha normativa. La propuesta de los contenidos de la nueva Constitución puede presentarse a partir de dos vías, las presentadas por grupos constituyentes o iniciativas populares presentadas por la sociedad civil.

			De esta manera, por la vía de grupos constituyentes fue presentada la siguiente estrategia en torno a cuatro ejes centrales:

			
					Consagrar el derecho a habitar, producir, gozar, transformar y participar en ciudades y asentamientos humanos libres de violencia y en condiciones apropiadas para una vida digna.

					El derecho a la ciudad es un derecho colectivo.

					Tres dimensiones del derecho a la ciudad o de las personas en el territorio. Su ejercicio se basa en poder ejercer plenamente los derechos humanos en el territorio, la función social y ecológica del suelo y de la propiedad gestión democrática de la ciudad.

					Mandatos generales hacia el Estado y principios que orientan su actuar para garantizar este derecho (Diario constitucional, 2022).

			

			El caso chileno muestra las cualidades de un derecho complejo y colectivo, y el desafío que representa para los Estados establecer condiciones que faciliten la judicialización al tratar de armonizar la multiplicidad de actores e instituciones involucrados en este derecho colectivo. En este sentido, a pesar de que cada uno de los casos presentados son virtuosos, siguen siendo pocos en contraste con las grandes demandas urbanas contemporáneas, lo que da luz al mucho trabajo que resta por hacer.

			Por ello, como último apartado de esta reflexión quisiéramos abordar la problemática desde el contexto local de Ciudad Juárez y documentar algunos esfuerzos que tanto la academia, el sector público y las organizaciones civiles han impulsado para hacer valer el derecho a la ciudad en esta frontera. Cada una de las trincheras muestra diferentes matices entre lo institucional y lo político. En cuanto al trabajo de la academia, la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez —a través de la vinculación de grupos de investigación, cátedras y diálogos— ha puesto en cuestión la lucha por el derecho a la ciudad desde hace más de una década. Tal es el caso del proyecto Plan Estratégico Vecinal de Riberas del Bravo, liderado por la Dra. Leticia Peña Barrera, que promueve el ejercicio libre de la ciudadanía para apropiarse del espacio público, en un contexto de decadencia urbana, como es el área del fraccionamiento de interés social Riberas del Bravo. Se trata de un conjunto habitacional precario que fue construido en su momento en una zona periférica de la ciudad. De acuerdo con la propuesta de Peña, el Plan Estratégico Vecinal (pev) plantea la construcción de ciudad desde lo individual hasta lo institucional, a partir de fortalecer la capacidad de gestión y resolución de problemáticas urbanas de manera conjunta entre vecinos y gobierno. 

			Entre otras intervenciones académicas podemos encontrar trabajos de investigación de los programas de Maestría en Planificación y Desarrollo Urbano y del Doctorado en Estudios Urbanos, que de manera crítica analizan el contexto urbano local fronterizo. Entre otros ejemplos podemos citar la investigación Escenarios de (in)justicia espacial, del derecho a la ciudad al espacio urbano violentado: patrones de habitabilidad urbana en el territorio fronterizo de Ciudad Juárez, de nuestra autoría. Asimismo, encontramos otras plataformas como la Cátedra Patrimonial Dra. Alicia Ziccardi Contigiani, que en su última edición, organizada por el Dr. Héctor Padilla Delgado, abordó ‘La lucha por el derecho a la ciudad’.

			En cuanto a vinculación, la máxima casa de estudios ha establecido un convenio de colaboración con el municipio de Juárez a través de la Oficina de Resiliencia para participar en la estrategia para formular la Carta por el Derecho a la Ciudad en la municipalidad. La estrategia ha tomado como punto de partida los ocho componentes del derecho a la ciudad que presenta onu-Habitat. Estos componentes representan líneas de acción que fueron puestas en discusión a través de una serie de foros temáticos, donde expertos en materia informaban de las problemáticas en torno a una ciudad libre de discriminación, con igualdad de género, de ciudadanía inclusiva, con mayor participación política y cumplimiento de las funciones sociales, que dé prioridad al interés público y social definido colectivamente, que cuente con espacios y servicios públicos de calidad, economías diversas e inclusivas y con vínculos urbanos-rurales inclusivos.

			De esta manera, desde 2022 sobresale el liderazgo de la Oficina de Resiliencia del municipio de Juárez en promover la elaboración de la Carta por el Derecho a la Ciudad desde la plataforma institucional. Entre otras actividades, ha desarrollado mesas territoriales con diversos grupos de la sociedad civil acercando la discusión a grupos vulnerables y en conflicto, para recuperar las visiones de lo que representa vivir el derecho a la ciudad en sectores marginados de Ciudad Juárez. Pero consideramos que uno de los grandes logros de esta iniciativa ha sido una propuesta de reforma para incluir el derecho a la ciudad en la Constitución Política del Estado de Chihuahua, y reconocer que es indispensable contar con una normativa congruente para el ejercicio de los derechos humanos. Todo lo anterior sumado al trabajo de consulta pública para el reconocimiento de prioridades.

			De manera paralela a estos esfuerzos, y desde el debate ciudadano, podemos referir también el trabajo de las organizaciones de la sociedad civil como Plan Estratégico de Juárez que promueve y defiende el derecho a la participación ciudadana para exigir mejor calidad de vida. En concordancia con sus estatutos ha impulsado una serie de iniciativas como los seminarios de participación ciudadana sobre el derecho a la ciudad en conjunto con la Agencia para el Desarrollo Internacional de los Estados Unidos (usaid). De estos seminarios se desprenden varias actividades, entre ellas mesas informativas, talleres, ejercicios participativos en puntos estratégicos de la ciudad, principalmente en zonas de alto índice de rezago social, con el fin de informar a la población general sobre este tema y recuperar las demandas de la ciudadanía.

			Cada una de estas iniciativas de la academia, el gobierno municipal y las organizaciones de la sociedad civil en las que hemos estado involucrados, representan esfuerzos reales para una construcción colectiva en torno al derecho a la ciudad. En la medida que se puedan organizar y armonizar los recursos individuales en pro del bien colectivo aumentará el grado de incidencia y acciones concretas que permitan tener éxito en la legislación del derecho a la ciudad. Este derecho, a diferencia de otros derechos humanos, es colectivo y por ello su construcción debe partir de la misma lógica.

			Por ende, y a manera de conclusión sugerimos las siguientes reflexiones hacia una construcción colectiva por el derecho a la ciudad:

			
					Debe considerarse una categoría vinculante. Sin afán de la exhaustividad conceptual, debe pensarse en una visión panorámica de relaciones entre el derecho a la ciudad y los correlatos de la desigualdad y la injusticia. Es decir, situar el concepto en una aproximación sistémica evita el reduccionismo o su aislamiento, y favorece su instrumentalización desde una postura analítica, crítica y política. 

					Ha de mantener un equilibrio de enfoques. Creemos en las ventajas de una construcción colectiva integral, con un equilibrio entre los enfoques institucional y político, reconociendo los límites, pero también las virtudes de ambas perspectivas. Por una parte, una ciudadanía activa, promotora y autogestiva de sus derechos junto a una institucionalidad facilitadora de procesos, mecanismos e instrumentos que favorezcan el adecuado ejercicio de los derechos y que traduzca las demandas en políticas públicas y marcos jurídicos normativos coherentes. Recuperar la virtud de la acción política como esa capacidad de agencia para modificar los rumbos negativos impuestos por los poderes dominantes y contrarrestar las situaciones de desigualdad e injusticia. Fortalecer la institucionalización para concretar acciones de gobernanza ciudadana, y afirmar que todo esfuerzo en favor del bienestar colectivo tiene un mérito importante y, por lo tanto, es legítimo. 

					Partir de lo colectivo. El derecho a la ciudad no es un derecho más; al contrario, es un derecho catalizador que posibilita el cumplimiento de otros derechos, en particular los derechos urbanos de acceso al suelo, a la movilidad sustentable, a los espacios y servicios públicos de calidad. El derecho a la ciudad restaura el sentido de ciudad y la posibilidad de mejorar condiciones de vida, garantizando el potencial de transformación como derecho de toda persona a crear ciudades que respondan a sus deseos, sueños y necesidades en armonía con los otros. Es el único derecho humano colectivo que trasciende lo individual, y por ello la importancia del consenso.

					Conservar un carácter participativo, diverso e igualitario. En este sentido, la consulta pública debe integrar la mayor cantidad de voces, en lo posible abarcar a todos los involucrados. En cualquier intervención, aunque exista una población objetivo, debe extenderse la consulta al resto de la población de la ciudad porque todo proyecto incide en la dinámica urbana en mayor o menor medida. La consulta ciudadana puede ser directa o indirecta, dependiendo de la metodología e instrumentos que recuperan las narrativas. Pero siempre hay que atender las recomendaciones de líderes e instituciones, así como de minorías o grupos vulnerables. Esto permite documentar las diversas realidades en la ciudad, contraponer el discurso dominante con las experiencias de vida y explorar las causas y efectos de la crisis urbana ante el reconocimiento de lo cotidiano; no solo se aborda con el rigor del conocimiento científico o la visión técnica, sino también desde las historias de vida.

					En cuanto al carácter diverso, hay que considerar dentro de la Carta por el Derecho a la Ciudad la importancia del espacio público abierto, no solo aquel parque, plaza o calle, sino el espacio público de la interlocución y el encuentro. También debe incluirse la construcción de espacios diseñados para que sean posibles los encuentros entre la diferencia, entre grupos con estilos de vida opuestos, que puedan converger y permanecer de manera segura. En la dinámica urbana, los usos del espacio público deben ser mixtos, permitir el debate, la resistencia y las movilizaciones sociales.

					Por otro lado, el carácter igualitario permite la construcción de una ciudad con un entorno de vida adecuado para todos, no favorece el crecimiento económico en demérito del desarrollo social y humano, y conserva un equilibrio en favor de la comunidad. De forma paralela, plantearse el riguroso escrutinio de las acciones de intervención privadas —como los megaproyectos—, acompañado de la supervisión ciudadana adecuada y el conocimiento de la aplicación normativa pertinente para evaluar los impactos positivos y negativos. Registrar los beneficios reales que habrá para los pobres después de cualquier intervención, la cantidad y tipo de empleos que se generan, si los salarios son o no acordes, cuáles serán las amenidades públicas por desarrollar, en fin, cuál es la participación pública en las ganancias y los límites para el extractivismo.

			

			Ciudad Juárez, como sujeto de cualidades resilientes por mucho tiempo, ha contenido embates antropogénicos entre abusos del mercado, la violencia y el desplazamiento migrante. Por ello, cierro con la afirmación que relacionar la supervivencia con el derecho a la ciudad es una idea con extraordinaria fuerza política que apunta a la no negociabilidad en el uso del espacio urbano. En este sentido, hay que apropiarse de la ciudad y hacer resonar todas las voces que reclaman ese derecho y cambio de paradigma. El derecho a la ciudad hoy es una vía posible y apremiante para esta transformación.

			Conclusiones

			La construcción colectiva del derecho a la ciudad se presenta como un elemento clave para reducir las desigualdades y combatir la injusticia socioespacial. Al abordar esta problemática, resulta indispensable adoptar un enfoque sistémico que trascienda el reduccionismo, promoviendo un análisis crítico y político de los derechos urbanos en el marco del derecho a la ciudad.

			Si bien los esfuerzos internacionales han demostrado ser valiosos, no pueden considerarse suficientes por sí solos. Es fundamental que sean articulados con las prácticas locales para garantizar una implementación eficaz, lo que requiere reformas constitucionales que permitan transformar las buenas intenciones en acciones concretas y efectivas.

			Asimismo, resulta crucial la participación activa de la ciudadanía junto con el respaldo institucional, de modo que se garantice el ejercicio efectivo de los derechos urbanos. Esto demanda un equilibrio entre el compromiso político de la sociedad civil y el rol facilitador de las instituciones, quienes deben traducir dichas demandas en políticas públicas inclusivas.

			En este sentido, se subraya la necesidad de que las disposiciones gubernamentales orienten sus acciones para garantizar el derecho a la ciudad en lo que comprendemos sus dimensiones fundamentales: su naturaleza colectiva, el pleno ejercicio de los derechos humanos en los territorios urbanos y la gestión democrática de los espacios urbanos. La función instrumental del concepto radica en su capacidad para reformular normas legales y promover la justicia social en los entornos urbanos.

			En suma, este trabajo ha presentado una visión integral del derecho a la ciudad como un concepto colectivo y en evolución, subrayando su relevancia para la construcción de entornos urbanos más equitativos, basados en la participación activa de la ciudadanía y su reconocimiento en el marco legal.

			Bibliografía

			Benach, N. (2017). Da desigualdade social à justiça espacial. Justiça Espacial e o direito à Cidade. Editora Contexto. 

			Constitución de la República del Ecuador (2008). Sección IV Hábitat y Vivienda. Artículo 31.

			Consejo Nacional de Desarrollo Urbano (cndu) (2022). Vivienda y ciudad sostenible para una nueva constitución. Gobierno de la República de Chile.

			Diario Constitucional (2022). Derecho a la ciudad y el territorio (Artículo 52). Recuperado de https://www.diarioconstitucional.cl/nueva-constitucion/derechos-fundamentales-y-garantias/derecho-a-la-ciudad-y-el-territorio/

			Foro Social de las Américas (2004). Carta Mundial de Derecho a la Ciudad. 

			Harvey, D. (1977). Urbanismo y desigualdad social. Siglo XXI Editores.

			República de Chile (2022). Iniciativa de Norma Convencional Constituyente: Derecho a la ciudad.

			Secretaría de Gobierno (2011). Carta de la Ciudad de México por el derecho a la Ciudad, (2010), Ciudad de México.

			Lefebvre, H. (1969). El derecho a la ciudad. Ediciones Península.

			Merrifield, A. (2006). Henri Lefebvre. A critical introduction. Routledge.

			Plataforma global por el derecho a la ciudad (2020). Agenda para el Derecho a la ciudad: Para la implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y la Nueva Agenda Urbana.

			Soberanes, J. L. (1994). La Reforma Urbana. Fondo de Cultura Económica.

			Sugranyes, A. (2010). El derecho a la ciudad. Praxis de la utopía. Hábitat y Sociedad, 1(1): 71-79.

			Tatián, D. (2012). ¿Qué significa actuar políticamente? Nombres. Revista de Filosofía, 20: 103-110.

		


		
			El derecho a la ciudad y la zonificación inclusiva y de cuidados

			Marisol Rodríguez Sosa

			Universidad Autónoma de Ciudad Juárez

			La invitación a explorar el derecho a la ciudad desde la perspectiva del desarrollo urbano con inclusión social y orientado a que la ciudad cumpla sus funciones sociales —en respuesta a la convocatoria de la Oficina de Resiliencia en Juárez para aportar al planteamiento de la Carta del Municipio de Juárez por el Derecho a la Ciudad— detonó la necesidad de definir qué es una ciudad y cuáles son las funciones sociales de una ciudad. Por lo que iniciamos esta reflexión retomando un fragmento, un poco extenso pero necesario, de la obra clásica de Lewis Mumford, What Is a City? (1937), donde el autor establece lo que considera el concepto sociológico de la ciudad: 

			La ciudad es una colección relacionada de grupos primarios y asociaciones intencionales: los primeros, como la familia y el vecindario, son comunes a todas las comunidades, mientras que los segundos son especialmente característicos de la vida de la ciudad. Estos variados grupos se sostienen a través de organizaciones económicas que son igualmente de carácter más o menos corporativo, o al menos públicamente regulado; y todos están alojados en estructuras permanentes, dentro de un área relativamente limitada. Los medios físicos esenciales de la existencia de una ciudad son los sitios fijos, el refugio duradero, las instalaciones permanentes para la reunión, el intercambio y el almacenamiento; los medios sociales esenciales son la división social del trabajo, que sirve no solo a la vida económica sino también a los procesos culturales. La ciudad en su sentido completo, entonces, es un plexo geográfico, una organización económica, un proceso institucional, un teatro de acción social y un símbolo estético de unidad colectiva (Mumford, 1937: 94).1

			Partiendo de esta definición podemos delinear que, si bien cuando se habla coloquialmente de la ciudad se refiere casi siempre a la manifestación física del asentamiento humano (zona urbanizada con espacios para circular, alojarse, producción, intercambio, estudio, salud, diversión, comercio, servicios, etc.), la ciudad es en primera instancia una institución social edificada y organizada por los habitantes y familias que decidieron hacerla su hogar, cuya asociación intencional construye la estructura económica y política, configura la forma física y origina los procesos y constructos socioculturales que producen prácticas, costumbres, hábitos, tradiciones, identidades, simbolismos, afectos. Siendo así, la función social de una ciudad sería garantizar que todas las personas puedan participar de esas actividades y procesos de la vida cotidiana con equidad de condiciones, bajo un marco legal y estado de derecho colectivo que aplique para todos. Ya sean asociaciones de grupos primarios de familias y vecinos, o por motivos económicos, políticos, educativos, culturales, profesionales, deportivos, entre otros, la función social de la ciudad es propiciar el desarrollo pleno de esas actividades y garantizar el bienestar de sus habitantes. Las libertades y garantías ciudadanas deben ser pactadas y acordadas por cada sociedad de acuerdo con sus valores y aspiraciones, y en el caso de México están claramente establecidas en los derechos constitucionales definidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos [cpeum], 1917).

			Es decir, la función social de la ciudad es responder prioritariamente a las necesidades de sus habitantes, al acuerdo de bienestar social colectivo que se ha validado por medios legislativos, y debe orientarse a impulsar el desarrollo social de todas y cada una de las personas y familias que decidieron vivir en esa ciudad, ser sus citadinos. Es muy importante esta definición para circunscribir el tema del derecho a la ciudad desde la perspectiva del desarrollo urbano con inclusión social y orientado al cumplimiento de las funciones sociales. Especialmente, desde la consideración del caso de Ciudad Juárez, cuya condición fronteriza conlleva que lo urbano se piense a veces más desde afuera que desde dentro. 

			El núcleo fundacional que dio origen a la actual Ciudad Juárez se originó hace más de trescientos años. En 1848, con la firma del Tratado Guadalupe Hidalgo que selló el fin de la guerra entre México y Estados Unidos (1846-1848), el asentamiento se transformó en una ciudad fronteriza con Estados Unidos. Desde la década de 1960 en adelante, con el impulso de la industrialización fronteriza, la planeación urbana se orientó a convertirla en una sede atractiva para la inversión extranjera, así como en una vitrina y puerto terrestre para los turistas que pudieran venir desde el norte a disfrutar de la cultura mexicana. Como parte del Programa Nacional Fronterizo se desarrolló el Plan Regulador pronaf Ciudad Juárez (1958-1965), que fue el primero en proponer el abandono de la ciudad existente, desarrollada en torno al centro fundacional, y optar por la construcción de un nuevo centro urbano moderno, conectado directamente con la vecina ciudad de El Paso, Texas, a través del recién inaugurado puente internacional Córdoba-Américas. Actualmente, Ciudad Juárez es la segunda mayor metrópolis fronteriza del norte de México, cuenta con una población de 1,512,450 habitantes (inegi, 2020) y continúa generando una creciente producción industrial manufacturera.

			Esta ventaja geoeconómica es sin duda muy importante y debe ser aprovechada en beneficio de toda la sociedad juarense. Pero enfocarse prioritariamente en ello ha tenido como efecto colateral negativo que haya sido relegada la prioridad de la función social del foco de la planeación urbana. En ese sentido, es necesario preguntarnos ¿qué es la ciudad desde el caso de una urbe fronteriza como Juárez?, y reconocer la existencia de esta dualidad: impulsar una visión de ciudad que cumpla con las funciones sociales para sus habitantes versus impulsar una visión de ciudad fronteriza que permita maximizar las ventajas económicas de la frontera con Estados Unidos.

			El reto está en armonizar ambas tensiones, a veces en conflicto; ese es un punto de partida ineludible para explorar cómo promover el derecho a la ciudad, inclusiva y de cuidados. Es decir, aprovechar las ventajas competitivas de ser una ciudad fronteriza del norte de México, sin menoscabo de la obligación de atender y garantizar prioritariamente los derechos y necesidades de sus habitantes, de acuerdo con el marco constitucional de bienestar social-colectivo vigente. Es necesario ser conscientes de la fuerza que ejercen las demandas del desarrollo económico externo en los procesos de toma de decisión sobre el futuro de esta ciudad. Si bien, no hay duda de que el desarrollo económico es esencial para la prosperidad urbana, no se puede perder de vista que esto debe ocurrir sin perjudicar el bienestar de la comunidad, del grupo de habitantes que residen en esa ciudad y que la conforman como institución social. De ello depende, en gran medida, el reconocimiento de la ciudad como un símbolo colectivo y el sentido de pertenencia. 

			Según la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (lgahotdu, 2016), de observancia en todo el territorio nacional, el derecho a la ciudad es el primer principio de política pública que debe guiar la planeación de los asentamientos humanos en México. Así lo define el artículo 4º, que establece la importancia de asegurar los derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en acuerdos internacionales, así como las garantías en materia de acceso a la vivienda, infraestructura, servicios y equipamientos:

			Artículo 4. La planeación, regulación y gestión de los Asentamientos Humanos, Centros de Población y la ordenación territorial, deben conducirse en apego a los siguientes principios de política pública: 

			I. Derecho a la ciudad. Garantizar a todos los habitantes de un Asentamiento Humano o Centros de Población el acceso a la vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por México en la materia (lgahotdu, 2016: 5).

			Partiendo de este posicionamiento, este capítulo aborda el tema del derecho a la ciudad desde el estudio y revisión de dos componentes que se consideran muy importantes para la elaboración de la Carta del Municipio de Juárez por el Derecho a la Ciudad: 1) la revisión de los derechos constitucionales que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que definen las garantías y aspiraciones de bienestar colectivo de la sociedad mexicana, enfocándonos en algunos artículos que dependen en gran medida del desarrollo urbano; y 2) la revisión de nuevas propuestas teóricas de la planificación urbana, en particular la zonificación inclusiva y de cuidados, que integra la perspectiva de género y etaria. Ante la necesidad de reivindicar el derecho a la ciudad se explora la zonificación urbanística como instrumento técnico que tiene valor de ley, con el propósito de vislumbrar mecanismos legales viables para instaurarlo en la legislación municipal, en términos técnicos y prácticos, y que pueden tomarse en consideración dentro de la Constitución Política del Estado de Chihuahua. 

			El derecho a la ciudad y los derechos constitucionalmente protegidos

			La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum, 1917) define un grupo de derechos constitucionalmente protegidos para todos los ciudadanos mexicanos, cuyo cumplimiento depende en buena medida de lo que ocurre en las ciudades. Los artículos 27 y 115 son los más recurrentes cuando se debaten temas urbanos, pero no son los únicos. Partiendo de ello, y dada su importancia para explorar el derecho a la ciudad, presentamos una breve revisión de varios artículos constitucionales que consideramos deben traerse a la mesa de debate, por ser derechos constitucionalmente protegidos cuya garantía debe vigilarse en los planes municipales de desarrollo urbano.

			El derecho a la ciudad, a la no discriminación y distribución equitativa

			El artículo 1o constitucional establece el derecho a la no discriminación de las personas en México, protegiendo la dignidad y el derecho a la libertad individual: 

			Artículo 1. Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas [párrafo reformado dof 04-12-2006, 10-06-2011] (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 1°. 5 de febrero de 1917; última reforma publicada: dof, 18-11-2022).

			Por su parte, el artículo 27 constitucional define que la propiedad de la tierra y aguas corresponde a la nación, estableciendo el derecho de la nación a transmitir su dominio a particulares, así como de expropiación y regulación en beneficio social para distribuir la riqueza pública de modo equitativo y equilibrado, y mejorar las condiciones de vida de la población, dando fundamento legal a la regulación del suelo y del agua vía la planeación urbana:

			Artículo 27. La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada. 

			Las expropiaciones solo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización. 

			La Nación tendrá́ en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población [párrafo reformado dof 06-02-1976, 10-08-1987, 06-01-1992] (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 27. 5 de febrero de 1917; última reforma publicada: dof 18-11-2022).

			En conformidad con lo anterior, el artículo 4o de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (2016) establece que la equidad y la inclusión deben ser el segundo principio de política pública de la planeación de los asentamientos humanos en México, para garantizar condiciones de igualdad que impidan la “discriminación, segregación o marginación de individuos o grupos” y garantizar una oferta diversa de suelo y vivienda que permita a los habitantes decidir dónde y cómo vivir:

			II. Equidad e inclusión. Garantizar el ejercicio pleno de derechos en condiciones de igualdad, promoviendo la cohesión social a través de medidas que impidan la discriminación, segregación o marginación de individuos o grupos. Promover el respeto de los derechos de los grupos vulnerables, la perspectiva de género y que todos los habitantes puedan decidir entre una oferta diversa de suelo, viviendas, servicios, equipamientos, infraestructura y actividades económicas de acuerdo a sus preferencias, necesidades y capacidades. (Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, artículo 4º. dof 28-11-2016: 5).

			Para explorar las implicaciones que pueden tener estas garantías constitucionales del derecho a la no discriminación y distribución equitativa, a la luz del derecho a la ciudad, consideramos el caso de Ciudad Juárez. La creciente actividad industrial de esta urbe fronteriza ha provocado un incremento paralelo de la demanda por vivienda social, dando lugar en las últimas dos décadas a la concentración de un gran número de desarrollos inmobiliarios de vivienda social en la periferia urbana al sur y suroriente que, además de estar ubicados en los límites de la urbanización, presentan los rangos de densidad de viviendas por hectárea más altos de la mancha urbana (figura 1). 

			
				
					[image: ]
				

			
			Figura 1. Desarrollos de vivienda social y densidad de vivienda/hectárea en Ciudad Juárez. Fuente: elaboración propia con apoyo del Mtro. Gabriel García Moreno y Mtro. Juan Diego Maldonado Marín, con base en datos del inegi (2016).




			Estos desarrollos inmobiliarios de vivienda social se ubican en los suelos urbanos periféricos de menor valor de mercado y presentan los más altos rangos de densidad de vivienda por hectárea de la localidad, debido al argumento de los desarrolladores privados de que solo con esas condiciones se logra la viabilidad económica para ofertar opciones de vivienda social. Por ende, se localizan en zonas urbanas con menos condiciones de equidad que las zonas más consolidadas al norte de la ciudad, teniendo en cuenta el acceso a equipamientos público y de cuidados que propicien la equidad de oportunidades de desarrollo como son guarderías, escuelas primarias, secundarias, preparatorias, hospitales, equipamiento recreativo, centros culturales y comunitarios (figura 2). Esto se evidenció en la modelación de las condiciones de equidad de Ciudad Juárez (Sánchez y Rodríguez, 2017).

			La concentración de desarrollos de mayor densidad en los suelos menos consolidados generó un obvio desequilibrio en términos de equidad, pues se localizó un mayor número de población justamente en los suelos urbanos que presentan zonas con grandes carencias en materia de servicios, infraestructura, transporte, equipamientos públicos de todo tipo, donde el rezago es aún una tarea pendiente. Sobre todo si se compara con la zona norte de la ciudad que presenta un continuo de niveles altos de equidad urbana.
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			Figura 2. Modelación de condiciones de equidad en Ciudad Juárez. Modelo de Sánchez y Rodríguez (2017). Se agrega el círculo en rojo para señalar la zona de la ciudad donde se concentran desarrollos de vivienda social.




			Este patrón de crecimiento urbano sostenido en los últimos años —además de ejercer una enorme presión económica para el municipio de Juárez por la sobrecarga que implica ampliar toda la cobertura de servicios, infraestructura y equipamiento— desde el punto de vista social ha originado una profunda segregación socioeconómicamente debido a la concentración de la vivienda social en la periferia urbana, que conlleva que las personas de bajos ingresos solo cuenten con oferta de vivienda asequible en estos suelos urbanos menos equipados.

			En lo que va del siglo xxi, en varias ciudades de México han proliferado desarrollos de vivienda social en las periferias urbanas, que generan grandes desafíos para garantizar el derecho a un suelo urbano con diversidad de oferta de vivienda, servicios, infraestructura y equipamientos públicos de todo tipo. Este ejemplo permite ilustrar los retos que presentan los municipios mexicanos para asegurar una planeación urbana que impida o evite una posible discriminación motivada por la condición social o étnica. Por lo que se ratifica la importancia de observar que los instrumentos de uso de suelo aseguren el cumplimiento del segundo principio de la lgahotdu, titulado “Equidad e inclusión”, es decir, que impidan la “segregación o marginación de individuos o grupos”, y que aseguren el derecho de los grupos más vulnerables a un suelo urbano con diversidad de oferta de vivienda, usos de suelo, servicios, equipamientos, infraestructura y empleo. 

			Considerando la agudeza de fenómenos y problemas urbanos contemporáneos como la segregación y marginación urbanas, así como la pobreza en las ciudades, es inevitable pensar en el impacto tanto negativo como positivo que puede tener el desarrollo urbano en el derecho a la no discriminación motivada por condición social, origen étnico, por edad, por género. A pesar de que el gobierno mexicano ha impulsado en las últimas dos décadas una política pública de vivienda social, orientada al incremento de la oferta y créditos blandos, es necesario continuar trabajando para diseñar programas y políticas que permitan mejorar las estrategias para evitar la segregación socioespacial. Según datos sobre la pobreza a nivel municipio (coneval, 2020), entre 2010 y 2020 se procesó una concentración de población en situación de pobreza en un menor número de municipios mexicanos y en las zonas metropolitanas: “los municipios con mayor población en situación de pobreza se localizaron en zonas metropolitanas y con alta densidad de población. En 2020, la mitad de la población en situación de pobreza se concentró en 173 municipios; en 2015 en 185 municipios y en 2010 en 199 municipios” (coneval, 2020).

			Por otro lado, en lo relativo a la pobreza por grupos poblacionales a nivel municipio se señala entre los grupos más vulnerables a los infantes, adolescentes y adultos: “En 2020, la incidencia de pobreza en los infantes y adolescentes fue más alta que en el resto de la población”. Mientras que: “La población de adultos en situación de pobreza presentó una distribución espacial uniforme en el territorio” (coneval, 2020b). En lo que refiere a la población indígena “en 2020 poco más de 9.6 millones de personas indígenas estaban en esta condición en los municipios con información disponible” (coneval, 2020b).

			Considerando la anterior, y vislumbrando los desafíos que estos fenómenos presuponen para la realidad urbana actual y futura de muchos municipios del país, es necesario reflexionar: ¿qué se puede hacer, desde la planeación urbana municipal, para asegurar el derecho a la ciudad y las garantías constitucionales?, ¿cómo debe modelarse el uso del suelo de un modo más equitativo e inclusivo para mejorar las condiciones de vida y el bienestar social de la población, en especial de los grupos más vulnerables?, ¿cómo deben diseñarse las estrategias, acciones e instrumentos normativos de los planes de desarrollo municipal para asegurar la inclusión y el desarrollo social equitativo de todos, en especial de la población con mayores rezagos? 

			El derecho a la no discriminación debe reivindicarse día a día en todos los ámbitos y actividades humanas, y la planeación urbana no puede eludir la responsabilidad que le corresponde, dado que son los municipios quienes tienen la atribución y facultad para diseñar estos instrumentos de modelación del uso del suelo urbano y, por lo tanto, deben impulsar un desarrollo urbano inclusivo, equitativo. 

			Por otra parte, aunque no menos importante, el artículo 1o constitucional prohíbe “toda discriminación motivada por origen étnico o nacional”. Este fragmento es esencial, de cara no solo a las poblaciones indígenas, sino a los no-nacionales, es decir, a la población migrante. Las recientes oleadas de caravanas migrantes, que transitan por distintas ciudades de México en su camino hacia Estados Unidos, han colocado un nuevo problema urbano especialmente para las ciudades fronterizas del sur y el norte del país. 

			Tratándose de población en tránsito que no aspira a residir y que no desea en muchos casos alojarse en alberges, acaba ocupando temporalmente los espacios públicos, las calles y parques urbanos, montando conjuntos de tiendas de campaña improvisadas y sin servicios de electricidad o redes hidrosanitarias. Siendo espacios públicos, se reclama la condición de dominio público de estos lugares. Sin embargo, esto puede dar lugar a situaciones de conflicto por la disputa del espacio, pues los habitantes de la ciudad pueden reivindicar que el hecho de que sean de dominio público no significa que puedan usarse de modo privativo o cambiarse los usos de suelo del espacio público que no contemplan el uso habitacional. 

			Este tipo de conflictos en el uso del espacio público coloca la urgencia de comprender los nuevos desafíos, y de reflexionar también sobre la reivindicación del derecho a la ciudad, desde una perspectiva que evite potenciales situaciones de discriminación de las poblaciones migrantes, pues en el espacio público se amalgaman y revindican múltiples derechos. Los límites, reducciones y exclusiones también pueden ser semillas que den origen a complejos procesos, que a su vez pudieran dar lugar a situaciones de discriminación motivada por origen étnico o nacional, género, condición social, discapacidad, edad y preferencias sexuales.

			El ‘derecho a la ciudad’ y el derecho a la educación

			El artículo 3o constitucional también es importante para el planteamiento del derecho a la ciudad, pues asegurar el acceso a la educación a todos los ciudadanos mexicanos también depende, en buena medida, del nivel de consolidación del suelo urbano en materia de la cobertura equitativa de equipamientos públicos educativos. Enseguida se citan algunos fragmentos del artículo 3o que establecen el interés superior de los niños, adolescentes y jóvenes en materia de acceso y permanencia en los servicios educativos, así como la responsabilidad de Estado para garantizar las condiciones idóneas de los planteles educativos:

			Artículo 3. Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado —Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios— impartirá́ y garantizará la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior. La educación inicial, preescolar, primaria y secundaria, conforman la educación básica; esta y la media superior serán obligatorias, la educación superior lo será en términos de la fracción x del presente artículo. La educación inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado concientizar sobre su importancia [fe de erratas al párrafo dof 09-03-1993. Reformado dof 12-11-2002, 09-02-2012, 29-01-2016, 15-05-2019].

			Los planteles educativos constituyen un espacio fundamental para el proceso de enseñanza aprendizaje. El Estado garantizará que los materiales didácticos, la infraestructura educativa, su mantenimiento y las condiciones del entorno, sean idóneos y contribuyan a los fines de la educación. [párrafo adicionado dof 15-05-2019]. (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 3°. 5 de febrero de 1917, última reforma publicada dof 18-11-2022).

			El derecho a la educación de todas las personas no es exclusivo de las ciudades, pues es de observancia también en las zonas rurales. Sin embargo, cuando se pone sobre la mesa el derecho a la ciudad y considerando la tendencia de concentración en las ciudades de un porcentaje cada vez mayor de la población nacional, así como en las zonas metropolitanas de más población en situación de pobreza, se puede vislumbrar que asegurar el derecho a la educación es, y será, un desafío enorme y urgente en las ciudades mexicanas.

			Desde el caso de Ciudad Juárez, el desequilibrio en las condiciones de equidad en la mancha urbana está relacionado con la falta de cobertura de equipamiento público, incluyendo los concernientes al subsistema educativo. Además de los retos que se observan en cuanto a la adecuada cobertura, se suman cuestiones relativas al acondicionamiento idóneo de la infraestructura física y del entorno, en particular el área exterior de los planteles, que en algunos casos no cuentan con áreas de juego, canchas de usos múltiples, áreas verdes y jardines. Esto implica que los niños, niñas y adolescentes no podrán realizar actividades al exterior, que también son necesarias para su desarrollo físico y cognitivo. 

			Estas carencias en la infraestructura física y del entorno de los planteles son riesgosas en climas extremosos, calurosos y fríos como el de Ciudad Juárez. La ausencia de áreas exteriores obliga a los educandos a permanecer encerrados en salones de clase por muchas horas, y en el caso de los planteles que no dispongan de aire acondicionado, o vegetación madura que mitigue la radiación solar directa, los niños que son más sensibles a las inclemencias del tiempo pueden presentar sangrado nasal, mareos y otros malestares físicos.

			Durante la reciente pandemia, por el virus SARS-CoV-2, se hizo evidente lo complejo y desafiante que resulta asegurar el derecho a la educación, al acceso y permanencia en la educación, así como el cuidado y mantenimiento de los planteles educativos, especialmente para la población con más rezago, carente de acceso a internet o a equipos tecnológicos como televisores, teléfonos, computadoras, tabletas. Según el informe Sistema de indicadores sobre pobreza y género en México. Información ٢٠١٦-٢٠٢٠, durante la pandemia se registró un retroceso en el porcentaje de adolescentes dedicados al estudio como actividad exclusiva: 

			Entre 2018 y 2020, el porcentaje de los adolescentes en situación de pobreza que declararon al estudio como su actividad principal disminuyó en 5.1 pp., mientras que los quehaceres domésticos y el empleo aumentaron en 3.9 pp. y 2.9 pp. respectivamente; en cambio, en las adolescentes en situación de pobreza el estudio retrocedió en 4.0 pp. en el mismo periodo, mientras que la declaración de los quehaceres domésticos como actividad exclusiva aumentó en 6.4 pp., y el empleo en 2.7 pp. (coneval, 2022: 6).

			En este sentido, la consideración del derecho a la educación y del derecho a la ciudad coloca sobre la mesa la necesidad de reflexionar sobre la responsabilidad de la planeación urbana, como atribución y facultad de los municipios, para garantizar la cobertura adecuada en el acceso a equipamientos de cuidados como guarderías y a los planteles educativos con condiciones idóneas del entorno y de la infraestructura educativa.

			Derecho al desarrollo de la familia y derecho a la ciudad

			El artículo 4o constitucional es ineludible en lo referente al derecho a la ciudad, considerando que define el derecho de las familias mexicanas, y la igualdad ante la ley de las mujeres y hombres. Citamos algunos fragmentos con implicaciones para la planeación urbana, iniciando con lo que se establece en materia del derecho a la vivienda digna y decorosa:

			Artículo 4. La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia. [párrafo reformado dof 06-06-2019].

			[…]

			Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá́ los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo [párrafo adicionado dof 08-02-2012]

			(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4º. 5 de febrero de 1917; última reforma publicada: dof 18-11-2022).

			En lo relativo a la vivienda, la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (lgahotdu, 2016) en su artículo 4º, y en materia del derecho a la ciudad, establece que en la planeación de los asentamientos humanos se debe “garantizar a todos los habitantes de un Asentamiento Humano o Centros de Población el acceso a la vivienda” (lgahotdu, 2016: 5). Además, para proteger el desarrollo de la familia, el texto constitucional en su artículo 4º también establece el derecho a un medio ambiente sano y acceso y disposición de agua:

			Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley [párrafo adicionado dof 28-06-1999. Reformado dof 08-02-2012].

			Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá́ las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así́ como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines [párrafo adicionado dof 08-02-2012] (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4º. 5 de febrero de 1917; última reforma publicada: dof 18-11-2022, México).

			En esta materia, la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (lgahotdu, 2016), en su artículo 4º establece la ‘sustentabilidad urbana’ como principio de política pública de la planeación de los asentamientos humanos en México:

			IX. Sustentabilidad ambiental. Promover prioritariamente, el uso racional del agua y de los recursos naturales renovables y no renovables, para evitar comprometer la capacidad de futuras generaciones. Así como evitar rebasar la capacidad de carga de los ecosistemas y que el crecimiento urbano ocurra sobre suelos agropecuarios de alta calidad, áreas naturales protegidas o bosques. (Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, 2016: 6).

			Regresando a la exploración desde el caso de Ciudad Juárez, podemos observar que en la zona del sur y suroriente de la mancha urbana donde se concentran los desarrollos de vivienda social, se presentan desafíos en materia de derecho a un medio ambiente sano (figura 3), según el modelo de medioambiente desarrollado por Sánchez y Rodríguez (2017). La modelación arroja en color verde zonas urbanas con valores medioambientales altos, donde no se presentan zonas propensas a inundación y erosión, fallas geológicas, y no se invaden los derechos de vía de cuerpos de agua, líneas de alta tensión, de gas, drenes pluviales. Desafortunadamente, no todos los suelos presentan bajos riesgos medioambientales (figura 3, en color verde) que aseguren las mejores condiciones para la habitabilidad; lo que implica que algunos desarrollos habitacionales y colonias presentan mayores riesgos y, por tanto, menos condiciones idóneas en términos medioambientales para el uso de suelo habitacional (figura 3, en color naranja oscuro y medio), especialmente los que se ubican próximos a la sierra de Juárez, que en temporada de lluvias están más expuesto a escorrentías fuertes e inundaciones.
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			Figura 3. Modelación de condiciones medioambientales en Ciudad Juárez. Modelo de Sánchez y Rodríguez (2017). Se agregó el círculo en rojo para señalar la zona de la ciudad donde se concentran desarrollos de vivienda social.

	


			En lo relativo al derecho a la satisfacción de necesidades de salud, sano esparcimiento, a la cultura y a la práctica del deporte, el artículo 4o constitucional acota claramente las garantías de todas las personas, señalando el interés superior de niños y niñas:

			En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez [párrafo adicionado dof 18-03-1980. Reformado dof 07-04-2000, 12-10-2011]. 

			Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así́ como el ejercicio de sus derechos culturales [párrafo adicionado dof 30-04-2009].

			Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la materia [párrafo adicionado dof 12-10-2011] (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4º. 5 de febrero de 1917; última reforma publicada: dof 18-11-2022).

			Varios de estos derechos constitucionales se integran o sintetizan en el sexto principio de política pública de la planeación de los asentamientos humanos, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (lgahotdu, 2016), que establece la “protección y progresividad del Espacio Público”, y que se deben crear “condiciones de habitabilidad de los espacios públicos” para asegurar el derecho a una vida sana, convivencia y recreación: 

			VI. Protección y progresividad del Espacio Público. Crear condiciones de habitabilidad de los espacios públicos, como elementos fundamentales para el derecho a una vida sana, la convivencia, recreación y seguridad ciudadana que considere las necesidades diferenciadas por personas y grupos. Se fomentará el rescate, la creación y el mantenimiento de los espacios públicos que podrán ampliarse o mejorarse pero nunca destruirse o verse disminuidos. En caso de utilidad pública, estos espacios deberán ser sustituidos por otros que generen beneficios equivalentes (Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, 2016: 6).

			Sin embargo, siempre significa un enorme desafío lograr que las ciudades tengan condiciones de habitabilidad homogéneas y que beneficien en igual medida a todos. La modelación de condiciones de habitabilidad urbana desarrollada para Ciudad Juárez por Sánchez y Rodríguez (2017) arrojó en color verde más oscuro las zonas donde el espacio público presenta mejores condiciones de habitabilidad por la proximidad a parques, áreas verdes, centros de barrio, calles primarias con ciclovías, transporte público y semimasivo, intersecciones de medios de transporte (figura 4). 
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			Figura 4. Modelación de condiciones habitabilidad urbana en Ciudad Juárez. Modelo de Sánchez y Rodríguez (2017). Se agregó el círculo en rojo para señalar la zona de la ciudad donde se concentran desarrollos de vivienda social.

	


			Al norte de la ciudad existe más continuidad de zonas en tonos verdes, mientras que al sur, suroriente y poniente se presentan manchas en tonos crema y naranja indicativas de medianas y bajas condiciones de habitabilidad urbana. Reforzando este principio, el derecho a la movilidad es otro tema que no se debe dejar de mencionar. El artículo 4º constitucional, en lo referente al derecho a la ciudad, incluye lo siguiente:

			Toda persona tiene derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad [párrafo adicionado dof 18-12-2020] (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4°. 5 de febrero de 1917; última reforma publicada: dof 18-11-2022).

			De conformidad, la lgahotdu (2016) en su artículo 4º define la ‘accesibilidad universal y movilidad’ como décimo principio de la planeación de los asentamientos humanos:

			X. Accesibilidad universal y movilidad. Promover una adecuada accesibilidad universal que genere cercanía y favorezca la relación entre diferentes actividades urbanas con medidas como la flexibilidad de Usos del suelo compatibles y densidades sustentables, un patrón coherente de redes viales primarias, la distribución jerarquizada de los equipamientos y una efectiva Movilidad que privilegie las calles completas, el transporte público, peatonal y no motorizado (Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, 2016: 6).

			Precisamente la falta de acceso a transporte público, ciclovías y calles completas al sur y suroriente de la ciudad, están entre las variables que propician bajas condiciones de habitabilidad urbana, de acuerdo con la modelación de habitabilidad urbana para Ciudad Juárez (figura 4).

			Lo revisado hasta aquí, y sin ahondar en los demás derechos constitucionales, dada la extensión limitada de este documento, permite concluir que una planeación urbana armonizada con los derechos protegidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con los principios de la lgahotdu (2016), debe modelar el uso del suelo urbano garantizando para todas las personas el derecho: 

			
					A la vivienda digna y decorosa y un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar.

					Al acceso equitativo a planteles educativos con entorno idóneo, satisfacción de necesidades de salud, educación y sano esparcimiento para el desarrollo integral, en especial para niños y niñas. 

					A las condiciones de habitabilidad del espacio público para una vida sana, convivencia, recreación, seguridad ciudadana.

					A la movilidad universal con seguridad vial y accesibilidad, calles completas, transporte público, usos de suelo compatibles y densidades sustentables. 

					Al acceso, disposición y saneamiento de agua y a no rebasar la capacidad de carga de ecosistemas, no urbanizar bosques, áreas naturales protegidas o suelos agropecuarios de alta calidad

			

			Estas son garantías constitucionales que trazan el estado de derechos de la sociedad mexicana. Examinarlas desde el caso puntual de Ciudad Juárez, la octava zona metropolitana del país, permite ilustrar algunos de los desafíos, conflictos, rezagos y riesgos que presentan o pudieran identificarse en los municipios del país, mismos que deben ser regulados, mitigados y atendidos desde la planificación urbana. 

			Zonificación inclusiva y de cuidados 

			La necesidad de impulsar ciudades más equitativas e inclusivas es una demanda que emana del reconocimiento internacional de las desigualdades urbanas que afectan a todos los asentamientos humanos en mayor o menor medida. Por ello, desde la Agenda 2030 del Desarrollo Sostenible, el Objetivo 11 (Ciudades y Comunidades Sostenibles) plantea como meta aumentar la urbanización inclusiva: 

			11.3 De aquí a 2030, aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad para la planificación y la gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos en todos los países (Naciones Unidas, 2015).

			El ods 11 propone esta meta “prestando especial atención a las necesidades de las personas en situación de vulnerabilidad, las mujeres, los niños, las personas con discapacidad y las personas de edad” (Naciones Unidas, 2015), y señala la necesidad de “asegurar el acceso de todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles y mejorar los barrios marginales”, entre otras metas para lograr un futuro urbano más inclusivo y sustentable.

			Partiendo de ello, y considerando que la zonificación urbanística pudiera ser un instrumento viable para reivindicar el derecho a la ciudad en la medida que tiene valor de ley a nivel municipal, enseguida se revisan dos abordajes recientes: la zonificación inclusiva (zi) y la zonificación de cuidados (zc). La primera, ha sido adoptada en muchas ciudades norteamericanas, inglesas, incluso de Indonesia y otras partes del mundo, para garantizar la inclusión desde el acceso a la vivienda social asequible y bien ubicada. La segunda resulta de reflexiones críticas en torno a la zonificación como instrumento que debe actualizarse para incluir a las mujeres como usuarias de la ciudad, desde la consideración de los “cuidados” en la modelación de los usos de suelo para favorecer el bienestar de las mujeres, niños, niñas, adolescentes y adultos mayores en la planificación urbana actual.

			La zonificación inclusiva

			La zonificación inclusiva (Inclusionary Zoning-IZ) remite a una práctica reciente de la planeación urbana que codifica y regula claves de usos de suelo, con el propósito de garantizar que se destine un porcentaje de la urbanización al uso habitacional social, para evitar dinámicas de exclusión y gentrificación que pueden propiciar situaciones de discriminación, asegurando así el acceso a la vivienda social asequible y bien ubicada.

			Hollister, McKeen y McGrath (2007: 1) examinaron las leyes y estatutos existentes hasta febrero de 2007 en estados y condados de Estados Unidos, que reglamentan la zonificación inclusiva y presentan una definición muy clara, señalando como característica sine qua non la restricción del precio máximo de venta de determinado porcentaje de unidades en un desarrollo:

			Cualquier ordenanza municipal o del condado que requiera o permita que un propietario, constructor o desarrollador restrinja el precio de venta o reventa o el alquiler de un porcentaje específico de unidades residenciales en un desarrollo como condición para recibir el permiso para construir ese desarrollo. Por lo tanto, esta definición cubre tanto los programas de inclusión voluntaria en los que el propietario/constructor/desarrollador tiene la opción de imponer restricciones de precios, generalmente a cambio de ciertos incentivos; y programas obligatorios, en los que las restricciones de precio o alquiler son una condición obligatoria de aprobación. Esta definición también incluye ordenanzas que permiten el pago de una tarifa como una forma de optar por no participar en un programa de inclusión (Hollister, McKeen, McGrath, 2007: 1).

			Schuetz, Meltzer y Been (2011: 297) definen la zonificación inclusiva como “un medio para producir vivienda asequible sin subvenciones públicas directas”, resaltando el potencial del instrumento para solucionar el problema de la vivienda social desde el uso con visión social del propio valor de la urbanización municipal. En ese mismo sentido, Hollister, McKeen y McGrath señalan que la zonificación inclusiva constituye “una intervención del gobierno en el mercado de la vivienda mediante la imposición de límites al precio máximo o al alquiler de un determinado porcentaje de las unidades residenciales propuestas” (Hollister, McKeen, McGrath, 2007: 1).

			Sin embargo, aun cuando se trata de una intervención del gobierno en el mercado del suelo, el instrumento no implica que no se respete el derecho de la propiedad privada o que se busque afectar económicamente a los promotores de vivienda, pues, como señala Brunick (2003), se integran incentivos y opciones compensatorias como construir las unidades en otros terrenos o rehabilitar viviendas abandonadas para repoblar zonas abandonadas:

			La mayoría de las ordenanzas de zonificación incluyente contienen un nivel de umbral para la cobertura (por ejemplo, desarrollos de 5 unidades o más o 10 unidades o más); […] compensaciones de costos e incentivos para desarrolladores (como bonos de densidad, permisos acelerados, zonificación flexible, etc.); y alternativas en el lugar que permiten que un desarrollador pague una tarifa, construya fuera del sitio o rehabilite unidades en lugar de construir unidades asequibles dentro del desarrollo cubierto (Brunick, 2003: 2).

			Básicamente, en un escenario de zonificación inclusiva la autorización municipal de la urbanización de terrenos, o suelos urbanos que estén así codificados, queda supeditada a que el desarrollo incluya un determinado porcentaje de unidades de vivienda social que deben ser construidas por el desarrollador y vendidas a un precio asequible. Para compensar los gastos de inversión del desarrollador, la zonificación inclusiva proporciona incentivos como bonos de densidad que permiten a la iniciativa privada incrementar la edificabilidad, construir y vender un mayor número de metros cuadrados y de unidades de la vivienda, y con ese extra de unidades se financia la construcción de la vivienda social. 

			Así, a través de la planificación urbana y recurriendo a compensaciones e incentivos en los límites de densidad y edificabilidad, se incluye la vivienda social sin implicar un gasto de recurso público y sin menoscabar las ganancias de los desarrolladores, en una fórmula ganar-ganar. Entonces, se trata de utilizar la zonificación y la planeación urbana con visión social para gestionar la financiación de la vivienda social. También prevé la posibilidad, en casos de desarrollos muy exclusivos donde los promotores decidan que no desean incluir vivienda social, de optar por pagar una tarifa que corresponde al valor de construcción y del suelo de las unidades que debió construir o la edificación de las mismas en otro terreno que cumpla con los requisitos de buena ubicación. 

			La zonificación de cuidados

			La inclusión exige, por su propia naturaleza, un planteamiento desde múltiples aristas para poder encaminar la urbanización hacia un desarrollo urbano inclusivo para todas las personas. En ese sentido, en este apartado se integran, en lo que llamamos zonificación de cuidados (zc), algunas consideraciones que emanan de revisiones críticas sobre la zonificación racional tradicional, desde la perspectiva de género y etaria, para la consideración de los ‘cuidados’.

			Desde la mirada feminista se destaca el trabajo emprendido por Marsha Ritzdorf (1994), quien en su texto “A Feminist Analysis of Gender and Residential Zoning in the United States” aborda la relación entre los roles de género y la zonificación residencial en Estados Unidos. Ritzdorf subraya que “las vidas cambiantes de las mujeres y sus familias en relación con las políticas municipales de uso de la tierra no han sido objeto de mucha investigación” (Ritzdorf, 1994: 258). 

			Señalando la poca existencia de estudios que exploren el significado sociocultural de la zonificación urbanística y su impacto en los roles de género, Ritzdorf coloca la necesidad de repensar críticamente la zonificación y las normativas de uso del suelo urbano y comunitario, desde la consideración del impacto que puede tener el acceso a la red de cuidados y apoyos para niños y adultos mayores en las actividades cotidianas de las mujeres en las ciudades. 

			La zonificación exclusivamente habitacional, totalmente cerrada a la utilización del suelo para actividades comerciales y de servicios, es un primer punto que se propone revisar, pues tiene como característica negativa la exclusión total de actividades cotidianas para las mujeres que deberían poder realizarse en espacios de proximidad al hogar, como el acceso a servicios, comercios, guardería para los niños y espacios para los adultos mayores, obligando a las mujeres a desplazarse para los ‘cuidados’:

			Las ordenanzas de zonificación han ido más allá de las simples regulaciones de densidad y uso descritas anteriormente para hacer cumplir una agenda social en una variedad de formas. Por ejemplo, las actuales políticas de tierras residenciales en muchas comunidades excluyen la combinación de hogar y trabajo; excluyen la ubicación de guarderías, tiendas o servicios en barrios residenciales; prohíben la remodelación de casas grandes, caras y viejas en más de una unidad y excluyen otras formas de vivienda asequible, como unidades modulares o prefabricadas […]  La mayoría de estas políticas tienen un impacto directo en la vida de las mujeres, aumentando el tiempo que dedican al cuidado de sus familias mientras mantienen trabajos fuera del hogar. Además, estas políticas tienen un impacto desproporcionado en las mujeres trabajadoras de bajos ingresos, ya sean solteras o casadas, y en las muchas ancianas que viven solas, a menudo en hogares sobredimensionados e infrautilizados (Ritzdorf, 1994: 256, 257).

			Es necesario subrayar que la falta de cobertura adecuada de equipamiento educativo muchas veces implica que las mujeres tengan que dedicar más tiempo a los cuidados y al trabajo no remunerado, por lo que mejorar las condiciones de equidad e inclusión beneficia no solo a los educandos, sino a las mujeres y las familias en sentido general. Según el antes referido informe de Sistema de Indicadores sobre Pobreza y Género en México, “en los 5 años de análisis —2016 a 2020—, en ausencia o en situación de pobreza, para todos los grupos de edad, son las mujeres quienes en mayor medida se dedican al cuidado de otras personas del hogar”. Por lo que entre sus recomendaciones plantea la necesidad de “fortalecer estrategias y programas destinados a apoyar el cuidado de los niños(as) del hogar, […] así́ como diseñar otras políticas públicas que otorguen servicios directos de cuidado a las personas infantes, adultas mayores y con discapacidad” (coneval, 2022: 8).

			Considerando que el uso habitacional exclusivo no promueve la mezcla de usos y de ingresos, esto podría acarrear efectos negativos como la exclusión por condición social, étnica, nacional y la segregación por grupos sociales. Además, provoca una separación entre el espacio del hogar y del trabajo que podría poner en situación de vulnerabilidad a mujeres, adultos mayores y personas con discapacidad, más aún considerando el incremento en los índices de divorcios y de mujeres que son jefas de familia. Por lo que una zonificación inclusiva, desde la perspectiva de los cuidados y los roles de género, debería impulsar la diversidad de ingresos, de usos de suelo mixto, de oferta de tipologías de vivienda, del trabajo en casa y de la proximidad de los equipamientos de cuidados.

			En ese orden de ideas, Kate Redburn (2019), en el artículo How Zoning Law Undermines Family Law’s Functional Turn, coincide en el riesgo que subyace en el uso habitacional exclusivo, que puede acentuar la segregación socioespacial:

			Estudios en esta área en crecimiento han demostrado que las prácticas de zonificación de baja densidad, como las ordenanzas de familias formales, los vecindarios exclusivos unifamiliares y los requisitos de tamaño mínimo de lote, son la segregación por clase económica (Redburn, 2019: 2463).

			Otro tema importante, desde la perspectiva de género, es la necesidad de promover instrumentos de zonificación que impulsen espacios urbanos más ‘amigables para las mujeres’ (Ritzdorf, 1994: 276), evitando que se edifique el espacio urbano con espacialidades que las colocan en situaciones de riesgo, como son los lotes baldíos, los muros ciegos, los estacionamientos, la falta de iluminación:

			Los profesionales de la planificación y el diseño también prestan poca atención a otras cuestiones que preocupan a las mujeres en su vida cotidiana. Un ejemplo simple de un problema que cruza las líneas de raza, género y clase es la falta de atención a la violación y la seguridad personal. Para las mujeres, una calle mal iluminada, un estacionamiento mal diseñado o mal ubicado, o incluso demasiados jardines pueden ser un problema de vida o muerte (Ritzdorf, 1994: 276).

			Zonificación inclusiva y de cuidados en Ciudad Juárez por el derecho a la ciudad

			Si se analiza el capítulo de normatividad y la Carta Urbana de Ciudad Juárez donde se define la zonificación primaria del Plan de Desarrollo Urbano Sostenible de 2016 (imip, 2016), es preocupante que entre los usos de suelo de este municipio no se contempla uno específico de habitación de interés social. Las claves de usos de suelo codificadas consideran múltiples opciones de vivienda (unifamiliar, plurifamiliar, ecológica, tradicional), que pueden presentarse en zonas de uso exclusivo habitacional (H, HE, HT) o de usos mixtos (SH, SHT, CU, SU, CD, CB) (imip, 2016, 54). En estas modalidades se establecen distintos límites de densidad y mínimos de dosificación de porcentaje del área construida para servicio y habitación, pero no se define una clave de uso habitacional social que regule y asegure que se destine un porcentaje de los suelos urbanos consolidados a la inclusión de desarrollos de vivienda social. No se establece la ubicación precisa de dónde se debe construir la vivienda social, asegurando condiciones de buena ubicación, inclusión y oportunidades equitativas en el acceso a equipamiento de desarrollo social. 

			Por lo que un primer desafío de la zonificación urbana de Ciudad Juárez, para impulsar el derecho a la ciudad, sería la impostergable necesidad de establecer y codificar un uso de suelo habitacional social y su adecuada ubicación, pues esa es una de las tareas primordiales de la planeación urbana, regular el uso del suelo para evitar la segregación e impulsar la urbanización inclusiva. 

			Una opción en esa dirección ha sido planteada en un estudio previo (Rodríguez y Sánchez, 2023), que estudió escenarios de una posible zonificación inclusiva en Ciudad Juárez con el propósito de plantear un modelo de desarrollo urbano inclusivo con vivienda social asequible y bien ubicada. Partiendo de datos relativos al suelo urbano vacante y apto para la densificación habitacional en toda la ciudad, se excluyeron aquellos que coinciden en localización con desarrollos actuales de vivienda social, pues el principio de inclusión implica que haya mezclas de ingresos. Los resultados arrojaron que existen en la localidad 225.9 hectáreas de suelo baldío apto para la densificación que se localizan fuera de desarrollos de interés social, por lo que son suelos idóneos para una zonificación inclusiva que promueva la construcción de desarrollos con mezcla de ingresos, que además de comercios, servicios y vivienda media y alta, incluyan algún porcentaje de vivienda social asequible y bien ubicada (Rodríguez y Sánchez, 2023: 22-23).

			Conclusiones

			De lo revisado hasta aquí sobre el derecho a la ciudad y su integración en la Constitución Política del Estado de Chihuahua, se concluye que una dirección que debe explorarse con mayor profundidad es la armonización con los derechos protegidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los principios de los asentamientos humanos codificados en la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano.

			Es necesario priorizar la mejora de las condiciones de equidad, inclusión y habitabilidad urbanas, porque aun cuando el desarrollo urbano sea viable económicamente y respete los límites medioambientales, si no es inclusivo y habitable no propicia que la ciudad cumpla con sus funciones sociales y sea un espacio para la interacción, el intercambio, la convivencia, la asociación intencional. Es necesario promover la prosperidad económica sin menoscabo de la vida urbana, del bienestar, del respeto a los estilos de vida y las costumbres de los habitantes. Esos valores subyacen en el proceso sociohistórico de evolución urbana y deben tomarse en consideración para alcanzar una planificación urbana con perspectiva de derecho a la ciudad y de inclusión.

			Actualmente Ciudad Juárez no presenta un desarrollo urbano inclusivo y la principal causa de la falta de inclusión social es la inadecuada e injusta gestión del suelo urbano municipal. Aunque presenta la mayor mancha urbana en comparación con las demás ciudades fronterizas del norte de México, con una extensión de más de 36 mil hectáreas, existen más de 8 mil hectáreas que son lotes baldíos. Muchos de esos predios vacantes se ubican en zonas bien equipadas en términos de servicios e infraestructura pública, lo que ha incrementado su plusvalía y valor de mercado por décadas. Sin embargo, esos lotes baldíos no se desarrollan con vivienda social precisamente porque se ubican en suelos municipales de alto valor, donde, según los desarrolladores de vivienda, no es viable económicamente ofertar vivienda social desde el modelo de negocio privado. Y esto, a pesar de que la industria de la vivienda señala que se necesita aumentar la oferta de vivienda social para atender la demanda que esperan que se suscite por las miles de plazas laborales que generará en el futuro cercano la localización industrial derivada del nearshoring.

			Así, la gestión del suelo municipal ha dado lugar a una ciudad segregada espacialmente. En la parte norte y noreste predominan fraccionamientos privados en urbanizaciones de baja densidad, conectados a la frontera y los puentes internacionales, con buena cobertura de equipamiento, áreas verdes, transporte, infraestructura y servicios públicos. En los suelos urbanos al sur y suroriente se concentran fraccionamientos de vivienda social compactos en términos de densidad —de 60 viviendas/hectárea en adelante ya que se considera que la densidad de población es compacta—, desarrollados sin las adecuadas condiciones de equidad y habitabilidad, pues presentan carencias y rezagos en la cobertura de equipamiento, servicios, infraestructura y transporte públicos.

			En términos medioambientales, la repetida extensión del fundo legal y la constante extensión de la mancha urbana en los últimos veinte años han causado una sobrecarga de los ecosistemas naturales, pues el incremento de la densidad provoca exceso de basura, escombros, congestión, contaminación del aire, sonora y auditiva, lo que acaba siendo nocivo para la fauna silvestre y provoca daños a la vegetación nativa.

			Por lo tanto, sí es urgente en Ciudad Juárez una ‘zonificación inclusiva y de cuidados’, que promueva el bienestar e inclusión de todas las personas, en especial de los grupos más vulnerables. Si la meta, como lo plantean los Objetivos del Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, es el acceso de todos a la urbanización inclusiva, a vivienda, a servicios básicos, seguros adecuados y asequibles, tendremos que analizar cómo lograrlo. 

			Es ineludible revisar críticamente la zonificación que se expresa en la Carta Urbana de Ciudad Juárez (imip, 2016), y abrirse a la posibilidad de integrar escenarios de zonificación inclusiva, considerando que la ciudad cuenta con 225.9 hectáreas de suelo baldío apto para el uso habitacional inclusivo (Rodríguez y Sánchez, 2023: 22-23). Si estos lotes baldíos bien ubicados y con servicios fueran ocupados en 10% con vivienda social, podrían destinarse 22.5 hectáreas a desarrollos de vivienda social asequible y bien ubicada, sin necesidad de subsidios del gobierno, sin menoscabo de la rentabilidad de los desarrolladores y sin condenar a los derechohabientes de vivienda social a vivir en suelos injustos, sin condiciones de habitabilidad y equidad social. Sumar a esto la zonificación de cuidados podría dar lugar a un espacio urbano más seguro para las mujeres, pues garantizar la cobertura idónea de la red de cuidados de niños y adultos mayores en un espacio de proximidad al hogar impulsaría la diversidad y mezcla de usos de suelo y de ingresos, el acceso a zonas verdes, parques, servicios y equipamientos públicos.

			La zonificación inclusiva y de cuidados, sensible a los roles de género, tiene el potencial de mejorar las condiciones de equidad y habitabilidad urbanas, por lo que es coherente con el derecho a la ciudad y promueve que la ciudad cumpla con sus funciones sociales, favoreciendo la convivencia, la interacción social y una vida urbana cotidiana acorde con las necesidades de mujeres y hombres, niños, jóvenes y adultos. Lo que a la vez contribuye a que la planificación y la gestión del suelo sean instrumentos normativos que aseguren desde lo urbano el cumplimiento de las garantías constitucionales como el derecho a la no discriminación, la distribución equitativa, el desarrollo de la familia, la educación, la vivienda digna y decorosa, la movilidad con condiciones de seguridad vial y accesibilidad, el acceso al agua, la cultura, la práctica del deporte y a un medio ambiente sano para todos.
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			La ciudad y la movilidad: conversación con Laura Antillón

			Gabriel García Moreno

			Administraciones de cualquier nivel de gobierno van y vienen, pero en prácticamente cualquier reunión que involucre la toma de decisiones —sobre los diferentes aspectos de la movilidad en Ciudad Juárez— la figura de Laura Antillón ha sido constante, desde hace por lo menos una década. Una luchadora incansable, que, a partir de la defensa del derecho de las personas con discapacidad a participar de la vida pública, ha logrado posicionar los temas de accesibilidad y el derecho a la ciudad en la agenda de regidores y directores de secretarías y direcciones, tanto municipales como estatales. Esta es una razón por la cual, un poco en broma, pero con mucho cariño, algunos de los que nos toca acompañarla en esta lucha la llamamos la “Reina Madre de la Movilidad”.

			Usualmente es la primera en llegar a las reuniones, y siempre hace puntualizaciones acerca de los temas en discusión, por lo que para quienes tenemos la fortuna de conocerla sabemos que su tenacidad y compromiso son incuestionables. Son estas cualidades las que le han permitido incidir en la política pública desde la asociación civil a la que pertenece, Fundación Juárez Integra, A.C., por lo que se ha vuelto un referente y ejemplo para activistas, organizaciones, comunicadores y tomadores de decisiones. El texto que se presenta a continuación se redactó a partir de una entrevista, realizada por los doctores Alejandro González Milea y Xóchitl Cruz en el mes de agosto de 2023, y ha sido editada a partir de temas e ideas generales discutidos durante la sesión.

			La revolución de las amas de casa: trabajo  y servicio desde una organización civil

			Fundación Juárez Integra, A.C. es la razón social de nuestra organización y se ocupa de la atención a personas con discapacidad. Tenemos 21 años de estar trabajando aquí en la comunidad, a través de servicios de rehabilitación física, atención psicológica, actividades de inclusión social, y con un programa más reciente que atiende a niñas, niños y adolescentes que presentan la condición del trastorno del espectro autista, trastorno de déficit de atención e hiperactividad, lento aprendizaje y problemas de lenguaje. Al principio éramos tres personas, y ahora tenemos 50 empleados y cerca de 1,500 beneficiarios al año.

			Hemos tenido el gran tino de contar con la ayuda de asesores para las organizaciones de la sociedad civil, como Fortalessa y la Fundación del Empresariado Chihuahuense, A.C., quienes se dan cuenta de que para fondear a las organizaciones se requiere ayudarles también en su profesionalización. Creo yo que eso nos ha ayudado de manera exponencial, justo a eso: a que nuestras organizaciones se vayan estabilizando, se vayan fortaleciendo, vayan creciendo y solidificando en su quehacer. Y para eso tenemos que tomar cursos sobre distintas temáticas: sobre lo fiscal, lo contable, lo administrativo, incluso sobre cómo se debe llevar una organización de la sociedad civil, en su gobernanza, en su operatividad.

			Como parte de este proceso de crecimiento, en las planeaciones nos damos cuenta acerca de la utilidad de poder brindar estos servicios, y llevar a las personas a determinados logros o metas individuales en su vida personal y en su condición de discapacidad. ¿Cómo promovemos esta parte si la ciudad no los recibe, cuando no pueden ni siquiera salir fuera de la puerta de su casa? Debido a que ocurren esas cosas es que las organizaciones de la sociedad civil necesitamos seguir existiendo; en el aspecto de seguridad social esto resulta complicado para las familias que tienen un hijo con discapacidad, pues ¿a dónde voltean las personas para hallar respuestas? Nosotros surgimos como esa respuesta.

			La discapacidad no es nada más la que la persona presenta de nacimiento, sino también la que se adquiere, ya sea por accidente, por enfermedad, por alguna condición externa, ajena, o que se presenta en la trayectoria de la vida, por la edad. Hay un dato muy interesante, de la Organización Mundial de la Salud, que dice que ocho años de la vida de cualquier ser humano los va a vivir con alguna condición de discapacidad. Entonces, esto también es importante, es decir, estos espacios públicos tienen que considerar que vamos a tener a todo tipo de personas, que quisieran poder tener el derecho a disfrutar de ellos y a participar en ellos.

			El paradigma que tenemos que romper, desde nosotros, como instancia que ya trabaja cuestiones sobre discapacidad, es dejar de verla como un tema médico para verla como un tema social. La persona es un sujeto social que requiere de ciertas cosas desde la condición que presenta, pero, primero que nada, pues hay que verlas así, como personas. La Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad así define el paradigma, y fue lo que nos hizo cambiar la mirada.

			Esta misma convención define a la persona con discapacidad en el sentido de que las barreras no son simplemente los obstáculos físicos, sino que también están las actitudes culturales hacia el tema. Sin embargo, empezamos por tratar de evidenciar más esos primeros obstáculos. Entonces nos damos a la tarea de crear, dentro de nuestra institución, un área que aborde esos espacios en donde se puede empezar a incidir para que se implementen cambios en leyes, en reglamentos, en procesos que puedan ir primero que nada posicionando el tema de manera transversal, es decir, la accesibilidad como tal. La accesibilidad es la que da, o le debe dar, el derecho a la ciudad a la persona, así sea niño, joven, adulto o adulto mayor.

			Es un camino nada fácil, sobre todo cuando no hay de dónde coger experiencia. Se crea estudiando, analizando, viendo otras prácticas, o sea, parte de nuestra filosofía ha sido no crear el hilo negro, pues ya existe, pero como hay prácticas exitosas en otras partes, pues entonces las vemos, las leemos, hablamos, platicamos o las visitamos para poder ir viendo cómo mejorar.

			Creemos que un logro importante ha sido conseguir posicionar el tema de la discapacidad en la consciencia colectiva de nuestra ciudad, pues era un tema del que no se hablaba, y mucho menos se atendía. Como institución logramos tener un lugar donde se brindan servicios de alta calidad, al alcance de toda la ciudadanía, a una cuota muy baja, con equipos de alta tecnología y personal altamente preparado. Aquí puede venir cualquier persona que quiera recibir nuestro servicio, sin importar el estrato social; quien pueda cubrir la cuota de recuperación lo hace, y quien no, responde un estudio socioeconómico para definir un porcentaje de beca. Esta parte también es un logro importante.

			El hecho de que como sector de organizaciones de la sociedad civil también seamos una opción de empleo para profesionistas, con maestrías y doctorados, es igualmente un logro importantísimo. Hace 30 años no nos veían como una opción de trabajo, éramos las amas de casa que nos dedicábamos por buena voluntad a esto. Ahora nuestro nivel de profesionalización nos ha llevado a ocupar espacios importantes en distintos foros, en distintos eventos, en donde ya nos buscan precisamente porque nos consideran así: especialistas en el tema.

			El reconocimiento de las personas con discapacidad como ciudadanos

			Parte de lo que consideramos importante fue empezar también a informar a las personas con discapacidad, y a sus familiares, de los derechos que tienen como ciudadanos. De nuevo, el momento clave surge a raíz de la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad, pues entra en vigor cuando la Organización de las Naciones Unidas la acepta y se ratifica por los Estados miembros. A partir de entonces, y como parte de nuestra práctica, imprimimos folletos y cuadernillos que reciben los beneficiarios y sus familias desde que ingresan sus solicitudes de servicio o de información.

			A partir de que tú, como individuo, conoces estos derechos, puedes reconocer la situación que te está afectando para que realmente se ejerza el derecho y se respete. Quiero mencionar un ejemplo que viene en dos partes. Cuando van a ingresar los chicos al sistema escolar, puede ser desde guardería hasta universidad, pues lo primero que sucede es que las escuelas dicen “no tenemos manera de atender a este chico, o esta chica, o este joven”. Eso sería por un lado la primera parte; por la otra, en el sentido del reconocimiento de su discapacidad como condición permanente, pues para obtener su credencial de personas con discapacidad se tiene que presentar un certificado médico, que nada más ciertos médicos pueden expedir.

			Entonces las mismas situaciones de beneficio que supuestamente se obtienen, al contar con esta credencial, se convierten en un perjuicio en el momento de tratar de tramitarla, porque hasta la manera y el procedimiento para sacarla es un camino tortuoso. Y aunque le brinde tres, cuatro beneficios, pues se va a quedar sin esos tres o cuatro beneficios por lo que implica conseguirla. Por lo que el mismo sistema revictimiza continuamente a las personas con discapacidad, desde niños de guardería hasta estudiantes de universidad. Esta parte es como nosotros tratamos de plantear a las personas, que tienen derechos, y que necesitan ejercerlos; no es un camino fácil, pero ya están ahí los instrumentos legales que les pueden ayudar.

			Incidencias sobre políticas públicas: el trayecto desde la accesibilidad universal hacia la movilidad

			Ahora, por el lado de nuestros colaboradores, lo que hacemos es invitarlos a hacer valer sus derechos a través de otro tipo de acciones. Lo más reciente fue invitándoles a firmar la solicitud para una audiencia pública con el municipio de Juárez; se trata de uno de los instrumentos que está en la Ley de Participación Ciudadana, precisamente para que podamos ejercer la presión ante nuestros gobiernos, pues nos interesa mucho saber cómo van a garantizar la movilidad peatonal en nuestra ciudad. Para eso, hablamos con nuestros colaboradores y les dijimos: “Queremos apoyar esta iniciativa y necesitamos saber si les interesa sumarse”. Es importante saber que tenemos espacios en donde podemos expresar nuestras inquietudes con relación a algo que nos afecta, a lo mejor en lo particular, pero que puede ser de beneficio un cambio, si se logra, para toda la comunidad.

			En esta audiencia pública sucedió algo muy curioso, pues fue promovida por cinco personas de las cuales tres de esas solicitantes son personas con discapacidad. Y entonces eso fue lo único que vieron las autoridades cuando organizaron el evento, ya que empezaron a hablar nada más de discapacidad, cuando el tema era la movilidad peatonal. Están reconociendo a las personas con discapacidad, y les quieren dar la atención y decirles lo que se ha hecho sobre el tema en esta ciudad; pero no habían entendido bien que fueron personas, en condición de discapacidad, las que por primera vez actuaron como ciudadanos sobre este derecho: el de la movilidad.

			Estamos por lo tanto también en el tema de la accesibilidad universal, ¿por qué? Porque para que mi vida pueda mejorar o para vivir de una manera óptima, para mi calidad de vida, es importante que podamos salir de la casa a caminar con toda seguridad, para ir al supermercado, a la iglesia, a la escuela, al trabajo, que es lo más básico. La accesibilidad no solo son rampas, por eso ya ahora el concepto que se utiliza es el de accesibilidad universal, porque tienes que ver todos los aspectos del entorno.

			Hay ciudades en España que tienen muy claro que la accesibilidad es una herramienta, un instrumento que ayuda a todos, y no solamente a la persona con discapacidad. La accesibilidad universal es un beneficio para toda la ciudadanía porque da mucha más comodidad a todas las personas, incluso a los niños, que, aunque no presenten discapacidades, les ayuda. Por ejemplo, los pictogramas utilizados para la señalización les enseña cómo es, dónde está o qué es el lugar hacia donde van, etcétera. Algo tan sencillo como eso, un pictograma que le dice a una persona con discapacidad auditiva, de lenguaje o intelectual, qué lugares hay, qué estaciones y hacia dónde va, puede ser algo muy claro y sencillo que a todos nos ayuda. Puede haber mucha gente que no sabe o no puede leer; sin embargo, un dibujo si lo entiende.

			En el Reglamento Municipal de Construcción logramos que se incluyera todo un capítulo en el tema de accesibilidad universal, y también dentro del resto del documento se hicieron algunos cambios para que estuviera presente lo necesario; eso fue hace algunos años. Estuvimos ahí en las mesas de trabajo durante nueve meses, casi casi como ver nacer un bebé. Se logró, y está publicada esta parte sobre la accesibilidad universal, que cualquier constructor, que necesite hacer alguna obra, debe considerar; cosa que no necesariamente quiere decir que sí lo hagan.

			Trabajo con organizaciones y la construcción de redes en la comunidad

			Hemos vivido la experiencia siempre bajo la filosofía de sumar esfuerzos, y lo que hemos hecho es tratar de conformarnos en grupos, no necesariamente por tema, precisamente para tratar de incidir de manera más efectiva, y así tratar de ver de qué manera se va cambiando este panorama, se va mejorando; y porque nos interesa aprender de otras experiencias.

			Un modelo muy exitoso a nivel nacional es confe, la Confederación Mexicana de Organizaciones en favor de las Personas con Discapacidad Intelectual, quienes tienen reconocimiento internacional e incluso los han invitado a dar pláticas, conferencias y charlas en las Naciones Unidas. Han formado una red a nivel nacional, con 114 organizaciones, en el tema de discapacidad, de la cual formamos parte, y nos han dado también muchos ejemplos sobre cómo se deben abordar otras áreas para que las personas con discapacidad se desarrollen en distintas esferas, por ejemplo, la cultura, el arte, el baile; o sea, toda esta parte que muchas veces ni se piensa para las personas con discapacidad. En el tema de discapacidad intelectual, el cual es muy complicado y muy sensible, han logrado que los jóvenes sean sus propios gestores y ejerzan su derecho al voto e incluso están impulsando que haya más personas con discapacidad ocupando puestos públicos. Entonces para nosotros son un modelo muy exitoso de promoción de los derechos.

			En el caso del tema de discapacidad estamos en una mesa de trabajo, con 13 organizaciones de la ciudad, en donde tratamos de ver en qué coincidimos, para juntos tratar de ver de qué manera resolvemos. 

			La incidencia es un proceso que se tiene que llevar para que podamos aprender cómo incidir de forma colectiva. Por ejemplo, con el fin de incidir más en lo municipal, aunque somos de distintos temas, nos juntamos en una asamblea de organizaciones. Ahí todos los temas caben, pero nuestro propósito es la incidencia en los temas que son comunes acerca de algo que queremos cambiar en nuestra ciudad. Entonces se analiza, se revisa, hacemos sesiones de trabajo, entramos en procesos de capacitación y empezamos a trabajar. Solamente así, sumando los esfuerzos, para lograr producir resultados.

			Como ciudadanos tenemos que estar aprendiendo cosas para poder identificar por dónde nos tenemos que ir, y así es como vamos conformando estos grupos; todo es un proceso de aprendizaje. En ocasiones son los expertos técnicos quienes nos dicen por dónde, cómo, hacia dónde, si se pasa o no pasa, aunque obviamente, por razones económicas, como organización no podemos tenerlos como parte de nuestro staff, pero por eso nos sumamos con otros grupos en los que están esos expertos. La información que recogemos en estos encuentros con expertos nos sirve para poder elaborar nuestras propias iniciativas, e incluso son revisadas por ellos; esas recomendaciones son siempre bienvenidas y aceptadas, porque sabemos que es parte de lo que enriquece los planteamientos.

			Estos expertos son los que nos ayudan a entender mejor estos conceptos técnicos que están fuera de nuestra área de expertise, porque muchas veces como ciudadanos no logramos distinguir, por ejemplo, las diferentes escalas y órdenes entre lo municipal, estatal y federal. Como con la calle; queda hecha la mitad, porque pues un tramo ya pertenece a la federación y el municipio no puede entrar ahí. O el estado entra a hacer tal cosa, pero nada más hasta un punto, porque ese tren es federal y ahí no puede hacer nada. Entonces también esa falta de transversalidad entre las instancias municipales, federales y estatales no ayuda mucho.

			Otros avances que hemos logrado es que ya se tienen consejos consultivos en los cuales la mitad de los integrantes vienen de la ciudadanía y la otra mitad de gobierno, lo cual ya es muy muy importante. La ley dice que debe existir en cada ciudad un Consejo de Inclusión y Desarrollo para las Personas con Discapacidad. Como parte de la mesa de trabajo de las 13 organizaciones en el tema de discapacidad, decidimos aprovechar el periodo de campañas de candidatura para la presidencia municipal, y proponer de manera conjunta que se pudiera constituir este consejo, y nos aceptaron la iniciativa. 

			El año pasado se acaba de constituir el consejo, promovimos que tres personas con discapacidad formaran parte de él, y es por eso que también tenemos que trabajar mucho con nuestros beneficiarios o ex beneficiarios, para que quieran ocupar estos espacios, pues no es fácil tampoco para ellos. Lamentablemente, los gobiernos quieren utilizarlos para promover sus programas, y no es esa su función; entonces tenemos que empezar desde informarnos como ciudadanos, para ver qué obligaciones y qué responsabilidades vamos a tener cuando ocupemos esos espacios, en los consejos, y manifestarnos cuando las cosas no son como deben ser.

			Formamos parte también del Consejo de Movilidad, que está conformado por empresarios. A partir del trabajo hecho me identifican como la promotora de la accesibilidad, por lo que uno de los proyectos que estoy trabajando como el nivel uno de la Pirámide de la Movilidad, es el de representar a los peatones. El proyecto consiste en el mapeo de la condición de las banquetas en la ciudad, aledañas a las rutas BRT, con el apoyo de cinco estudiantes de Arquitectura. Esto se hace con el acompañamiento de un experto, en este caso un ingeniero, quien nos está ayudando para que trabajen los estudiantes desde su casa a partir del uso de sistemas y plataformas digitales.

			¿Continuidad y consolidación? Retos actuales y futuros

			Definitivamente el rubro principal para mejorar el derecho a la ciudad sería contar con mejores gobiernos que quieran trabajar por la ciudad, por los ciudadanos, no por sus intereses políticos. Vemos continuamente que cada uno viene con su propio librito y lo que dice el anterior ya no vale, entonces es casi volver a empezar. Si se queda una construcción a la mitad, pues llegó hasta ahí porque perteneció a una iniciativa de un gobierno anterior cuando incluso es de la ideología similar; esa parte es la que más nos ha afectado. Obviamente dentro de este gran tema de mejores gobiernos tienen que estar presentes cuestiones como la honestidad, transparencia, la aceptación a la participación ciudadana. Porque también ha sucedido eso, pues aunque emanan de la ciudadanía, en el momento en el que se convierten en gobierno empieza una descalificación, y no se da el valor a la opinión ciudadana. Y definitivamente les movemos el tapete; sí somos, bueno, al menos yo soy molesta para muchos de ellos, lo reconozco.

			Pero también como ciudadanos es importante mantener la integridad, y no solamente una postura que asumo, en la que me presento porque me dijeron o me invitaron, sino porque a mí me interesa estar aquí para poder traer la voz de los ciudadanos, una voz fuerte y bien informada. Si es algo que no está dentro de lo que estamos luchando por que se logre, aunque lo diga el presidente municipal, pues nosotros tenemos que seguir insistiendo en que sea la ciudadanía la que diga qué es lo que quiere, cómo lo quiere, y que esa opinión realmente valga, tenga su peso. Pero tiene que venir desde la opinión informada, no nada más porque mis vecinos dicen. Es importante llevar datos duros para poder decir: esta es la realidad. Y esa es la realidad que debe atenderse.

			Como organizaciones de la sociedad civil definitivamente traemos muchos retos para poder consolidarnos, en términos de recursos humanos, de recurso económico, de respuestas a la comunidad y de trascender. En el caso institucional, nosotros decimos que necesitamos gente que se enamore de la causa, porque si te enamoras de la causa y entiendes el propósito o la misión de vida que esto representa para las personas, es como lo vamos a poder hacer. De hecho como fundación estamos tratando de integrar a estas nuevas generaciones para garantizar su posteridad, pues los fundadores no somos eternos; y dentro de esta integración tenemos que ir vertiendo también nuestra filosofía institucional, y ahí es donde nos está costando un poquito de trabajo, porque las nuevas generaciones traen otra dinámica, en el sentido de cómo profundizar las situaciones para poder sentirlas propias.

			Entonces para nosotras como fundadoras es muy claro, ya que empezamos como activistas sociales de otra naturaleza y lo traemos en la sangre; sin embargo, para las nuevas generaciones no es así de fácil, el salir a esto, o aquello, y exigir nuestros derechos porque no les ha tocado vivir algunas de nuestras experiencias. Y para nuestros beneficiarios es todavía más difícil, porque son personas con discapacidad, que históricamente han sido excluidas de todo lo relacionado a ejercer sus derechos.

			No tenemos suficientes recursos humanos y económicos como para andar dispersando la atención en otras cosas, pero poco a poco nos estamos dando cuenta de que definitivamente es inevitable el papel de la política pública. Aquí el detalle es que perdure lo poco que se logra hacer, que realmente trascienda, que no se quede nada más como un esfuerzo de un determinado tiempo. Y ahí va a estar el reto: que haya continuidad.

		


		
			Nuevos actores entre demandas y acciones

		


		
			La ciudad y el feminismo político-interseccional

			Angélica López Muñoz

			Instituto Municipal de las Mujeres Ciudad Juárez

			El propósito de este capítulo es presentar una reflexión en torno a los retos y dificultades que implica garantizar el derecho a la ciudad de niñas y mujeres, a partir de la mirada del feminismo político-interseccional. Para ello se retoma el acoso sexual callejero como una experiencia que se vive de manera diferenciada en función del género, clase, raza y etnia, e influye en los usos y prácticas del espacio público de niñas y mujeres; además, constituye un tipo de violencia sutil e invisible que se produce en el ámbito comunitario. Según la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, es un acto individual o colectivo que transgrede los derechos fundamentales de las mujeres y propicia su denigración, discriminación, marginación o exclusión del ámbito público. 

			La Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (2004) reconoce que las ciudades están lejos de ofrecer condiciones y oportunidades equitativas a sus habitantes; la mayoría de la población urbana está privada o limitada en virtud de las características que la atraviesan por condición económica, social, cultural, étnica y de edad, y las luchas urbanas están fragmentadas, lo que implica que las posibilidades de cambios significativos sean casi imposibles. En este sentido, para garantizar el derecho a la ciudad, los gobiernos se enfrentan a la tarea no solo de retomar la multiplicidad de voces de la ciudadanía para garantizar las condiciones y oportunidades equitativas de sus habitantes, sino que, además, deben traducirlas en políticas públicas que garanticen ciudades justas y sostenibles para todas y todos.

			En este contexto, las experiencias que viven niñas y mujeres mientras transitan por los espacios públicos son cada vez más difíciles de ignorar, cuando se trata de buscar los mecanismos espaciales y territoriales que les garantice el derecho equitativo a la ciudad. En el caso de Ciudad Juárez, las once manifestaciones de acoso sexual callejero —que se detallarán más adelante— son experiencias concretas que influyen en la manera en que viven y acceden a los espacios públicos. Sus afectaciones van desde las condiciones individuales, como son las medidas que utilizan para sentirse seguras mientras transitan por los espacios públicos, hasta las emocionales, como son lo que sienten al momento de vivir y/o recordar algún episodio de acoso sexual callejero, incluidos los perjuicios a su vida cotidiana. Todo esto se refleja en los usos y prácticas en los espacios públicos en general. 

			Este escrito busca poner sobre la mesa la complejidad que implica garantizar el derecho a la ciudad de niñas y mujeres en un contexto social, histórico y político como el de Ciudad Juárez. Para ello es necesario tener en cuenta que, como indica la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (2004), para alcanzar el ejercicio pleno del derecho a un patrón de vida adecuado es necesaria una ciudad equitativa dentro de los principios de sustentabilidad y justicia social, con enfoque especial en las necesidades de los grupos socialmente vulnerados. En este caso vale la pena preguntarse: ¿qué implicaciones tiene instaurar dicho derecho a la ciudad en un contexto generalizado de violencia contra las mujeres? ¿Qué ciudad desean tener las niñas y mujeres que habitan en Ciudad Juárez para sentirse seguras en los espacios públicos? 

			En este sentido, la declaratoria por Alerta de Género contra las Mujeres emitida en el año 2021, en el estado de Chihuahua, ha dejado en evidencia la apremiante necesidad de atender las manifestaciones más sutiles e invisibles de la violencia contra las mujeres para que sus expresiones más visibles y explícitas cesen. Por lo anterior, este trabajo se centrará en describir una de las múltiples manifestaciones de la violencia que experimentan niñas y mujeres en los espacios públicos, y revisar cómo estas limitan el acceso equitativo a la ciudad, con la finalidad de pensar o plantear una ciudad donde todas puedan sentirse seguras.

			Hablar del derecho a la ciudad, desde la mirada del feminismo político-interseccional, toma un papel preponderante en Ciudad Juárez debido al contexto de desaparición y feminicidio que permea la memoria de niñas y mujeres, junto con la apremiante necesidad de construir caminos para garantizar espacios libres de violencia para la ciudadanía en general y para las niñas y mujeres en particular. En este sentido, la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad (2004) enuncia que es un esfuerzo por contribuir a las luchas urbanas y el reconocimiento del sistema internacional de los derechos humanos en pro de los grupos empobrecidos, vulnerables y desfavorecidos para alcanzar el pleno ejercicio del derecho a un patrón de vida adecuado. Frente a las condiciones anteriormente enunciadas es necesario preguntarse: ¿cuáles son las condiciones necesarias para garantizar el derecho a la ciudad de niñas y mujeres en Ciudad Juárez?

			Como bien lo afirma la Habitat International Coalition (s.f.), el derecho a la ciudad es alternativa, solución y camino para reasignar, actualizar y defender los derechos humanos relacionados con la injusticia social, desigualdad, discriminación y segregación espacial, entre otros. Por lo anterior, resulta indispensable acompañar los esfuerzos por construir una carta por el derecho a la ciudad desde una mirada teórica y metodológica, que se acerque a las realidades de las niñas y las mujeres, desde miradas no hegemónicas o que privilegien la vida reproductiva sobre la productiva. 

			Una mirada teórico-metodológica, como la de Muxí (2020), supone que una ciudad libre de violencia para niñas y mujeres implica un cambio de paradigma, que parta de la idea de que el espacio no es neutro y, como tal, condiciona las experiencias de quienes lo utilizan. Una ciudad futura, afirma la autora, debería poner como centro la reproducción y la vida cotidiana; es decir, debe ser una ciudad pensada desde la experiencia de las personas: policéntrica, mixta y compleja. Así, para lograr el cambio de paradigma se debe centrar la mirada en las personas y con pleno reconocimiento de la reproducción y la vida cotidiana, más allá de la vida productiva; esto significa también la comprensión de los usos y prácticas de los espacios públicos de niñas y mujeres.

			Para lograr lo anterior, la propuesta del feminismo político-interseccional es una apuesta por poner en el centro la vida de las niñas y las mujeres, para comprender cuáles son sus usos y prácticas en los espacios públicos; con el género como categoría analítica y concepto político, junto con la mirada interseccional que visibiliza, reconoce y explica la cadena de opresiones que las acompaña y que servirá para operativizar el derecho a la ciudad (Czytajlo 2019; López 2021). Esta aproximación constituye un aporte teórico-metodológico a los estudios sobre el derecho a la ciudad desde la mirada feminista, y ofrece nuevos panoramas para la comprensión del territorio a partir de perspectivas que nos acerquen a la vida cotidiana y reproductiva desde miradas no hegemónicas de la realidad. 

			Aunado a lo anterior, apremian las reflexiones colectivas e interinstitucionales para que la aproximación a la ciudad —futura policéntrica, mixta y compleja a la que alude Muxí (2020)— pueda materializarse en los espacios públicos de Ciudad Juárez y que la vida libre de violencia para las niñas y las mujeres sea una realidad cada vez más cercana para todas. 

			La construcción de reflexiones colectivas e interinstitucionales que pongan en el centro la vida y experiencia de niñas y mujeres permite a los gobiernos, academia, organizaciones de la sociedad civil, colectivas y ciudadanía en general plantear no solo retos, sino posibilidades de cambio para la mejora de las condiciones en que se utilizan y acceden a los espacios públicos. Además, enunciar los retos y dificultades que tienen los gobiernos para garantizar el derecho a la ciudad de niñas y mujeres, apremia en una ciudad que es reconocida internacionalmente por la violencia de género que permea los usos y prácticas del espacio público de sus habitantes. Aquí vale la pena preguntarse: ¿cuáles son las experiencias de la vida cotidiana de niñas y mujeres en Ciudad Juárez que hacen inviable que puedan acceder en igualdad de condiciones a los espacios públicos?

			Para contestar la pregunta anterior se debe retomar el acoso sexual callejero como una experiencia de la vida cotidiana que condiciona los usos y prácticas de niñas y mujeres. Esta experiencia, como una de las manifestaciones de la violencia comunitaria, toma relevancia pues, según datos de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (2022), la violencia sexual en el ámbito comunitario es la más frecuente a nivel nacional, en cuanto que 42.2% de mujeres de 15 años y más han vivido violencia sexual a lo largo de su vida en el ámbito comunitario, mientras que en el estado de Chihuahua es de 42.1%. En Ciudad Juárez, según el Instituto Municipal de las Mujeres (2017), siete de cada 10 mujeres se perciben inseguras en el espacio público. 

			Además de lo anterior, se parte de las premisas de tres teorías. En primer lugar, la teoría de política feminista, la cual implica un posicionamiento y compromiso con las niñas y mujeres, y la mejora de sus condiciones estructurales e individuales de vida para que el acceso a una vida libre de violencia sea una realidad cada vez más posible para todas. En segundo lugar, el urbanismo feminista, que parte de la idea de que las ciudades no son neutrales en cuanto que son una expresión de los valores y las creencias de las sociedades, por lo que desentramar las formas en que el patriarcado se ve reflejado en el diseño urbano es relevante, sobre todo cuando se pretende problematizar sobre los retos y dificultades que implican garantizar el derecho a la ciudad de niñas y mujeres. En tercer lugar, están las teorías de las intersecciones, que abonan al análisis en cuanto que parten de la idea de que la categoría de género debe acompañarse de las opresiones que se viven en simultaneidad, como lo son la raza, la clase y la etnia, entre otras, y de esta forma podrá comprenderse que las mujeres transitan y habitan la ciudad de manera diferenciada, aun entre ellas. Por lo anterior, se parte de la premisa de que el acoso sexual callejero, como una de las múltiples expresiones de la violencia comunitaria, limita el acceso de niñas y mujeres a los espacios públicos y, por lo tanto, no permite que estas puedan ejercer su derecho a la ciudad de manera equitativa. 

			Este trabajo se centrará en describir una de las múltiples manifestaciones de la violencia que experimentan niñas y mujeres en los espacios públicos, y revisar cómo estas limitan el acceso equitativo a la ciudad, con la finalidad de pensar o plantear nuevas rutas que lleven pensar el derecho a la ciudad para todas. Es por esto que se describen las medidas que utilizan para sentirse seguras mientras transitan por los espacios públicos, y las emociones que experimentan al momento de haber vivido alguna experiencia de acoso sexual callejero y las afectaciones a la vida cotidiana. 

			Este capítulo se organiza en tres ejes. En primer lugar, se plantea el derecho a la ciudad como una deuda histórica para las niñas y las mujeres de Ciudad Juárez desde una perspectiva sociohistórica, en relación con la desaparición y feminicidio, realidad latente desde los años noventa y que continúa influyendo en los usos y prácticas de los espacios públicos. Como afirma López (2022), la desaparición y el feminicidio son una representación y materialización de los sistemas de poder y que “se ven reflejados de manera diferenciada en la vida de quienes las habitan y transitan; son una expresión física de las sociedades, sus políticas, relaciones económicas y culturales” (ibid.:  6). En segundo lugar, se abordan los usos y prácticas de los espacios públicos, pues como sostiene Filipe (2014, 2018), los espacios son construcciones sociales, políticas e ideológicas que se ven reflejadas en las nuevas configuraciones espaciales y que influyen directamente en las formas en que niñas y mujeres acceden a los espacios públicos y en la vivencia que tienen a partir de las dicotomías planteadas por el sistema sexo-género, en particular la producción-reproducción. El uso de estas dicotomías geográficas, menciona Soto (2016), “establece representaciones espaciales de lo femenino y lo masculino como construcciones ideológicas que afectan directamente el ordenamiento urbano y la estructura espacial” (ibid.: 41). En tercer lugar, se presenta el acoso sexual callejero como una de las múltiples manifestaciones sutiles e invisibles de la violencia comunitaria contra niñas y mujeres, que se viven de manera diferenciada y que afectan directamente a los usos y prácticas de los espacios públicos. Estas prácticas de connotación sexual ejercidas por personas desconocidas, en los espacios públicos y semipúblicos, son acciones unidireccionales y no consentidas por la persona agredida que generan malestar en las víctimas (Observatorio contra el Acoso Callejero Chile 2015 citado en López 2021) y se ven reflejadas en las medidas que siguen para transitar seguras, en las emociones que experimentan en el momento y después de vivir algún episodio de acoso sexual callejero y en los usos que dan a los espacios públicos. 

			Derecho a la ciudad: una deuda histórica con las niñas y las mujeres 

			La Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad es un documento que surge de la preocupación sobre las formas en que la creciente urbanización de las ciudades afecta de manera diferenciada a sus habitantes. Si bien reconoce que “las ciudades son, potencialmente, territorios con gran riqueza, diversidad económica, ambiental, política y cultural” (Foro Social de las Américas/Foro Mundial Urbano, 2012: 184) también afirma que en los países empobrecidos pueden convertirse en lugares de segregación social y espacial debido a los modelos de desarrollo que implementan. Esta Carta plantea la necesidad de construir modelos sustentables de sociedad y vida urbana que incluyan el respeto a la diversidad cultural y el equilibrio entre lo urbano y lo social. 

			En la Carta se asume como un desafío la construcción de un modelo sustentable de sociedad y vida urbana, con el objetivo de mejorar las condiciones de quienes habitan regiones empobrecidas con procesos de urbanización acelerados. Este modelo deberá ir más allá del acceso a la vivienda y el mejoramiento de los barrios, pues debe tener en cuenta que la calidad de vida de las personas “implica enfatizar una nueva manera de promoción, respeto, defensa y realización de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales garantizados en los instrumentos regionales e internacionales de derechos humanos” (Foro Social de las Américas/Foro Mundial Urbano, 2012: 185). 

			En este mismo sentido, en la Carta se mencionan las luchas urbanas que reclaman los derechos humanos enunciados en instrumentos internacionales. Sin embargo, también afirma que estos se encuentran fragmentados e incapacitados para producir cambios en modelos de desarrollo, por lo que también la Carta se convierte en un exhorto para que la sociedad civil, gobiernos y organismos internacionales asuman un compromiso compartido a fin de que las personas tengan una vida digna en las ciudades. Por lo anterior, esta Carta se presenta como un instrumento dirigido a actores públicos, sociales y privados, que entre sus luchas tengan las de promover y reconocer el derecho a la ciudad como un derecho humano, para lo que propone una serie artículos enfocados en el fortalecimiento de las luchas urbanas y una guía general para los actores interesados. 

			Si bien, la Carta es un esfuerzo que se inició hace casi 20 años con la finalidad de mejorar las condiciones urbanas de quienes habitan las ciudades más empobrecidas, es también un instrumento que ofrece pautas a actores públicos, sociales y privados para guiar las acciones necesarias para la promoción y reconocimiento del derecho a la ciudad. Como es de esperarse, las condiciones sociales, políticas y económicas de los países y las ciudades se han ido transformando a lo largo de la historia, y con ello la comprensión de las formas en que la creciente urbanización de las ciudades impacta de manera diferenciada en la vida de sus habitantes. 

			En este punto resulta relevante situarse en las condiciones históricas, sociales, políticas y económicas por las cuales se plantean los retos y dificultades que implica garantizar el derecho a la ciudad, en especial de niñas y mujeres. Como ya se reconoce en la Carta, la mayoría de la población urbana se encuentra privada o limitada para satisfacer sus derechos y necesidades más elementales, por sus características económicas, sociales, culturales, étnicas, de género y edad (Foro Social de las Américas/Foro Mundial Urbano, 2012). Pero ¿qué significa esto para las personas que habitan, transitan y utilizan los espacios públicos en Ciudad Juárez?; y en específico, ¿qué significa para las niñas y mujeres? 

			Ciudad Juárez ha sido reconocida, internacionalmente, por los casos de feminicidio y desaparición que las familias de mujeres víctimas de estos delitos y organizaciones de la sociedad civil han denunciado desde los años noventa. Fue hasta 2002 que algunos casos de feminicidio llegaron a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, mismos que hicieron evidente las violaciones a los derechos humanos, tanto de las víctimas como de sus madres y familias durante el proceso de búsqueda de justicia para sus hijas. Las denuncias dejaron al descubierto que el Estado no garantizó el derecho a la vida ni la integridad personal y libertad personal de niñas y mujeres, entre otros. 

			El caso González y otras (“Campo Algodonero”) versus México es una sentencia emitida en 2009 por la Corte Internacional de Derechos Humanos contra el Estado mexicano por tres casos de feminicidio. Dejó al descubierto toda una cadena de violencias machistas del Estado y su sistema de justicia contra las mujeres en Ciudad Juárez. La sentencia trajo consigo una serie de recomendaciones que el Estado debía seguir para reparar el daño a las madres de las víctimas y sus familias, en lo particular, y en lo general establecía los mecanismos necesarios para garantizar la no repetición; así se constituyó como un parteaguas en el acceso a la justica de niñas y mujeres. 

			Si bien, el Estado mexicano se encargó de crear y fortalecer instituciones para atender las violencias contra las mujeres, además de implementar programas, cursos permanentes y capacitación en derechos humanos y género —y al funcionariado público en la perspectiva de género para garantizar la no repetición—,1 lo cierto es que la realidad cotidiana de niñas y mujeres dista mucho de mejorar. Tal como lo indica la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (endireh), de 2022, en México 70.1% de las mujeres de 15 años y más ha vivido algún tipo de violencia al menos una vez en su vida, y 42.8% experimentó violencia en los 12 meses previos al levantamiento de la encuesta. En el estado de Chihuahua, 71% de las mujeres de 15 años y más ha experimentado violencia, es decir, por arriba de la media nacional. En Ciudad Juárez, según datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de enero a junio de 2023 el promedio de incidencia delictiva en donde las víctimas son mujeres es de 54.65%, entre los que destacan: violencia familiar, 79.82%; violación sexual, 78.87%; secuestro, 64.70%.

			En el caso del ámbito comunitario, según la endireh (2022), en el país 45.6% de las mujeres de 15 años y más ha vivido algún tipo de violencia en los espacios públicos en algún momento de su vida, del cual 75.5% ha sido violencia sexual ejercida por un desconocido. En el estado de Chihuahua, 45.9% de las mujeres de 15 años y más ha experimentado violencia en los espacios públicos, del cual 72.2% ha sido violencia sexual ejercida por un desconocido. En Ciudad Juárez, según datos del Instituto Municipal de las Mujeres (2017), siete de cada 10 mujeres declaran sentirse inseguras mientras transitan por el centro histórico de Ciudad Juárez, mientras que las mujeres de 15 años en adelante declaran que el 97% de las veces que vivió acoso sexual callejero, el agresor fue un hombre o un grupo de hombres (López, 2021).

			En esta sección se ha presentado la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad y sus intenciones de mejorar la calidad de vida de los habitantes de las ciudades a través de cambios en los modelos de desarrollo mediante un esfuerzo conjunto entre gobierno, sociedad civil y academia. Por otro lado, se sitúa el contexto sociohistórico de las niñas y las mujeres a partir de los años noventa en relación con la desaparición y el feminicidio, todo con la finalidad de entender o imaginar el derecho a la ciudad de las niñas y las mujeres de Ciudad Juárez. 

			En este sentido, se pone sobre la mesa la necesidad de pensar el derecho a la ciudad colocando en el centro no solo la experiencia y la vida de las niñas y las mujeres, sino también la memoria histórica que prevalece en la ciudad respecto del feminicidio y la desaparición expresada renglones arriba. Si bien, esta es una realidad que ha transmutado con el tiempo, su impacto en los usos y prácticas de los espacios públicos y, por ende, en el acceso a la ciudad de una manera diferenciada, es una realidad que no se puede negar. 

			Usos y prácticas de los espacios públicos: un patrón espacial del acoso sexual callejero 

			Los espacios públicos no son neutrales, son una materialización de las relaciones de poder de las sociedades y por tanto tienen un impacto en la forma en que sus habitantes usan, habitan y transitan por las ciudades. En ellos “se establecen y reproducen relaciones de género, poder e identidad, mismos que permean las normas y límites sociales y espaciales, es decir, se materializa la forma, función y significado de la vida colectiva a individual” (Instituto Municipal de las Mujeres, 2020: 12). En palabras de Pineda (2020), pensar los espacios públicos en clave de género significa acercarse a la comprensión de lo urbano como una forma de segregación espacial que se ve reflejada en las formas diferenciadas en que las personas viven los espacios públicos; además advierte que es un error intentar comprender esta realidad desde la lógica binaria. 

			La autora afirma que, para comprender la realidad urbana, desde las relaciones que produce y reproduce y acercarse a las particularidades de la segregación espacial, es necesario un enfoque interseccional, pues ofrece “una panorámica más amplia y compuesta por todas las personas en su inmensa diversidad, contraponiéndose a la universalización del ‘hombre’ como sujeto referente para construir la ciudad” (Pineda, 2020). Desde estas perspectivas, se parte de la idea de que las mujeres han sido históricamente segregadas e invisibilizadas de los espacios públicos, tanto en sus actividades reproductivas como en los procesos de planificación de las ciudades. 

			Estos procesos de planificación urbana, que se encuentran permeados por un sistema social y cultural que privilegia las actividades productivas sobre las reproductivas, tiene repercusiones directas en las formas en que se habitan las ciudades. Desde las perspectivas de género e interseccional, comprender los usos y prácticas de los espacios públicos a partir de la escala del cuerpo es clave para aproximarse al patrón espacial del acoso sexual callejero en Ciudad Juárez, pues poner en el centro la vida y experiencia de las mujeres significa también partir de sus narrativas. 

			El patrón espacial del acoso sexual callejero en Ciudad Juárez, según López (2021), es una aproximación que sitúa y describe las formas en que las niñas y mujeres viven el acoso en el centro histórico de Ciudad Juárez. Este consta de cinco componentes que se construyeron a través de revisión documental, datos estadísticos y narrativas de las niñas y mujeres que habitan y transitan los espacios públicos. En primer lugar, la planeación urbana en el marco normativo municipal muestra una revisión de los marcos internacionales, nacionales, estatales y municipales encaminados a garantizar espacios libres de violencia para niñas y mujeres. En segundo lugar, la percepción de seguridad expone los comportamientos que niñas y mujeres consideran como acoso sexual callejero y sus experiencias tanto con el acoso como con situaciones de violencia en general. En tercer lugar, la autora expone las emociones construidas en el espacio público en donde explica la experiencia de acoso sexual callejero, desde la forma en que salen a los espacios públicos hasta sus reacciones emocionales y físicas al momento de vivir alguna manifestación de acoso. En cuarto lugar, las personas en el espacio público urbano describen las características de las personas que les generan percepción de inseguridad al momento de transitar por los espacios públicos, así como las reacciones de los agresores y testigos. En quinto lugar, las características de vulnerabilidad explican los factores endógenos y exógenos que les hace percibirse vulnerables al momento de utilizar los espacios públicos, las medidas que toman para sentirse seguras, los lugares donde se sienten inseguras y dónde han vivido alguna situación de acoso, así como sus experiencias con los procesos de denuncia. 

			Este patrón espacial da cuenta de los usos y prácticas de los espacios públicos de niñas y mujeres en Ciudad Juárez, en relación con la percepción y experiencia del acoso sexual callejero, que López (2021) presenta en cinco aspectos: condiciones causales, el acoso como fenómeno, el contexto y condiciones intervinientes, estrategias de acción/intervención y consecuencias. Las condiciones causales son aquellas que, si bien son externas a las niñas y mujeres, configuran la experiencia y percepción entre las que se encuentran las características sociodemográficas, los aspectos sociales, la fuerza de trabajo y las condiciones del centro histórico de Ciudad Juárez y su diseño urbano. 

			El acoso sexual callejero como fenómeno da cuenta de su normalización, así como de las formas de dominio y control sobre los cuerpos de niñas y mujeres. El contexto y las condiciones intervinientes explican los factores endógenos del contexto socioespacial, socioestructural y la reproducción de la fuerza de trabajo femenino. Por su parte, las estrategias de acción/intervención constituyen una aproximación a las condiciones estructurales —específicamente el Corredor Seguro para Mujeres, como una estrategia implementada por el gobierno municipal de Ciudad Juárez (2018-2021) cuya finalidad es acercar herramientas a la población en específico a las mujeres para que tengan tránsitos seguros—, así como a las medidas que niñas y mujeres toman de manera personal para sentirse seguras al momento de transitar por los espacios públicos. 

			Finalmente, las consecuencias describen las afectaciones psicológicas, emocionales, cotidianas y conductuales del acoso sexual callejero en la vida de niñas y mujeres, y en los usos y prácticas de los espacios públicos. Si bien la investigación realizada por López (2021) pone la mirada en el centro histórico de Ciudad Juárez, no solo por sus características espaciales, sino también por lo que este implica para la memoria histórica de las niñas y mujeres en la ciudad en relación con la desaparición y el feminicidio, sus hallazgos son una aproximación a las formas en que estas usan, habitan y transitan por la ciudad. 

			Así, en este apartado se presentó desde el patrón espacial del acoso sexual callejero en Ciudad Juárez como una forma de situar las percepciones y experiencias que niñas y mujeres tienen mientras utilizan los espacios públicos, en particular el centro histórico de Ciudad Juárez. Esto sirve como base para enmarcar las consecuencias que tiene en sus vidas cotidianas y constituye el punto nodal para las decisiones que toman al momento de salir a la calle. Si bien estas afectaciones psicológicas, emocionales, cotidianas y conductuales son construidas a partir de lo que han escuchado y vivido sobre esta zona en particular de la ciudad, influyen en los usos generales que dan a los espacios públicos y al acceso equitativo al mismo, es decir, en el ejercicio de su derecho a la ciudad. 

			Miedo a la ciudad: el acoso sexual callejero en la vida cotidiana de niñas y mujeres 

			Las violencias sutiles e invisibles que viven niñas y mujeres a lo largo de la vida son difíciles de reconocer, debido a que muchas de ellas se encuentran instaladas en la cultura. El caso del acoso sexual callejero no está fuera de este criterio, debido a que su concepción se relaciona directamente con el ‘piropo o halago’. Aun en este contexto, se trata de una realidad que no se puede ignorar debido las afectaciones psicológicas, emocionales, cotidianas y conductuales en la vida de niñas y mujeres; en este punto se puede afirmar que es un obstáculo para su acceso equitativo a los espacios públicos y, por ende, para su ejercicio pleno del derecho a la ciudad. 

			Por esto, antes de continuar es pertinente aproximarse al acoso sexual callejero desde sus distintas dimensiones para comprender de manera más amplia su impacto en los usos y prácticas de los espacios públicos de niñas y mujeres. Esta práctica, de connotación sexual no consentida por la persona agredida, ejercida de manera unidireccional en espacios públicos o semipúblicos, se desagrega en once comportamientos: 

			
					Que se desnuden total o parcialmente en su presencia

					Que rocen o toquen de forma intencional partes íntimas de su cuerpo (trasero, vulva, senos)

					Que presionen los genitales en su cuerpo de forma intencional

					Que se acerquen de forma intimidante con intención seductiva o sexual

					Que la sigan persistentemente en su recorrido con intención seductiva o sexual

					Que le digan ‘piropos’ de forma agresiva, vulgar u ofensiva

					Que traten de llamar su atención con distintos sonidos

					Que le tomen fotografías en un lugar público sin su consentimiento

					Que rocen o toquen de forma intencional partes no íntimas de su cuerpo

					Que la miren de forma persistente haciéndola sentir incómoda

					Que le digan piropos de forma ‘respetuosa’ o amable

			

			Estos once comportamientos, de manera aislada o combinada, son prácticas consideradas como acoso sexual callejero, mismos que se han convertido en una experiencia cotidiana de niñas y mujeres mientras utilizan los espacios públicos. En sus tránsitos cotidianos a la escuela, el trabajo, o a actividades recreativas, salir para muchas significa la posibilidad de vivir alguna de estas experiencias. Como afirma López (2021) “todas las mujeres hemos sufrido al menos una vez acoso sexual callejero, pero no todas de la misma manera ni con la misma frecuencia o intensidad” (§ 1). 

			En Ciudad Juárez, según lo reportado por esta misma autora (2021), las manifestaciones de acoso sexual callejero son vividas por las niñas y las mujeres de la siguiente manera: al 97% la miró de forma persistente una persona desconocida, haciéndola sentir incómoda; al 74% trataron de llamar su atención mediante distintos sonidos, como por ejemplo silbidos, besos o tocar el claxon; al 63% le dijeron piropos de forma ‘respetuosa’ o amable; al 55% le dijeron ‘piropos’ de forma agresiva, vulgar u ofensiva; al 42% la siguieron persistentemente en su recorrido con intención seductiva o sexual; al 37% le rozaron o tocaron de forma intencional partes no íntimas de su cuerpo; al 34% le presionaron los genitales en su cuerpo de forma intencional; al 34% se le acercaron de forma intimi-dante con intención seductiva o sexual; al 24% le rozaron o tocaron partes íntimas de su cuerpo; al 17% se desnudaron total o parcialmente en su presencia y al 15% le tomaron fotografías sin su consentimiento. 

			Otra dimensión a considerar, para ampliar la comprensión sobre las formas en que viven el acoso sexual callejero, es la experiencia que niñas y mujeres tienen en el ámbito comunitario; según la endireh (2022), a nivel nacional, esto ocurre principalmente en la calle, el parque o el transporte público. En Ciudad Juárez esta es una experiencia que inicia y continúa a lo largo de la vida, en donde 60% de las veces iban solas cuando vivieron esta experiencia, y el 97% de las veces fue un hombre o un grupo de hombres quien las agredió. 

			Hasta este punto se ha establecido que el acoso sexual callejero es un comportamiento que trasciende el simple ‘piropo’, y constituye un comportamiento más complejo que se relaciona con la sexualización de niñas y mujeres, misma que es producto de un sistema y orden patriarcal que permea física y simbólicamente los espacios públicos y que constantemente manda el mensaje de que los espacios públicos no son para ellas. Es decir, el acoso sexual callejero es uno de los múltiples medios por los que se intenta perpetuar el sistema sexo-género que asigna físicamente los espacios privados a las mujeres y los espacios públicos a los hombres. Esto se cristaliza en la vida de niñas y mujeres, a través de las emociones que experimentan al momento de vivir y recordar algún episodio de acoso sexual callejero, en las medidas que utilizan para transitar por la zona centro y, en los usos del espacio después de haber vivido acoso. 

			En cuanto a la dimensión emocional del acoso sexual callejero, se ha establecido que se trata de un comportamiento que, además de no ser consentido, no es agradable para la mayoría de las mujeres. Ello desarticula la idea popular de que se trata de una forma de coquetería, al ser reducido al ‘piropo’; además de invisibilizar la complejidad que implica este comportamiento, también lo hace con las afectaciones emocionales que produce. Según López (2021), las tres emociones a considerar en la vivencia del acoso sexual callejero son la rabia con 64%, el miedo con 61% y la impotencia con 59%. Mientras que al momento de recordarlo estarían la rabia con 50%, la impotencia con 42% y el miedo con 27%. 

			Dado el contexto anterior, la autora afirma que niñas y mujeres en Ciudad Juárez, a partir de lo que han escuchado y vivido mientras transitan por los espacios públicos y en específico por el centro histórico, recurren a medidas individuales y comunitarias que les hacen sentir más seguras al momento de utilizar los espacios públicos. Las medidas individuales se caracterizan por ser decisiones personales que aumentan su sensación de seguridad en los trayectos, entre las que se encuentran: no salir sola, 74%; no salir a altas horas de la noche, 50%; procurar salir en grupos, 34%; cambiar las rutas por las que transita, 33%; y cambiar de vestimenta, 10%.

			Las medidas comunitarias son aquellas que adoptan según el contexto y los usos que dan a los espacios, y son expresadas mayormente por quienes transitan más cotidianamente por el centro histórico de Ciudad Juárez, como las mujeres mayores, las estudiantes de primaria, de preparatoria, trabajadoras y habitantes de la zona centro. Tienen dos vertientes: el cuidado de las otras y las redes comunitarias. El cuidado de las otras se refiere al momento en que se dan cuenta de que alguien está viviendo alguna situación de acoso, e interrumpen la acción y la sacan de allí; por otra parte, las redes comunitarias identifican a actores clave en sus trayectos cotidianos, y saben que en algún momento son personas que pueden auxiliarlas. 

			Hasta este punto es importante hacer énfasis en que las medidas que utilizan para sentirse seguras son producto de lo que han escuchado y vivido mientras transitan en los espacios públicos. En relación con la vivencia del acoso sexual callejero podría afirmarse que comienza alrededor de los 15 años, que es cuando declaran que lo vivieron por primera vez. También que es una acción cotidiana y en constante repetición, es decir, no es algo que suceda un día sí y un día no, sino que comienza en el momento en que deciden salir de sus casas y hasta el momento en que vuelven. Se puede afirmar que esta repetición constante se vuelve en sí misma una afectación a la vida cotidiana que coloca a niñas y mujeres en una realidad distinta, cuando se trata de pensar en los mejores caminos para garantizarles el derecho a la ciudad. 

			La suma de las dimensiones anteriores es lo que ha llevado a que los usos y prácticas —en los espacios públicos de niñas y mujeres— estén permeados por sus vivencias y experiencias, y sobre todo en su percepción de seguridad después de vivir alguna de las manifestaciones del acoso sexual callejero. Según López (2021), 67% ha cambiado sus costumbres con respecto al uso de los espacios públicos; 76% se han sentido (o sintieron) muy inseguras en el lugar donde ocurrió, y el 71% se ha sentido (o sintió) muy insegura en lugares públicos. 

			En este apartado se han presentado las experiencias psicológicas, emocionales, cotidianas y conductuales que atraviesan la vida de niñas y mujeres en relación con el acoso sexual callejero. Para ello, se presentaron dichas experiencias en sus distintas dimensiones con la finalidad de comprender la complejidad del fenómeno más allá del ‘piropo’. Este contexto sirvió de base para explicar cómo es que una experiencia, que pareciera ser cotidiana e individual, se convierte en un problema colectivo que afecta de manera diferenciada en el acceso a la ciudad de las niñas y las mujeres. 

			Conclusiones

			A lo largo de este capítulo se presentó el contexto social y político en el que las niñas y las mujeres usan y transitan por los espacios públicos. Esto en el marco de la violencia basada en género que permea en la ciudad y que se ve reflejada en la alerta de género emitida para el estado de Chihuahua en el año 2021, y que tiene antecedentes en otros instrumentos normativos y jurídicos que obligan al Estado mexicano a salvaguardar la vida e integridad de niñas y mujeres.

			A partir de la mirada del feminismo político-interseccional y con el género como categoría política, se presentó la vivencia de niñas y mujeres del acoso sexual callejero como una experiencia que afecta los usos y prácticas de los espacios públicos, y que además hace evidente la manera diferenciada en que acceden a los espacios públicos. Lo anterior con la finalidad de poner sobre la mesa los retos y dificultades que implica garantizar el derecho a la ciudad de niñas y mujeres. 

			Aun cuando la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad afirma que “las ciudades están lejos de ofrecer condiciones y oportunidades equitativas a sus habitantes” (Foro Social de las Américas/Foro Mundial Urbano, 2012: 1), ¿cuáles son los caminos más adecuados para entender los derechos, o imaginar el derecho a la ciudad para las niñas y las mujeres en un contexto con la complejidad sociopolítica de Ciudad Juárez? Sin duda, conjuntar las luchas sociales en torno a los derechos de las niñas y las mujeres es un reto de gobiernos, sociedad civil, academia y la ciudadanía en general, y un compromiso y deuda histórica para con la vida e integridad de todas. 

			En un contexto como el anteriormente presentado, queda imaginar una ciudad para las niñas y las mujeres en donde, como afirma López (2021), las condiciones estructurales relacionadas con la desaparición, feminicidio y agresiones sexuales en los espacios públicos sean una realidad cada vez menos cotidiana. En este sentido, afirma la autora, es imprescindible integrar el género como categoría analítica, para comprender la manera diferenciada en que se viven, habitan y transitan los espacios públicos, e instalar una política urbana que integre las miradas de las mujeres en los procesos de planeación y diseño urbano, clave en la construcción de espacios equitativos y libres de violencia. 
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					1 Así como lo establece el punto resolutivo 22 de la sentencia Campo Algodonero versus México.


		


		
			La ciudad de las mujeres, entre utopías y sueños

			Brenda Isela Ceniceros Ortiz

			Universidad Autónoma de Ciudad Juárez

			Porque amo la ciudad y amo los signos. 

			Roland Barthes

			Me gustaría beberme unas birrias, 

			reírme a mandíbula batiente, 

			ver la luz, mientras mi amiga... me explica:

			Cómo ser mujer. 

			Marta Sanz, Monstruas y centauras

			Parafraseando ando, cuando expreso que no soy1 semióloga, pero sí arquitecta, artista, idealista, humanista, urbanista, no geógrafa ni historiadora, mucho menos psicoanalista, pero sí amateur, al tomar, igual que Ronald Barthes, el sentido etimológico de la palabra amante de los signos, amante de las ciudades, la que ama la ciudad, y creo en una posible semiótica de las ciudades: “El espacio humano en general (y no el espacio urbano solamente) ha sido siempre significante” (Barthes, 1985: 257). La ciudad habitada contiene discursos, simetrías, oposiciones de lugares, sintaxis y paradigmas: se puede leer como un texto, y a la par se va escribiendo día a día. 
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			Figura 1. Todas las mujeres todos los derechos. 
Fuente: elaboración propia.

	


			Coincido en que cada ciudad es única y posee un ritmo diferente. Por ejemplo, en Ciudad Juárez, una ciudad que amo y padezco al mismo tiempo, apenas parece que nos llegó la arquitectura mexicana de los ochenta, a dos décadas del segundo milenio, con sus grandes cristales abiertos, monumental, concreto y acero, celosías pesadas; apenas se está construyendo transporte de movilidad más rápido, como el brt (Bus Rapid Transit), que conecte una ciudad de más de dos millones de habitantes —entre la población determinada y la móvil migrante de paso—. Nuestro ritmo pareciera ser de al menos 50 años de atraso. “La ciudad es un discurso” y es por lo mismo que la podemos microanalizar, la podemos desglosar palabra por palabra, el reto es no perderle el sentido. “La ciudad habla a sus habitantes, nosotros hablamos a nuestra ciudad, la ciudad en la que nos encontramos, solo habitarla, recorrerla, mirarla” (Barthes, 1993: 260). Hablar de la ciudad también implica una posición, de cuerpo, de ideología, de teorías; desde dónde estamos posicionadas nos ayuda a determinar de qué, cómo y de cuáles maneras nos aproximamos al estudio y procesos de investigación. En este texto la posición es el cuerpo de mujer; los cuerpos de mujeres en la ciudad tienen al menos la mitad de representación de una sociedad, pero las violencias que se sufren en ellos son como una pandemia que no se atiende, que crece y resulta en las violaciones más extremas de los derechos humanos, ya no se diga los derechos a la ciudad. Estas violencias sistematizadas en el mundo son resaltadas en nuestras ciudades mexicanas, con altos índices de discriminación y desigualdades. 

			
				
					[image: ]
				

			
			Figura 2. Violencias, ciudad y mujeres. Fuente: elaboración propia.




			Walter Benjamín, cuando hablaba del flâneur, no se equivocaba al referirse a los hombres que se sienten mirados por todos, y por todo, los sospechosos, y, por otro lado, los ilocalizables, los escondidos. Esta es la dialéctica del hombre de la multitud, y no de la mujer. Creo que las mujeres observamos desde otro punto, porque no tenemos el privilegio de caminar las calles sin miedo. Porque no es lo mismo caminar con cuerpo de hombre que con cuerpo de mujer, o con un cuerpo que se sale de lo preestablecido como ‘normal’. Las mujeres utilizamos, habitamos y transitamos el espacio de manera diferente, con otros usos, otras actividades, que son muchas veces pronunciadas y asimiladas desde las desigualdades de género y las múltiples deudas históricas en torno a nuestros derechos. No es gratuito que la Agenda 2030 tenga como prioridad prevenir la violencia y eliminarla, incluyendo una meta específica: “la eliminación de todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas en las esferas pública y privada” (Naciones Unidas, 2018).2 Los entornos en las ciudades se han vuelto un espacio de peligro para mujeres y niñas, pues las desapariciones, las violencias, los asesinatos y el acoso han ido en aumento. 
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			Figura 3. Ciudad y los derechos de las mujeres.
Fuente: elaboración propia.

	


			¿Cómo entender el uso diferenciado de la ciudad? Las ciudades determinan cómo la vida urbana influye en las experiencias de vida y en la percepción del espacio, y afectan los comportamientos sociales y la psicología de sus habitantes, con una marcada diferenciación del uso de los espacios urbanos que reflejan desigualdades sociales y culturales (Simmel, ٢٠٢٣). De igual manera, el espacio urbano es producido y percibido de acuerdo con los grupos sociales, y las prácticas espaciales serán variantes de las relaciones de poder y de estructuras sociales, que de diferentes maneras contribuyen a las diferenciaciones de uso (Lefebvre, ٢٠١٢). El derecho a la ciudad refiere cómo los distintos grupos sociales tendrán un acceso desigual a los distintos recursos sociales, culturales y económicos de la urbe; y a la par, cómo las políticas urbanas y la planificación afectan los usos entre las personas (Harvey, ٢٠١٥). Además, la justicia espacial se puede manifestar en el uso urbano, cuando muestra las desigualdades sociales y económicas que siguen afectando dinámicas espaciales y problemáticas urbanas (Soja, ٢٠١٣). Doreen Massey (2013), cuando menciona que el espacio y el lugar están ligados a las relaciones de género, también argumenta que es la forma en que se utilizan y experimentan los espacios urbanos, lo que fortalece las construcciones sociales de género.

			Primero hay que entender que los roles de género, entendidos como construcción social, constituyen una división dual y artificial, según la cual a las mujeres se nos ha asignado un espacio (el interior) y un mundo de trabajo (el reproductivo), la invisibilidad de lo privado y la falta de reconocimiento al valor de la reproducción, que implican todas aquellas actividades de cuidado de los otros componentes de la familia, del cuidado del hogar (Creeswell, 2006), de la nutrición, y que han marcado y marcan las actividades realizadas por el género femenino, aún hoy mayoritariamente en responsabilidad y bajo obligación de las mujeres. Las diferencias que las mujeres experimentan en la ciudad se deben a las desigualdades estructurales, al acceso y uso diferenciado del espacio urbano (Young, 2020). El espacio público, la calle, sigue disputándose entre ese uso diferenciado: una mujer de la calle versus un hombre de la calle. Se trata de la misma palabra, pero con significados muy opuestos. Así, la calle no está en el derecho de las mujeres, no les pertenece, y a ellas se les lee como amenaza u objeto de compra/venta cuando están en ese espacio. 
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			Figura 4. Roles de las mujeres en las ciudades. Fuente: elaboración propia.

	

			Escribir (hablar, relatar, charlar) sobre mujeres y ciudades plantea, además, describir aportaciones realizadas desde el lugar erróneo, si atendemos a la organización de los roles de género (Muxí y Simó, 2021). Esta asignación de lugar y tarea le ha negado a la mujer el espacio público como resultado de esa distribución, y por lo tanto el derecho a la ciudad misma. A la responsabilidad reproductiva se suma la productiva, en la que las mujeres han estado y están tan presentes como los hombres. Este papel difícilmente eludible para las mujeres ha tenido como consecuencia, por un lado, que no se visibilicen sus actividades en los ámbitos de la producción, ya que no nos pertenecen, no nos son propios ni adecuados; por el otro, la invisibilidad y la falta de valoración de las tareas domésticas, o de reproducción, han vaciado de contenido sus aportaciones a la sociedad desde ese rol asignado, obligado y menospreciado. Zaida Muxí (2018), en Las ciudades de las mujeres, nos dice que, en esta distribución social de roles, el lugar del género femenino es invisible y relegado, en el cual se realizan aquellas tareas a las que no se otorga valor o significado de importancia, para salir al mundo, pero que sin embargo son el esqueleto de toda la existencia humana y material, ¿qué han realizado las mujeres que sea tan importante? Tal vez solo parir a toda la humanidad, incluyendo al machista que la niega.

			María Milagros, en Nombrar el mundo femenino, escribe: “Lo que conocemos como ‘hombre’ y lo que conocemos como ‘mujer’ no consiste en un conjunto de atributos, en un conjunto de objetos predominantemente naturales, sino que se trata en gran parte de construcciones culturales...” (Comunicación personal, sin fecha). Culturalmente, a las mujeres se les han otorgado tareas, actividades, usos, prohibiciones, pero a la par se les ha borrado de la historia. Sin el cuidado de las mujeres, ¿qué pasaría en las ciudades? La historia de los hechos públicos se ha escrito y han eliminado de ella las aportaciones de las mujeres; como no podía ser de otro modo, en la historia de la construcción de las ciudades también ha sido así (Muxí, 2015). Hablar del derecho de las mujeres significa hablar del derecho a la ciudad misma, como un principio del habitar contemporáneo, de la casa mayor que transitamos todos los días. En palabras de Ana Falú (2017): “hablar del Derecho de las Mujeres a la Ciudad es un tema de justicia social, de cambio del paradigma cultural, para entender no solo la complejidad de las ciudades sino también de las identidades, las personas para las cuales estamos abogando el Derecho a la Ciudad” (§ 11).
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			Figura 5. Relación de ente productivo y mujeres. Fuente: elaboración propia.




			Las actividades que se realizan en la ciudad son todas las de los seres humanos. Sin embargo, sigue existiendo una desigualdad de derechos, cuando a los “hombres vinculados al trabajo productivo —generadores de ingresos— y [a las] mujeres pensadas como responsables únicas y excluyentes del trabajo doméstico y reproductivo —cuidado de los hijos y organización del hogar” (Falú, 1998: 6) se les sigue separando en paga, reconocimiento, de las más comunes tareas que las personas realizan diariamente. Esta asignación, de lugar y tarea, como resultado de tal distribución, le ha negado a la mujer el primer espacio de la ciudad, el espacio público, y por lo tanto nulifica sus derechos a la ciudad. 

			Hacia fines de la década de 1960, Henri Lefebvre (2008) inauguró el enfoque de los derechos en los estudios urbanos y de las ciudades, acuñando el término “derecho a la ciudad”, que habla de un rescate del protagonista principal de la ciudad, el hombre, ya que él mismo ha construido las urbes (Falú, 2014). Pero, si solo se reconoce un género dentro de las ciudades, ¿para quién realmente está construida la ciudad?

			¿De qué derechos hablamos? ¿Y de la ciudad de quiénes? Rebeca Solnit (2001) nos señala que el solo hecho de caminar a la hora equivocada, en el lugar equivocado, pone los cuerpos de las mujeres en peligro, por ser sujetas de sospecha, por estar deslocalizadas, desplazadas del lugar que históricamente se nos ha dado. Y al estar en un lugar que no nos pertenece pareciera que somos castigadas, intimidadas por creer que podemos tener el más simple de los derechos, el de caminar por las calles de la ciudad. El pasear no está en la cultura de las mujeres, porque es un constructo varonil, porque los cuerpos de las mujeres siguen siendo objetualizados, sexualizados, vandalizados, controlados y, por lo tanto, controlados. 

			¿Por qué las mujeres no estamos caminando la ciudad como los hombres? Es preciso cuestionar la mercantilización de los bienes de la ciudad, de los procesos de urbaniza-ción, de los sujetos y objetos de cambio, a los cuales se les otorga un sentido y un valor, un valor de uso. ¿Cuánto valen los cuerpos urbanizados? ¿Cuánto valen los cuerpos de las mujeres en la ciudad? Se habla en pasado, pero se vive en presente. Gran cantidad de mujeres en las ciudades no sale ilesa de las calles: obtener un rasguño, un agarrón de cualquier parte de su cuerpo, un acoso callejero, verbal, un susto, una incomodidad, el miedo, o el extremo, la desaparición, el asesinato y la muerte. 

			Existe una experiencia diferente para las mujeres, su mirada de la ciudad parece que todavía es extraña, y en ciertos contextos está en constante precaución y estado de alerta. Lo anterior sucede porque los cuerpos de las mujeres están en incesante sexualización, otorgando una mirada holística, empática, de compromiso, lo que su misma corporeidad le confiere en las vivencias cotidianas en la ciudad. Las teorías urbanas refuerzan muchas veces producciones dominantes que limitan a las mujeres bajo un argumento, muy precario, de que siguen ligadas a conceptos de la familia y la población, desconociendo las relaciones asimétricas, diferenciadas como son (Muxí, 2018). La planificación urbana y sus teorías suelen a menudo reflejar y reforzar intereses económicos dominantes, crisis del capital, y afectan la producción del espacio urbano que perpetúa la desigualdad y carencia de derechos (Harvey, 2001). También, estas teorías y prácticas urbanas suelen manifestar y fortalecer ideologías e intereses opresores de poder, y perpetúan desigualdades a través de políticas urbanas, lo cual es necesario reconfigurar para promover mayor justicia social en las ciudades (Fainstein, 2014). Situar el conocimiento es muy importante. No será lo mismo relatar experiencias de la vida urbana de mujeres en las metrópolis que en los campos agrícolas o ciudades fronterizas. La migración global y las políticas relacionadas afectarán el uso urbano desde la perspectiva de género; por ejemplo, las mujeres migrantes experimentan el espacio de manera distinta a otros grupos (Karman, Phizacklea y Raghuram, 2005). El género influye y afecta el uso urbano de diferentes maneras. En el espacio público las mujeres pueden tener más restricciones debido a preocupaciones de seguridad y el cuidado, pues enfrentan mayores riesgos de violencia, lo que incide en su movilidad y uso de ciertos espacios urbanos (Cresswell, 2006). El diseño urbano en lo general no suele tomar en cuenta las necesidades diferenciadas para el cuidado infantil, lo que repercute en la equidad del espacio urbano al tratarse de una tarea solitaria para las mujeres en Latinoamérica. Por lo que en el proceso de planificación y diseño urbano debería incorporarse una variedad de géneros, para que los espacios reflejen las realidades y cubran las necesidades de las personas y los diferentes grupos (Soto, 2016). 

			Si bien las mujeres no eran significadas como sujetos de derecho a la ciudad, a su uso, su disfrute, su tránsito en calidad de ciudadanas, todas son merecedoras de atención pública. Es factible reconocer que estas siempre han sido partícipes activas en los procesos de construcción de sus ciudades, conformaron asentamientos humanos y apostaron a mejores condiciones de vida, particularmente en los movimientos sociales, demandando tierra, vivienda y servicios, como también en su construcción, mejoramiento y mantenimiento.
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			Figura 6. Relaciones distintas y asimétricas entre los hombres y mujeres en la ciudad. Fuente: elaboración propia.

	


			La idea “lo personal es político” constituye una de las contribuciones teóricas y políticas más potentes del feminismo, porque dio visibilidad al poder de las relaciones que se construyen en el microespacio, en la vida cotidiana y significa la dimensión subjetiva, de prioridad ética y política. Lo que llamamos privado, y lo que llamamos público son conceptos que construimos socialmente, de acuerdo con lo que las personas perciben y comunican entre sus comunidades. También son conceptos subjetivos que posicionan espacios de tensión, conflictivos, que conllevan situaciones de desigualdad, inequidad, violencias, que históricamente construyen lo que son las mujeres y los hombres, los géneros.3 Lo público y lo privado son construcciones sociales inherentes a las perspectivas de las personas y sus subjetividades. Ambos son espacios de tensiones y conflicto y encierran por ello situaciones de inequidad construidas históricamente, a partir de lo que se comprende como ser mujeres y ser hombres en la sociedad. A la par, la desigualdad de género, la disparidad de valores de significación y uso se expresan a diferentes escalas; no será lo mismo la dimensión de la vivienda, con usos diferenciados de actividades de espacio familiar, íntimo, al espacio del barrio, los usos vecinales, la calle, o la manera como utilizan las mujeres sus propios barrios, y el sentido de pertenencia y seguridad que se puede desarrollar. Se trata de visualizar que a diferentes escalas de territorios se detectan, refuerzan y construyen distintas asimetrías entre mujeres y hombres, siendo el cuerpo de las mujeres el primer territorio que se disputa por obtener su propia libertad y derechos. 

			Si bien, muchos pueden ser los avances conquistados en derechos por las mujeres, los espacios públicos en las ciudades siguen siendo mayoritariamente masculinos. Existen muchos factores que dificultan y no permiten la filtración completa de las mujeres como entes ciudadanas de lo público, de accionantes en las apropiaciones a diferentes escalas de territorios; en el primero están las violencias que se ejercen diariamente en contra de ellas, que operan como un mecanismo restrictivo, nocivo y limitador de sus derechos. Otro factor es la deuda histórica, en términos de inmersión en el conocimiento, en los espacios donde se toman las decisiones, donde las voces de las mujeres se tomen en cuenta sin cuestionarse ni evadirse. Por lo anterior, es muy importante tener espacios de posibilidad en donde hacer efectivo el conjunto de derechos que se ha logrado obtener en la constante lucha, en ámbitos sociales, políticos y económicos. 

			Solnit (2001) nos dice que hay tres reglas para salir a caminar: tiempo libre, un lugar a donde ir y un cuerpo que no esté restringido, ni socialmente ni por enfermedad. La última regla no aplicaría a los cuerpos de las mujeres, demarcadas con restricciones en los espacios públicos. De lo anterior, podemos nombrar algunos lugares en donde las mujeres no pueden entrar, aunque son patrimonio de la humanidad: en Monte Omine, en Japón, declarado en 2004 Patrimonio de la Humanidad, las mujeres tienen prohibido el acceso debido a la tentación que los hombres pueden sentir, además de algunos motivos religiosos; en Monte Athos en Grecia, declarado Patrimonio de la Humanidad en 1998, las mujeres, además de tener prohibido el acceso, o habitar en este lugar, deben estar alejadas al menos 500 metros.

			Kessler (2008) agrega que las violencias que se ejercen en el espacio público son mayoritariamente masculinas, pues se desarrollan entre hombres, varones, y en general se detectan en ejercicios humanos vinculados a la criminalidad. Por otro lado, las violencias que sufren las mujeres en el espacio público son aleatorias, esto quiere decir que ocurren en cualquier momento, por cualquier motivo, sin un sentido, razón o patrón visible, y acontecen independientemente de la clase, educación, edad, etnia o lugar de procedencia. Las mujeres enfrentan y experimentan muchas situaciones de peligro en los espacios de la ciudad, desde el hostigamiento, acoso callejero, acoso sexual hasta violaciones en plazas, parques, calles y transportes públicos. Es por lo anterior que no resulta extraño que las mujeres sientan un mayor temor que los hombres para caminar, habitar y transitar la ciudad; este miedo limita el derecho a disfrutar del espacio público, obstaculiza la participación de las mujeres que es imperante para mejorar el acceso a sus derechos. Los cuerpos de las mujeres se siguen visualizando como objetos de control y dominación, siempre capitalizados, siempre culpados por la sociedad por las agresiones de las que son víctimas en las calles. “La violencia en las ciudades, la que se vive y la que se percibe, constituye así, un tema emergente complejo y preocupante, que ocupa las agendas de la sociedad civil y las de los gobiernos” (Falú, 2014: 19). Son los espacios en la ciudad, los públicos, urbanos, o privados, los que son estructura física, cultural, social y económica donde se perpetúan, viven y sufren las violencias. 

			Mujeres hacia el derecho a la ciudad 

			¿Cómo podemos acercar el derecho a la ciudad a las mujeres? Este derecho de las mujeres, que está presente en distintos foros internacionales desde la década de los noventa, se refiere a un derecho vital, el derecho a la vida, al bienestar, el estar bien, saludable y productiva, en la ciudad que es el espacio donde la vida urbana contemporánea tiene lugar. En ١٩٧٩ se adopta el Convenio sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Convention on the Elimination of All Forms of Discrimination against Women; cedaw, por sus siglas en inglés), un marco clave para los derechos de las mujeres, en donde se empieza a conceptualizar el derecho vital y a la vida, a la salud, a la capacidad de disfrute dentro de los marcos de igualdad y no discriminación (cedaw, 1979). En 1993, en la Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos celebrada en Viena, se reafirma la importancia de los derechos humanos universales, donde la Declaración y Programa de Acción estableció que la igualdad de género y la eliminación de todas las formas de violencia hacia las mujeres son fundamentales (Degener y Koster-Dreese, 1995). En 1995 se celebra la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer en Beijing, en donde resultó la Declaración y Plataforma de Acción que definió de manera integral los derechos de las mujeres y estableció objetivos específicos para su promoción, y donde se subrayó el “derecho a la vida” y demás derechos vitales como la dignidad y el bienestar de las mujeres (De Beijing, 1995).

			Las apropiaciones y acciones de las mujeres en la ciudad son un tipo de atención, visualización, defensa, amparo, protección y operación de su derecho, contra las violencias, las incoherencias, la segregación y el miedo. Por lo anterior, en estas acciones se busca que las dimensiones de género que posicionan a las mujeres en la ciudad se incorporen, y sean utilizadas con perspectivas analíticas, para que produzcan espacios de equidad y democracia, justicia e inclusión, donde las voces y necesidades de las mujeres en las ciudades sean atendidas (Falú, 2009). En las ciudades de frontera, y en la nuestra en particular, se han registrado el desplazamiento de fuerzas sociales y la concentración de pasos de personas, y debido a esto las lógicas urbanas, binacionales, suscitan problemáticas propias de la región; migración, comercio, industria maquiladora, segregación y xenofobias, son algunas situaciones que desencadenan dinámicas fronterizas particulares. Las lógicas urbanas binacionales en la región Juárez-El Paso producen problemáticas específicas que afectan los derechos de las mujeres. Surgen de la interacción entre dos países, culturas, poderes, sistemas políticos, legales y socioeconómicos muy diferentes. Lo anterior complica las garantías y promoción de derechos de las mujeres en la región fronteriza. La violencia de género es una problemática persistente y exacerbada por la falta de coordinación entre las leyes y las políticas de ambos países. Las mujeres fronterizas sufren y enfrentan desafíos únicos debido a la diferencia en los sistemas legales y la dificultad para acceder a recursos y protección (Martínez, 2017). La economía informal y las disparidades en los derechos laborales, y las diferencias en las leyes laborales y la falta de servicios de apoyo también dificultan la situación de trabajadoras, especialmente las que trabajan en lo informal y en condiciones de precariedad (Martínez y Velázquez, 2022). 

			Las mujeres fronterizas estamos en constante resistencia, reacción y acción, incesante y cotidianamente desafiadas a enfrentar una de las ciudades más violentas del país, una de la más desatendidas, en la que nació el término ‘feminicidio’, o bien, en donde se le dio otras dimensiones por los acontecimientos históricos en torno a la historia de violencias hacia las mujeres. No es extraño que el resultado de esta resistencia sea el desafío de poderes mediante intervenciones y apropiaciones en el espacio público: manifestaciones, propuestas artísticas, performances, marchas, protestas, pintas, eventos recaudatorios, rituales, etc. La resistencia es un concepto multifacético y contextual, y abarca estrategias y prácticas que las mujeres utilizan para enfrentar y superar variadas formas de violencia y opresión (Maisonave, 2019).

			La resistencia de las mujeres como sujetas de acción, ciudadanas que se apropian la ciudad, activistas, artistas, feministas, se visualiza al ir creciendo y construyendo sus propias agendas e intereses hacia sus derechos a la ciudad, la igualdad de derechos, la equidad, la paridad y vivir una cotidianidad en la ciudad libre de violencia (Ramírez y Díaz, 2018). La ciudad en sí misma debería ser un bien público, y su vivencia un derecho de todas las personas; el derecho a esta es por lo que pueden apropiarla, construirla, producirla de diferentes maneras acorde a sus experiencias. Todas las personas tienen el derecho a ser partícipes de la propiedad del territorio urbano, es el “derecho a la vida urbana” (Lefebvre, 2009: 108).
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			Figura 7. Las acciones de las mujeres en defensa de sus derechos. Fuente: elaboración propia.

	


			Al hablar del derecho de las mujeres a la ciudad nos referimos a que las personas tienen la capacidad de transformar sus lugares, los lugares poseen valores políticos y argumentativos, narrativos, con los cuales construir sus propios conceptos, conocimientos y tomar acción. Estas acciones se visualizan cuando las mujeres activan las apropiaciones en la ciudad, como la categoría que Lefebvre refiere, como un medio sociotemporal con el cual especificar histórica y socialmente las ciudades. Las mujeres se apropian de los mundos y tienen el poder de cambiarlos (Nadal-Mesio, 2008). El arte, el activismo y el ‘artivismo’ de las mujeres se desarrollan en contextos que involucran una serie de trasfondos, retos y circunstancias particulares, todos los movimientos están profundamente arraigados en las luchas por los derechos y la justicia social, la apropiación del espacio urbano como un derecho central. El artivismo ha surgido como combinación del arte y activismo, como una forma poderosa de expresión política y social en las ciudades (Ceniceros, 2019). Las ciudades son espacios de vida, pero también escenarios de lucha para las mujeres en donde se disputan y negocian los derechos, los accesos y calidad de vida, y las mujeres juegan un papel crucial e incambiable dentro de estas dinámicas (Aladro, 2019).

			En una de las acciones más visualizadas en el performance “Un violador en tu camino”, en Ciudad Juárez, las mujeres salieron a la calle por enésima ocasión para dar testimonio de la estructura de poder que opera detrás de los feminicidios, y cerca de 300 de ellas cantaron “El patriarcado es un juez, que nos juzga por nacer y nuestro castigo es la violencia que no ves… Es feminicidio. Impunidad para el asesino. Es la desaparición. Es la violación. Y la culpa no era mía, ni dónde estaba, ni cómo vestía” (Martínez Prado, 2019). Las mujeres del colectivo fronterizo La Tesis también entonaron “es la chota, la uacj, la Fiscalía, el Estado feminicida, es Corral y Cabada, el Estado opresor es un macho violador, el Estado opresor es un macho violador; el violador eres tú, el violador eres tú, el violador eres tú. La Fiscalía nos ha ignorado, durante décadas nos han matado, las cruces rosas nos han borrado y a Ciudad Juárez abandonado. El violador eres tú, el violador eres tú, el violador eres tú”. Además, Susana Molina, de Batallones Femeninos, destacó: “En esta frontera hace más de 20 años que el feminicidio sigue sucediendo en la impunidad y complicidad con las autoridades, y las compañeras en Chile nos han dado una luz para salir juntas a manifestar que no queremos más violencia, más violaciones, más asesinatos por el hecho de ser mujer” (Martínez Prado, 2019). De la agrupación Hijas de su Maquilera Madre, Mar menciona: “Esta manifestación pacífica da cuenta del hartazgo, de nuestro cansancio y de toda nuestra rabia frente a la impunidad y a toda la no acción penal que las autoridades hacen, pero sobre todo a todas las violencias que recibimos en cuerpa. Esto se da en toda América Latina, en todo el mundo, es algo muy fuerte; Juárez tiene una historia muy importante para todo el movimiento feminista y forma parte de este sentimiento de todas las mujeres que vivimos en la frontera, que estamos en resistencia” (Martínez Prado, 2019). 

			La resistencia tiene muchas facetas, algunas serán para la supervivencia, para la resistencia política y social, y para las propias agencias sociales de las mujeres que requieren para desarrollar mecanismos de protección, de adaptación, de denuncia, de protesta, de colectividad, que reflejen sus propias capacidades para dignificarse, afirmarse y reivindicar sus derechos en contextos de alta adversidad como lo es la frontera (Maisonave, 2019). 

			¿Cómo avanzar en políticas públicas que contribuyan a la existencia de ciudades y territorios de mayor inclusión y respeto a las diversidades? Estamos frente a una intersección de temas, complejos en sí mismos y a la vez difíciles de relacionar, todos ellos significativos para las agendas de los gobiernos y de la sociedad. Es imperante construir políticas de la emergencia en clave feminista,4 que contemplen e incluyan de manera activa y decisiva a las mujeres atravesadas por identidades diversas —etnias, clase, edad, identidades sexuales, otras—. El derecho a la ciudad de las mujeres implica comprender que la ciudad es un constructo simbólico, que se produce socialmente, es contenedor histórico edificándose constantemente. 
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			Figura 8. Ciudad para todas las personas. Fuente: elaboración propia.



			Un espacio de posibilidad es la Agenda por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad,5 que surge como respuesta a la necesidad de incorporar la perspectiva de género en las políticas urbanas. Se desarrolla durante el Foro Urbano Mundial (wuf, por sus siglas en inglés) y la Cumbre de las Mu-jeres por el Derecho a la Ciudad en 2016. Su agenda plantea estrategias que pueden generar cambios; una primera estrategia es la de construir ciudades más vivibles, priorizando las inversiones pública, mejorar infraestructuras y servicios, evitar la gentrificación como modelo de urbanización, evitar la especulación y activar los procesos participación; la segunda habla de la generación de barrios más habitables, para tener acceso seguro a la tierra y la vivienda, exequibles para los sectores populares como las jefas de hogar y las disidencias; a la par, la tercera nos habla de la conexión barrial, donde promover la participación vecinal, comunitaria, las apropiaciones de los espacios públicos y el desarrollo de proyectos culturales; la cuarta ya se adentra en la lucha contra el sistema patriarcal, culturalmente normalizado, ejerciendo acciones para la libertad de decisión de los cuerpos de las mujeres, sobre sus casas, barrios y ciudades; la quinta piensa las economías de una manera más afectiva, para sostener las vidas, y en donde se reconozcan los aportes que realizan las mujeres en los trabajos no remunerados y establecer políticas y acciones que promuevan economías populares colectivas; por último, la sexta estrategia habla de conseguir espacios públicos sin violencias, que cuenten con equipamientos que fomenten y apoyen las diversidades, transportes accesibles y seguros, lugares de recreación, contemplación y descanso. 

			Otro espacio de posibilidad es el Manifiesto por el Derecho de las Mujeres a la Ciudad,6 publicado en 2005 durante el Foro Social Mundial, que es un documento base para la movilización y la acción política. Destaca las necesidades de las ciudades de gestión, en donde se garanticen los derechos de las mujeres, y se enfoca en temas como la seguridad, la accesibilidad y la participación en el diseño y desarrollo urbanos. Se mencionan once puntos que se deben tomar en cuenta; en primer lugar, una ciudad que combata todas las formas de discriminación en contra de las mujeres y niñas, que garantice los derechos a las mujeres viviendo en pobreza y a las disidentes; una ciudad que garantice la paridad en la participación política, oportunidades de liderazgo y toma de decisiones, fortaleciendo las voces de las mujeres; una ciudad libre de todas las formas de violencia —física, psicológica, verbal, material y simbólica— que se ejercen en contra de las mujeres en las esferas públicas y privadas; una ciudad que garantice la seguridad de las mujeres, incluyendo refugiadas, en tiempos de desplazamiento, guerra, ocupación y conflicto; una ciudad que realice construcción de vivienda digna y adecuada, que garantice los derechos de propiedad y herencia, los accesos de servicios básicos; una ciudad que reconozca, valore y redistribuya el trabajo del cuidado de las personas dependientes y el cuidado comunitario, que no sea solamente realizado por mujeres; una ciudad que garantice un acceso a bienes, servicios públicos y oportunidades para las mujeres, que incorpore sus necesidades y ponga atención especial en las niñas y niños, personas adultas mayores y personas dependientes en condiciones dignas; una ciudad que promueva la autonomía económica de las mujeres, que garantice la equidad en el empleo, dignidad y sueldos en condiciones de igualdad; una ciudad que cambie las relaciones de poder entre hombres y mujeres, familias, el mercado y el Estado, que transforme la ciudad acorde con las necesidades de las mujeres y sus colectividades; una ciudad donde las mujeres tengan voces activas y de toma de decisiones en los procesos de planeación, diseño, producción, uso y ocupación de los espacios urbanos; una ciudad que tome en consideración la diversidad de las mujeres, diferencias de edad, capacidades físicas, origen, nacionalidad, etnia, religión, lugar de procedencia, raza, situación económica, orientación sexual y ámbito político; una ciudad que respete los lazos comunitarios e identidades, que fomente las relaciones e intercam-bios sin discriminación; una ciudad que promueva la igualdad de género con accesos al mercado que defienda la vida y el medio ambiente. Una ciudad que reconozca los lazos entre lo rural y lo urbano. 

			Reflexiones finales: las mujeres fronterizas hacia el derecho a la ciudad

			Las mujeres en esta frontera se expresan a través de múltiples manifestaciones, en las cuales se desprenden las cuestiones de un derecho a la ciudad intrínseco en sus acciones. Existen vestigios, huellas y marcas de las apropiaciones urbanas en el espacio de la ciudad, que son cargados simbólicamente por esas acciones que entablan activistas, artistas, ‘artivistas’, en sí, las mujeres en los lugares. Es a través de esto que se desarrolla una integración de la resistencia feminista en el entorno, realizada, a través de y en sus procesos cognitivos y afectivos de manera activa y actualizada, dotando a los espacios de un significado social (Pol, 1996; Pol, 2002a). Aun así, sin mediación, es difícil que exista una experiencia estética comunicada; esta condición mediática trastoca las manifestaciones de las mujeres en la ciudad. Es a través de una creación artística y política de los lugares que las imágenes de las mujeres y sus acciones se presentan como propuestas, que otorgan determinadas experiencias y conocimiento. El acercamiento y el análisis de esta información son de suma importancia para las mujeres, porque se posicionan en el entorno activo de la construcción de las imágenes urbanas y de los paisajes urbanos, adentrándose así a los imaginarios colectivos. 

			El derecho a la ciudad es ‘derecho a la diferencia’, derecho a la producción de espacios urbanos, espacios de vida, moldeados por las propias mujeres en espacio ‘diferencial’. Las apropiaciones feministas del espacio en la frontera se dan como una forma de comprender una generación de vínculos, lo que facilita comportamientos responsables y la implicación y la participación en el propio entorno (Pol, 2002b); es un proceso en donde el espacio acontece para las mujeres (o grupo, colectividad). Apropiarse activamente de la ciudad desde un derecho ciudadano a la vida urbana posee relevancia social, sostiene las memorias colectivas y dota de significado a la ciudad. Lo público es político y cultural, y las mujeres asociamos los lugares morfológicamente, y la ciudad también nos pertenece. Ubicar estas imágenes de resistencia de las acciones realizadas por las mujeres fronterizas posibilita la creación de pactos e interrelaciones más allá de los límites, ya que la frontera es un lugar idóneo para manifestarse y ejercer nuestro derecho a la ciudad, resistiendo constantemente. 

			El derecho a la ciudad de las mujeres en la frontera es la encarnación de la ciudad como obra de arte, como experiencia estética, como objeto mediatizado desde la interpretación feminista, donde las sujetas accionantes toman la ciudad como propia, creando y atribuyendo significados que son propios de un espacio y una época. Las mujeres se convierten en sujetas ‘artivistas’, donde existen conocimientos compartidos estéticamente. La percepción es una expresión hacia este lugar (obra) en la frontera, es una utopía lefebvriana. 
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				1 El uso y vaivén de la primera y tercera voz en este escrito destaca la tensión entre el análisis objetivo y subjetivo. La experiencia personal y subjetiva es una fuente crucial y válida de conocimiento, y por supuesto contrasta con los enfoques tradicionales. Ya nos indica Haraway (1991) que los conocimientos no son neutrales, y siempre están influenciados, situados y contextualizados. Así, escribir en primera persona contribuye, desde un enfoque feminista, a ilustrar cómo las intersecciones personales afectan las cuestiones de género.


				2 Objetivo 5.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) de la Agenda 2030 de las Naciones Unidas. Pacto Global Red de México.


					3 Sabemos que ya existen más géneros, o el no género, género x, pero para acotación de este texto solo se discutirán hombres y mujeres.


					4 Con políticas de la emergencia en clave feminista nos referimos a la participación política, social y subjetiva de diversas mujeres, como lo menciona Leonela del Valle (Tirabosque, 2020). Desde una perspectiva feminista podemos reconfigurar las políticas emergentes para abordar desigualdades de género y otras formas de opresión.


					5 Esta agenda es resultado del proyecto Voces de mujeres diversas por ciudades seguras, inclusivas y sostenibles realizado por la Red Mujer y Hábitat de América Latina y el Caribe con el apoyo del Fondo de Mujeres del Sur. https://www.ciscsa.org.ar/agenda


					6 https://www.right2city.org/wp-content/uploads/2019/09/A9.1_Manifiesto-por-El-Derecho-a-la-Ciudad-de-las-Mujeres.pdf


		


		
			La inclusión de los jóvenes como sujetos de derechos: conversación con Alejandro Sapién

			Xóchitl Cruz Guzmán 

			Cuando se piensa en los jóvenes, desde las instancias de gobierno, se les ubica como aquellos sujetos poseedores de todas las capacidades físicas y cognitivas para insertarse en cualquiera de las actividades que ofrece el modelo económico normalizado e institucionalizado que actualmente impera en las ciudades. Se cree que los jóvenes tienen las oportunidades para estudiar, para realizarse como profesionistas, más aún en una ciudad que cuenta con oportunidades para insertarse laboralmente en la industria maquiladora. En México se cataloga que la juventud va de 12 a 29 años, y se cuenta con una población de 38.6 millones en este rango de edad, según estadísticas de inegi, que se inscribe en el grupo de la población económicamente activa. ¿Qué sucede cuando la ciudad no cuenta con la infraestructura o el equipamiento suficiente para satisfacer las necesidades que este grupo de población requiere? Pero todavía más: ¿qué sucede cuando los derechos esenciales como la alimentación, la seguridad, la educación o el sano esparcimiento no son garantizados? En Ciudad Juárez viven 399,655 jóvenes entre 15 y 29 años (26.4%), de los cuales 31.4% no estudia la preparatoria, 58.7% no cursa estudios superiores y 10% no estudia o trabaja.1 

			En Juárez existen asociaciones civiles que buscan subsanar, en parte, las grandes ausencias que ha dejado la falta de atención de instancias responsables de garantizar estos servicios. Una de ellas se encuentra ubicada en el corazón del suroriente de la ciudad, una de las zonas con los más altos índices de violencia, en donde habita la tercera parte de la población de todo el municipio, y que, sin embargo, no cuenta con las condiciones materiales y ambientales que se requieren para una calidad de vida adecuada. El Centro Caritativo para la Atención de Enfermos de Sida, A. C., mejor conocido como La Tenda di Cristo, es una asociación que actualmente brinda servicios a adolescentes y jóvenes que se encuentran inmersos en contextos de violencia, situación de vulnerabilidad y algunos de ellos incluso en conflicto con la ley. Entre los proyectos que ha implementado se encuentra uno muy emblemático, que le ha valido el reconocimiento internacional, nacional y local: “Yo Soy Rediseño Social”, que busca atender a jóvenes y adolescentes en conflicto con la ley, así como a sus familias y entornos cercanos. El coordinador es un joven activista que desde temprana edad comenzó a cuestionarse sobre las condiciones de marginación, en las que adolescentes y jóvenes vivían, con el objetivo de buscar hacer una diferencia en su rumbo de vida. 

			¿Quién es Alejandro Sapién?

			Alejandro vivió en barrios, participó en pandillas y en algún momento comenzó a preguntarse sobre el crimen, sobre los delitos, y por qué ocurrían desde su papel como estudiante de la carrera de Sociología. Después de egresar de la universidad, participó activamente en el trabajo de organizaciones como el Programa Educación en Valores y Casa Promoción Juvenil, y reconoció que no existen derechos juveniles, que los jóvenes son invisibilizados e incluso estigmatizados, como tampoco se cumplían los derechos de las infancias. A raíz de estas situaciones decidió dedicarse a trabajar en proyectos de la prevención de la violencia, específicamente en poblaciones adolescentes y jóvenes en alto riesgo social, que incluso lo motivaron a realizar una maestría en materia de derechos humanos en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (flacso). 

			Una nota periodística destaca del siguiente modo esa etapa de vida: “A finales de los noventa, durante su vida en el barrio —en la fina línea entre la vida y la muerte, como la describió Alejandro— fue detenido en diversas ocasiones por daños y lesiones, incluso pasó cerca de un mes en el entonces Tribunal para Menores, conocido popularmente como el “Tribilín”, por cometer delitos contra la salud, como el consumo y la venta de drogas. El pasado delictivo de Alejandro no se convirtió —como muchos supondrían— en un lastre para el resto de su vida; al contrario, las riñas callejeras y las constantes visitas a las estaciones de policía le dieron una de sus principales herramientas de trabajo”.2

			Desde 2017 se incorporó a trabajar y coordinar varios de los proyectos que promueve la Tenda, y se volvió secretario técnico de la Comisión de Reinserción Social en Juárez, que consiste en una mesa de articulación con sociedad civil y la participación de actores gubernamentales (municipal y estatal) y el Poder Judicial, recientemente también incorporada al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (unicef, por sus siglas en inglés).

			Platícanos, Alejandro, ¿cómo llega la Tenda di Cristo a Juárez? 

			La Tenda di Cristo inicia actividades en Ciudad Juárez en 2001 para la atención de enfermos(as) de vih/sida. El fundador del proyecto semilla es el padre Francesco Zambotti, quien buscaba una solución a las necesidades y atención de las personas marginadas por la sociedad, y en ocasiones hasta rechazadas por sus mismas familias, por vivir con vih/sida. Él inició la primera instalación de la Tenda di Cristo, una carpa que albergaba a las personas enfermas en un parking en Italia. Perteneció a la orden de los camilianos, es por ello por lo que decidió atender a aquellos desamparados con vih y sida, trabajadoras sexuales con algún tipo de enfermedad de transmisión sexual, indigentes, pero sobre todo personas con vih. La historia comienza un poco así, unas monjitas de aquí en Juárez van a Italia y se encuentran con él. Le comentan que hay en Juárez nuevo, que es el de hace 20 años (2000-2001), una zona con asentamientos irregulares donde gente que venía de Veracruz, de otros lugares de México, construía sus casas de tarimas (pallets) de madera. Entonces, la Tenda se instala en el corazón del sur de Juárez, en donde está el voluntariado. Se hace un estudio previo para conocer las condiciones de salud que imperaban en el sur e identificar las necesidades que la gente tenían en ese momento, y uno de los problemas más importantes era el vih y el sida, que hace 20 años no estaba controlado como ahora. Los retrovirales no eran accesibles, y había gente que moría en casa, un problema que no se divulgó mucho en la ciudad, y entonces se empezó a atender con emergencia a la población con vih/sida. También empezó a atenderse a la población de migrantes, llegaron más italianos a construir todo lo que actualmente está edificado como la capilla, las habitaciones y los espacios en donde se imparten clases, etcétera. Originalmente se crea este lugar para darle atención a esta población flotante que llegó a Juárez, y sobre todo atender un problema de salud pública, y ese es el origen de su razón social.

			Hace veinte años la zona contaba con poca población, algunas colonias en vías de consolidación, y no imaginábamos en lo que se iba a convertir esta la zona periurbana en Ciudad Juárez, densamente poblada, con alto porcentaje de familias jóvenes y con alto número de industrias maquiladoras. Era un Juárez extremo, aunque en parte concentrado. Las nuevas familias jóvenes del norponiente encontraban su casa aquí, pues ya sus abuelos, sus papás, habían trabajado en la maquiladora, y compraban su casa aquí.

			Y entonces se crea un Juárez totalmente diferente, con problemas, fenómenos, problemáticas con los grupos delictivos también, pues se instalaron organizaciones criminales distintas a las que se encuentran en el norponiente de la ciudad, convirtiendo actualmente al sur-oriente en un zona de disputa de dichos grupos y a eso súmale la violencia familiar. La Tenda nunca se imaginó que iba a estar en una zona estratégica cuando se instaló, y desde hace 10 años se identifica como zona de atención prioritaria. Las colonias Carlos Castillo Peraza y la Carlos Chavira, que eran las colonias más pobres, ahorita ya poseen otros indicadores que no obligan a considerarlas como zonas de atención prioritaria (zap), pues ya hay una escuela, ya se está pavimentando, hay alumbrado, pero antes eran colonias con todas las necesidades básicas y consideradas dentro de las zap por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (coneval). 

			¿Qué significa la Tenda para la comunidad?

			La Tenda es vista por los jóvenes y los adultos como un “lugar” de refugio, de apoyo y de orientación, la consideran también como un centro comunitario, una escuela, nos piensan como un albergue en donde ayudan con despensas y se pueden alojar temporalmente a los enfermos, un centro de atención, un centro de salud también porque se brinda fisioterapia. Aquí tenemos personas que nos canalizan del centro de salud ubicado en las Águilas de Zaragoza. Principalmente, nos consideran como algo comunitario, no hay una palabra.

			Físicamente, la Tenda es una villa grande donde hay enfermería, comedor, zona de voluntarios, etcétera, un centro comunitario, taller de panadería, restaurante, una capilla, un invernadero. Comienza como un espacio pequeño que se ha ido ampliando. 

			La apuesta por la reinserción social y el proyecto de “Yo soy Rediseño Social”

			Alejandro, ¿cómo te insertas en el tema de juventudes en riesgo? 

			En junio de 2016 se publicó la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, que estableció como medida cautelar de internamiento un máximo de cinco años, a quienes al momento de la comisión del delito tuvieren entre 16 y menos de 18 años, lo cual abrogó lo dispuesto en Ley de Justicia para Adolescentes Infractores del Estado de Chihuahua que estipulaba una sanción de hasta quince años. En este contexto surgió “Yo soy Rediseño Social” (ysrs), un programa de la asociación civil La Tenda di Cristo que buscó hacerle frente a una realidad derivada de la reforma a la ley: en el estado de Chihuahua fueron liberados 155 jóvenes en internamiento preventivo que purgaban sentencias por delitos considerados de alto impacto —secuestro, homicidio y extorsión— y para quienes, según datos de la organización, no existían programas de reinserción social.3

			Con el ysrs se interviene en las audiencias, a los adolescentes que se beneficiaron con la modificación de la ley se les brindó acompañamiento, atención y seguimiento en las instalaciones ubicadas en el suroriente de la ciudad, lugar privilegiado para atender a una buena parte de la población que tiene relación con el Sistema de Justicia Penal para Adolescentes. El propósito es apoyar a adolescentes y jóvenes en un proceso de reinserción/integración a la comunidad, y es por ello que el modelo de atención incluye a los familiares, los tutores y el entorno que les rodea, así como a personas que se consideran en condición de alto riesgo. Lo anterior lleva a que el programa se especialice en la atención de jóvenes en situación de alto riesgo de violencia, y sobre todo en la reinserción social de jóvenes y adolescentes en conflicto con la ley. Se busca incrementar las oportunidades de inclusión social (educativa y laboral) de jóvenes en riesgo o con antecedentes con la ley y/o privados de su libertad en el Centro de Reinserción Social para Adolescentes Infractores núm. 3 (cersai), mediante la implementación de un modelo integral de atención que facilite su adecuada reinserción. El modelo brinda acompañamiento hasta seis meses más después de haber terminado el programa, a personas beneficiarias a través de la conformación de un sistema de seguimiento de jóvenes que han egresado del cersai núm. 3, para eliminar el estigma carcelario, crear un plan de vida individual integral (psicosocial) para formar individuos autónomos, personas económicamente autosuficientes y ciudadanos conocedores de sus responsabilidades y derechos, respetuosos de la ley, así como también ofrecer espacios de socialización que sean generadores de paz e intervención comunitaria con jóvenes y sus familias. El ysrs es personalizado en cuanto al trabajo individual con cada joven, pero a la vez procura tejer una red de respaldo como soporte de su proceso, para una mejor incorporación social, con consciencia de su responsabilidad como individuo en una nueva mejorada versión de sí mismo.

			La incidencia en política pública

			Entre los factores de riesgo en los que se encuentra la población se identifica el consumo de drogas, sustancias tóxicas o nocivas para la salud, situación que incrementa la prevalencia para cometer algún delito u obstaculizar su reintegración a la sociedad. De acuerdo con la Encuesta sobre Prevalencia de Adicciones en el Estado de Chihuahua, realizada por el Fideicomiso para la Competitividad y Seguridad Ciudadana (ficosec), el grupo edad prioritario por consumo temprano de drogas se encuentra entre los 15 y 16 años. Lo anterior representa una de las problemáticas con las que nos enfrentamos en ysrs, y parte de los retos es generar alianzas con instituciones especializadas que atiendan el tema de adicciones desde una perspectiva de derechos humanos y género.

			¿Cómo ayudas a los chavos que se drogan desde muy jóvenes y cómo haces para no desatender los otros programas? 

			No se dejan desatender si se tiene presente el nivel de influencia de las adicciones. Estos temas se discuten principalmente en la Comisión de Reinserción Social. Por ejemplo, nosotros tuvimos que agregar al modelo otros temas transversales, por la parte de la inclusión social en temas de salud mental y adicciones; y se crea un sistema ambulatorio con un psicólogo especialista en adicciones. Se crea un convenio con los centros de rehabilitación, pues en ocasiones internamos a jóvenes con una beca en adicciones, si tuvimos un convenio, y los internamos fuera de la ciudad. También tenemos el acompañamiento de un psiquiatra que los valora, con gran capacidad y conocimiento. Claro que hay un rubro de pago para él. Por otro lado, formamos y nos apoyamos en la Red de Organizaciones dedicadas a la Prevención y Atención de Trastornos Mentales, Neurológicos y por Abuso de Sustancias (rotmenas), y se van tratando estos temas en alianzas, no se desatienden, sino que al contrario, se sacan a la luz, se evidencian. Los mismos jueces plantean la necesidad de que haya psiquiatras forenses tanto en el Centro de Readaptación Social (cereso) como en el cersai. Aquí lo que está faltando es el compromiso de los congresistas, ya que identificamos que no existe un compromiso real con el tema, ya sea por desconocimiento o por falta de empatía. Ha faltado que las y los diputados le entren al tema para posicionar el tema de adolescentes en conflicto con la ley como un problema público, y así generar políticas públicas de reinserción social. Por ejemplo, el magistrado de adolescentes del estado de Chihuahua, Rogelio Guzmán Olguín, ha promovido el tema desde el Tribunal Superior de Justicia, logrando coadyuvar a través de convenios con las organizaciones de la sociedad civil; sin embargo, no se ha logrado articular del todo con el Poder Ejecutivo para que precisamente se aterricen políticas de reinserción a favor de las adolescencias y juventudes. 

			En efecto, existe un grave problema de adicciones en aquí en el suroriente. Entonces, ¿qué hacemos programas como el de nosotros? Pues tenemos que atender la emergencia, apagar fuegos, atendemos a los jóvenes consumidores de cristal, por ejemplo, y ahí empezamos a ver las partes involucradas: la Secretaría de Salud, el gobierno municipal, que en muchos de los casos tienen pocas becas para adicciones. Ahora, tampoco hay centros de rehabilitación que atiendan a adolescentes, por ejemplo, no atienden a los que no están regulados, ya que los jueces no lo permiten, a pesar de que es la integridad del joven y su derecho a la salud lo que es prioritario. El tema es por demás complejo. 

			¿Cómo las asociaciones civiles han tenido que especializarse para hacer frente a las nuevas problemáticas y a los requisitos de los financiadores? 

			Claro que la manera en que operan las organizaciones civiles en general se viene especializando cada vez más. Hemos buscado profesionales que se especialicen en género, en las comunidades, prevención de la violencia, todos estos temas importantes que ayudan a la intervención. En este caso, pues claro que hay metodologías, claro que hay modelos, los mismos cofinanciadores te están ayudando a fortalecer o impulsar, ¿no? Pero ya en la práctica, en el día a día, entras a un proceso de vida, en la persona, ¿no? Y el empresario tiene que saber que algunos problemas no se solucionan en el corto plazo, y sin embargo, para subsistir, tienes que aplicar a estas convocatorias, buscar el recurso y generar tus programas, ateniendo 24/7 (veinticuatro horas por siete días), trabajando al mismo tiempo. Entra una persona en reinserción, pues es un proceso que a nosotros nos ha llevado mucho tiempo en cada caso. Yo tengo cinco años aquí, y hay chicos desde entonces, esto es lo que le interesa más el empresario que escuchar al joven. Jóvenes que, en su trayectoria de vida, ya han pasado procesos donde, pues han recaído, los ha detenido la policía, pero nosotros los hemos acompañado. Han creado un sentido de pertenencia con la organización. Tenemos expedientes de chicos en una base de datos donde registramos que algunos los han matado, o se han muerto por una enfermedad. Hemos dado un seguimiento muy interesante a los jóvenes, independientemente de quién sea el coordinador del proyecto, y seguiremos recibiéndolos, ya que es muy importante la continuidad del programa, inclusive se ha creado un ecosistema de reinserción en el suroriente.

			Es necesario que las autoridades comprendan que económicamente es más barata la reinserción que el internamiento de los jóvenes. Todavía más, la prevención es mucho mejor, ya que se puede evitar que las situaciones escalen. Así, creemos que lo han entendido los empresarios, y con sus aportaciones han generado pequeños ecosistemas, como es el caso de la Tenda, en donde se ha creado el sistema de reinserción. Es por ello que cuando se recorta el financiamiento a los proyectos se afecta el sistema, que ya posee una capacidad instalada, un reconocimiento por parte de la comunidad, no solo por las personas canalizadas dentro del sistema, sino por la misma gente de la comunidad. Allí ayudan a la escuela, ayudan aquí con una beca para adicciones, acá me van a ayudar a mi hijo que se está metiendo drogas, y nos llegan muchos casos, ya de familias, de personas, porque realmente ha logrado divulgar toda esta información, y entonces llegan y nos piden apoyo. 

			¿Cómo se ve Alejandro Sapién siendo un agente de cambio? 

			Yo creo que lo que hace falta es la formación de más cuadros que tengan esta visión. Creo que hay gente y organizaciones que están más del lado de construir con el gobierno, claro sin perder de vista un contrapeso necesario que genere mecanismos de exigibilidad social. Creo que las osc se distinguen por ser ese contrapeso del gobierno, aunque las mismas financiadoras, como la Agencia Internacional para el Desarrollo de los Estados Unidos (usaid, por sus siglas en inglés), han tejido estos subsistemas y han impactado en que las organizaciones no busquen la confrontación e intenten crear articulaciones, y de construir más como Estado. Yo creo que falta mucho para que las osc se conviertan en mecanismos de monitoreo y de vigilancia de las acciones que implementa el gobierno en materia de política social, pues actualmente son las organizaciones en Juárez las que en su mayoría operan proyectos sociales a favor de los grupos vulnerados, incluso algunas desde una base comunitaria. 

			Las organizaciones se profesionalizan más, se fortalecen a través de capacitaciones, cursos, pero ¿dónde está la otra parte que también nos pueda ir formando como sujetos de derechos en participación en política pública? Se están haciendo cosas interesantes con el magistrado, los jueces, pero hasta dónde puedes realmente exigir esa parte para que las cosas cambien. Debemos retomar el papel de la sociedad civil, repensarlo, y a estas nuevas generaciones formarlas desde las bases comunitarias para una política social o un verdadero desarrollo social. También están las generaciones con las que tenemos contacto, aunque los que venimos llegando tenemos con otra perspectiva, quizás más profesionalizados, pero también con un enfoque humanista o de derechos humanos; claro, no comparado con las comunidades eclesiales de base (ceb), pero sí con un enfoque y un compromiso por los derechos sociales, por construir una ciudad distinta. Creo que me sumo a eso, es decir, como agente del cambio social, sí quiero ser contrapeso. Sí quiero ese exigir con argumentos y estar desde el activismo, provocar estos cambios que generen capital y cohesión social. Pero nos falta ponernos de acuerdo, formar cuadros y yo creo que este tipo de conversaciones pueden dar hincapié a que vayamos repensando eso, para no quedarnos en el aire. 

			Creo que parte de los problemas que tenemos a veces, como organizaciones de la sociedad civil, es justo que nos enfocamos y especializamos en ciertos temas y necesidades. Y también está la otra cuestión de la sobrevivencia de la organización, de estar buscando el próximo proyecto, el próximo recurso, que te absorbe mucho tiempo, además de rendir cuentas a un cofinanciador. ¿Cómo podríamos ser contrapeso? Bueno, pues justo yo creo que a través de conocer los mecanismos que tiene el gobierno para ejercer el derecho de exigir. De ahí, bajar la información a las bases, con el objetivo de que conozcan los diferentes tipos de derechos que existen, para que de ahí se forme un movimiento ciudadano de construcción de paz. Porque, así, empieza desde la sociedad civil y luego va en crecimiento, pero no solamente de empuje, sino que en cuestiones también como idea de conocimiento, de estructura, para que vayamos retomando la cohesión social, que sí existe, pero es necesario construirla desde las bases comunitarias.

			Finalmente ¿cómo deberían los jóvenes participar en la búsqueda de una efectiva inclusión en la ciudad? 

			Creo que primero hay que informar a las y los jóvenes que son sujetos de derechos, que pueden exigir. Aunque esto es difícil, porque sus derechos son vulnerados desde las estructuras, no se les garantiza un estado de bienestar social, una vida digna y libre de violencia. Esta situación se agrava cuando no se cubren las necesidades básicas, como alimentación, educación, redes de apoyo, y entonces podemos hablar de derechos, empoderar a los jóvenes, que comprendan que pueden y deben participar en asuntos de la ciudad, a través construir con ellos un plan de vida, problematizar y reflexionar las cosas cotidianas y no normalizar la violencia y la precariedad. Pero es un proceso lento que requiere de acompañamiento; la idea es que se vuelvan sujetos de derechos que puedan exigir a un político una acción concreta. 


					1 Datos del Informe de Juventud, del año 2022, elaborado por la asociación Así Estamos Juárez y Desafío.


					2 Gómez, Alejandra (2021). Dan impulso a la reinserción social. El Diario. https://diario.mx/juarez/dan-impulso-a-la-reinsercion-social-20210721-1820930.html
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			Derecho a la ciudad y ciudadanía inclusiva

			El derecho a la ciudad y la ciudadanía inclusiva son dos conceptos clave que resumen las aspiraciones de millones, acaso miles de millones, que viven en condiciones precarias en las grandes ciudades de la mayoría de los países del mundo, tengan estos mayor o menor de riqueza, se ubiquen en el hemisferio norte o sur, en África, América, Asia o Europa. El primero lo planteó por vez primera en los años sesenta el sociólogo y urbanista francés Henri Lefebvre, quien por derecho a la ciudad de manera resumida entendía el “derecho a la vida urbana, transformada, renovada” (Lefebvre, 1978). Desde entonces, a medida que avanzó el proceso de urbanización en todos los continentes y se consolidó la tesis de la sociedad urbana, y de que la vida en las ciudades se tornó más compleja social, cultural y ambientalmente, el concepto ganó espacio en los estudios urbanos y en el marco institucional internacional. 

			A principios del siglo xxi, la onu adoptó la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad surgida en el Foro Social de Porto Alegre en 2001, que define este derecho como el “de todos los habitantes a habitar, utilizar, ocupar, producir, transformar, gobernar y disfrutar ciudades, pueblos y asentamientos urbanos justos, inclusivos, seguros, sostenibles y democráticos, definidos como bienes comunes para una vida digna” (onu-Habitat, 2022). Luego surgieron organismos nacionales e internacionales que promueven políticas urbanas basadas en los principios asociados a este derecho, como la Coalición Internacional por el Hábitat y la Plataforma Global por el Derecho a la Ciudad (pgdc), entre otros. Y desde los estudios urbanos, se preconizó en el siglo xxi la emergencia de un modelo de ciudad basado en el derecho a la ciudad, como una forma colectiva de los derechos humanos que impulsa la participación ciudadana equitativa e igualitaria en la construcción de la ciudad, la apropiación del espacio público y el usufructo del excedente urbano, y que aspira a una ciudad que brinde condiciones y oportunidades para todos los habitantes (Ziccardi, 2017).

			El segundo de los conceptos, la ciudadanía inclusiva, tiene una historia más reciente, aunque el verbo inclusión —y su opuesto exclusión— (o adjetivo, inclusiva, exclusiva) han estado presentes prácticamente desde las primeras nociones de ciudadanía en la Grecia y Roma antiguas: la ciudadanía suponía la inclusión de los sujetos en el cumplimiento de obligaciones (participar en la vida política) y derechos (recibir protección) a partir de la pertenencia, o no, a una comunidad política (el Estado) y a una determinada identidad cultural (la nación). Atributos que, en la actualidad, en el contexto de la acelerada urbanización, globalización, crecimiento hipertrofiado, fragmentado y segregado de las metrópolis, resultan cada vez más anacrónicos ante la presencia cada vez más numerosa de flujos migratorios que huyen de la desigualdad, deterioro ambiental, violencia social y persecución política crecientes en sus países de origen; fenómenos incitados por la globalización y la imposición de políticas económicas y financieras internacionales desde los años setenta (Álvarez, 2018). 

			Los atributos de la ciudadanía tradicionales son cuestionados teórica, política y prácticamente por los millones de personas excluidas (migrantes, trabajadores informales, pobres urbanos, víctimas de violencia, personas en situación de calle, etc.) que viven en las grandes ciudades, pero tan solo como población, no como ciudadanos, como una realidad jurídica y social fáctica, sin ejercer derechos ni acceder y gozar de los bienes colectivos de la ciudad: transporte, equipamientos recreativos, de salud y educativos, seguridad y vivienda. 

			Es así que en los años noventa surge el concepto de ciudadanía inclusiva entendida en sentido opuesto a la concepción de ciudadanía hegemónica, liberal, universalista, abstracta, excluyente y elitista. Es así que la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad la incluye como un componente fundamental para considerar una ciudad o territorio como aquellos donde “todes los habitantes (permanentes o temporales) sean considerados ciudadanos y se les conceda igualdad de derechos (por ejemplo, las mujeres, las personas que viven en la pobreza o en situaciones de riesgo ambiental, les trabajadores de la economía informal, los grupos étnicos y religiosos, las personas lgbtiqa+, las personas con discapacidad, les niñes, les jóvenes, les ancianes, les migrantes, les refugiades, les habitantes de la calle, las víctimas de la violencia y los pueblos indígenas)” (Rigth City, 2022). 

			En suma, en esta noción se advierte una perspectiva sustantiva de la ciudadanía que es deseable promover a través de la movilización y la lucha la lucha desde abajo, desde las poblaciones excluidas. Al igual que el derecho a la ciudad, la ciudadanía inclusiva es más un ideal que una realidad, y por tanto un programa político para transformar la vida en las ciudades. Su actualidad es patente en la mayoría de los nuevos movimientos sociales surgidos desde finales del siglo pasado, que en la actualidad siguen creciendo y multiplicándose hasta convertir a las ciudades, y ‘lo local’, en oposición a lo nacional y lo global, en el territorio central del debate político sobre la ciudadanía. Ambos conceptos responden positivamente a las crecientes poblaciones urbanas excluidas (Álvarez, 2018). Estos movimientos sociales configuran un nuevo ‘modelo de ciudad’ opuesto al ‘modelo de ciudad mercantil hegemónico’, producido por la globalización y las políticas neoliberales, sustentado en la asociación de las élites económicas y políticas y de los intereses empresariales que producen bienes urbanos buscando el máximo lucro, que propician desigualdades urbanas, procesos de gentrificación, expansión territorial, viviendas precarias y degradación ambiental (Ziccardi, 2017). 

			La lucha por el derecho a la ciudad en el contexto local

			En este contexto, desde fines del siglo pasado y la primera década de siglo xxi, en Ciudad Juárez han surgido movimientos sociales que claman por una mayor y efectiva participación ciudadana, en la toma de decisiones que afectan al presente y futuro de la ciudad. En 1990, la lucha para impedir la destrucción del icónico edificio del Instituto Nacional de Bellas Artes (inba), o Sala de Convenciones del Pronaf, detonó un movimiento cultural durante las dos décadas siguientes en favor de la creación de un Instituto Municipal de Cultura, cuya principal aportación fue promover una lectura de ciudad en clave democrática, incluyente, cimentada sobre derechos. Una lectura construida desde la acción política cotidiana y en la articulación con otros actores, que en la actualidad se observa en la práctica de colectividades de jóvenes, artistas, mujeres, estudiantes y ciudadanos que impulsan iniciativas para reconfigurar y resignificar la ciudad, que en la práctica disputan el espacio urbano a las dinámicas mercantiles, con proyectos para caminar las banquetas, construir monumentos, pintar las paredes, ganar las calles para las bicicletas, defender el espacio de los árboles, oponerse a proyectos urbanos mercantiles, promover el cooperativismo y la economía solidaria, rescatar y reavivar el centro histórico. Para reimaginar el futuro de la ciudad (Padilla y Rosas, 2022). 

			Poco después, a mediados de los años noventa, grupos de mujeres lanzaron la voz de alarma sobre los homicidios de mujeres en la ciudad, más adelante nombrados ‘feminicidios’ (Solyszko, 2013). Más adelante, en 2003, a partir del hallazgo de siete cuerpos de mujeres asesinados se conformó el caso Campo Algodonero que fue llevado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos para denunciar las omisiones y violaciones a derechos humanos por el Estado mexicano. La lucha en contra de los feminicidios, al igual que de otras formas de la violencia (estructural, doméstica), se transformó así en una lucha por los derechos humanos, la equidad de género, políticas públicas y urbanas para brindar seguridad, bienestar y oportunidades de desarrollo a las mujeres en la ciudad y por el respeto a la diversidad sexual. 

			Luego, hacia los años 2005 y 2006, se suscitó una gran movilización ciudadana para tratar de impedir la aprobación del Plan Parcial de San Jerónimo por las autoridades municipales, que con apoyo del gobierno estatal y de la élite empresarial, promovía un ambicioso proyecto de urbanización al poniente de la ciudad, que amenazaba con un acelerado y desordenado aumento de la mancha urbana. Este plan finalmente se aprobó; sin embargo, el rumbo de la expansión de la mancha urbana se dirigió al suroeste. No obstante, la importancia de participar en la definición de las políticas urbanas se mantuvo, dando lugar a comités de vecinos y redes ciudadanas que se han involucrado en luchas urbanas, sea para promover u oponerse a la apertura de nuevas calles, reclamar parques, incidir en proyectos inmobiliarios que afectan la calidad de vida. Un ejemplo reciente de este tipo de luchas son las movilizaciones suscitadas los últimos tres años (2020-2023) en contra del proyecto de transporte masivo del brt en las líneas troncales que corren por la avenida 16 de Septiembre y su prolongación al sur de la ciudad, y la avenida Gómez Morín, así como de la construcción de pasos a desnivel en el eje Francisco Villarreal-Avenida de las Torres. 

			Posteriormente, entre 2008 y 2012, la ciudad se convirtió en un escenario de la guerra contra el narcotráfico y los cárteles de la droga emprendida por el presidente Calderón. La guerra trajo consigo un inusitado crecimiento de la incidencia delictiva (robo de autos con violencia, secuestro, extorsión), pero sobre todo de los homicidios dolosos al arrojar más de 10 mil víctimas en este periodo (Calderón y González, 2013). También implicó una presencia masiva de efectivos del ejército y demás fuerza de seguridad que, junto con la violencia criminal, prácticamente impusieron un estado de excepción y la cancelación del espacio público. Fueron años de gran peligro que, sin embargo, dieron lugar a nuevas luchas, ahora dirigidas en contra de la violencia y la militarización, por la defensa de los derechos humanos y por la recuperación del espacio público. Con distintos orígenes sociales y orientaciones ideológicas, los segmentos movilizados presionaron a las autoridades para poner fin a la violencia, denunciar las violaciones a los derechos humanos y exigir políticas sociales para cubrir los rezagos sociales en la ciudad (Beltrán del Río, 2021).

			Estas luchas pueden considerarse hitos en la historia de la lucha por el derecho a la ciudad. Se trata de expresiones que, a pesar de parecer dispersas y desconectadas, en el fondo comparten un objetivo común: ejercer el derecho a la ciudad, a promover la convivencia y sustentabilidad en la ciudad y a ser incluidas, informadas y consultadas para participar en la toma de decisiones sobre los asuntos públicos que afectan el presente de la ciudad y definirán su futuro. En este sentido, cabe destacar como el ejemplo más reciente de la lucha por el derecho a la ciudad (2019-2023) a la movilización de grupos ciudadanos para preservar y mejorar El Chamizal y su consecuente oposición a un proyecto empresarial para construir un Centro de Exposiciones y Convenciones en terrenos de este parque. La naturaleza social de los actores que participan en el conflicto en torno a ese espacio público, y los argumentos que expresan las partes antagónicas, ilustran con claridad la oposición entre los modelos de ciudad antes mencionados: el de la ciudad mercantil y el sustentado en el derecho a la ciudad. 

			En la disputa por El Chamizal los actores involucrados presentan varios argumentos en favor y en contra del Centro de Exposiciones y Convenciones. De un lado, los impulsores son los más importantes empresarios de la ciudad y los dirigentes de la mayoría de las cámaras empresariales. Son un grupo minoritario perteneciente a la élite económica, que además de los recursos materiales tiene a su servicio a una parte de la clase política —políticos, funcionarios, comunicadores— que ha recibido favores y está comprometida a devolverlos o busca congraciarse para recibirlos más adelante en tiempos electorales. Tienen poder de picaporte ante las autoridades en turno y se ostentan como los únicos actores con facultad para decidir qué hacer en la ciudad, o dictar a dónde dirigir la inversión y políticas públicas. Se valen del término ‘desarrollo económico’ desde hace décadas, para insistir que promueven la generación de empleos y atraen la inversión maquiladora, a la que rentan naves industriales y prestan servicios. Pero es un discurso desgastado por los hechos, por la dura realidad que vive esta ciudad desde hace años, con desigualdad, pobreza y violencia como parte de sus rasgos distintivos. Una realidad producida por un proyecto de ciudad mercantil, que asegura los beneficios para el poder económico y reparte los costos entre la población.

			Por otro lado, quienes defienden El Chamizal son grupos de la sociedad civil y ciudadanos congregados en torno al Frente en Defensa de El Chamizal (Fedech). La mayoría de ellos tienen experiencia en procesos de participación ciudadana desde hace décadas. Se formaron al calor de luchas reivindicativas en defensa del medio ambiente, por la política cultural y contra la violencia y militarización de la ciudad. Son parte de la sociedad civil que desde entonces defiende el derecho a la ciudad y la sustentabilidad en oposición al proyecto de ciudad hegemónico, empresarial y mercantil. Señalan las irregularidades normativas y técnicas que durante décadas han provocado la deforestación y deterioro de la infraestructura de El Chamizal, la reducción y fragmentación de sus terrenos y la privatización de facto de una parte de ellos por medio de comodatos entregados al margen de la ley a intereses privados. En defensa del parque reclaman que sea declarado parque nacional o área natural protegida por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (semarnat), aduciendo razones ambientales, culturales e históricas: es un área que incluye el antiguo cauce del río y desde su devolución está destinada a ser una reserva ecológica con usos culturales, deportivos y educativos; un territorio icónico de la identidad cultural de las y los juarenses y una conquista histórica en las relaciones de nuestro país con Estados Unidos; es también el principal espacio público a donde acuden miles de familias. 

			No obstante, a pesar de las luchas ciudadanas en las últimas décadas se consolidó la ciudad mercantil, neoliberal y globalizada. Además de experimentar con agudeza las crisis cíclicas de la economía internacional que golpean a la industria maquiladora, el modelo mercantil se erigió sobre grandes déficits estructurales (pobreza, desigualdad social e inseguridad), que afectan la calidad de vida de la población. Si bien la ciudad se beneficia de una pujante vida económica centrada en la industria maquiladora de exportación, y hay efectos secundarios que benefician al empresariado y a la clase media locales, por otro lado exhibe enclaves de pobreza y segregación socioespacial, producto de un mercado laboral con bajos salarios y de políticas urbanas que responden solo a intereses inmobiliarios especulativos, que producen carencias de cobertura y calidad de servicios, equipamientos e infraestructura urbana, debido al crecimiento y dispersión de la mancha urbana. 

			Hay grandes asentamientos periféricos que surgieron en el poniente en los años setenta y ochenta por la ocupación irregular de la tierra, se añadió en las primeras décadas de este este siglo otra periferia precarizada en el suroriente de la ciudad; esta vez producida por el mercado formal de vivienda mínima adquirida por trabajadores de bajo salario y una política nacional de vivienda masiva que no garantiza el acceso a la vivienda digna (onu-Habitat, 2012; Contreras, 2020), que la hace susceptible de experimentar un rápido deterioro y de ser abandonada. Es así que entre 2005 y 2015 la mancha urbana creció una tercera parte, mientras que la población aumentó apenas un 6.4% (Padilla y Ginez, 2020), y que hacia 2020 más de 13% de las viviendas estuvieran deshabitadas o en uso temporal (inegi, 2020). En este medio, la población sigue padeciendo inseguridad y violencia, con cerca de 1,500 homicidios al año entre 2019 y 2021 que ocurren principalmente en el suroriente (Carmona, 2022). 

			El derecho a la ciudad en la nueva coyuntura migratoria, 2019-2023

			Las condiciones críticas de la ciudad se sumaron a otros dos fenómenos globales que generaron nuevas complicaciones sociales y desafío a la gobernanza local, y ponen en evidencia las limitaciones de la ciudad para avanzar en el derecho a la ciudad y la ciudadanía inclusiva: el arribo masivo de migrantes internacionales procedentes principalmente de Centroamérica y de otras partes de América del Sur, el Caribe, África, Europa Oriental y Asia, que mayoritariamente llegaron a Ciudad Juárez como la última etapa en su largo recorrido para intentar el cruce a Estados Unidos como solicitantes de protección internacional. El otro fenómeno, la pandemia de covid-19, detonó medidas de confinamiento social para contener los contagios que implicaron el endurecimiento de las acciones de contención migratoria impulsadas desde 2019 por los gobiernos de Estados Unidos y México, además de prolongar y complicar las condiciones de estancia de esa población en la ciudad. 

			Desde finales de 2018 se abrió una nueva coyuntura migratoria que, junto con las políticas de contención de Estados Unidos, tiene importantes efectos en todas las ciudades mexicanas de la frontera norte. Estas se convirtieron en un punto estratégico en la ruta de miles de personas, en su mayoría por centroamericanos y mexicanos desplazados por la violencia y la pobreza en sus lugares de origen. Viajan en familia, con niños pequeños, mujeres y hombres solos y menores no acompañados, que se desplazan en grupos pequeños o caravanas desde la frontera sur con Guatemala hacia el norte de México para solicitar asilo en Estados Unidos. La estadística de detenciones en la frontera de Estados Unidos muestra la magnitud de ese fenómeno. Durante la primera mitad de 2019, el flujo creció rápidamente para luego reducirse a partir del mes de julio de 2019 hasta abril de 2020. Luego creció paulatinamente durante los siguientes meses y después con mayor rapidez entre febrero y junio de 2021 y descender hacia finales de ese año. Entre enero y diciembre de 2019, el total de detenciones en el sector de El Paso, que colinda con Ciudad Juárez, fue de 148,120 (más de 25% del total en toda la frontera). En 2020 se redujeron a 67,500 y en el 2021 se elevaron a 214,175, un 13% del total (cbp, 2022). En la actualidad, las cifras siguen aumentando y suman nuevos perfiles, como las personas venezolanas que llegan desde septiembre de 2022. 

			Esta dinámica exhibe los cambios en la política migratoria norteamericana, secundada por México, y la aplicación de las medidas sanitarias internacionales. La presencia de migrantes provocó que la migración, a pesar de ser un fenómeno que ocurre históricamente en la ciudad y un tema recurrente en el discurso identitario de las y los juarenses —ciudad de migrantes— alcanzara una nueva dimensión, ya que esta vez se trata de un flujo migratorio que la ata aún más a procesos de escala global: al éxodo humano de regiones pobres de América Latina y resto del mundo y a las políticas migratorias restrictivas del derecho de asilo en Estados Unidos. 

			La migración provocó una situación de emergencia humanitaria y diferentes reacciones entre la sociedad civil, la esfera gubernamental y el sector empresarial. Hubo desacuerdos en torno a la responsabilidad que le correspondía a cada orden de gobierno, que luego dieron paso a mecanismos informales de cooperación gobierno-sociedad, que a su vez contribuyeron a la gestación de una experiencia de gobernanza migratoria, entendida por la Organización Internacional para las Migraciones (oim) como la participación en la gestión de la movilidad humana de “ciudadanos, migrantes, organizaciones internacionales, el sector privado, los sindicatos, las organizaciones no gubernamentales, las organizaciones comunitarias, las organizaciones religiosas y las instituciones académicas” (oim, 2015). 

			De este modo, desde la perspectiva del derecho a la ciudad y la ciudadanía inclusiva, cabe destacar la solidaridad con que la mayoría de la población juarense recibió a las personas migrantes desde los primeros meses de 2019, con el surgimiento de albergues que se sumaron a la Casa del Migrante en la tarea de darles cobijo. A través de estos espacios, las comunidades evangélica y católica canalizan desde entonces donaciones de la población en alimentos, ropa y dinero, y apoyos diversos de los tres niveles de gobierno. Del gobierno federal, destaca la instalación del Centro Leona Vicario, apoyos de alimentos y energía eléctrica a los albergues y el trabajo del grupo BETA del Instituto Nacional de Migración (inm) en tareas de rescate y traslados de migrantes a tales lugares de acogida. Por el gobierno estatal, la creación del Albergue Infantil Nohemí Álvarez Quillay, la operación del Centro de Atención Integral para Migrantes (caim) y el acceso a servicios de salud a la población migrante. Y por el gobierno municipal, el trabajo de la Oficina de Apoyo a Migrantes en el traslado de personas a albergues y la instalación de uno más en el gimnasio Kiki Romero.

			La mayoría de estas acciones se realizaron los primeros dos años de la contingencia migratoria (2019-2021), gracias a los mecanismos de articulación gobierno-sociedad civil, como el Consejo Estatal de Población para los Migrantes (coespam) y la Iniciativa Juárez. Esta última, promovida por empresarios y responsables de albergues que exigieron a los representantes de los tres niveles de gobierno dejar de lado sus diferencias, acordar acciones humanitarias y resarcir los efectos indirectos que su presencia causaba en la ciudad (demoras en los puentes internacionales, debido a los controles implantados por el Custom and Border Protection). Este mecanismo se vio favorecido por la vecindad fronteriza con El Paso, ciudad con la que tiene históricas relaciones de cooperación, con prácticas de diplomacia transfronteriza y el arribo de organizaciones transfronterizas e internacionales, entre las que se encuentran: la Red Binacional de Apoyo a los Migrantes, la Diócesis de El Paso y la Casa Anunciación, que desde décadas atrás ofrecen refugio a esa población. Además, desde mediados de 2019 están presentes oim, la oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (acnur) y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (unicef), el Comité Internacional de Rescate (irc), la Sociedad Hebrea de Ayuda al Inmigrante (hias), la Red Católica de Inmigración Legal (clinic) y Save the Children, entre otras. 

			Desde el ángulo de los factores que limitan la capacidad de las acciones humanitarias, y que cuestionan directamente la disposición de la ciudad para gestionar sus conflictos y crisis sociales —desde la perspectiva del derecho a la ciudad y la ciudadanía inclusiva—, se observan elementos de escala internacional, nacional y local. 

			Uno es la prolongación de la política de contención de los flujos migratorios, mediante el involucramiento de la Guardia Nacional y la militarización de los mandos del inm, implantada por el gobierno federal desde la segunda mitad de 2019 en respuesta a las amenazas y presiones norteamericanas. Sin políticas de desarrollo regional, esta política es ineficaz para enfrentar un fenómeno social incontenible, porque su origen está en el enorme y creciente desequilibrio entre una América Latina pobre, que expulsa a las personas, y un Estados Unidos rico que las atrae. Se trata, además, de una política contraria a las medidas del Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular, que difícilmente garantiza una gestión de la movilidad humana íntegramente, respetuosa de los derechos humanos. Los acuerdos migratorios con Estados Unidos convirtieron a México en un ‘tercer país seguro’ de facto, con el retorno de decenas de miles de migrantes. Pero esto ha sucedido sin que Estados Unidos destine recursos que garanticen la seguridad y el bienestar de esas personas en nuestro país; sin que se fortalezcan las capacidades administrativas para dar refugio o regularizar la estancia de la población extranjera, propiciar su integración al empleo, a la salud y a la educación e impedir que estén a expensas de grupos dedicados al tráfico humano. 

			Otro elemento es el rol de los gobiernos estatal y municipal, las declaraciones y acciones más recientes agravan la vulnerabilidad de las personas migrantes, al tratar la presencia de extranjeros en la ciudad con un enfoque securitario que los responsabiliza de problemas de salubridad e inseguridad. Ejemplos de ello son la firma de un acuerdo de seguridad fronteriza entre la gobernadora de Chihuahua y el gobernador de Texas, que compromete la plataforma de seguridad Centinela a la vigilancia y persecución de migrantes, así como los operativos policiales en contra de migrantes en las calles y cruceros de la ciudad y las declaraciones del alcalde que las justifican. Tales acciones alimentan la animosidad hacia los migrantes entre amplios sectores de la población, que en las redes sociales exigen su expulsión del país, los denigran y aplauden a ciudadanos que agreden a personas de nacionalidad venezolana. Al igual que en otras ciudades fronterizas, en Ciudad Juárez el sentimiento inicial de solidaridad y empatía fue superado por crecientes expresiones de rechazo. Luego de la tragedia del incendio de la estación migratoria, en un chat de Facebook para conocer el tiempo de cruce de los puentes internacionales y posibles contratiempos, los usuarios han hecho mano de una violencia verbal extrema: “quémelos a todos”, “que los regresen a su país”, “que se vayan”, “se vendrán todos los latinoamericanos”. 

			A todo ello se suma, como un factor clave que incide en este ambiente adverso, las diferencias partidistas e intereses de grupo en los tres niveles de gobierno que socavan los espacios de colaboración logrados en 2019, reducen el alcance de la atención humanitaria y agudizan la vulnerabilidad de las personas migrantes, principalmente de las que permanecen en calles, lotes baldíos y edificios abandonados y en ruinas, en donde padecen problemas de hacinamiento, falta de higiene e incidentes de violencia. Sin que los tres niveles de gobierno combatan el tráfico de personas y los abusos de cuerpos de seguridad, los acosan y extorsionan, como sucede en el centro histórico y el bordo del río Bravo. 

			Derecho a la ciudad y ciudadanía inclusiva para responder a los flujos migratorios

			Ciudad Juárez ha debido su crecimiento a los flujos migratorios que llegan del sur del país, sobre todo después de creada la actual frontera de México con Estados Unidos. Recibe población mexicana y más recientemente población extranjera, principalmente centroamericana, en busca de empleo o en tránsito hacia Estados Unidos, y de personas que retornan expulsadas de ese país. Esta ciudad de migrantes es también el lugar donde el 27 de marzo de 2023 fallecieron 40 personas en el incendio de la estación del inm. Este terrible acontecimiento debe dar lugar a un parteaguas en la historia reciente de los flujos migratorios a la ciudad. Es un hecho que obliga a la solidaridad hacia las víctimas y a exigir que haya justicia para ellas, sin violaciones al debido proceso, con medidas de reparación del daño y garantías de no repetición. Pero también, es una tragedia que impele a conocer el contexto en que llegan y permanecen en la ciudad miles de personas procedentes de Centro y Sudamérica con la esperanza de cruzar a Estados Unidos. Sobre todo, a hacer un balance de la manera en que la sociedad local y las autoridades responden, desde 2019, a este flujo humano, para encontrar alternativas que eviten la repetición de este tipo de tragedias e injusticias, ya que es un fenómeno de escala global que continuará y podría crecer los próximos años, obligando desde ahora a construir respuestas conjuntas y estratégicas desde la perspectiva del derecho a la ciudad y la ciudadanía inclusiva. 

			Para avanzar en esa dirección, urge restablecer la coordinación entre todos los actores involucrados en la atención humanitaria, para atender a miles de personas cuyas necesidades rebasan las capacidades de cada instancia de gobierno o grupos sociales, pero que sumadas pueden ser más eficaces. Es necesario recuperar la experiencia de la Iniciativa Juárez, donde concurrieron titulares de los tres niveles presentes en la ciudad, empresarios, responsables de albergues, organizaciones de la sociedad civil local y transfronteriza, académicos, instituciones de educación superior y organismos internacionales. En ese espacio podrían generarse condiciones que mejoren la atención humanitaria y promuevan la inclusión de los migrantes al trabajo, la salud, la educación y la vivienda, y construir una propuesta integral surgida desde lo local, que ayude a cambiar la política migratoria nacional. 

			Si bien el gobierno federal anunció la transformación del inm (posiblemente en una coordinación intersecretarial desmilitarizada, como lo informó el padre Solalinde), podría impulsarse la salida de mandos militares del inm y el retiro de la participación de la Guardia Nacional en tareas migratorias, regularizar a la población migrante retomando la propuesta de Programa Emergente de Regularización de diciembre de 2019, fortalecer las capacidades administrativas del área de regularización migratoria en el inm y ampliar la presencia local de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (comar). Podría acordarse con el gobierno estatal desvincular los programas de seguridad, de la vigilancia y/o persecución a migrantes y realizar ajustes normativos y de personal en el Consejo Estatal de Población (coespo), que ayuden a una coordinación eficiente y respetuosa con los demás actores e instancias involucradas en tareas de atención humanitaria. También, que el gobierno municipal cese todo tipo de acciones que alienten discursos de odio en la población y realice campañas informativas para revertir la xenofobia creciente entre la ciudadanía. Y que los tres niveles de gobierno se coordinen y refuercen la investigación y combate del tráfico humano. 

			Restablecer la Iniciativa Juárez, o alguna instancia con otro nombre, pero con propósitos semejantes, puede ser el primer paso en la dirección correcta para superar la crisis de atención humanitaria y lograr el bienestar y la seguridad de todas las personas que viven en la ciudad, sean locales o migrantes. Sobre todo, para que esto sea posible, es imprescindible fortalecer la capacidad organizativa de la población local y de la población migrante, para que participen en la definición de la política de atención humanitaria e integración al empleo, la salud y vivienda. 
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			El derecho a la memoria y los que siempre han estado

			David Arturo Muñiz García

			Universidad Autónoma de Ciudad Juárez

			Muchas ciudades cimentan parte de su identidad urbana en la copiosa historia que tienen, y en México la monumentalidad de las edificaciones del periodo virreinal da testimonio de esto. Pero no todas las ciudades mexicanas tienen tal monumentalidad, ni el periodo virreinal es el único que ha dejado huella en la identidad urbana. La urbe que forman Juárez-El Paso ha sido tradicionalmente conceptualizada como una ciudad reciente poblada por migrantes; sin que esto sea falso, hay mucho más en la historia de la ciudad. Los antiguos pobladores indígenas son una parte integral en la conformación de Juárez-El Paso, pero parecen haber sido olvidados por la historia. Recuperar el aporte que estas comunidades subalternas tuvieron en la conformación de la ciudad significa ejercer el derecho que los actuales juarenses y paseños tenemos a la memoria histórica de nuestra ciudad. 

			El presente capitulo plantea que el derecho a la memoria debe ser considerado como uno más de los derechos a la ciudad, entendiendo esto último de acuerdo con la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad de onu-Habitat (onu-Habitat, 2023), en particular la memoria al pasado indígena de la ciudad que conforman Juárez-El Paso. El derecho a la memoria típicamente se ha contemplado para reivindicar eventos recientes, pero aquí se propone que es posible ir un poco más allá en el tiempo y recuperar la memoria de pobladores tan antiguos como los indígenas que vivieron antes de la llegada de los españoles y durante el tiempo que existió la Nueva España. Tener acceso a la historia del lugar en donde vivimos posibilita la creación y apropiación de distintas identidades urbanas, y en el caso de Juárez-El Paso se pretende trascender la idea convencional acerca de que es una ciudad: solo de paso, violenta, sin pasado antiguo, cuya historia está ligada a la reciente colocación de empresas maquiladoras, por lo tanto, a la explotación y la desigualdad. En contraste se propone una ciudad que fue, es y seguirá siendo un lugar en donde hay un encuentro de voluntades, un nodo de interacción humana que se sobrepone a las adversidades que le rodean, con una rica historia indígena, un lugar de quienes “siempre han estado” y “los que han llegado para quedarse”. 

			Los que siempre han estado no son otros que los indígenas, con distintos rostros y nombres, pero presentes en el desarrollo de las primeras poblaciones, los asentamientos prehispánicos, la ciudad virreinal y que siguen estando hoy en día. Pero, si los indígenas son tan importantes en la historia de la ciudad, ¿por qué no sabemos casi nada de ellos? La respuesta es compleja, pero se puede resumir en que ha existido una negación de la presencia e importancia de los indígenas en las fuentes escritas, es decir, aquellas posteriores a la llegada de los españoles, a partir de donde se ha repetido la idea inexacta de que en esta región casi no había indígenas o que desaparecieron en algún punto del periodo colonial. Entonces, para no seguir en el olvido y recuperar la memoria de la ciudad es necesario rescatar la memoria de los indígenas que siempre han estado aquí: mansos, sumas, ndee, y de los que llegaron para quedarse: piros, tiguas o tihuas, genízaros, entre otros, asunto que se trata en el segundo apartado de este trabajo. 

			Recuperar la memoria de los antiguos pobladores de Juárez-El Paso1 es ver a la ciudad como un lugar en el que las personas se adaptaron, haciendo eficientes los recursos de la naturaleza, generando una convivencia diferente al resto de ciudades: es hacer historia urbana. La adaptación y la convivencia entre indígenas y novohispanos han dejado huellas materiales que todavía hoy en día podemos leer en la mancha urbana; El Chamizal es uno de ellos. Producto de una interacción particular de factores geográficos, el bosque de El Chamizal es el entorno que vieron los primeros pobladores, alrededor del cual se desarrolló la ciudad, y hoy en día solo queda una pequeña isla de ese paisaje: es necesario aferrarse a él. La forma alargada y multicéntrica de la ciudad es otra huella que dejaron los antiguos habitantes, en especial los indígenas. Cualquiera que vea y ande la Juárez-El Paso de hoy notará algo ‘distinto’, su íntima relación con el río y lo continuo de su asentamiento, que, entre otras cosas, muestran una ciudad diferente que solo es posible entender si recuperamos sus memorias. Así como el río marcó el ritmo de la vida antes de la llegada de los españoles, la acequia logró domar parcialmente la intempestiva fuerza del río, para dar vida a un “continuo de casas y huertas” que era como describían a Paso del Norte, la ciudad virreinal. La acequia, como sistema de canalización de agua, no era desconocida para los indígenas, pero sin duda acrecentó su importancia exponencialmente con la introducción de la tecnología hispana. Hoy en día la ciudad sigue el trazo de las antiguas acequias, y son por tanto la huella material de la memoria que no debemos olvidar, asunto que se aborda en el tercer apartado del capítulo. 

			El derecho a la memoria como parte del derecho a la ciudad

			El derecho a la memoria ha sido reconocido como uno de los derechos fundamentales de las sociedades contemporáneas (Luther, 2010), y se refiere a la posibilidad de reconstruir los procesos históricos de individuos, comunidades y la sociedad en general, como parte de los elementos que solidifica el tejido social. El derecho a la memoria, como concepto jurídico, ha estado asociado a la reparación moral e ideológica de grupos que fueron vulnerados y/o que han sufrido un proceso de olvido o negación en el tenor de los discursos hegemónicos, sobre todo gubernamentales, es decir, el abuso que se hace desde el poder hacia sectores de la sociedad que terminan siendo vulnerables. 

			La aplicación de este derecho a la memoria lo podemos observar en los llamados ‘museos de la tolerancia’ (Fonseca Barrera e Iberoamericana, 2015; Witker Barra, 2019), siendo estos espacios una derivación del reconocimiento jurídico que tienen las personas o grupos que han sido violentados para que de alguna manera se tenga memoria de esas acciones, como un recordatorio de lo que el ser humano no quiere ni debe ser. Como colectividad tendríamos derecho a recordar los actos de ignominia que se ejecutan contra una parte de la sociedad, pues enfatiza la vulnerabilidad de algunos grupos, en donde la empatía y solidaridad son casi la única defensa que pueden encontrar. En México, un ejemplo representativo puede ser la llamada comunidad china, que ha sido objeto de violencias y vejaciones desde el poder gubernamental en distintos momentos de la historia (Ham, 2013). La recuperación de la memoria de esas vejaciones ha dado los elementos necesarios para que, recientemente, se haya planteado pedir “perdón por agravios a la comunidad china en México” (cndh México, ٢٠٢٣). 

			Ahora bien, la memoria histórica puede ser tan reciente o profunda como las investigaciones lo permiten y como las personas la consideran pertinente. Si bien el derecho a la memoria ha estado ligado a abusos relativamente recientes, como el franquismo, las dictaduras latinoamericanas y el Holocausto judío, no significa que dicha memoria se limite a este tiempo. Los abusos de grupos hegemónicos no son una novedad en la historia, por lo que el derecho a la memoria no tendría por qué limitarse a un espectro temporal cercano. Por supuesto que se tienen más y mejores fuentes para el trabajo de reconstrucción histórica conforme el pasado es más reciente, pero no significa que no podamos rastrear los distintos tipos de violencia que se han ejercido, algunas más evidentes que otras. Disciplinas como la historia, la arqueología, la antropología o la geografía han desarrollado metodologías de investigación que permiten interpretar las huellas para comprender las acciones del pasado. Por ello, es posible hablar del derecho a la memoria de grupos tan lejanos en el tiempo, como los indígenas en Paso del Norte durante el periodo virreinal (entre finales del siglo xvi y principios del xix), pero para reivindicar la manera en que fueron violentados es necesario documentar su existencia.

			Por otra parte, el derecho a la ciudad es un concepto que plantea que “todos los habitantes [tienen el derecho] a habitar, utilizar, ocupar, producir, transformar, gobernar y disfrutar ciudades, pueblos y asentamientos urbanos justos, inclusivos, seguros, sostenibles y democráticos, definidos como bienes comunes para una vida digna” (onu-Habitat, 2023). En los últimos 30 años se ha venido consolidando la idea de que las ciudades deben ser un ‘espacio para todos’, a través de un grupo de derechos específicos para los habitantes de la ciudad, y esto ha sido retomado por la Organización de las Naciones Unidas (onu) a través de su Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (Habitat). La onu reconoce que desde hace varios años la mayor parte de la población vive en entornos urbanos y que estos tienen características particulares, distintas al entorno rural. 

			El derecho ciudad es parte de los derechos que la onu busca que se reconozcan como derechos humanos, y al que todos los habitantes de este mundo tengamos acceso. El derecho a la ciudad que reconoce la onu implica que la ciudad sea: “libre de discriminación, con igualdad de género, inclusiva, participativa, accesible(s) y asequible(s), con espacios y servicios públicos de calidad, con economía diversa e inclusiva y con vínculos urbano-rurales”. De especial interés para el presente escrito es el primero, pues una ciudad libre de discriminación según la onu es: “Una ciudad/asentamiento humano libre de discriminación por motivos de género, edad, estado de salud, ingresos, nacionalidad, origen étnico, condición migratoria u orientación política, religiosa o sexual. Que abarque las minorías y la diversidad étnica, racial, sexual y cultural, que respete, proteja y promueva todas las costumbres, recuerdos, identidades, idiomas y expresiones artísticas y culturales no discriminatorias de sus habitantes” (onu-Habitat, 2023. Énfasis propio). 

			Al reconocer que los recuerdos e identidades culturales son parte de una existencia plena del ciudadano, la definición de la onu abre la puerta a que se integre el derecho a la memoria, puesto que es imposible tener recuerdos de algo que no se conoce, además de que la historia es un elemento cardinal en la conformación de la identidad cultural. El proceso de arraigo y/o prácticas culturales son únicas a un grupo de personas, y aunque los cimientos de la identidad se forman del pasado común, para que haya un pasado común es necesario tener memoria de ello. ¿Cómo podemos identificarnos con algo, digamos una ciudad, sino conocemos de dónde viene? En ese sentido, el derecho a la memoria puede ser un factor relevante para hacer justicia a los antiguos habitantes y combatir el olvido.

			Entonces, el derecho a la memoria es reconocido como un derecho de todos los grupos humanos que han sido violentados de alguna manera, para que esas acciones sean recordadas y reivindicadas por sus descendientes o bien por los herederos de sus acciones, lo que incluye a los habitantes del mismo lugar. Por otro lado, el derecho a la ciudad es aquel al que pueden acceder todos los habitantes de la ciudad. Sin embargo, hasta ahora no han sido integrados. Aquí se propone que el derecho a la memoria puede ser parte del derecho a la ciudad, en especial el derecho a la memoria indígena, que debería ser uno más de los derechos a la ciudad de los habitantes de Juárez-El Paso.

			Imaginando la ciudad 

			La memoria de la ciudad debe ser entonces uno de los elementos esenciales de la identidad urbana y por lo tanto del derecho a la ciudad. Imaginar a la ciudad es recíproco a la manera en que actuamos en ella, según autores como Kevin Lynch (2008). Entonces, imaginar a Juárez-El Paso como una ciudad, que va más allá de un lugar de paso o de pasado muy reciente, significa encontrar una raíz de identidad urbana que permite apreciar de otra manera a dicha ciudad. La identidad anclada a través de un lugar se despliega de manera distinta a otros procesos culturales. Al respecto el filósofo Friedrich Nietzsche decía: “También la historia pertenece, en segundo lugar, al que conserva y venera, al que, repleto de confianza y amor, lanza una mirada hacia atrás, al lugar de donde proviene, en donde se ha formado. Por medio de esta piedad paga su agradecimiento por su existencia […] La historia de su ciudad se convierte para él en su propia Historia” (Nietzsche, 2000: 60). Si bien nuestro lugar de origen (físico o imaginado) nos llama a identificarnos con ciertas prácticas culturales, el lugar en donde vivimos por decisión o necesidad nos ofrece más opciones identitarias, y en el caso de Juárez-El Paso se abre un inmenso abanico de opciones por su carácter plural y multiétnico

			Entonces, el arraigo a un lugar no siempre se refiere al espacio donde se ha nacido, sino al que se siente como propio, aquel al que unen experiencias, emociones, intereses o personas; en síntesis, al lugar en donde se vive. El lugar en que se vive puede ser elegido, de manera intencional, circunstancial o forzadamente por alguna razón, pero de cualquier manera es “su lugar”. Como ya lo advirtió la onu, la mayoría de la población hoy en día vive en entornos urbanos, por lo que el arraigo al lugar estaría íntimamente ligado a la idea de ciudad. 

			El imaginario sobre una ciudad no se limita a la forma física observable, no es solo lo que vemos: casas, edificios, calles, mobiliario, sino que es lo que pensamos sobre la urbe. La idea que se tiene de lo que fue en el pasado determina en buena medida lo que pensamos que es en presente. Por ejemplo, muchas personas tienen ancestros campesinos, un abuelo digamos; entonces a pesar de crecer en un entorno urbano, el campo refiere un pasado idealizado de valores positivos, y tal vez por eso se adoran las películas de la época de oro del cine mexicano. Esa imagen bucólica del campo seguramente se ajusta poco a la realidad física que el abuelo vivió, pero en la actualidad es un motivo por el que podemos pararnos frente a un paisaje campirano y decir “qué bello”. Del mismo modo, la manera en que pensamos el pasado de la ciudad nos empuja a imaginarla de una manera o de otra, la ciudad de imaginamos es la sociedad que reflejamos. 

			La historia urbana es la principal encargada de generar la idea del pasado de una ciudad; crear memoria. El imaginario urbano en Juárez-El Paso puede verse enriquecido con el conocimiento del pasado, pues crear memoria es ofrecer opciones identitarias a los ciudadanos. La historia urbana de Juárez-El Paso incluye procesos de resiliencia, adaptación, superación de las adversidades, trabajo cooperativo, entre otros, y seguir el olvido de estos procesos y traerlos a la discusión significa permitir el derecho a la memoria. Todos los habitantes deberíamos tener la oportunidad de reivindicar el pasado del lugar en donde vivimos: la ciudad.

			Los antiguos pobladores de Juárez-El Paso 

			Un paso necesario para identificarse con una ciudad es conocer su pasado. De Juárez-El Paso lo que más se conoce es su pasado reciente, aunque su historia es mucho más abundante que eso. Sin embargo, una constante en esa historia es la negación de los indígenas como actores relevantes. Antes de la llegada de los novohispanos se tiene registro de distintos grupos viviendo desde hace al menos 22,000 años, con una expresión muy relevante entre el 200 y 1450 de nuestra era, con lo llamado Jornada Mogollón. Al momento del contacto entre pueblos originarios y novohispanos, a finales del siglo xvi, había al menos tres grupos principales viviendo en lo que se llamará Paso del Norte: mansos o tampoanchas, sumas y los n’dee o apaches.2 En este apartado se hace un breve recorrido por el modo en que han sido negados los antiguos pobladores de Juárez-El Paso, y algo de lo que sabemos de ellos.

			Si la manera de contar la historia de la ciudad se refleja en cómo imaginamos a esa urbe, resulta evidente que la construcción imaginaria de Juárez-El Paso se ha centrado en su consolidación como centro industrial desde mediados del siglo pasado, en su participación durante la Revolución mexicana a principios del mismo siglo, para de ahí brincar a mediados del siglo xix con el paso del presidente Benito Juárez y finalmente el legado hispánico del periodo virreinal.3 Estos hitos han formado un imaginario urbano en donde los indígenas han quedado de lado, pues tradicionalmente se ha contado la historia de la ciudad en el periodo virreinal a partir de ‘intrépidos’ exploradores españoles que llegaron a una región inhóspita, habitada por apenas unos cuantos indígenas ‘salvajes’ y otros pocos pacíficos o ‘mansos’. Sobreponiéndose a esas condiciones, los españoles fundaron misiones que salvarían las almas de los indígenas, y presidios que resguardarían las vidas y pertenencias de los nuevos pobladores. Así se funda la misión de Nuestra Señora de Guadalupe de los Indios Mansos del Paso del Río del Norte en 1659, para posteriormente colocar el presidio de Nuestra Señora del Pilar y San José del Paso del Río del Norte. El resto del periodo virreinal es una lucha constante para sobrevivir contra las naciones ‘bárbaras’, manteniendo vivo el camino hacia el norte y evitando la expansión de los imperios inglés y francés. Es común que se destaque la reconfiguración político-administrativa tras las reformas borbónicas de mediados del siglo xviii, en las cuales el presidio de El Paso era un punto nodal en la lucha contra los ‘apaches’. De este modo, hacia 1821 se llega al México independiente con una Villa de Paso del Norte, en la que los descendientes de los antiguos pobladores (indígenas) han prácticamente desaparecido o han sido asimilados como ‘vecinos’. Con algunas variantes, este es el cuadro general que se pinta en las descripciones históricas de Paso del Norte (Chávez, 1948; J. Escobar, 1943; R. Escobar, 1939). 

			En este cuadro histórico los indígenas en Paso del Norte sufren un primer tipo de violencia al no ser reconocidos como actores en la historia de la ciudad, es decir, la negación de su historia. Si regresamos a la idea de que el derecho a la memoria implica la reparación moral e ideológica de grupos que fueron vulnerados, podemos darnos cuenta de que los antiguos pobladores han sido vulnerado al ser negados por quienes escribieron la historia. Por extensión, a los actuales habitantes de la ciudad se nos niega el derecho a un lugar en equidad, pues no se han respetado, protegido ni promovido las costumbres, recuerdos, identidades e idiomas de los pueblos originarios. Pero veamos cómo ha sido el proceso de negación, para luego conocer un poco de los que siempre han estado aquí.

			El olvido intencional: la negación de la historia indígena 

			“La historia la escriben los vencedores” es una frase popular que parecería explicar la poca relevancia que se da a los indígenas en la historia, pero ¿y si la historia la escriben los que pueden o quieren escribir? Perspectivas recientes en la investigación histórica han evidenciado que los indígenas tuvieron un papel relevante en la sociedad virreinal, más aún en el norte de México y sur de Estados Unidos, conocido como septentrión novohispano pero los indígenas, como grupo, que se autoidentificaba como tal: ‘indio’. Diferenciados de otros grupos de la sociedad no quisieron, no pudieron o no era de su interés escribir en grafía occidental su propia memoria, cosa que sí hicieron otros grupos como los peninsulares o los criollos. 

			El tema es complejo y trasciende a este trabajo pero, generalizando, la memoria escrita (principal sujeto de la historia profesional) del periodo virreinal tiene que ver con asuntos relevantes para la burocracia y élite hispana; escribían quienes podían o querían escribir. De acuerdo con autoras como Cecilia Sheridan o Susan Deeds, este proceso no es inocente, los grupos que intentan ser marginados, como los indígenas, han sido implícita y explícitamente negados en la conformación de la historia y la historiografía profesional, porque de este modo se consolida la visión en absolutos de un vencedor/civilizado/bueno frente a un vencido/salvaje/malo. La negación del pasado indígena puede ser separada en tres aspectos principales: fuentes, historiografía y negación contemporánea (Sheridan Prieto, 2015).

			La idea de la frontera norte como un espacio violento y bárbaro es parte de la intención de crear un espacio apropiable (Sheridan Prieto, 2015). Negar ciertas condiciones de humanidad del ‘otro’, al que se le considera enemigo, es común en las narraciones, en especial si ese otro es ‘salvaje’, pero esa negación muchas veces es develada a la luz de la investigación histórica (Bartra, 2011). En nuestro caso de estudio resulta revelador que quienes han abordado la historia del norte novohispano han repetido la imagen del indígena salvaje, por lo menos la mayoría de ellos (Sheridan, 2015). Continuar con este argumento significa mantener la negación del ‘otro’ indígena, reducir su capacidad de negociación de la acción fuera del orden social virreinal. Uno de los motivos profundos para esto es mantener la idea del triunfo sobre lo bárbaro por parte de la civilización, discurso del que los historiadores serían continuadores. Esto es la primera negación, la de las fuentes de primera mano, los que tuvieron contacto con los indígenas pero que decidieron no contemplarlos como agentes activos en la historia. 

			Si bien no todos los historiadores niegan o intentan negar el componente indígena en el pasado virreinal, es claro que hay una fuerte influencia de pensar a la humanidad con un progreso lineal evolutivo, visión que por cierto ya ha sido ampliamente desacreditada pero que ha llevado a ver a las sociedades y sus ciudades en un tránsito unidireccional de lo más simple a lo más desarrollado. En América eso ha significado ver al mundo previo a la llegada occidental como atrasado y salvaje (Bartra, 2011; Sheridan Prieto, 2015). En el norte de México esta condición se ha potencializado, debido a la idea de que los grupos que ahí habitaban eran aún más salvajes que entre aquellos asentados más al sur: “La realidad colocada en el devenir histórico fundado en el triunfo de la civilización sobre la barbarie” (Sheridan Prieto, 2015: 181).

			Se puede pensar que, en una lucha por el poder entre grupos, descalificar al ‘otro’ suena entendible; los hispanos intentan infravalorar al indígena, pero cuando ya no hay hispanos parece perder sentido la negación. La segunda negación es la historiográfica y se refiere a quienes retoman las fuentes primarias y construyen el discurso histórico —a través de la historiografía—4 manteniendo la descalificación del ‘otro’ indígena, es decir, que permanece el principio de opuesto absoluto entre el hispano civilizado y el salvaje indígena. Hay varios argumentos para entender lo anterior, pero tienen en común esa visión de evolución social de la humanidad. Esto no implica que todos los que escribieron historia querían infravalorar al indígena o por lo menos no en la misma medida, más bien es entender que de manera cada vez más implícita se repiten los patrones de pensamiento y escritura de las fuentes primarias. La labor de la historiografía moderna es justamente desentrañar las ideas implícitas y evaluarlas a la luz de las condiciones históricas y culturales del autor, esto es, hacer una historia crítica. De ese punto es que surge la inquietud de fijar la atención en los indígenas desde una perspectiva de la historia urbana latinoamericana, aunque esto es, en efecto, muy reciente. 

			La tercera negación, la contemporánea, es una continuación de las dos anteriores. Si quienes tuvieron contactos con los indígenas los niegan, entonces quienes escriben la historia de ese periodo también los niegan, pues quienes los leen no tienen elementos para dejar de negarlos, aunque es un poco más complicado que eso. El discurso acerca del norte virreinal ha reproducido una imagen desfavorable de los indígenas en una dicotomía salvaje/civilizado, que ha forjado el imaginario que hoy día nos mantiene asumiéndolo como al otro salvaje. Por otro lado, el imaginario acerca del septentrión novohispano, el que generó al escribir la historia, mantiene la negación del sustrato nativo. 

			Esta visión va de la mano de convertir en patrimonio los monumentos que solo recuerdan la narrativa de las élites novohispanas: “La historia institucional de la arquitectura y el urbanismo ha servido de base a una forma de partición que legitima un tipo de cultura material y deslegitima otro. La historia de la arquitectura y el urbanismo serviría en este caso de instrumento de prácticas de conservación y puesta en valor de ciertas edificaciones, pero también —de forma no necesariamente explícita o consciente— a acciones de desvalorización y deslegitimación” (Kingman Garcés, 2021: 64). Entonces, pensar que el pasado es de cierta manera, hace que se valoren unas cosas más que otras. En la ciudad se refleja en las edificaciones, espacios o monumentos que se conservan como el pasado de la ciudad, frente a aquello que es atrasado o innecesario. 

			En las actuales ciudades mexicanas hay un interesante brinco en esta valoración de los monumentos del pasado: el pasado prehispánico remoto, por un lado, y por el otro el pasado virreinal. Se valora uno o el otro. La majestuosidad de las edificaciones virreinales nos remite a la imagen del Imperio hispano, pero no parece indicar nada de la relevancia indígena en esa sociedad. La arquitectura y el urbanismo parecen negar al indígena como lo hizo la escritura de la historia. Igual que la historia crítica ha recuperado la presencia de los indígenas, una visión crítica de los estudios urbanos puede asomar la presencia de grupos olvidados, aquellos que siempre han estado aquí. 

			Los que siempre han estado aquí 

			El espacio que ocupa la ciudad Juárez-El Paso debió tener presencia humana desde hace al menos 22,000 años, de acuerdo con los recientes hallazgos de huellas humanas fósiles en White Sands, Nuevo México (Bennett et al., 2021), a unos 90 kilómetros al norte de El Paso. Hasta hace no mucho se pensaba que las evidencias más antiguas eran las puntas de proyectiles prehistóricas conocidas como Clovis del periodo Paleolítico, o Paleoindio, que comienza aproximadamente hace unos 12,000 años y se prolonga hasta unos 8,000 años antes del presente; a partir de aquí, la siguiente fase se le considera como Arcaico, hasta la presencia de agricultura alrededor del año 200 de nuestra era. Durante este tiempo la forma de subsistencia principal era la caza-pesca y recolección (Miller & Kenmotsu, 2004; Wiseman, 2019). Evidencia de puntas Clovis y otras posteriores como Folsom, Sandía o Planview, son reportadas en lugares próximos como Hueco Tanks, Cuenca de Tularosa, Dunas de Samalayuca, ejido el Millón, Pick Up Pueblo, entre otros (Carmichael, 1985; Pérez, 2016; Whalen, 1977; Wiseman, 2019).

			No es del todo clara la manera en que algunos grupos de la región transitan a vivir, principalmente con agricultura, hacia el 200 de nuestra era. Pero sí hay evidencia de que no todos los pobladores optaron por vivir de la agricultura, pues algunos siguieron viviendo de la caza-pesca y recolección, mientras que otros mantuvieron una combinación de ambas actividades en distintas intensidades. Más aún, no todos mantuvieron su forma de vida durante todos los periodos: hacemos un cuadrado donde ponemos en un extremo la caza, en otro la agricultura, con los otros dos extremos ocupados por el tiempo de entre 22,000 años y el contacto con los hispanos (alrededor de 1580 de nuestra era). Resulta que los grupos humanos del área pueden estar en cualquier combinación, incluso de manera simultánea. Esto es importante para reconocer la gran flexibilidad y capacidad de adaptación de los indígenas; con todo y esto, la agricultura es un hito en la historia de la región, por lo menos para los arqueólogos. 

			A partir del año 200 de nuestra era se inicia lo que los especialistas llaman el periodo formativo de Jornada Mogollón, en donde hay evidencias de contactos con regiones y tradiciones culturales como Casas Grandes, Mimbres, Anazasi y Hohokam. Jornada Mogollón fue conceptualizada como una de las ramas del Gran Suroeste; esta, a su vez, fue separada para su estudio en varias regiones, siendo la esquina suroeste la Gran Región de El Paso (Wiseman, 2019: 6), ubicándose ahí Juárez-El Paso. 

			El periodo formativo de Jornada Mogollón se divide en tres fases: Mesilla del 200/250 al 1100 de nuestra era, donde se conforman las características de la Jornada Mogollón; la Fase Doña Ana, del 1100 al 1200/1250 de nuestra era, cuando inicia la trayectoria paralela con la cultura Casas Grandes; y la Fase El Paso va de 1200/1250 a 1450/1550 de nuestra era. La densidad de población y la agricultura como principal forma de subsistencia disminuyen paulatinamente, en un proceso poco claro que va de 1450 a 1580 de nuestra era, periodo protohistórico. 

			Por mucho tiempo, este cambio cultural fue interpretado como el colapso de la Jornada Mogollón, asumiendo que, igual que en Paquimé, los pobladores se dispersaron y olvidaron sus antiguos saberes. Pero autores recientes apuntan más bien a un reacomodo de patrones culturales, y no a un abandono; simplemente se siguieron adaptando a nuevas condiciones de vida con estrategias que ya conocían como caza-pesca-recolección, sumada la agricultura (Wiseman, 2019). La idea de colapso se engarza muy bien con la negación del indígena de la que hemos hablado: si colapsó una cultura, los que quedaron ya no eran tan ‘civilizados’, lo cual es incorrecto. Hacia 1581 de nuestra era llegan los primeros españoles a la región, encabezados por Francisco Sánchez de Chamuscado y un año más tarde por Antonio de Espejo; ambos registran la existencia de un grupo indígena que llamaron gorretas o tampoanchas. No ha sido aclarada la relación entre los grupos Jornada Mogollón de la Fase El Paso, que termina hacia el 1450 después de nuestra era, y los tampoanchas que están viviendo en el mismo lugar (hoy Juárez-El Paso), 130 años después, pero es certero que ambos tienen una serie de saberes compartidos, ya sea que estén emparentados o no.

			Los mansos

			Los tampoanchas que son descritos en las primeras exploraciones hispanas tienen un corte de cabello distintivo: la “gorreta”, solo ellos la usan en las cercanías. Entre 1597 y 1599 se realiza la entrada de Juan de Oñate, quien toma posesión, a nombre del rey de España, de lo que llamaron el Reino de Nuevo México, acto unidireccional por parte de los hispanos en tierras que ya estaban ocupadas. La expedición de Oñate salió del sur, del ahora estado de Chihuahua, y la llevaría hasta lo que hoy es la ciudad de Santa Fe al norte. Casi a la mitad del camino se toparon con el río que llamaron “del Norte”; en sus riberas, y antes de cruzarlo a la altura de la actual ciudad Juárez-El Paso, tuvieron contacto con indígenas que tenían “cabelleras cortadas como gorrillas de Milán” les llamaron gorretas, harreadores y finalmente mansos, según el mismo Oñate, debido a que “sus primeras palabras fueron ‘manxo, manxo, micos, micos’ por decir mansos y amigos” (Craddock y De Marco, 2013: 8).

			Los mansos ayudaron a la expedición de Oñate a cruzar el río del Norte, estableciendo el lugar principal por donde, en adelante, se seguiría pasando, tomando el nombre de Paso del río del Norte o Paso del Norte. Incluso por ahí correrá el Camino Real de Tierra Adentro. Entonces, los mansos ya vivían en Paso del Norte antes del contacto con los españoles; por la información de las distintas expediciones parece que su subsistencia era una combinación de agricultura, caza, pesca y recolección. Unos 30 años después, los mansos son descritos por fray Alonso de Benavides (1630) como una nación amigable, aunque no exenta de ‘salvajismo’. Benavides da a entender que tenía poblaciones o ‘rancherías’, por lo que asumimos una condición de vida sedentaria, o al menos parcialmente sedentaria, la cual irá tomando un carácter más permanente hasta el punto de que, en 1684 y tras la llegada a Paso del Norte de los expulsados de la revuelta de los indios pueblo, los mansos tendrían casas, entre una que compró el gobernador Domingo Jironza Pétriz de Cruzate para colocar “algunas casas reales” (Hughes, 1914: 366), huertas y acequias. 

			Los mansos serán la nación indígena más numerosa en Paso del Norte, hasta que se deja de contabilizar tal condición en los documentos virreinales. Su organización social tendería a las relaciones horizontales, con líderes más que gobernantes, que probablemente vivían en grupos de clanes, de algunas decenas y hasta cientos, agrupados en torno a identidades familiares. Con una forma de subsistencia mixta, más tendiente al sedentarismo, relaciones muy cercanas con grupos de alrededor como sumas, janos, jocomes, piros y la gran variedad de naciones ndee, sus relaciones debieron ir de la amistad cómplice hasta la enemistad violenta. Sus viviendas eran de madera y tierra batida y de adobe en cuartos múltiples, y sus poblados estarían esparcidos por recursos hídricos, como el río, en grupos de casas de varios kilómetros que aprovechaban las condiciones naturales.

			Las relaciones con otros grupos parecen haber favorecido que los mansos, en el periodo virreinal, se entremezclaran con otros indígenas y con no indígenas. Con el paso del tiempo, la identidad de los mansos se fue difuminando en los documentos escritos, muy probablemente como parte del proceso de negación del que hemos hablado. Esto no significa que los mansos desaparecieran, pues incluso hoy en día un grupo de nativos americanos reivindican su estirpe mansa, piro y suma. Hay varias rutas para entender qué pasó con los mansos; una es que se combinaron con otras identidades étnicas, dando paso a nuevas identidades como ‘vecinos’; otra posibilidad es que al dejar de ser útil, jurídica y administrativamente la categoría de indio, esta simplemente se dejó de usar —el apelativo indio manso— en la documentación escrita. Una posibilidad más es que nunca desapareció lo manso, y se mantuvo a manera de cultura en resistencia al poder hispano, luego mexicano y estadounidense. Lo más probable es que haya pasado una combinación de estas y otras razones no contempladas; lo que en todo caso resulta certero es que los mansos estaban antes de la llegada de los hispanos; formaron parte esencial de la sociedad de Paso del Norte y sus descendientes siguieron viviendo en la ciudad, por lo que ellos son parte de los que siempre han estado aquí.

			Los sumas

			Los sumas son uno de los dos grupos principales que vivían en el área de Paso del Norte a la llegada de los novohispanos. Poseen una forma de vida principalmente trashumante, el territorio que ocupan va más allá de Casas Grandes al suroeste, la frontera entre Chihuahua y Sonora al oeste, la Jornada del Muerto al norte y el Porvenir al oeste, y no es claro si su origen es la cultura Jornada Mogollón, pero sí ocupan un espacio similar, aunque un poco mayor al de los mansos protohistóricos. Parece que viven con los mansos de manera simbiótica en un territorio compartido, pero con una forma de vida más similar a la de los n’dee.

			Es probable que los sumas sean los xumarias que conoció Espejo: “Acabados de salir de esta nación, entramos en otra que se llama de los xumarias, que por otro nombre los llamaban los españoles, los patarabueyes” (Espejo, 1584: 8). Otro testigo de la misma expedición afirma: “La propia nación de estos que llamaron patarabueyes se llaman yotomoacos” (Craddock y DeMarco, 2013: f67). De tal manera que es muy probable que los sumas (o alguno de los grupos sumas) se llamarán a sí mismos yotomoacos. Parece que los sumas no terminan de abandonar su propia forma de organización social. En las fuentes se les menciona muchas veces como un conglomerado de familias que se unen y dispersan de manera constante, tal y como lo hacen los n’dee. Entonces su organización puede haber consistido en familias o grupos de familias —clanes o tribus— a manera de banda, con un jefe por cada unidad, pero sin estructuras jerárquicas visibles.

			Los intentos por “pacificar” a este grupo fueron muchos, lo que guarda cierta proporcionalidad con la cantidad de “revueltas” o levantamientos de los sumas contra la Corona española. Pero no solo fueron enemigos o sujetos por pacificar, en varios momentos fueron valiosos aliados contra otros grupos indígenas. El asentamiento principal, y que permaneció permanentemente ocupado, es San Lorenzo del Real, inmediato a Paso del Norte; el resto de sus asentamientos no parece que se hayan mantenido, aunque destacan poblados como El Carrizal, que con el tiempo sería ocupado por paseños y hoy es Villa Ahumada, al sur de Juárez. 

			Los n’dee

			Otro de los grupos que habitaron la región de Paso del Norte antes de la llegada del mundo hispano fueron los ndee, conocidos en las fuentes como apaches. Lingüísticamente, son parte de los grupos atapascanos, y parecen haber llegado durante una segunda o tercera oleada migratoria de la península del Yukón hacia Alaska cerca del año 12000 a.C. (Litvak King y Mirambell Silva, 2002: p. 8-11), y permanecieron en la parte norte del continente, llegando incluso hasta el centro de México. Se tiene registro de que los apaches llegaron al área del Rio del Norte alrededor del siglo xi d.C., y a partir de ahí continuaran arribando a lo largo del tiempo. 

			La rama apache de las lenguas atabascanas se divide en tres grupos principales, que a su vez tienen algunas derivaciones: 1. lengua apache de las praderas (kiowas), 2. lenguas apacheanas occidentales: a. mescalero-chiricahuas, b. chiricahuas c. mezcalero, d. navajo, e. coyotero. 3. lenguas apacheanas orientales: a. jicarilla, b. lipán (Griffen, 1985: 2-6). En el plano sociocultural tampoco hay acuerdos para su clasificación; además de que son grupos profundamente heterogéneos, presentan grandes diferencias con otros grupos humanos en sus estructuras políticas, sociales, culturales y económicas. Consciente de que las clasificaciones occidentales no se ajustan a la realidad histórica y social de los grupos n’dee,5 David Dorado da cuenta de que en la región aledaña a “donde dobla el río” se mantuvieron viviendo al menos tres grupos diferenciados, aunque muy probablemente fueron más que esos: mezcaleros o sejen-né, mimbreños o chihennes y faraones (Romo Dorado, 2019); mezcaleros es una denominación que engloba por lo menos a 10 grupos distintos,6 pero hay menciones de gileños y jicarillas en la región. 

			Es muy difícil documentar su presencia desde la arqueología, pues su modo de vida se basaba en materiales efímeros en su mayoría, que implica que su paso por el entorno natural se diera a través de prácticas de mimetización. Por ejemplo, sus campamentos no se fijaban en la tierra con postes enterrados, lo que no permite que se genere una huella en el registro arqueológico; aunque es posible acercarse a ellos, como mostró Deni J. Seymour en un estudio reciente (Seymour, 2017), pues podemos saber de su presencia a partir de otras fuentes como el arte rupestre en lugares como Hueco Tanks, Three Rivers o Samalayuca (en donde se distinguen estilos de grabado y pintura que caracterizan obras de los grupos paleolíticos, Jornada Mogollón y apaches (Patterson, 1992; Schaafsma, 1986; Sutherland, 2015). Las fuentes también muestran una fuerte integración de los mansos y sumas con grupos n’dee, por ejemplo, en la rebelión de 1684 (Polt, 2008) o bien, en los libros de matrimonios de la Misión de Guadalupe (Gutiérrez Silvestre, 2021), en donde se consignan uniones con indígenas apaches. La tradición oral de los actuales n’dee también refiere una antigua y fraternal relación con los indios mansos. De este modo, los n’dee son también grupos originarios de Paso del Norte, estuvieron desde varios siglos antes de la llegada hispana, durante todo el periodo virreinal y siguen estando presentes hoy en día. Cabe mencionar que, a partir de la implementación de las reformas borbónicas, en el norte de la Nueva España se inició una auténtica guerra de exterminio contra estos grupos, que, sumada a la negación del indígena, ha invisibilizado la presencia de los n’dee en la historia de la región. 

			Los piros y otros

			En las fuentes escritas hay registrados nombres de otros grupos que pudieron estar viviendo en Paso del Norte o en las cercanías: janos, tompiros, jumanos, tanos, entre otros. Esta diversidad aumenta tras la revuelta de los indios pueblo, tras la cual los españoles y miles de indígenas son expulsados de los asentamientos de río arriba y se establecen por cerca de 11 años en Paso del Norte; algunas de las naciones que llegaron fueron los piros, tegua, tiwas, gemez, tanos, tiguas, entre otros. Muchos de estos indígenas se quedarán permanentemente en Paso del Norte y sus cercanías. De todos ellos, los que parecen tener una mayor integración con los indígenas paseños son los piros; esto no parece ser nuevo, pues el registro arqueológico muestra, por ejemplo, la existencia de asentamientos ocupados al mismo tiempo por piros y jumanos (Beckett, 2017).

			Los piros se ubicaron inicialmente en Senecú junto con tompiros, y en Socorro (Hughes, 1914: 323), aunque más adelante se hallaban viviendo en la Misión de Guadalupe (principalmente al sur, en el “Barreal”), y aunque muchos piros regresaron al norte después de 1691, otros permanecieron en la región. Los tiguas (tihuas) fueron ubicados en los que hoy es Isleta del Sur (Hughes, 1914: 323), aunque también se integraron con el resto de los grupos como mansos, sumas, apaches y piros, y mantuvieron su cohesión identitaria. Thanos, gemez y algunos piros fueron asentados en lo que hoy se conoce como Socorro (Hughes, 1914: 323), en ese mismo lugar también fueron localizados los genízaros.

			En resumen, varios fueron los grupos que siempre han estado presente en el otrora Paso del Norte. Los mansos, de posible filiación uto-azteca, más tendientes al sedentarismo, fueron los más numerosos y posiblemente la identidad étnica más fuerte en la misión y presidio de Paso del Norte; los sumas, de posible filiación atabascana, más tendientes al nomadismo, fueron el segundo grupo más numeroso, y su territorio debió ser muy grande, aunque mantenía un punto central en Paso del Norte y sus cercanías. En particular en San Lorenzo del Real, la relación con los hispanos fue más extrema que con los mansos, pues en momentos eran compañeros de armas y en otro momento (u otro grupo suma) eran enemigos abiertos; su forma de vida y costumbres se parece mucho a las ndee. Las numerosas y heterogéneas naciones ndee fueron una presencia permanente en Paso del Norte, su forma de vida más bien nómada, y sus costumbres alejadas de los convencionalismos occidentales, generó una profunda incomprensión, que con el paso del tiempo se convirtió en una auténtica guerra de exterminio por parte de la Corona española. Con una concepción distinta de lo que era el territorio propio, es difícil asemejarlos en los análisis históricos, pero lo que no es posible cuestionar es que Paso del Norte fuera parte del hogar ndee. Ellos fueron y siguen siendo parte de los que siempre han estado aquí. Otro grupo numeroso en Paso del Norte fueron los piros, llegados en su mayoría tras la revuelta de los indios pueblo, que se consolidaron como una identidad relevante en la ciudad, ubicados principalmente en el sur de Paso del Norte, en Senecú y Socorro. En esa misma oleada de migración a finales del siglo xvii, llegarían los tiguas, grupo pueblo que se asentó en Isleta, y también habrían genízaros repartidos desde Paso del Norte hasta San Elizario. Algunas identidades que se difuminaron de manera temprana, o cuya mención es menor a las de los grupos mencionados, son los jocomes, janos, tompiros y jumanos; de los llegados posteriormente y que también son menos mencionados están los tewas, tanos y gemez. En todos los casos, Paso del Norte fue, es y seguirá siendo su hogar; habría que sumar a la variedad de novohispanos llegados durante el periodo virreinal otras naciones indígenas, peninsulares, criollos, mestizos, mulatos y la gran diversidad de posibles castas. Todos ellos son los que siempre han estado aquí, o bien, que llegaron para quedarse. 

			Una manera de seguir al olvido: la materialidad de la memoria 

			Asumir que los indígenas son parte de la memoria de Juárez-El Paso implica rastrear sus huellas, mostrando evidencia, tanto física como documental. Aquí se presentan tan solo tres de las varias evidencias recolectadas en investigaciones previas; se ha optado por mostrar rastros de esa presencia que aun hoy en día se pueden observar, es decir, se plantea que hay una materialidad de la memoria indígena presente en Juárez-El Paso: El Chamizal, la forma de la ciudad y las acequias.

			Al vivir un lugar se establece un comportamiento material que deja rastros tangibles de la relación pragmática y simbólica entre personas y lugares. La materialidad de la ciudad es la arquitectura o el entorno construido (Rapoport, 1967); a través de él se asoma una historia más dinámica de lo que podemos ofrecer como testimonio. La materialidad de la ciudad ha estado tradicionalmente ligada a la idea de monumentalidad, buscando compulsivamente lo “original”, lo “auténtico”, pero cuando hay una negación de actores subalternos, como los indígenas, se rechaza, se oculta o simplemente se ignora su legado material.

			La materialidad de las sociedades es mucho más que solo la expresión arquitectónica monumental. De ahí que identificar indicios de otras formas de urbanismo nos lleve a pensar en otras maneras de recuperar el pasado: un paisaje, una ciudad dispersa o una red de canalización de agua. En Juárez-El Paso, el paisaje de El Chamizal representa la antiquísima relación de las personas con el río, la dependencia de él, y el permanente recordatorio de la frágil condición de la vida humana en un entorno natural como este, materializados en la permanencia de un bosque en medio del desierto, y ahora también en medio de la mancha urbana. Los varios centros de Juárez-El Paso son la huella material de la curva de aprendizaje indígena de vivir en el desierto y junto al río. Este saber se compartió con los novohispanos; a través de una compleja y larga relación de convivencia, el saber indígena de asentarse de manera continua, pero no nucleada, siguiendo el cauce del río, se convirtió en la forma de la ciudad, un “continuo de casas y huertas” que iba desde la Misión de Guadalupe hasta San Elizario. Las acequias son la materialidad de una sociedad virreinal mimetizada; el continuo de casas que era Paso del Norte no hubiera sido posible sin esta tecnología agrícola, que si bien no era desconocida para los indígenas, sí pudo ser llevada a un punto de sofisticación que incluía una amplia red de canales a lo largo de unos 35 kilómetros. 

			El paisaje de El Chamizal

			El lugar llamado Chamizal se refiere a una porción de tierra, ubicada ligeramente al sureste de los actuales centros de Juárez y El Paso, cuya área es de unas 243 hectáreas, y que se disputaron México y Estados Unidos. Debido a que los movimientos del río Bravo/Grande generaron que el flujo cambiara, una porción de tierra que en ١٨٤٨ estaba en la ribera sur, hacia principios del siglo xx quedó del lado norte. Tras acaloradas discusiones y acuerdos entre los dos países, en enero de 1964 entró en vigor la Convención del Chamizal, a través de la cual se estableció un nuevo límite fronterizo, regresando a México 177 hectáreas. Actualmente, El Chamizal es considerado un parque nacional en ambos países, y uno de los símbolos más importantes en las relaciones internacionales para Norteamérica (cila, n. d.: 9-12).

			De acuerdo con el Comité Internacional de Límites y Aguas (cila), compuesto tanto por México como por Estados Unidos de América: “Chamizal viene de chamizo planta humilde, pero de gran valor como forraje, abundante en los terrenos en cuestión” (cila, n. d.: 1). Chamizal se refiere entonces al bosque de plantas de chamizos; este dato no es menor, pues resulta en la formación de un auténtico paisaje que marca la identidad de Juárez-El Paso desde tiempos remotos; para entenderlo es necesario hacer un breve recuento geográfico.

			El área que ocupan hoy en día Juárez-El Paso es “una unidad geológica formada históricamente por los depósitos fluviales de la corriente del río Bravo” (Cervera Gómez et al., 2005: 315). En la zona poniente descienden pendientes suaves con dirección oriente-poniente desde la Sierra de Juárez; el norte y nororiente tienen bajadas un poco más abruptas desde las montañas Franklin, y, en medio de ellas, el Cerro del Cristo Rey, cuyo terreno, hacia el resto del Valle de Juárez-Lower Valley, se mantiene con pocas inclinaciones. El río Bravo/Grande baja de manera casi recta desde el norte y justo en el espacio entre las montañas Franklin y la Sierra de Juárez se encajona (reduce el espacio de su flujo) por unos pocos kilómetros, hasta que a la altura de la zona de Anapra en Juárez y la Universidad de Texas en El Paso se vuelve a abrir el relieve, para dar paso a un amplio valle (Valle de Juárez/Low Valley) irrigado por el río, que volverá a tomar una ruta casi recta en dirección noroeste-sureste. Tras su encajonamiento el afluente toma fuerza y expande la amplitud de su caudal por el contacto con tierras suaves.

			Este proceso hace que las crecidas del río hayan generado grandes inundaciones en los alrededores del cauce. Es justo al momento de retraerse el caudal que es más probable que el río cambie su curso, por lo menos dentro de los límites que la inclinación y tipo de suelos lo permiten. Las inundaciones y posterior retracción dejan amplios depósitos aluviales, es decir, tierra rica en nutrientes arrastradas. Esto es especialmente útil para el uso agrícola del valle, pero el flujo es más fácil de redirigir, por ejemplo, con acequias: cuanto más alejado está de la zona en que sale de su encajonamiento, debido a la fuerza que tomó unos kilómetros atrás. Lo anterior generó una franja de tierra de unos dos kilómetros de ancho y unos ocho kilómetros de largo en donde cualquier actividad estaba en peligro de ser cubierta por el agua. Si no estaba inundado, este espacio se caracterizaba por la gran cantidad de vueltas que daba el río, generando meandros, penínsulas e islas que los primeros expedicionarios llamaron “las vueltas del río”. 

			Aunque desde el periodo virreinal se logró generar amplios espacios agrícolas que seguían el margen del río, las vueltas del río se inundaron especialmente, por lo que había un bosque de chamizos en lugar de campos agrícolas. Lo anterior se debe a que los suelos aluviales, ricos en nutrientes, permiten el desarrollo rápido de una capa vegetal, y al no haber competencia de uso agrícola permiten el crecimiento de arbustos frondosos. La chamiza, chamizo o cenizo es un arbusto de hoja verde permanente (perennifolio) y de forma erecta que pertenece a la familia de las Amaranthaceae (como el amaranto), del género de las Atriplex (muy tolerantes en el contenido de sal en la tierra) que tienen cientos de especies, y por lo tanto una gran variedad de formas y características; siendo una de ellas la Atriplex canescens (nombre científico del chamizo). El Atriplex canescens es una de las plantas más comunes en tierras recién removidas y dunas de arena activas; su periodo de crecimiento es muy rápido, por lo que puede alcanzar hasta dos metros en pocos años, y aunque su maduración es de manera radial, no es resistente a las inundaciones (Urrutia Morales et al., 2007). 

			Por todo esto, el chamizo se convirtió en la planta predominante en esa franja de tierra de las vueltas del rio. La sucesión de eventos sería así: hay una inundación del río en la franja de tierra mencionada, tras retraerse el agua hay muchos nutrientes, pero en una tierra con mucha sal (arena del desierto de Chihuahua), la especie que más rápido se adapta a esas condiciones es el chamizo, por lo menos el más grande. Si no hay intervención humana (agricultura), en pocos años los chamizos crecen radial y verticalmente hasta cubrir la vista del área inundada; pero más tarde o más temprano el río volverá a inundar el área, arrasando el bosque de chamizos y reiniciando el ciclo. El tiempo entre inundaciones es demasiado corto para que crezcan otras especies más sólidas, pero suficientemente amplio para que la mayor parte del tiempo se tenga una densa capa de chamizos. Lo impredecible de las crecidas hace a la tierra poco conveniente para la agricultura, por lo que los chamizos predominan. 

			Desde el periodo virreinal, el bosque de chamizos, o chamizal, estuvo rodeado por la actividad humana (acequias, huertas, casas) y el entorno natural (el valle, semidesierto y atravesado por el río), formando un paisaje, es decir, un espacio en donde la intervención humana y las fuerzas del entorno natural se entrelazan a lo largo del tiempo para crear una simbiosis de hombres y naturaleza. El Chamizal bordeaba el norte y noreste del continuo de casas y huertas que conectaban la misión de Nuestra Señora de Guadalupe de los manos de El Paso del río Norte con el Real de San Lorenzo de los sumas. Sin duda, este bosque de chamizos era un constante recordatorio de la magnitud de la fuerza del río, parte integral del paisaje, y no se podía quitar. Así, durante el resto del siglo xix, e incluso hasta inicios del siglo xx, donde el represamiento del río, la disminución del cauce, el aumento en el uso humano del río y las obras de contención permitieron que el río dejara de inundar, y el bosque de chamizos perdió amplitud poco a poco, hasta reducirse a las 243 hectáreas de las disputas de El Chamizal. 

			Por lo que hemos visto, El Chamizal es más bien un paisaje histórico y no solo un parque. Nos recuerda la lucha constante por vivir en este lugar en particular, y lo delicado del equilibrio entre humanidad y naturaleza. Es un paisaje que vivieron los indígenas prehispánicos, que vieron los primeros exploradores hispanos, un bosque que crecía y desaparecía en un ritmo paralelo a Paso de Norte, y que fue testigo y objeto de disputa en la separación del territorio en 1848. Más allá, es un caso único en el que Estados Unidos han regresado territorio a otro país, por lo que México lo considera uno de sus mayores éxitos diplomáticos. Hoy en día, ya casi sin chamizos, El Chamizal es parte del paisaje urbano en ambos lados de la frontera. Para Juárez es el más grande bosque urbano, con múltiples actividades recreativas, oficinas gubernamentales y una sede de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, con una vista única al borde fronterizo. El Chamizal, en El Paso, es un pequeño parque urbano con un centro interpretativo que marca un hito en la historia estadounidense. 

			El Chamizal es, entonces, un espacio de memoria, no solo de acontecimientos específicos, sino que también es un paisaje en el que los que siempre han estado aquí, y los que llegaron para quedarse vivieron, observaron y mantuvieron una relación con él. El Chamizal es un espacio de memoria para Juárez-El Paso, que recuerda la relación entre los habitantes y la naturaleza, la manera de adaptarse según la tecnología disponible, lo terrible de los conflictos armados y el bálsamo de la diplomacia. El Chamizal va más allá de un parque urbano, es un paisaje único e irrepetible en Juárez-El Paso y, por lo tanto, un espacio al que los ciudadanos tenemos derecho como lugar de memoria. 

			Los varios centros de Juárez-El Paso

			La dispersión urbana es una de las formas de organización espacial de las ciudades. La visión evolucionista, que ha acompañado buena parte de la trayectoria de los estudios urbanos, en especial el modernismo, la vio como superada ante los nuevos proyectos urbanos. Juárez-El Paso, al igual que muchas otras ciudades en el norte de México y el sur de Estados Unidos, muestra patrones no concentrados que han heredado desde el tiempo de su fundación, aunque esto también se ha visto como un fenómeno reciente. Si bien características recientes como el desarrollo industrial, la brecha social, la diferencia económica, el acceso a la salud, educación entre otros, pueden explicar parcialmente la configuración actual de ciudades en la frontera norte mexicana, esto no parece ser suficiente para entender la dispersión urbana en lugares como Juárez-El Paso. La historia urbana de las poblaciones permite observar el desarrollo de las ciudades y entender que la historia tiene un papel clave en la conformación actual de las urbes. Si una ciudad como Juárez-el Paso se mantiene distinta, incluso ante el impulso globalizante, entonces ¿cuáles son los procesos históricos que desembocan en la conformación distinta de las poblaciones norteñas?

			Muchos asentamientos del norte de México han cargado con el estigma de carecer de profundidad histórica, y por lo tanto se simplifica su proceso histórico, asumiendo que la conquista o la pacificación fueron similares en el amplio espacio de la frontera norte novohispana. Esto ha dado paso a una homogeneidad que refuerza y reproduce los argumentos de simplicidad en la formación de los asentamientos (Sheridan Prieto, 2015: 17-18). La frontera septentrional de la Nueva España fue un espacio en el que hubo serias dificultades para establecer y mantener poblaciones españolas. Paso del Norte no fue la excepción; entre varias, una estrategia que se siguió para poder mantener el asentamiento fue alargar la ciudad en un continuo de casas-huertas, unidas por acequias que tenían diversos centros, las misiones.

			Esta forma continua de habitación con múltiples centros es una adaptación de la vieja forma indígena de asentarse. Durante el periodo protohistórico, los Jornada Mogollón tienen un patrón de asentamiento disperso; con poblaciones separadas por cierta distancia que les permitía explotar de manera razonable los limitados recursos naturales que los circundaban, sus viviendas se agrupaban en pequeños conjuntos que seguían el eje de los recursos hídricos. Por ejemplo, los grupos Jornada Mogollón de la región del Bolsón Hueco durante la Fase El Paso (1275 d.C. a 1450 d.C.) tuvieron un patrón de asentamiento alargado como se muestra en Hueco Tanks (M. E. Whalen, 1977). Ese patrón disperso y alargado en la ubicación de los poblados puede tener su correspondencia documental con Benavides (1630: f10), quien habla de rancherías en plural, y De la Cadena (1657: f3), quien refiere nueve conversiones. Lo mismo puede decirse de García de San Francisco en 1659, quien dijo haber congregado a las rancherías aledañas; y también Guerra (1668: f2), que habla de varias conversiones a lo largo de doce leguas; con la llegada de los expulsados de la revuelta de los indios pueblo algunos de estos lugares serán ocupados por los pueblos de Socorro, Senecú e Isleta, a los que se sumaron posteriormente San Lorenzo y San Elizario. 

			Por otra parte, los hallazgos de la arqueología histórica en Isleta (Perttula et al., 1995), Socorro (Camarena, 2010) y San Elizario (Peterson, 1999) muestran ocupaciones previas al contacto con el mundo español; además de la presencia de otros poblados que no permanecieron y que, aunque estaban a mayor distancia, mantenían el patrón disperso, alargado, siguiendo la vera del río. De todas las poblaciones existentes en la región seis de ellas mantuvieron una relación de interdependencia social, y espacial, a tal punto que se integraron como una sola ciudad. No es posible dar un punto exacto en el tiempo en el que esto ocurrió, pues en realidad es un proceso paulatino que tiene un punto de dinamización entre 1680-1691, y ya es evidente hacia el primer tercio del siglo xviii. Antes de la fundación hispana de Paso del Norte había poblados permanentes y estacionales en toda la región, los cuales debieron mantener el patrón de asentamiento disperso y siguiendo los recursos hídricos. La información arqueológica parece indicar que antes de 1684 existieron poblados permanentes o estacionales indígenas en lo que se llamó Misión de Guadalupe, San Lorenzo, Senecú, Isleta, Socorro y Los Tiburcios, que son las seis poblaciones que formarán la ciudad, y que con el paso del tiempo serán núcleos urbanos en un continuo de casas-huertas-acequias de cerca de 30 kilómetros. Esa es la ciudad antigua de Paso del Norte.

			A lo largo del siglo xviii varios actores externos como Nicolás Lafora, en 1766, o Carlos Delgado, en 1773, dieron cuenta de Paso del Norte como un solo pueblo con varias misiones unidas por las casas-huertas-acequias. Percepción que es corroborada tras el traslado del presidio a San Elizario en 1787, en donde los expedientes militares otorgan una clara vista de cómo se completó el proceso para llegar a una traza urbanizada dispersa, y con más de un centro urbano en Paso del Norte, desde la Misión de Guadalupe hasta San Elizario, con un continuo de casas-huertas que tenían pequeños centros urbanos en San Lorenzo, Senecú, Isleta y Socorro. En cada uno había una organización y trayectorias propias, incluso un diálogo por separado con las autoridades centrales civiles y religiosas. En el urbanismo de hoy en día, cuando hablamos de una organización espacial similar, se le suele llamar ciudad policéntrica, pero para evitar caer en un anacronismo, aquí solo se deja apuntado que si Paso del Norte es una sola población, entonces hay varios centros en ella.

			Las acequias

			En contra de lo que se pudiera pensar, el trazo de Paso del Norte no está dado en función del camino, es decir, el camino no es el eje de la población. El elemento que articula la distribución de la población son las acequias; estas son el cordón de vida que une el río con la población, y al mismo tiempo que pone suficiente distancia y evita el exceso de agua. La manera en que se dispusieron las acequias —Madre y de los Indios— marcó el ritmo de crecimiento de Paso del Norte. Las acequias permitieron irrigar grandes extensiones de huertos y viñedos, podían crecer y ampliarse tanto como siete leguas de población continua, siempre y cuando hubiera acequias. Paso del Norte era un continuo de población unida por las acequias; el poblado llegaba hasta donde la acequia llegaba, al principio solo a la Misión de Guadalupe y San Lorenzo, y luego hasta Senecú, Isleta y Socorro, y finalmente a San Elizario.

			La acequia, que es un sistema de canalización y conducción de agua, tecnología implementada por los españoles, no era desconocida para los indígenas tal y como demuestra el amplio sistema de canales de irrigación de los zuñi, al norte. La antigua técnica árabe de la acequia se usó extensamente en el septentrión; conforme las acequias se incrementaban lo hacía el tamaño de la ciudad, y también imitaban el flujo del río del norte, como una copia humana de la naturaleza. Fue por ellos que la ciudad se mantuvo alargada y continua. Se habla de acequias en plural porque era una compleja red conectada que se ensanchaba y adelgazaba de acuerdo con las condiciones, recursos y necesidades. Tan importante era la acequia para Paso del Norte que desde los primeros intentos de poner poblaciones se planteaba la necesidad de que hubiera acequias; era una condición para que existiera el poblado.

			Las poblaciones requerían la existencia de la acequia; esta se convertía en una necesidad inicial, como lo refiere Guerra (1668: f2), para San Francisco de la Toma de los sumas. En 1680 Otermín reconoce que son las acequias las que marcan la forma y el tamaño de la población (De Marco y Craddock, 2017: 22); en 1725 Crespo afirma que la única manera de que funcione el nuevo poblado es si se hace una “saca de agua” (Crespo y Monroy, 1730: 379); Rivera en 1737 reconoce que los cultivos que están a la vega del río solo son posibles por las acequias (Rivera, 1736: f684), y en el plano de Joseph de Urrutia (1778) se aprecia que el trazo de Paso del Norte no se adapta al camino, sino a la red de acequias, condición que también es más clara en el mapa de Salazar (1853). 

			En Paso del Norte se tenía una gran cantidad de áreas abiertas ocupadas por huertas, que eran espacios para producción de alimentos, los cuales se limitaban unos a otros de manera continua según las fuentes. Por otro lado, una ciudad antigua es definida más por su función que por su tamaño, y marca sus límites físicos por el entorno natural circundante o, dicho de otro modo, deja de ser ciudad cuando hay espacios vacíos sin utilidad para su función. Entonces, Paso del Norte es una ciudad antigua que tiene un continuo de entornos edificados (casas, templos, presidio, acequias, caminos internos) y no edificados (huertas, plazas, patios) que limitan con el entorno natural desde la Misión de Guadalupe hasta San Elizario, dando una forma más larga que ancha, pues sigue el eje del río del norte y las acequias que de ahí se toman, y que, a decir de su densidad, sería continua. 

			¿Una ciudad de todos y todas empieza por la memoria? 

			La historia urbana de Juárez-El Paso va más allá del pasado inmediato. Reconocer la presencia de grupos subalternos, como los indígenas, es un derecho a la ciudad que nos da acceso a la memoria, permite elaborar una imagen de una ciudad en una escala distinta a la del relato occidental: alargada, continua, policéntrica, mimetizada con la naturaleza, con el río y las acequias como ejes. Una ciudad con una impronta indígena materializada en su forma.

			¿Por qué deberíamos incluir el derecho a la memoria como parte del derecho a la ciudad? La memoria de los antiguos pobladores de Paso del Norte permite recuperar nuevas identidades urbanas, reivindicando un espacio, ya no solo de tránsito, sino un lugar para los que siempre han estado aquí, los que llegan para quedarse y también para los que están de paso. Todos tenemos derecho a una ciudad moderna, pero también a una ciudad que reivindique procesos con los que la gente pueda sentirse identificada, memorias cercanas y distantes que recuerdan el gran esfuerzo por el derecho al espacio público. Las violencias no siempre son visibles y no deben ser extremas para lastimar a las personas. De la misma manera, los abusos del pasado muchas veces son negados, en favor de los grupos hegemónicos, y siguen lastimando nuestra percepción de la relación entre las personas que vivimos en el presente. En Juárez-El Paso, la memoria nos permite acceder al derecho que tenemos todos a una vida integral, saber quiénes y cómo han abusado del poder, quiénes han oprimido a otros, quiénes y cómo han luchado por tener una sociedad más justa en la ciudad. Una memoria que nos permita recordar qué espacios, como El Chamizal, el centro de El Paso, las acequias de Juárez o cualquier otro patrimonio de la ciudad, existen en buena medida por la resiliencia de los antiguos pobladores, en especial de los subalternos. La memoria es un derecho que posibilita un panorama amplio al momento de tomar decisiones en las intervenciones urbanas.

			La memoria de las ciudades se construye en buena medida sobre la patrimonialización de los monumentos, y la comprensión de la historia urbana de Paso del Norte puede aportar nuevos elementos para imaginar el tránsito histórico y la forma de la ciudad de una manera distinta, en donde las identidades no se finquen en prejuicios o intentos homogeneizadores. Ello permitiría reconocer la diversidad de aportes de aquellos grupos que llegaron con el tiempo, y de aquellos que siempre han estado ahí. Es decir, otros imaginarios construyen identidades distintas, para reconocer otros patrimonios. Así, la historia urbana de Paso del Norte puede ayudar a recuperar el derecho a la memoria de aquellos grupos tradicionalmente excluidos, sumando elementos para generar posibles identidades urbanas que a su vez cuestionen la idea de que en Juárez no hay historia antigua.

			El derecho a la memoria del otro (el indígena) es al mismo tiempo el derecho a nuestra propia identidad histórica, y permite imaginar una ciudad distinta en donde se reconozca la existencia de los indígenas, antes, durante y después de la llegada de los novohispanos, considerando la relevancia del papel que estos tuvieron en la conformación de la ciudad tanto como sociedad y en su forma física. En esta urbe, los ciudadanos tenemos derecho a la memoria (urbana), pero no puede existir memoria sin investigación. Aquí se han aportado algunos elementos que ya nos permiten imaginar una ciudad antigua y moderna distinta, puesto que la memoria es la que da la condición de posibilidad de reimaginar la ciudad. Hasta ahora se había imaginado a Paso del Norte-Juárez/El Paso en general como lugar de tránsito, violento y sin identidad. Los estudios actuales apuntan cada vez con más fuerza hacia una ciudad con una memoria urbana rica, activa, diversa y con múltiples opciones identitarias, antiguas y recientes. Valga pues la posibilidad de imaginar una ciudad distinta.

			Juárez-El Paso tiene derecho a reivindicar la memoria de sus antiguos constructores, los indígenas mansos, sumas, ndee, piros, entre otros, quienes dejaron huellas materiales de su impronta en aspectos como el paisaje de El Chamizal, en los varios centros de la ciudad y la acequias. Al hacerlo se da paso no solo a la reivindicación de grupos subalternos que fueron negados por la historia tradicional, sino que se abre la posibilidad a opciones identitarias urbanas. Los indígenas son hoy en día una franca minoría en la población juarense-paseña, pero el derecho a la ciudad contempla respetar, proteger y promover todas las costumbres, recuerdos, identidades, idiomas y expresiones artísticas y culturales de todos los grupos. Por eso la memoria de los pueblos originarios es un derecho al que deberíamos tener acceso. 
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					1 Se hace referencia a Juárez-El Paso como una misma ciudad en el sentido no solo de la continuidad espacial o cultural, sino de ver a la ciudad como un ente histórico; lo que hoy son Ciudad Juárez en Chihuahua y El Paso en Texas tienen un pasado común que incluye el nombre de Paso del Norte como nominación original.


					2 El término apache es un exónimo, es decir, un nombre dado por un grupo externo a otro. La versión más aceptada refiere que viene de apachu, que significa enemigo para los zuñi, por lo que no es una denominación adecuada, aunque sí la más usada. El endónimo es ndee, nnee o nde que significa “la gente” en algunas de las distintas variantes de su idioma, y es de uso más apropiado; aquí, para economizar en la escritura, a estos grupos los referiré solo como ndee.


					3 Hay trabajos recientes que resumen de la historia de Ciudad Juárez que puede consultar el lector; en particular Breve historia de Ciudad Juárez, de Martín González de la Vara (2002), puede ser muy útil.


					4 La historiografía se entiende como el estudio de la escritura de la historia.


				5 N’dee es uno de los endónimos usados por los actuales hablantes de la lengua atabascanas en el norte de México y gran parte de Estados Unidos. Se denominan a sí mismos “ndeh”, “ndee”, “n’de”, “dišnë”, “tišnde” o “inde” que significa “la gente”, “hombre” o “el pueblo”, en oposición al término apache —o apachu— que significa enemigo y fue referido así por los zuñi al religioso Alonso de Benavides (Benavides, 1630). Aunque N’dee tampoco da cuenta de la totalidad y heterogeneidad de estos grupos, sí atiende la petición de algunos de estos grupos por usar endónimos para reconocer y visibilizar su existencia como sociedades (Granados Longoria, 2020).


					6 Los grupos n’dee estaban organizados en grupos familiares relacionados entre sí por lazos matrimoniales o intereses comunes; se podían unir y formar agrupaciones más grandes, pero esencialmente mantenían su estructura familiar, aunque también podían formar grandes alianzas de miles de personas, y podían mantenerse solo como una familia ampliada. Podían combinarse entre sí y luego separarse; el espectro de modo de vida iba de plenamente nómadas a completamente sedentarios.

				

		


		
			La mirada de los pueblos indígenas en Ciudad Juárez

			Testimonio de Diana Laura Lozano Linares

			Representante de la comunidad chinanteca en Ciudad Juárez

			En Ciudad Juárez existen 12 pueblos originarios, reconocidos por la Secretaría de Pueblos y Comunidades Indígenas del gobierno de Chihuahua. Entre ellos se encuentran las comunidades chinanteca, mixteca, mazahua, ralámuli, náhuatl, nde, otomí, purépecha, zapoteca, cuicateca, popoluca y wixarika. Asimismo, las comunidades maya, tzotzil, mixe no son reconocidas de manera oficial, ya que sus miembros aún no se encuentran trabajando en comunidad, pero han solicitado diversos apoyos a las dependencias gubernamentales.

			La migración de los pueblos originarios a Ciudad Juárez, desde hace más de 50 años, actualmente se ha visibilizado debido a los eventos culturales en la ciudad, pero sobre todo por su lucha constante para hacer valer sus derechos en el territorio, localización y contexto en el que se encuentran. Las administraciones han pasado una tras otra, y sin embargo ha sido muy poco el avance y el reconocimiento a los derechos de los pueblos originarios, debido a que solamente hasta ahora, en la administración 2020-2024, ya podemos ver servidores públicos indígenas, que ocupan cargos en las dependencias públicas, como una regidora en el ayuntamiento.

			La mayoría de los pueblos originarios asentados en nuestra ciudad se dedica al comercio informal, al trabajo obrero en la industria maquiladora, y la mayoría de las mujeres son comerciantes y trabajadoras del hogar. Son muy pocos los indígenas que culminan sus estudios universitarios; muchos se autorreconocen como indígenas debido a la discriminación que sufren en la actualidad. Hablar del acceso a la educación básica, media y superior es difícil para niños, adolescentes y jóvenes, porque sus padres no pudieron tener acceso a esas oportunidades y adquirir conocimientos; y esto imposibilita que padres y madres ayuden a sus hijos en este camino educativo. Otros factores son la falta de asesores educativos, la barrera del dominio del idioma, porque ser beneficiario de una beca es difícil, porque la mayoría no cuenta con los promedios establecidos, y no por la falta de conocimiento, sino por la falta de herramientas. 

			Los pueblos originarios no tienen acceso a los servicios básicos, ya que muchos individuos no cuentan con los documentos necesarios para acreditar que son indígenas residentes, y no dominan a la perfección el idioma español, o no cuentan con un traductor o intérprete. Esta ha sido la tarea más difícil en la adquisición de servicios. Muchos indígenas llegan aquí debido a la migración forzada, por varios factores como el despojo territorial, la inseguridad y la falta de oportunidades laborales.

			La situación de violencia que sufren las mujeres y la falta de acceso a la justicia han sido los problemas más visibilizados en la franja fronteriza, debido al desconocimiento sobre dónde acudir a reclamar sus derechos. Sin embargo, nuestra ciudad es la única en todo el estado que dispone de una unidad de atención a mujeres indígenas, atendida por mujeres indígenas. Asimismo, existen por primera vez materiales traducidos en lenguas con mayor número de población indígena en la ciudad, y en la del estado, que son la chinanteca y la ralámuli.

			Los pueblos han sufrido estas y otras carencias complejas ante los diversos órganos gubernamentales, y es por su lucha que están siendo escuchados. Históricamente los han llamado grupos vulnerables, cuando ha sido el mestizo el que ha vulnerado sus derechos. 

			Éstas han sido algunas de las muchas barreras que siguen enfrentando los pueblos originarios en la actualidad. Podemos imaginarlas, pero muchos las viven día a día. Son palabras manifestadas por las comunidades residentes de nuestra ciudad, y entre gestiones que han realizado ante las dependencias. Muchos conocemos de estas necesidades, y no se ha podido hacer mucho al respecto.

			¿Dónde están esos derechos que amparan a los pueblos originarios?

			De acuerdo con el artículo 2º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: “La Nación Mexicana tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitan en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas”. 

			Lo anterior significa reconocer el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a la libre determinación y autonomía, para decidir sus formas internas de convivencia, organización social, económica, política y cultural. Y la obligación de los gobiernos de garantizar el respeto y su derecho a aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de conflictos internos, sujetándose a los principios generales de la Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres.

			Además, la carta magna también garantiza a los pueblos indígenas su derecho a preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elementos que constituyen su cultura e identidad. Y cosa aún más importante, los tres niveles de gobierno deben permitir que las comunidades indígenas accedan plenamente a la jurisdicción del Estado, para garantizar este derecho como se menciona en el artículo 2º inciso B: “En todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución”. 

			Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. Aunque constitucionalmente los pueblos indígenas están reconocidos jurídicamente y se les garantiza una serie de derechos, en la vida diaria experimentan discriminaciones y rechazos que obstaculizan su acceso, y que se relacionan con la prevalencia de la cultura mestiza y el español como lengua dominante. Si bien la ciudad ofrece a comunidades y pueblos indígenas mayores alternativas para mejorar sus condiciones de vida, la brecha para acceder a ellas se hace cada vez más amplia en la medida en que la vinculación con la sociedad mestiza y las instituciones de gobierno se convierte en actos de marginación y discriminación, a pesar de los marcos jurídicos que los amparan. Tratar a las comunidades indígenas como grupo vulnerable desde los gobiernos es institucionalizar la discriminación y estigmatización, ya que no son un grupo vulnerable sino vulnerado. Asignarles esta etiqueta, que los coloca dentro de una perspectiva asistencialista, reduce la solución a sus problemáticas dándoles cosas, sin atender sus necesidades desde lo estructural y desde las carencias que expresan las propias comunidades. Es obligación de los gobiernos aprender a convivir y escuchar a las comunidades indígenas, a respetar sus formas internas de convivencia, organización social, económica, política y cultural ,y no obligarlas a regirse bajo las leyes o códigos mestizos. 

			Constitucionalmente, los gobiernos tienen la obligación de generar acciones, programas y políticas públicas que garanticen las condiciones de equidad para las comunidades y pueblos indígenas, para que puedan acceder de manera igualitaria a sus derechos sociales. Lo anterior supone un reto que implica algo más que aprender a convivir y escuchar a las comunidades y pueblos indígenas, pues este es solo el punto de partida para respetar las propias formas internas de convivencia y organización que tienen al interior de sus comunidades. 

			Por lo anterior, uno de los retos que enfrentan las instituciones gubernamentales es llevar a la práctica el reconocimiento de la pluralidad cultural, a través del conocimiento de la cosmovisión, cultura y normatividad. Es decir, se debe generar, en un plano de derechos humanos y fraternidad, una ciudad en donde exista verdaderamente la sensación de que no somos discriminados ni invisibilizados, ya que esto suele ser más doloroso que el desprecio abierto.
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			Este libro es el fruto de las colaboraciones que varios expertos y académicos compartieron en foros, consultas y entrevistas que se celebraron entre 2022 y 2023, con la finalidad de publicar y difundir la Carta del Municipio de Juárez por el Derecho a la Ciudad. La obra se constituyó en el sustento teórico-metodológico de la Carta, y representa el primer esfuerzo en su tipo para las localidades de la frontera norte del país. En ella se examinan varias dimensiones de la vida y política urbana: espacio público, alimentación, movilidad, género, cuidados, adicciones, juventudes, migración, pueblos indígenas, e historia y memoria. El lector hallará, además, algunas voces de la sociedad civil que recientemente han tenido una influencia importante en la discusión sobre la política pública en torno a los derechos ciudadanos.
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